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    A pesar de que Franco falleció en la cama el 20 de noviembre de 1975, el franquismo murió en la calle: la movilización en fábricas, barrios, universidades y calles, impulsada por el Partido Comunista de España y por la izquierda revolucionaria; las diferentes corrientes marxistas, libertarias, defensoras de la autonomía obrera y cristianas anticapitalistas… fueron los que pusieron la lápida sobre el dictador. Las organizaciones anticapitalistas desempeñaron un papel decisivo en el desarrollo de los movimientos sociales, desde los más fuertes como el obrero, el vecinal, el estudiantil, el feminista y el pacifista, hasta los más pequeños como el de liberación homosexual, el de minusválidos, el ecologista o el de presos comunes. En su constitución defendieron diferentes proyectos políticos con elementos comunes, como la defensa de una ruptura con la dictadura, la reducción de la pobreza y las desigualdades, el fin de la subordinación de las mujeres a los hombres, una salida a la crisis que aliviara el paro por medio de la creación de empleo y con derechos y una estructura territorial respetuosa con las distintas identidades nacionales presentes en España.


    Romper el consenso expone la historia de los miles de hombres y mujeres que se enfrentaron a la tortura, a la cárcel e incluso a la muerte para acabar con la dictadura. Miles de militantes que intentaron otra transición diferente a la que finalmente desembocó en una democracia similar a la de los países del entorno.


    Gonzalo Wilhelmi es doctor en Historia contemporánea y ha investigado sobre el movimiento autónomo y libertario en Madrid y sobre las víctimas de la violencia política en la Transición. También es autor del guion del documental Ojos que no ven (ojosquenoven.org) sobre las víctimas del fascismo en España desde 1975.
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    En memoria de Yolanda González, estudiante, trabajadora y militante revolucionaria.


    En memoria de todos los hombres y las mujeres que dieron la vida en la lucha por la democracia y el socialismo.
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    PRÓLOGO


    Pensábamos que éramos muchos y en realidad no llegábamos al 3 por 100 de los ciudadanos con derecho al voto. Estábamos convencidos de que portábamos los valores democráticos, despreciando a eso que denominábamos «democracia burguesa», situando por encima a la «democracia obrera», que donde existía no era otra cosa que la dictadura del partido. Vimos, ante nuestra impotencia, cómo el dictador moría en la cama y la sucesión en la Jefatura de Estado se llevaba a cabo con toda normalidad, no produciéndose el tan deseado día de la irrupción de las masas en la calle tomando el «Palacio de invierno» y proclamando el socialismo. Continuaron los mismos jueces, los mismos policías, los mismos generales, los políticos provenientes de la dictadura.


    El proceso de cambio político fue reformista y cuando hubo elecciones, aparecieron como el referente más importante de la izquierda los jóvenes socialistas que en su inmensa mayoría habían estado lejos de los lugares donde se luchaba contra el franquismo, eran unos desconocidos. Además tuvimos que aprender que la democracia que se iba a implantar era muy distinta a la que nos enseñaron nuestras lecturas (Jean-Paul Sartre, Marta Harnecker, Nicos Poulantzas, Louis Althusser, Isaac Deutscher, o los mismísimos Mao Tse-tung, León Davidovich Bronstein (Trotsky) o Vladímir Ilich Uliánov (Lenin). Javier Praderas, antes de fallecer, mirando unas estanterías llenas de libros de estos autores en su casa de Cantabria decía «qué pérdida de tiempo». O aún más contundente era el camarada Eugenio del Río, secretario general del Movimiento Comunista (MC), cuando afirmaba: «menos mal que no ganamos».


    Lo cierto es que pese a estas críticas no exentas de nostalgia, hicimos lo que debíamos de hacer y contribuimos a los cambios habidos, para en la gran mayoría de los casos adaptarnos a los nuevos tiempos y disfrutar de aquella denostada «democracia burguesa» en nuestros trabajos y hogares. Mientras una minoría activa siguió en política desde siglas muy dispares, la mayor parte de ellas muy alejadas de los planteamientos que defendíamos durante los últimos años de la dictadura y la transición a la democracia.


    El libro que tiene el lector en las manos es una excelente y necesaria investigación, hoy convertida en síntesis, realizada por Gonzalo Wilhelmi. En el amplio panorama, de calidad muy desigual, de lo escrito sobre la Transición, los trabajos dedicados a la «izquierda revolucionaria» eran escasos o demasiado localistas, lo que hacía que nos perdiésemos en detalles sin tener una visión global del papel que desempeñaron aquellos miles de militantes.


    Estos últimos dedicaron mucho tiempo, su patrimonio e incluso en algunos casos su vida a «derrocar» la dictadura y a plantear un modelo alternativo a la sociedad capitalista. Vistos desde la actualidad constituían una minoría muy activa del antifranquismo, pero es cierto que estaban presentes en todas las asambleas de la facultad, la fábrica o el barrio, en los «saltos» (comandos) de su ciudad, o durante la noche trabajando con la «vietnamita» para poder tirar los panfleto por la mañana cuando entraban los trabajadores a las fábricas, o hacer una pintada en el suburbano de Madrid o Barcelona. En sus lugares de trabajo o estudio criticando lo existente y explicando lo que deberíamos conquistar, podíamos «llegar al paraíso». Y cuando no había que agitar o repartir propaganda, discutiendo en las células, en los círculos rojos con los compañeros simpatizantes o más cercanos a sus posturas. La vida se dedicaba a la militancia, las amistades se concentraban en ámbitos concretos de la política, que se constituía como una pieza clave de su vida.


    Cuando Gonzalo Wilhelmi me propuso realizar una investigación sobre el papel de la «izquierda revolucionaria» en Madrid durante la Transición, me pareció una idea excelente. Existía un motivo personal, aparte de la necesidad académica: yo había militado durante cinco años en la Liga Comunista Revolucionaria (LCR). Pensé que con la dirección y el buen hacer de Gonzalo, se podía hacer una investigación rigurosa que marcase un antes y un después de lo que hasta el momento conocíamos.


    Los cierto es que Gonzalo Wilhelmi tenía todos los atributos para realizar una buena investigación. Era de una generación que no había vivido la Transición y mantenía severas críticas a la misma, pero sin sectarismos. Estaba comprometido con distintos movimientos sociales, lo que le hacía conocer bien los debates internos de los múltiples «grupúsculos» que aparecían y desaparecían con gran facilidad entre aquellos que rechazaban lo «existente» o lo «políticamente correcto». Tenía la formación necesaria y la voluntad para realizar la investigación, aunque le restase tiempo de su vida privada y de su tiempo de ocio.


    La construcción de la investigación se hizo utilizando fuentes escritas y orales. Respecto a las primeras, pese a su elevado número y la dificultad de localización de algunas de ellas, fueron analizadas exhaustivamente. Como diría el maestro de historiadores Georges Duby, las «agotó». Las fuentes orales fueron escogidas cuidadosamente: se trataba de conocer las vivencias de aquellos militantes, que como ya hemos dicho, dieron todo lo que tenían por un «ideal».


    Ahora había que combinar adecuadamente los ingredientes. Optar por una visión temporal era necesario, ya que dentro del proceso de transición había claramente marcados tres planos temporales: la reforma, el consenso y el desencanto. Desde comienzos de 1982, se asistió a un nuevo plano, «el cambio», que anunciaba lo que iba a venir y fijaba las tareas propias de la democracia, no de la transición.


    Entre la muerte del dictador y la celebración de las primeras elecciones democráticas tras 41 años sin ellas, se produjeron importantes movilizaciones sociales (protagonismo de la sociedad civil) dependientes de diversos proyectos políticos, que sirvieron, junto a la opinión pública, para que se pusiera en marcha el proceso reformista. El papel de las organizaciones políticas a la izquierda del Partido Comunista de España (PCE) fue buscar un proyecto político viable que no se alejase de los planteamientos que se habían mantenido antes del tan esperado «hecho biológico». Fue, más que difícil, en gran medida un fracaso. La sociedad que oía con agrado a la «izquierda revolucionaria» no estaba dispuesta a introducirse en un terreno pantanoso, con demasiados riesgos y un final incierto.


    El espíritu unitario fue solo propaganda, buen ejemplo de ello fue la actitud de los sindicatos dependientes de la Organización Revolucionaria de Trabajadores (ORT) y del Partido del Trabajo de España (PTE), que primero rompieron con Comisiones Obreras (CCOO) y luego, en vez de seguir una senda unitaria, rompieron entre ellos. Demasiado sectarismo existía en los «chinos». Pero no era exclusivo el monopolio de esta actitud en dichas organizaciones, creo que a la mayoría de nosotros nos condicionaba una actitud «anti-PCE». Es cierto que esta organización, conducida por un Santiago Carrillo que nunca olvidó sus conductas estalinistas, no lo puso fácil, ya que trataba de condicionar los comportamientos de toda la izquierda y, de forma especial, la de sus propios militantes, quienes terminaron por abandonarlo.


    Llama la atención la cantidad de movimientos sociales que confluyeron en dicho momento, aunque creo que como bien estudia el autor, el hecho político y partidista era decisivo para explicar lo que estaba ocurriendo.


    Pienso que durante la transición a la democracia hubo una ruptura, solo el hecho de pasar de un Estado con derecho a un Estado de derecho es suficiente para mostrar lo sucedido. Ello no impide decir que el proceso fue reformista, ya que los gobernantes tuvieron en todo momento el control de los «aparatos de Estado», como afirma acertadamente Maurice Duverger.


    Al abandonar los planteamientos rupturistas la izquierda mayoritaria (PSOE-PCE), estos quedaron en manos de la «izquierda revolucionaria», pero no los supo aprovechar. Su incapacidad para mostrarse como una fuerza electoral atractiva, sus divisiones internas –fruto del sectarismo anteriormente mencionado–, su falta de propuestas movilizadoras, la falta de un liderazgo claro y vinculante y su incapacidad para combatir políticamente el significado del «consenso» fueron letales. Temas como la amnistía (ley de punto final), el contenido flexibilizado de los Pactos de la Moncloa, la permanencia de personal vinculado al franquismo, o la sistemática violación de los Derechos Humanos durante la dictadura no fueron suficientemente defendidos, aunque es cierto que se encontraron con una sociedad que mayoritariamente prefería «el olvido».


    Tras la Constitución y las elecciones generales de 1979, tan solo quedaba recoger los restos del naufragio. La única «izquierda revolucionaria» que se significaba como tal se encontraba vinculada a movimientos nacionalistas, y cada vez primaban más estos últimos planteamientos que los derivados de la «lucha de clase». Nos quedamos huérfanos, con un PCE que iba a autodestruirse por sus luchas internas y falta de democracia y un Partido Socialista Obrero Español (PSOE), que desde el Congreso Extraordinario de septiembre de 1979 abandonaba los planteamientos de la izquierda política para apostar por un proyecto reformista con una alta dosis de liderazgo político.


    Es una historia fantástica, que Gonzalo Wilhelmi ha sabido plasmar con claridad. Lo mejor de la obra es cómo ha sido capaz de resolver la complejidad de los hechos que estudia en un relato apasionante, cercano, comprensible y riguroso.


    Álvaro Soto Carmona, catedrático de Historia Contemporánea de la Universidad Autónoma de Madrid


    Tres Cantos, 20 de noviembre de 2015


    (40 años después)

  




  
    PREFACIO


    Un libro que hay que leer


    La cuestión, para quien lleva tantos años leyendo libros y aún más años viviendo en este país de historias ocultas y deformaciones académicas y televisivas de la historia, la cuestión, digo, es saber si el volumen que tiene uno entre las manos, por azar, por curiosidad o por inicial interés, merece o no merece la pena leerse.


    Si detrás de tantas páginas hay un trabajo serio de investigación, de búsqueda, de interpretación, que no nos repita lo ya leído cien veces, lo ya escuchado a los mandarines culturales de la monarquía, sean del lado que sean, pero siempre mandarines, que no repita, en fin, lo que estamos hartos de oír a mayor gloria de los poderes actuales… y se da la feliz circunstancia de que tal es el caso, pues sea bienvenido el libro y dispongámonos a su lectura.


    Romper el consenso. La izquierda radical en la Transición española (1975-1982) es, no cabe duda, un libro que merece la pena y Gonzalo Wilhelmi, un autor esforzado e inquisitivo, un verdadero investigador tanto de archivos como «de calle y campo». Y ha hecho un buen trabajo. Que no es poco.


    El libro, entre el aluvión de libros que se publican sobre todo lo habido y lo no habido, constituye una aportación ambiciosa al tema que trata y no muchos han tratado antes: la un tanto olvidada izquierda revolucionaria que, con generosidad y sacrificio, se enfrentó al fascismo en España, y su papel polémico, contradictorio, difícil, en la transición de la dictadura franquista a la discutible democracia monárquica que todavía vivimos.


    Aquella izquierda, dividida y poco flexible, tuvo su indudable influencia social en los momentos más duros de la lucha, aunque el prestigio ganado en la misma no pudo traducirse, en la nueva situación, en la suficiente fuerza electoral.


    Sin apoyos económicos (la banca tenía, evidentemente, otras opciones avaladas por la socialdemocracia internacional), excesivamente fragmentada, poco dada a ceder en sus particularismos de sigla, la izquierda radical fue sobrepasada por los acuerdos interesados entre el neofranquismo (entonces representado por Adolfo Suárez y su improvisada UCD y hoy encarnado en el PP) y quienes, a la postre, previa instrumentalización del PCE como cuerpo de contención, se convirtieron en los nuevos gestores del gran capital (PSOE y nacionalismos periféricos), con base en el apoyo electoral de las nuevas clases medias urbanas formadas básicamente en el desarrollismo de la década de los sesenta.


    Fueron años convulsos, sangrientos y apasionantes. Ahora, en la distancia, para quienes los vivimos en el ojo del huracán, pienso que sí, que mereció la pena vivirlos, que mereció la pena intentarlo.


    El libro de Wilhelmi puede leerse como una gran crónica en la que todos los temas y todos los protagonistas de aquellos años y aquellas vicisitudes, tienen su lugar y su correspondiente análisis. Una crónica global y pormenorizada de los hechos más relevantes y de las organizaciones, sindicatos, partidos y movimientos que los protagonizaron. Desde los partidos más caracterizados de esa izquierda revolucionaria (MC, LCR, PCE [m-l], PCE [r] ORT, PTE…), hasta los sindicatos del momento, el movimientos vecinal, el feminismo, las comunidades cristianas, la aparición del movimiento gay, la COPEL y un largo etcétera. Todo ese magma se mostró unas veces aliado y otras extremadamente crítico y enfrentado a los dos grandes partidos de la izquierda más institucional, el PCE y el PSOE, ambos discutidos y ambos desempeñando un importantísimo papel, determinante, en la consolidación de la alternativa neofranquista de democracia: la monarquía constitucionalizada en 1978.


    Un periodo, la Transición y sus borrones y cuentas nuevas (los borrones para el pueblo trabajador y las cuentas nuevas para esos nuevos gestores a los que hemos aludido), todavía sin zanjar, y cuyas consecuencias gravitan, en estos días de nuevo críticos y expectantes, sobre nuestra existencia, impulsando los actuales deseos de cambio.


    Particular importancia tiene en el libro la «cartografía» de la época, el mapa conceptual que nos presenta. Eso lo convierte desde ya en un texto de consulta, en un referente para quien desee acercarse a la época. En sus páginas puede informarse de lo que habitualmente no se informa y comprender aspectos generalmente banalizados por los tópicos de la interpretación canónica del periodo.


    Creo sinceramente que no debo decir más, ni desentrañar el contenido del libro, ni opinar sobre lo que ha de opinar el lector. Creo que hay que leerlo. Nada más, nada menos. Algo que no puede decirse de muchos libros.


    Manuel Blanco Chivite,


    miembro de la Asociación de represaliad@s por el franquismo La Comuna

  




  
    INTRODUCCIÓN


    En el corazón de la lucha antifranquista


    A comienzos de diciembre de 1974, en pleno franquismo, en decenas de viviendas obreras de Navarra y Guipúzcoa se celebraron reuniones clandestinas. En pequeños salones llenos de humo de tabaco, con las ventanas cerradas para no ser delatados, grupos de jóvenes, obreros industriales en su mayoría, preparaban una jornada de lucha por la mejora de las condiciones de trabajo, contra la dictadura y por la libertad. Se trataba de las células de dos partidos ilegales, la Organización Revolucionaria de Trabajadores (ORT) y el Movimiento Comunista de España (MCE). Los militantes comenzaban las reuniones repasando la historia que contarían a la Policía en caso de ser detenidos. Las ganas de acabar con el régimen y de lograr las libertades democráticas como primer paso hacia un sistema socialista ayudaban a sobreponerse al miedo a la tortura y a la cárcel. La rabia ante la pobreza, las desigualdades sociales y la represión alimentaban la voluntad de estos hombres y mujeres que, junto al Partido Comunista de España (PCE) y activistas de organizaciones católicas, habían puesto en pie un movimiento obrero, ilegal pero de masas, llamado Comisiones Obreras (CCOO).


    A pesar de la represión, CCOO convocaban huelgas y manifestaciones en las principales zonas industriales de España. Las reivindicaciones eran laborales (principalmente salariales) y políticas, desde la readmisión de los despedidos hasta la democracia y la libertad. Durante las protestas, las asambleas de trabajadores, también ilegales, celebradas en fábricas y en iglesias, se habían revelado como espacios fundamentales para la participación y la toma de decisiones.


    En este ambiente de huelgas, que en ocasiones llegaban a afectar a sectores y comarcas enteras, ORT y MCE decidieron intentar generalizar la protesta, con el apoyo de la Liga Comunista Revolucionaria-ETA VI, una escisión de Euskadi Ta Askatasuna (ETA) que había roto con el nacionalismo y había abandonado los atentados. La izquierda radical consiguió que su propuesta de jornada de lucha fuera aprobada por CCOO de Navarra y Guipúzcoa, gracias al prestigio y la influencia derivados de su papel decisivo en la creación de este nuevo movimiento obrero. Era la primera movilización de cierto alcance que se realizaba al margen y en contra de la opinión del PCE, principal organización de la resistencia antifranquista y fuerza hegemónica dentro de CCOO, tanto en el conjunto de España como en la gran mayoría de las provincias.


    Y llegó la fecha señalada, el 11 de diciembre. Ya en las primeras horas se percibía que no iba a ser una protesta más. El cinturón industrial de Pamplona amaneció parado, con piquetes y asambleas en las puertas de las principales empresas. En Guipúzcoa y Vizcaya, la convocatoria tuvo un amplio seguimiento no solo en las fábricas, sino también en la banca, los centros de estudio y el pequeño comercio. Las amas de casa hicieron huelga de consumo, dejando de acudir al mercado y realizando asambleas y movilizaciones. La Policía Armada arremetió con sus jeeps contra las manifestaciones y disparó fuego real, provocando varios heridos. Algunos de los detenidos fueron torturados en los cuarteles de la Guardia Civil.


    La participación, estimada en unas 200.000 personas, superó todas las previsiones. En Guipúzcoa, Vizcaya y Navarra hubo una verdadera huelga general por la libertad, contra la dictadura y por la mejora de las condiciones de vida, desligada, salvo en Navarra, de la negociación de los convenios colectivos. Una huelga laboral y política convocada por dos pequeños partidos comunistas a la izquierda del PCE, que incluía entre sus principales reivindicaciones la disolución de los cuerpos represivos y el derecho de autodeterminación para el País Vasco[1].


    ¿Quiénes eran estos jóvenes, trabajadores en su mayoría, pero también estudiantes de clase media, que habían contribuido al desarrollo de CCOO hasta el punto de disputar la hegemonía al poderoso PCE en algunas zonas? ¿De dónde salían estos partidos y organizaciones de la izquierda radical que no solo aspiraban a la democracia y la libertad, sino además a superar el capitalismo? ¿Por qué se convirtieron estos grupos en uno de los objetivos principales de los cuerpos represivos y el sistema judicial franquista?


    Las primeras organizaciones de la izquierda revolucionaria nacieron en la década de los sesenta, durante el desarrollismo económico de una dictadura sostenida desde sus inicios por la represión en sus diferentes formas: encarcelamientos, torturas, desapariciones (al menos 130.199), asesinatos, robo de niños (en torno a 30.000), agresiones sexuales contra las mujeres, represalias laborales y destierros. Un baño de sangre que formaba parte de un programa de «terror y aniquilación» cuyo objetivo era, en palabras del general Emilio Mola, «eliminar sin escrúpulos ni vacilación a todos los que no piensen como nosotros»[2].


    Con estas actuaciones, el régimen fascista[3] logró arrinconar a la mayoría de las organizaciones históricas de izquierda, esto es, al Partido Socialista Obrero Español (PSOE), a su sindicato hermano, la Unión General de Trabajadores (UGT) y a la anarcosindicalista Confederación Nacional del Trabajo (CNT). Solo el PCE logró adaptarse a una nueva situación represiva en la que la mera supervivencia era ya una victoria, convirtiéndose así en la principal fuerza opositora a la dictadura.


    A diferencia de lo ocurrido en la mayoría de los países del entorno, el régimen franquista no acompañó el crecimiento económico de los años sesenta con la reducción de las desigualdades sociales, ni con el fortalecimiento de los sectores estratégicos de la economía, ni tampoco con la incorporación de la mujer al trabajo asalariado. A pesar del incremento del Producto Interior Bruto (PIB) y de la renta por habitante, España seguía siendo uno de los países más pobres, con menor gasto público social (8,6 por 100 del PIB frente al 23 por 100 de Francia o el 28 por 100 de la República Federal Alemana) y con mayores desigualdades de su entorno.


    Mientras en Europa occidental se construían distintos modelos de Estado del bienestar, caracterizados por políticas de protección social, sistema fiscal progresivo y redistribución de rentas cuyo objetivo era reducir la desigualdad, la dictadura optaba por desarrollar un Estado de asistencia social (que incluía la creación de la Seguridad Social) financiado con el incremento de la presión fiscal sobre los salarios, agravando la ya notable regresividad del sistema, de manera que quienes menos tenían, pagaban proporcionalmente más impuestos. En sintonía con su carácter clasista en beneficio de los grandes empresarios y propietarios, el Estado franquista se sostenía sobre un sistema de impuestos mayoritariamente indirectos[4].


    Las desigualdades y la falta de libertad hicieron que la década del desarrollismo fuera también la década del aumento de la contestación social y política al franquismo, sobre todo entre los trabajadores y, en segundo lugar, en las universidades. Fueron también los años del resurgimiento del nacionalismo vasco, que realizó las primeras movilizaciones de cierta entidad desde el inicio de la dictadura.


    A pesar de que las huelgas y las organizaciones obreras eran ilegales y objeto de represión sistemática, las protestas de los trabajadores fueron continuas, principalmente en Barcelona, Guipúzcoa, Vizcaya, Asturias y Madrid y especialmente en el metal, el textil (uno de los pocos sectores con presencia destacada de mujeres), la construcción, la minería y la industria química.


    En 1962, los mineros asturianos iniciaron una huelga que se extendió a las principales zonas industriales de España. Cuando se retiró la ola de protesta, en la que participaron entre 200.000 y 650.000 personas, no se volvió a la situación anterior. Al calor de la movilización se habían formado nuevos núcleos de militantes en las empresas, agrupados en CCOO. Esta nueva forma de organización, iniciada en los cincuenta, era la respuesta de los trabajadores a la represión, que hacía imposible la extensión de la actividad de los sindicatos tradicionales, como CNT y UGT.


    Las primeras CCOO eran muy heterogéneas debido a las diferencias entre los sectores productivos, la diversidad de tradiciones políticas y sindicales de los territorios y las dificultades de los militantes antifranquistas para intercambiar experiencias. A pesar de esta dispersión, la mayoría de las comisiones confluyeron en un movimiento unificado por elementos comunes: carácter unitario; voluntad de actuación abierta y pública combinada con una organización clandestina; uso de los recursos legales y de los medios de presión ilegales, como huelgas o manifestaciones; importancia de las asambleas de trabajadores; uso instrumental del sindicato vertical fascista (entrismo); protagonismo de reducidos núcleos clandestinos de militantes, formados generalmente por los miembros de las organizaciones políticas antifranquistas –principalmente PCE– y también de grupos católicos y de la izquierda revolucionaria; defensa de reivindicaciones laborales junto a exigencias políticas como democracia y libertad[5].


    La segunda brecha en la dictadura se abrió en la universidad. Durante el curso 1964-1965, los estudiantes antifranquistas, liderados por el PCE y su rama catalana, el Partit Socialista Unificat de Catalunya (PSUC), lograron copar la mayoría de los cargos del Sindicato de Estudiantes Universitarios (SEU), forzando al régimen a disolverlo. En el mismo proceso, se desarrolló un sindicato democrático de estudiantes que, al igual que CCOO, era ilegal pero de masas.


    La oposición ampliaba su alcance, y la actividad clandestina se complementaba con movimientos sociales que actuaban de manera pública. De esta manera, participar no era ya tan arriesgado y no exigía obedecer a un partido concreto para luchar por mejorar las condiciones laborales o lograr la libertad, la democracia o incluso un cambio social profundo en sentido socialista.


    El PCE no abandonó su táctica de convocar acciones en toda España «desde arriba» en una fecha predeterminada, pero el protagonismo pasó a ser de las movilizaciones «desde abajo», que nacían en un conflicto local y se extendían hasta llegar a una huelga que paralizaba toda una comarca, como la de Ferrol en Galicia o la del Bajo Llobregat en Cataluña en 1967[6].


    La persecución de los opositores fue especialmente intensa en las décadas de los sesenta y los setenta. Entre 1956 y 1975 se declararon ocho estados de excepción, prácticamente uno cada dos años. El Tribunal de Orden Público (sucesor del Tribunal Especial de Represión de la Masonería y el Comunismo) realizó actuaciones contra 50.609 personas y procesó a 8.943. Además, 5.584 civiles fueron condenados en consejos de guerra, nueve presos políticos ejecutados y un centenar de personas murieron a manos de los cuerpos represivos y grupos parapoliciales[7].


    La mayoría de los antiguos militantes de la izquierda revolucionaria entrevistados para este libro coinciden en el impacto que les producían las torturas a los opositores, las ejecuciones de presos políticos, los disparos a trabajadores y estudiantes por repartir octavillas, las palizas de la Policía a los manifestantes.


    La rabia frente a la represión espoleó a una minoría de hombres y mujeres, jóvenes de clase trabajadora y estudiantes de clase media, a incorporarse a una militancia clandestina, de pequeñas reuniones, en organizaciones en las que solo se conocía a los miembros de la propia célula para evitar delatar a otros compañeros bajo tortura. Era un activismo de cierta soledad y de miedo constante a la detención y a la infiltración policial.


    EL ORIGEN DE LAS ORGANIZACIONES REVOLUCIONARIAS


    Una parte de quienes decidieron implicarse de manera activa en la lucha contra la dictadura no se unieron al principal partido del antifranquismo, sino que optaron por el fragmentado espacio político situado a su izquierda, formado por nuevas corrientes de oposición nacidas en los centros de trabajo, en la universidad y en organizaciones sociales de la iglesia como Hermandad Obrera de Acción Católica (HOAC), Juventud Obrera Católica (JOC) y Vanguardia Obrera (VO). Se trataba de iniciativas muy diversas en cuanto a origen, referencias ideológicas y capacidad de actuación, pero que compartían el rechazo al régimen y la voluntad de impulsar un cambio revolucionario que superara el capitalismo.


    En el conjunto de España, las principales formaciones anticapitalistas fueron la Organización Revolucionaria de Trabajadores (ORT), el Partido del Trabajo de España (PTE), el Partido Comunista de España (marxista-leninista) (PCE [m-l]), el Movimiento Comunista (MC), la Liga Comunista Revolucionaria (LCR), la Organización de la Izquierda Comunista (OIC), el Partido Comunista de España (reconstituido) (PCE [r]) y la Confederación Nacional del Trabajo (CNT). En este libro analizaremos también la trayectoria de los grupos defensores de la autonomía obrera y de las Comunidades Cristianas Populares (CCP), y en el ámbito vasco, catalán, gallego y canario, abordaremos la evolución de las organizaciones independentistas y socialistas[8].


    La izquierda radical, junto al PCE, desempeñó un papel decisivo en la extensión de la movilización popular que había provocado la crisis de la dictadura, pero no su descomposición. El franquismo mantenía una importante base social y el aparato represivo intacto, por lo que las fuerzas de la oposición se vieron obligadas a actualizar sus estrategias basadas en un desmoronamiento del régimen que no se producía.


    La primera organización que abordó esta tarea fue el PCE. Desde mediados de la década de los cincuenta, su nueva línea de actuación, bautizada primero como «política de reconciliación nacional» y más tarde como «pacto por la libertad», se proponía superar los alineamientos de la Guerra Civil por medio de una alianza que uniera a todos los sectores sociales y políticos partidarios de derribar la dictadura y de sustituirla por un sistema democrático: desde comunistas hasta democratacristianos y desde la clase obrera a la burguesía, incluyendo también a los militares. El partido dirigido por Santiago Carrillo apostaba por una vía al socialismo alternativa a la insurrección armada, que pasaba por la restauración de las libertades democráticas y el pluripartidismo[9].


    EL PCE (M-L) Y EL FRAP


    Las resistencias dentro del PCE a la política de reconciliación nacional dieron lugar a una escisión en 1964, que tomó el nombre de PCE (m-l) y contó con el apoyo del Partido Comunista Chino y su único aliado en Europa, Albania, que alentaron rupturas en los partidos comunistas alineados con la Unión Soviética, como el español. Por este motivo, el maoísmo se convirtió en un referente para una parte de la izquierda radical.


    Para acabar con la dictadura y hacer la revolución, el PCE (m-l) defendía la necesidad de la lucha armada, una seña de identidad del partido que, en cualquier caso, debía realizarse «ligada a las masas». La alternativa de la nueva organización comunista se basaba en una alianza nacional democrática y antiimperialista, inspirada en la revolución china, que se plasmó en 1973 en la creación del Frente Revolucionario Antifascista y Patriota (FRAP). En este frente dirigido por el PCE (m-l) se integraron distintas organizaciones sectoriales como la Federación Universitaria Democrática Española (FUDE), la Federación de Estudiantes de Enseñanza Media, la Oposición Sindical Obrera, la Unión Popular de Artistas y la Juventud Comunista de España (marxista-leninista) (JCE [m-l]). El programa político unificador defendía el derrocamiento del régimen, el establecimiento de la república, el fin de la alianza militar con Estados Unidos, la nacionalización de las grandes empresas monopolísticas, la reforma agraria, la renuncia a las colonias y la reforma del Ejército, columna vertebral del franquismo[10].


    En su primera etapa, el FRAP logró implantarse en universidades, institutos de enseñanza secundaria y barrios obreros de varias provincias, principalmente en Madrid y el País Valenciano[11]. Sobre la base de una identidad política basada en el «antifascismo militante» y el rechazo al «imperialismo yanqui»[12], desde el frente dirigido por el PCE (m-l) se inició la respuesta violenta a la represión. En la manifestación convocada por el FRAP el primero de mayo de 1973 en Madrid, los «grupos de autodefensa» armados con barras de hierro y navajas hicieron frente a las cargas de la Policía matando a un agente e hiriendo a varios más.


    El franquismo reaccionó deteniendo y torturando a miembros del FRAP y del PCE (m-l) y el partido decidió dar el salto a la lucha armada, creando los grupos de combate, que realizaron sus primeros atentados en los que mataron a tres policías. La reivindicación fue realizada directamente por el FRAP, lo cual contribuyó a su caracterización como un grupo armado cuando en realidad se trataba de un frente de grupos sociales y políticos que respaldaba el uso de la violencia contra la dictadura.


    La respuesta del régimen consistió de nuevo en cientos de detenciones de activistas, que en su mayoría fueron sometidos a torturas. Tres militantes del FRAP (Ramón García Sanz, José Luis Sánchez Bravo y Xosé Humberto Baena) fueron fusilados junto a dos miembros de Euskadi Ta Askatasuna (ETA) (Ángel Otaegi y Juan Paredes «Txiki») el 27 de septiembre de 1975, tras ser condenados en unos simulacros de juicio.


    Los fusilamientos del 27 de septiembre de 1975 provocaron movilizaciones en varios países europeos y el aislamiento internacional de la dictadura. En España, la respuesta fue impulsada por la izquierda radical y la independentista y alcanzó su mayor extensión en el País Vasco y Navarra, donde crecía el apoyo a ETA, y cientos de miles de trabajadores secundaron una huelga general de tres días. En el resto del país, la negativa del PCE a participar hizo que la protesta fuera más reducida, aunque se expresó en los ámbitos más variados, desde la música al deporte. Luis Eduardo Aute compuso la canción Al alba en homenaje a los cinco militantes antifranquistas ejecutados y dos futbolistas del Rácing de Santander, Sergio Manzanera y Aitor Aguirre salieron al campo de El Sardinero con brazaletes negros, como también hizo la plantilla del Athletic de Bilbao en el estadio de Los Cármenes en Granada[13].


    LA ORT


    Otra de las formaciones radicales con mayor implantación en las luchas obreras fue la ORT, una evolución de la Acción Sindical de Trabajadores (AST), nacida a comienzos de los sesenta a partir de la VO, organización de la acción social católica dependiente de la orden de los jesuitas. La AST se definía como un sindicato aconfesional y revolucionario y aportó a la creación de CCOO su influencia entre algunos de los sectores obreros más combativos como metal, textil, artes gráficas y transportes.


    Dentro de CCOO, la competencia con el PCE empujó a la AST a convertirse en un grupo político y en 1969, se transformó en la ORT, que desempeñó un papel central en el impulso del movimiento obrero en Madrid, Navarra, Badajoz y Huelva, así como en el nacimiento del movimiento ciudadano en Madrid[14].


    La ORT adoptó el centralismo democrático como forma de organización y el marxismo leninismo como ideología, alineándose con las posiciones de China, enfrentada a la Unión Soviética. El nuevo partido incorporó a un pequeño grupo de trabajadores de servicios, profesionales y universitarios provenientes de la Federación de Estudiantes de las Congregaciones Universitarias Marianas, de donde salió el núcleo dirigente.


    La ORT valoraba que el franquismo era incapaz de evolucionar hacia un sistema democrático y, por tanto, solo existían dos opciones: mantener un régimen que por más reformas que hiciera no dejaría de ser fascista; o la revolución democrática y popular, alternativa que consideraban factible en un escenario marcado por «la descomposición» de la dictadura, «el auge de la lucha de masas» y «el aumento de la represión»[15].


    EL PCE (I) Y EL PTE


    El crecimiento de las movilizaciones obreras y estudiantiles de mediados de los sesenta generó un debate dentro del PSUC, la organización catalana del PCE. En Barcelona, los estudiantes del principal partido del antifranquismo apostaban por acelerar el ritmo de la protesta en la universidad y las empresas, frente a la posición del líder de las CCOO barcelonesas, también militante del PSUC, de «no pegar tirones», considerando que no se daban las condiciones para intensificar las huelgas. Este mismo debate se produjo también en el sector estudiantil del PCE sevillano.


    En 1967, la declaración del Comité Ejecutivo del PCE que llamaba a frenar la movilización y a tratar de llegar a un acuerdo con los sectores aperturistas de la dictadura desencadenó la escisión del «Grupo Unidad», formado por unos ochenta militantes, mayoritariamente universitarios, que pronto conectaron con estudiantes y obreros del PCE en Sevilla, Madrid, Valencia y Asturias. Este fue el origen del Partido Comunista de España (internacional), PCE (i), que comenzó a editar el periódico Mundo Obrero Rojo.


    Los núcleos de Madrid y Asturias fueron infiltrados por la Policía. Las detenciones, unidas a diferencias internas y a errores como el abandono de CCOO para crear un sindicato propio, estuvieron cerca de acabar con el joven partido, que optó por los atracos a bancos para financiar los gastos necesarios para funcionar en la clandestinidad, como pisos, imprentas, propaganda o viajes de enlace.


    El PCE (i) logró implantarse en Barcelona y tras superar una nueva operación represiva, que se saldó con la pérdida del aparato de propaganda y la detención y tortura de una veintena de militantes, realizó su I Congreso en 1973, donde se constituyó como un partido marxista-leninista pensamiento Mao Tse-tung y se eligió al Comité Central y a la cúpula dirigente.


    En este congreso, además, se ratificó la nueva línea política, elaborada por la dirección. El objetivo principal pasaba a ser la búsqueda la unidad de todos los sectores antifranquistas mediante un programa democrático común que hiciera posible la insurrección –considerada como la única vía para derrocar la dictadura– y estableciera un gobierno provisional democrático. Para ello se pretendía crear un frente único de la clase obrera, que liderara el frente popular. En la práctica, el primer paso era entrar en CCOO y en las plataformas unitarias de la oposición, como la Asamblea de Cataluña, donde el PCE (i) ingresaría poco después.


    Una vez lograda la democracia liberal, que requería la amnistía, el derecho de autodeterminación y el desmantelamiento del aparato de Estado fascista, el PCE (i) se proponía proseguir la lucha para sustituir el Estado burgués por la dictadura del proletariado y continuar avanzando hacia el socialismo.


    En febrero de 1975, el PCE (i) cambió su nombre por el de Partido del Trabajo de España (PTE) y se integró en la Junta Democrática de España (JDE), la plataforma unitaria de oposición liderada por el PCE[16].


    LA OCE-BR


    Del PSUC salieron también, a finales de los años sesenta, los estudiantes que formaron la Organización Comunista de España-Bandera Roja (OCE-BR), un partido que sintetizaba propuestas maoístas y socialistas libertarias y que logró una fuerte implantación en CCOO y las asociaciones de vecinos de Barcelona. A mediados de los años setenta, la mayor parte de la nueva organización, unos 350 militantes, reingresó en el PSUC, que había seguido siendo su referente[17].


    LA OMLE Y EL PCE (R)


    La crítica a la política de reconciliación nacional del PCE también estuvo en el origen de la Organización de Marxistas-Leninistas Españoles (OMLE), creada por comunistas españoles emigrados a Francia, Bélgica y Suiza. En 1971 los activistas del interior, (fundamentalmente de Cádiz y Madrid), propusieron un funcionamiento centralizado dirigido por un equipo dedicado a tiempo completo («liberados») y se hicieron con el control del grupo. Poco después, se unió a la OMLE un núcleo de militantes obreros con larga trayectoria en el PC de Galicia y sus juventudes, que abandonaron por diferencias tácticas en las huelgas de Vigo y Ferrol, en las que apostaban por intensificar la movilización. En 1975, la OMLE se refundó como PCE (r). El nuevo partido seguía manteniendo que no era posible que el derrocamiento de la dictadura diera lugar a una democracia parlamentaria, por lo que la única alternativa era la guerra revolucionaria que permitiría al pueblo tomar el poder. El PCE (r) no lograba incidir de forma significativa en la creciente conflictividad social y política, entre otras cosas, por su rechazo a participar en CCOO.


    EL NACIONALISMO REVOLUCIONARIO VASCO Y EL MC


    El nuevo movimiento obrero que se desarrolló en los años sesenta alcanzó sus mayores niveles de radicalidad y extensión en las provincias vasconavarras, donde pronto se relacionó con el nacionalismo vasco configurado en torno a ETA, una organización nacida en 1959 sobre la ola del resurgimiento del vasquismo cultural y social, que se proponía luchar con las armas contra el régimen franquista para lograr una Euskadi independiente y democrática (que incluía Navarra) como etapa previa al socialismo.


    La existencia de un enemigo común, la dictadura fascista, facilitó que el nuevo nacionalismo vasco aterrizara en las reivindicaciones laborales, iniciándose un proceso que transformó tanto al movimiento obrero como a ETA, cuya V asamblea, en 1966, acabó en escisión. Por una parte ETA-berri, el sector que evolucionaba hacia el marxismo y daba prioridad a la lucha obrera en CCOO y que, tras perder la batalla por las siglas, se convirtió en 1969 en el Movimiento Comunista Vasco (MCV). Por otra parte, ETA-V, que adoptó la doctrina del nacionalismo revolucionario y elaboró el concepto de «Pueblo Trabajador Vasco», como conjunto de clases sociales con conciencia nacional vasca y sometidas a la burguesía. El factor determinante de la nación vasca dejaba de ser la lengua, el euskera, para ser la conciencia nacional, lo cual facilitaba la integración de los inmigrantes de otras partes de España.


    ETA-V se reafirmó en la prioridad de la lucha armada y preparó los primeros atentados mortales. Tras el fallecimiento de Txabi Etxebarrieta en un enfrentamiento con miembros de la Guardia Civil, en el que también perdió la vida el agente José Pardines, ETA mató a Melitón Manzanas, comisario jefe de la Policía política de Guipúzcoa, colaborador de la GESTAPO nazi en la década de los cuarenta y destacado torturador de opositores. La dictadura respondió con un estado de excepción y con dos millares de detenciones, que dejaron al grupo casi desmantelado, pero con un creciente respaldo social. Las nueve penas de muerte dictadas en el proceso de Burgos contra los dirigentes de ETA fueron conmutadas por la fuerza de la presión popular, sobre todo en el País Vasco y Navarra (donde se realizó una huelga general de amplio seguimiento), y menor en el resto de España y en Europa. Con una izquierda independentista débil y embrionaria, la movilización fue impulsada por el movimiento obrero, las organizaciones comunistas, los grupos estudiantiles y el clero antifranquista. La lucha contra la represión se iba convirtiendo en una prioridad para toda la oposición.


    En 1971 la VI asamblea de ETA dio lugar a una nueva escisión. La parte principal, ETA-VI, que apostaba por priorizar la lucha obrera y buscar la confluencia con la izquierda española, fue expulsada y, tras abandonar la lucha armada y el nacionalismo, se fusionó en su mayor parte con la LCR, mientras que un pequeño sector se integró en la ORT. La minoría, que mantuvo las siglas de ETA, se reafirmó en la búsqueda de una alianza entre fuerzas nacionalistas vascas y en el protagonismo de los atentados. A pesar de su debilidad numérica, reconstruyó el frente militar, y en 1973 logró acabar con el presidente del Gobierno de la dictadura, el almirante Luis Carrero Blanco, por medio de un coche bomba en Madrid.


    Estos atentados fueron bien acogidos por una parte de la sociedad vasca y convirtieron a ETA en el principal referente de un nuevo sector social independentista de izquierdas y de un espacio político diferenciado del nacionalismo tradicional y de la izquierda revolucionaria: la izquierda abertzale[18].


    Una de las primeras escisiones obreristas de ETA, el MCV, optó por extender su actuación a toda España, y tras absorber a pequeños grupos revolucionarios en Zaragoza, País Valenciano, Asturias y Madrid[19], pasó a llamarse MCE.


    En su primera etapa, el MCE consideraba inviable una reforma democrática de la dictadura, pues valoraba que la debilidad de la burguesía española no le permitía aceptar un sistema parlamentario. La única salida al franquismo era la revolución, a la que se llegaría a través de una Guerra Popular Prolongada, desde el campo a la ciudad, que desembocaría en una etapa democrático popular, tal como establecía la formulación maoísta clásica[20].


    En 1974, el MCE viraba su línea política, aceptando la posibilidad de que la dictadura fuera sustituida por una democracia liberal. El objetivo inmediato pasaba a ser la lucha por la ruptura, lo cual requería trabar alianzas con aquellos que pretendieran la democracia más avanzada, pues las libertades se consideraban no solo un bien en sí mismo, sino también un medio que permitiría el desarrollo de las alternativas revolucionarias. El MCE se centraba en lograr las libertades democráticas, que incluían la disolución de los cuerpos represivos y el enjuiciamiento a los responsables de la represión franquista[21].


    En enero de 1976, el partido pasaba a llamarse MC, incorporando cada territorio su nombre: MC de Catalunya, de Euskadi (Euskal Mugimendu Komunista [EMK]), de Galicia, del País Valencià, de les Illes[22].


    LA LCR


    La LCR fue en sus inicios un pequeño grupo nacido a partir de Comunismo, un colectivo de militantes universitarios procedentes del Frente de Liberación Popular (FLP) en Madrid y del Frente Obrero y Campesino de Barcelona. Estos jóvenes habían participado en el sindicalismo democrático estudiantil, donde se habían enfrentado al principal partido del antifranquismo, el PCE, al que achacaban un funcionamiento burocrático y una línea política reformista. Sus miembros se reivindicaban leninistas, pero preferían definirse a sí mismos como marxistas revolucionarios para diferenciarse de los partidos comunistas que defendían la herencia de Stalin. En 1971, la LCR creció gracias a la fusión con ETA-VI, una escisión de ETA que defendía la primacía de la lucha de clases por encima del independentismo y había renunciado a la lucha armada para dar prioridad al impulso de CCOO. Muy pronto, la organización trotskista sufrió su primera escisión, provocada por «los mitos y hábitos sectarios y doctrinarios, inevitables en una prolongada existencia a contracorriente de grupos muy reducidos», que convertían rápidamente un desacuerdo concreto en una ruptura de principios. El debate sobre la posición ante el nuevo movimiento obrero organizado principalmente en CCOO dio lugar a dos tendencias: la primera, Encrucijada, liderada por el Comité Provincial de Barcelona; y la segunda, En Marcha, dirigida por el Buró Político, que discutían «si la conciencia política avanzaba solo a partir de su movilización unitaria o lo hacía fundamentalmente por medio de experiencias de acción radicales». De estas dos posiciones derivaban sendas orientaciones políticas: «propaganda por el frente único de organizaciones obreras o una política de iniciativas del partido para promover acciones tan masivas como fuera posible, para desbordar el control del reformismo». El debate se transformó en una diferencia de principios fundamentales sobre «la unidad de la clase obrera» que dividió al pequeño partido por la mitad. La tendencia Encrucijada se escindió y formó la Liga Comunista (LC), que optó por abandonar CCOO y realizar su labor sindical en el sindicato socialista UGT.


    La LCR planteaba que, aunque la burguesía española se identificaba con el franquismo, el auge de las luchas de masas podría llevarla a aceptar una reforma democrática de la dictadura para neutralizar la movilización social. En ese caso, la formación trotskista trataría de impulsar la organización de consejos obreros para lanzarse a la toma del poder del Estado[23].


    OTRAS ORGANIZACIONES REVOLUCIONARIAS EN GALICIA, CATALUÑA Y CANARIAS


    Al igual que en el País Vasco, en Galicia, Cataluña y Canarias se formaron organizaciones que combinaron el anticapitalismo con la reivindicación nacionalista. En Galicia nacieron el Partido Socialista Galego (PSG), un grupo marxista que defendía el derecho de autodeterminación –aunque no la independencia–, y la Unión do Pobo Galego (UPG), una formación marxista-leninista y maoísta que consideraba a Galicia como una colonia de España y planteaba la autodeterminación como vía a un socialismo basado en la nacionalización de las grandes empresas y en cooperativas agrarias. El nuevo partido nacionalista contaba inicialmente con militantes en Vigo y se fue extendiendo gracias a su labor en conflictos obreros, en luchas campesinas contra las expropiaciones de tierras para construir centrales hidroeléctricas y por medio también de la creación de grupos culturales de teatro, música tradicional y lengua gallega. Su base social estaba formada principalmente por obreros industriales y trabajadores de servicios, que formaron el Sindicato Obreiro Galego (SOG) y también por campesinos, que constituyeron las Comisións Labregas (CL), en un sector que a comienzos de los años setenta ocupaba a la mitad de la población activa gallega. La UPG intentó formar un grupo armado, pero la Policía lo desmanteló antes de que pudiera consolidarse, en una operación en la que murió uno de sus militantes más destacados, Moncho Reboiras[24].


    En Cataluña, el nacionalismo revolucionario compensó su menor presencia en las luchas obreras y vecinales con la participación del Partit Socialista d’Alliberament Nacional (PSAN) en uno de los organismos unitarios de la oposición más potentes, la Asamblea de Cataluña[25].


    En Canarias se desarrollaron varios grupos anticapitalistas que defendieron la autodeterminación y, en algunos casos, la independencia. Tres de estos colectivos eran escisiones del PCE: Partido Comunista Canario provisional (PCC [p]), las Células Comunistas (CC) y el Partido de Unificación Comunista de Canarias (PUCC). Junto a estas organizaciones existía también una corriente cristiana de izquierdas con fuerte implantación en las luchas obreras y vecinales. La confluencia de estas formaciones daría lugar a una de las experiencias más interesantes de la izquierda radical en la Transición, como veremos en detalle más adelante.


    LAS COMUNIDADES CRISTIANAS POPULARES


    La presencia de sectores cristianos en la mayor parte de los grupos revolucionarios y en las principales luchas laborales y vecinales se explica por la importancia de las organizaciones de la acción católica. Fundadas en la década de los cuarenta para la «reconquista» de la clase obrera dentro de los parámetros ideológicos del nacionalcatolicismo, estas asociaciones habían seguido un camino no previsto por la jerarquía eclesial, implicándose en las huelgas y en la construcción del nuevo movimiento obrero, al que también se incorporaron algunos sacerdotes, que ofrecían los locales parroquiales, denunciaban las detenciones y torturas, e instaban a sus superiores a distanciarse de la dictadura. Esta deriva hizo que la dirección de la iglesia católica, uno de los principales puntales del franquismo, decidiera desmantelar la HOAC, JOC, la VO y la Acción Católica Obrera a mediados de los años sesenta[26].


    Muchos de los militantes de estas organizaciones se integraron en las nacientes comunidades de base impulsadas por sacerdotes obreros, puesto que además de participar en asociaciones, partidos y sindicatos ilegales, necesitaban espacios donde poder desarrollar y vivir sus creencias cristianas.


    En las asambleas de las comunidades se denunciaba la explotación laboral, el paro, las torturas, la falta de servicios básicos como educación, sanidad y vivienda, la ausencia de libertad sindical, y la opulencia de la iglesia. La celebración de asambleas conjuntas entre comunidades y los restos de las organizaciones de Acción Católica como HOAC, VO, Movimiento Católico de Empleados o Movimiento de Apostolado Seglar dio paso a la creación de la Federación de Asambleas Cristianas (FAC) en 1967. La dictadura se empleó a fondo, acosando y deteniendo a sus militantes, entre ellos al cura obrero Mariano Gamo. El régimen también utilizó al grupo parapolicial Guerrilleros de Cristo Rey, cuyos miembros irrumpían en las iglesias armados con pistolas y cadenas apaleando a los asistentes. La FAC no pudo sobreponerse a la represión y, agotada por su lucha contra los obispos, se disolvió a finales de 1969. Una parte de estos activistas abandonaron sus creencias religiosas o se retiraron a la vida privada. Otros, cuyo compromiso social y político nacía de su fe católica, optaron por integrarse en comunidades de base, algunas de las cuales se constituyeron en 1976 como Comunidades Cristianas Populares (CCP). En la creación de esta nueva organización los restos de las VO desempeñaron un papel central, aportando radicalidad obrera y una estructura horizontal de carácter libertario[27].


    EL MOVIMIENTO LIBERTARIO


    Además de las diferentes tendencias marxistas, la izquierda revolucionaria estaba formada también por una corriente libertaria. Su referente histórico, el sindicato CNT, se encontraba desde la década de los sesenta dividido en exilio y prácticamente desaparecido en el interior[28]. Los veteranos anarcosindicalistas, que habían mantenido una reducida actividad sobreponiéndose a detenciones y encarcelamientos, optaron por cerrar los sindicatos de oficio y su relevo fue asumido por núcleos de jóvenes activistas, que comenzaron a ensayar otras formas organizativas.


    Entre los nuevos colectivos libertarios destacaban los Grupos Solidaridad, activos en Madrid, Cataluña, País Valenciano y Andalucía y unidos a través de la escuela creada por el cenetista Félix Carrasquer en el exilio francés. En Solidaridad participaban militantes del sindicato de origen cristiano Federación Sindical de Trabajadores (FST), que desempeñaron un papel relevante en algunas movilizaciones obreras en Barcelona, donde se infiltraron en el sindicato vertical. En esta misma ciudad se desarrollaron también los Grupos Obreros Autónomos, la Organización Libertaria de Trabajadores y el Movimiento Comunista Libertario, que tuvieron cierta iniciativa en protestas laborales y vecinales. En Madrid se crearon los Grupos Autónomos, que lograron implantación entre los trabajadores de la construcción.


    Estos grupos lideraron la reconstrucción de la CNT en Madrid y Barcelona, un proceso al que se sumaron militantes anarcosindicalistas de larga trayectoria, como Juan Gómez Casas, dirigente cenetista excarcelado en 1964, que había publicado la obra de referencia Historia del anarcosindicalismo español en la editorial ZYX[29].


    En las primeras asambleas clandestinas de relanzamiento de la CNT, se planteó la necesidad de superar la etapa de grupos de afinidad para pasar a construir sindicatos de rama, un objetivo que requería aumentar el escaso número de activistas con influencia en las empresas[30]. En Madrid se eligió un primer Comité Regional de Centro, compuesto por dos veteranos anarcosindicalistas y tres miembros de Solidaridad[31], que asumió provisionalmente las funciones del Comité Nacional.


    La expansión de la central anarcosindicalista, que también cuajó en Asturias, País Valenciano y Andalucía, se hacía partiendo de sus principios clásicos: lucha por la mejora de las condiciones laborales, reivindicación del comunismo libertario, acción directa (resolución de los problemas por los propios afectados, sin intermediarios) y antiparlamentarismo como métodos de actuación y organización asamblearia basada en sindicatos únicos de rama[32].


    LA AUTONOMÍA OBRERA


    A caballo entre el anarquismo y el marxismo se desarrolló otra corriente revolucionaria, la autonomía obrera, caracterizada por la defensa de las asambleas soberanas de trabajadores y la crítica antiautoritaria a los partidos y, en menor medida, a los sindicatos. Sus integrantes formaron pequeños núcleos que participaron en las luchas obreras asamblearias por todo el país, pero en muy pocas ocasiones lograron coordinarse más allá del ámbito local.


    El sector más organizado y con mayor recorrido práctico y teórico provenía de un grupo de activistas de la Acción Católica, que a comienzos de los años sesenta formaron un colectivo clandestino, el grupo ZYX, aprovechando la infraestructura de la editorial del mismo nombre, fundada por la HOAC.


    Tras una década dedicada a la difusión cultural de textos que trataban de conjugar anarquismo, marxismo y cristianismo desde el común denominador del anticapitalismo, una parte del grupo ZYX optó por formar Liberación, una «organización integral al servicio de la autoorganización de la clase obrera». Organización integral quería decir que se rechazaba la división entre el sindicato para las reivindicaciones económicas y el partido para las políticas y por tanto, se proponía abordar cuestiones políticas, sociales, culturales y laborales. Organización integral quería decir también que se trataba de algo más que un colectivo activista, en la medida que tenía una dimensión comunitaria en la búsqueda de nuevas formas de vida alternativas a las del capitalismo, basadas en la igualdad entre hombres y mujeres. En el grupo de base, denominado equipo, junto a las cuestiones políticas se abordaba la transformación de la vida cotidiana de los militantes, que aunque no vivían en comunas, sí compartían parte de sus ingresos para la organización y también para la vida personal[33].


    Sin conexión con Liberación, pero desde posiciones similares de defensa del protagonismo de las asambleas de fábrica, en la Barcelona de finales de los años sesenta, varios grupos de militantes anticapitalistas lograron cierta incidencia en el movimiento obrero. Algunos de estos colectivos, como los Círculos Obreros Comunistas, que contaban con una larga trayectoria iniciada en el Front Obrer de Catalunya (FOC), se unificarían en un partido, la Organización de la Izquierda Comunista de España (OICE), donde confluyeron con grupos de trabajadores asambleístas de Córdoba, Álava y Guipúzcoa.


    Al margen de estas organizaciones, pero con planteamientos parecidos, algunos grupos autónomos activos en las luchas laborales y vecinales formaron una pequeña organización armada en Cataluña, el Movimiento Ibérico de Liberación (MIL). Su actividad se centraba en la edición y distribución de textos consejistas y en la realización de atracos para ayudar a sostener las huelgas asamblearias y apoyar a los trabajadores despedidos.


    La represión acorraló a estos militantes y los sectores asambleístas del movimiento obrero que recibían los fondos obtenidos por el MIL comenzaron a valorar que vincularse a un grupo armado suponía demasiados riesgos. En septiembre de 1973, tras un tiroteo en el que murió un miembro de la Brigada Político Social, la Policía política detuvo a varios activistas del MIL. Uno de ellos, Salvador Puig Antich, fue condenado a muerte. A diferencia de lo ocurrido tres años antes en el proceso de Burgos contra la dirección de ETA, las protestas fueron impulsadas fundamentalmente por la izquierda radical. La movilización fue muy reducida y no logró salvar la vida del militante anticapitalista, que fue ejecutado el 2 de marzo de 1974 junto al ciudadano alemán Heinz Chez. La imposibilidad de mantener una relación directa y fluida con los sectores asambleístas y la presión policial provocaron la disolución del MIL. De la campaña realizada para intentar salvar la vida del joven revolucionario, nacieron pequeños grupos autónomos (coordinados algunos de ellos bajo el nombre de Grupos de Acción Revolucionaria Internacionalista) que siguieron realizando atentados sin víctimas en España y Francia en apoyo a los presos políticos.


    Como puede verse, el espacio político a la izquierda del PCE estaba muy fragmentado. Las numerosas organizaciones y corrientes que buscaban no solo acabar con la dictadura, sino también avanzar hacia un sistema socialista (sobre cuyas características había importantes diferencias) compartían una misma base social, la izquierda radical sociológica, y eran reconocidas como una amenaza por el régimen franquista, que las reprimió con especial intensidad.


    En noviembre de 1975, la muerte del jefe de Estado, Francisco Franco, no supuso el fin de la dictadura, que se mantuvo sin fisuras significativas, pero sí agudizó la crisis política, provocada por la fuerza del antifranquismo, principalmente el movimiento obrero, que había generado unas oportunidades de cambio político sin precedentes desde la Segunda República. Influir en el cambio pasaba a ser el objetivo principal de todos los actores políticos, desde los dirigentes de la dictadura encabezados por el presidente Arias Navarro, que apostaban por reformas menores que mantuvieran la esencia del franquismo, hasta la oposición liderada por el PCE, que defendía la restauración de la democracia. Dentro del antifranquismo, la izquierda revolucionaria, perseguida y fragmentada, se marcaba su principal objetivo inmediato, el desmantelamiento del aparato de Estado de la dictadura como requisito para recuperar la democracia política y, desde ahí, abordar su propósito final: la superación del capitalismo y la creación de un sistema socialista.


    ¿Cuál fue finalmente el alcance del cambio? ¿Qué hizo y qué propuso la izquierda radical? ¿Con qué resultados? A estas preguntas intenta responder este libro, analizando no solo la línea política, sino también y sobre todo, la intervención social y las ideas de los militantes, los hombres y mujeres que impulsaban las luchas.
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    PRIMERA PARTE


    LA IZQUIERDA REVOLUCIONARIA Y LA RUPTURA (1975-1977)

  




  
    I. UN TORBELLINO ILEGAL PERO DE MASAS


    Tras la muerte del dictador, el movimiento obrero, cuya actividad había sido decisiva en la crisis del franquismo, continuó su fase ascendente. A pesar de ser ilegales, las huelgas crecían en número, duración y participantes y cada vez incluían más contenidos políticos, como amnistía y libertad. A los sectores más reivindicativos –metal, construcción, minería y textil– se sumaban otros nuevos como enseñanza, sanidad, hostelería y comercio. Los paros terminaban generalmente en victorias obreras, con mejoras sustanciales de las condiciones de trabajo, sobre todo los salarios, que crecían más que la productividad, recortando la tasa de beneficio de los empresarios. La jornada laboral se redujo en algunas empresas hasta las 44 horas semanales, aunque la media se mantenía en 48 y casi el 19 por 100 de los asalariados trabajaban más de 60 horas. En las movilizaciones también se reclamaban medidas de seguridad para reducir los accidentes en el trabajo, que provocaban una media de siete muertos cada día, y una organización de la producción que no dañara la salud[1]. Se trataba de un movimiento formado principalmente por hombres, salvo en algunos sectores como el textil. Las mujeres encontraban muchas trabas para incorporarse al empleo, que era, para la mayoría de ellas, una etapa transitoria hasta el matrimonio, momento en el que pasaban a dedicarse a las labores de cuidados. Las obreras ocupaban los puestos de menor cualificación, categoría y salario, y en muchas empresas no tenían acceso a la promoción profesional.


    Los trabajadores continuaron organizándose fundamentalmente en las ilegales CCOO. En algunas empresas, la comisión era elegida por la asamblea, que también acordaba sus actuaciones. Eran por tanto comisiones delegadas para tareas concretas y revocables en cualquier momento. En otros casos, era clandestina y agrupaba a los trabajadores más implicados, generalmente militantes de organizaciones comunistas, que trasladaban sus reflexiones y propuestas a la asamblea de fábrica, donde se debatía y se tomaban las decisiones[2]. En la mayoría de las empresas, las asambleas de centro de trabajo decidían lo más importante, como los contenidos de las plataformas reivindicativas para los convenios y el comienzo y el fin de las huelgas.


    Las CCOO se desarrollaban de abajo arriba, más como un movimiento que como una organización sindical y crecían en politización y radicalismo. En este proceso, los grupos de la izquierda revolucionaria aumentaron su influencia y llegaron a ser hegemónicos en el País Vasco y Navarra y en algunas zonas de Barcelona y Madrid, pero en el conjunto del país y en la mayoría de las provincias, la organización política con mayor peso seguía siendo el PCE-PSUC.


    En el campo, donde trabajaba algo más del 20 por 100 de la población activa, las también ilegales Comisiones Campesinas aglutinaron a todas las capas sociales que cultivaban directamente la tierra, desde asalariados hasta pequeños y medianos propietarios. Desde esta organización, impulsada por el PCE y por grupos católicos de base, se lanzó el nuevo sindicalismo agrario que se oponía a los abusos de los dueños de los canales de comercialización y reivindicaba mayores precios para los cultivos, seguro de paro para los trabajadores del campo, reducción de importaciones, mejores servicios para los pueblos, democracia y libertad.


    El éxito de las primeras protestas por la fijación de precios justos animó a los agricultores a movilizarse a comienzos de 1976, cuando el Gobierno preparaba las leyes para regular los precios de dieciocho productos agrarios, prácticamente un convenio colectivo del campo. Con el impulso de PCE, ORT y PTE, en Navarra y Aragón se realizaron concentraciones de miles de tractores, y desde Andalucía, Castilla, País Valenciano y Extremadura se organizaron marchas de campesinos a Madrid. De estas movilizaciones, muchas de ellas de carácter asambleario, nacieron nuevos líderes y las Uniones de Agricultores y Ganaderos (UAG), que más tarde formarían la Coordinadora de Agricultores y Ganaderos (COAG). En Galicia, una de las zonas con mayor peso del campesinado (que suponía un 40 por 100 de la población activa), además de las protestas por precios justos para los productos agrarios y en contra de la construcción de embalses y autovías que perjudicaban a las pequeñas poblaciones rurales, hubo también conflictos por la devolución del monte comunal y los arenales de la costa a sus propietarios originales: los vecinos[3].


    ASAMBLEAS, HUELGAS, SALARIOS Y LIBERTAD. EL MOVIMIENTO OBRERO A LA OFENSIVA


    Unos meses antes, a finales de 1975, la dictadura había decretado una nueva congelación salarial, con el objetivo de que los empresarios recuperaran sus niveles de beneficios, uno de los servicios esenciales que el franquismo ofrecía a sus bases sociales. En un momento en que se preparaba la revisión de varios convenios colectivos, la respuesta de la clase trabajadora fue una oleada de protestas en los principales sectores productivos, que en algunos casos llegaron a ser huelgas generales que paralizaron ciudades y comarcas enteras.


    En Madrid, en enero de 1976, hasta 350.000 trabajadores participaron simultáneamente en las diferentes huelgas, fundamentalmente en metal, construcción, banca, artes gráficas y metro, cuyos empleados, al igual que los de Correos y el ferrocarril, fueron militarizados y sustituidos por soldados protegidos por la Policía Armada y la Guardia Civil[4].


    En el punto álgido de la protesta, sus impulsores, integrados la mayoría de ellos en CCOO, abordaron un debate estratégico: detener la movilización, como planteaba el PCE o intensificar los conflictos sectoriales lanzando la huelga general en Madrid, como defendían las organizaciones de la izquierda radical con mayor influencia (ORT, MC, LCR y los grupos autónomos vinculados a Liberación), que proponían, además, la creación de un órgano coordinador de la huelga formado por delegados elegidos por las asambleas.


    A propuesta de la izquierda radical, el 15 de enero se reunieron en la sede de la HOAC los promotores de la huelga de todo Madrid (CCOO, Unión Sindical Obrera [USO] y otros grupos) para crear un organismo coordinador y decidir si llamar a la huelga general o iniciar una retirada ordenada. La Policía irrumpió en el local y detuvo a un centenar de personas, entre las que se encontraban, además de miembros del PCE, como Raimundo Fisac (dirigente de CCOO en la empresa Casa) y de la HOAC, militantes de los partidos de la izquierda revolucionaria que también pertenecían a CCOO, entre ellos los miembros de ORT Luis Royo, Paco Esteban y María del Carmen Fraile (trabajadores y líderes sindicales de artes gráficas, taxi y comercio, respectivamente) y los dirigentes del metal, Javier Romeo, del MC y Blanca Manglano, del PTE[5].


    No resulta sencillo evaluar qué grado de respaldo tenía la postura del PCE de volver al trabajo ni la de los grupos de la izquierda revolucionaria de lanzar la huelga general, pero lo más probable es que las fuerzas estuvieran equilibradas, puesto que el PCE no llamó a finalizar la huelga en las asambleas de trabajadores, sino desde las Uniones de Trabajadores y Técnicos[6] (UTT) del sindicato vertical, copadas en su mayoría por militantes de CCOO y el PCE, y con el respaldo de la Comisión Asesora de la Construcción y la Comisión de los Cincuenta de Artes Gráficas, formadas estas últimas por miembros de CCOO[7].


    Al día siguiente de las detenciones de los dirigentes obreros madrileños, el 16 de enero de 1976, hubo una huelga general en la comarca del Bajo Llobregat (Barcelona) con un seguimiento muy amplio, de unos 80.000 trabajadores, que reivindicaban la readmisión de los despedidos de la empresa Laforsa[8].


    Ese mismo mes, en Asturias, los mineros de Hunosa realizaron un paro para exigir subidas salariales, readmisión de los despedidos, amnistía y libertades democráticas. La movilización se dirigía desde la asamblea de trabajadores que eligió a sus representantes (la mayoría de CCOO) y logró la amnistía laboral, esto es, la readmisión de todos los despedidos en la empresa desde las huelgas de 1962[9].


    En febrero, el movimiento obrero paralizó la localidad barcelonesa de Sabadell con una huelga general política por la ruptura democrática y contra la represión, cuyo desarrollo analizaremos más adelante.


    Mientras tanto, los trabajadores de Álava entraban en conflicto por la negociación de los convenios. En esta provincia, el movimiento obrero se basaba en asambleas de empresa, donde se elegían comisiones representativas que llevaban sus acuerdos a la Coordinadora Obrera de Vitoria. En el movimiento asambleario participaban UGT, CCOO, PCE y la izquierda radical, siendo esta última la corriente más influyente, en concreto la tendencia autónoma, representada por la Organización de Clase Anticapitalista (OCA) –nacida a partir del grupo Liberación– y por la OIC, de carácter consejista. Los dos líderes más destacados, Jesús Fernández Navas, sacerdote secularizado y trabajador de Mevosa, y Tomás Echave, empleado de Forjas Alavesas, pertenecían a esta corriente.


    Los primeros paros reivindicaban una plataforma común de todas las empresas en la que se reclamaba aumento salarial lineal (una misma subida para todas las categorías para reducir las diferencias de sueldos, en vez de un incremento porcentual), reducción de la jornada laboral a 40 horas semanales y la exigencia de que no hubiera despedidos ni detenidos. La represión policial y la negativa de las empresas a negociar con las comisiones elegidas por las asambleas, alimentaron la protesta, que fue creciendo en intensidad. Las asambleas conjuntas reunían a miles de personas y se convocaron tres huelgas generales, la última de ellas para el 3 de marzo. Esa mañana pararon todas las fábricas en una ciudad llena de manifestaciones de trabajadores, de amas de casa y de estudiantes que reclamaban que las empresas readmitieran a los despedidos y negociaran los convenios.


    Durante todo el día, la Policía Armada cargó para impedir las manifestaciones y las asambleas, pero eran tan numerosas que no conseguía sus propósitos. A las cinco de la tarde 5.000 personas abarrotaban la iglesia de San Francisco del barrio obrero de Zaramaga, próximo a las fábricas de Michelín y Forjas Alavesas, para participar en una asamblea general. La Policía Armada disparó gases lacrimógenos para desalojar el templo y cuando los trabajadores salieron para evitar la asfixia, los ametrallaron, provocando unos sesenta heridos graves (la mitad con heridas de bala) y cinco muertos: Pedro María Martínez, Francisco Aznar, Romualdo Barroso, José Castillo y Bienvenido Pereda.


    La matanza fue respondida con protestas en toda España y con una huelga general en el País Vasco y Navarra, el día 8 de marzo, que secundaron unos 500.000 trabajadores, reclamando juicio y castigo a los asesinos y disolución de los cuerpos represivos. Al tratar de impedir las protestas, la Policía mató a dos personas más: Vicente Antón en Basauri (Vizcaya) y Juan Gabriel Rodrigo en Tarragona. Un día antes, las ilegales Comisiones de Jornaleros habían convocado una huelga general en el campo andaluz para protestar por la represión. Estas comisiones eran la expresión organizativa del nuevo sindicalismo agrario adaptado a la realidad andaluza, marcada por la escasez de pequeños propietarios y el protagonismo de los jornaleros sin tierra, que casi igualaban en número a los obreros industriales. Las Comisiones Jornaleras, con implantación en Sevilla y Córdoba, reivindicaban una reforma agraria que garantizara el acceso a la tierra a los campesinos (no la propiedad), seguro de paro, jornada de 40 horas, igualdad para la mujer, libertad sindical, amnistía y democracia[10].


    El mismo 8 de marzo, durante la huelga general, la Policía detuvo y torturó a varios de los principales dirigentes obreros de Vitoria, que fueron encarcelados. Ante la prohibición de las asambleas y la creciente represión, los miembros de las comisiones representativas que no habían sido encerrados llamaron a finalizar la huelga con un manifiesto difundido el 14 de marzo. Poco a poco los trabajadores volvieron al trabajo. En las empresas más grandes se consiguieron las reivindicaciones salariales, el reconocimiento de los representantes elegidos por las asambleas y que no hubiera despedidos (logros que no se alcanzaron en los talleres pequeños) pero no la libertad de algunos de los detenidos.


    En abril y septiembre de 1976 hubo dos nuevas huelgas generales en el País Vasco y Navarra con reivindicaciones fundamentalmente políticas: contra la dictadura y por las libertades democráticas, incluida entre ellas el derecho de autodeterminación. La huelga de septiembre se convocó en protesta por la muerte de Josu Zabala a manos de la Guardia Civil en la represión a una manifestación pro amnistía en Fuenterrabía (Guipúzcoa). Un mes después se realizó otra huelga general en Sabadell (Barcelona), en esta ocasión, liderada por la OIC y el PTE[11].


    Junto a las reivindicaciones salariales, el otro motivo principal que alimentaba la protesta obrera era político: la solidaridad. La experiencia de los trabajadores indicaba que para mejorar la situación personal de cada uno, era necesario que mejorara el conjunto. Por eso, más importante aún que las condiciones laborales, era mantenerse todos juntos, porque si se permitía que el empresario despidiera a los más reivindicativos o a cualquier otra persona, en el futuro sería más difícil conseguir mejoras. Por eso se luchaba por la readmisión de los despedidos hasta que quedaran fuerzas, por delante incluso de las subidas salariales, porque seguir todos juntos era una condición necesaria para poder mejorar las condiciones laborales más adelante.


    Las huelgas de solidaridad frente a los despidos, pero también por la libertad de los detenidos y contra la represión policial, llegaron a parar comarcas enteras, como la del Bajo Llobregat, convocada en enero de 1976, para forzar la readmisión de trabajadores despedidos en una sola fábrica. Se trataba de salir de los conflictos todos juntos, sin dejar a nadie atrás. «Todos» no significaba solo «todos los compañeros de una misma empresa», sino «todos los miembros de la clase obrera», que compartían unas condiciones de trabajo y de vida similares. «Solidaridad» no significaba solo adherirse simbólicamente a una causa, sino participar activamente en ella.


    En abril de 1976, la presión del movimiento obrero logró la prohibición del despido libre (artículos 34 y 35 de la Ley de Relaciones Laborales), acabando con la posibilidad de que el empresario despidiera sin causa justificada a cambio de una indemnización[12]. A pesar de que la nueva norma no llegó a ser de aplicación general, la patronal presionó al Gobierno hasta que este aprobó en octubre del mismo año un Real Decreto Ley que devolvía al empleador la capacidad de elegir entre indemnizar o readmitir al trabajador en los despidos sin motivos justificados[13]. Además, el decreto de octubre de 1976 prohibía la reducción de la jornada, se reafirmaba en dejar la huelga fuera de la ley y reducía los salarios reales, estableciendo un máximo de subida salarial inferior al incremento de los precios[14].


    Ante estas medidas, la efímera Coordinadora de Organizaciones Sindicales, formada por CCOO, UGT y USO a nivel estatal, convocó una jornada de lucha para el 12 de noviembre que también incluía la reivindicación política de ruptura democrática. La jornada de lucha consistió en paros parciales y totales, asambleas y manifestaciones, en los que participaron 2.500.000 de trabajadores en toda España[15]. Fue la mayor movilización desde el inicio de la dictadura, pero el Gobierno presidido por Adolfo Suárez se encontraba fortalecido gracias a sus iniciativas reformistas y pudo aguantar la presión y mantener su política, como veremos en detalle más adelante.


    Lo que sí tuvo que hacer el Gobierno de Suárez fue desmontar el sindicato vertical, desbordado por el movimiento obrero. La Organización Sindical Española (OSE) inició su desmantelamiento ese mismo otoño y para gestionar el futuro de los edificios y los funcionarios del vertical, se creó un nuevo organismo de carácter transitorio, la Administración Institucional de Servicios Socioprofesionales (AISS)[16].


    En una nueva vuelta de tuerca, cuatro meses después, el Gobierno aprobaba el Real Decreto Ley 17/77 de relaciones laborales. El despido libre se elevaba a rango de ley (si bien se excluía a los representantes sindicales electos) y se regulaba la huelga eliminando el laudo obligatorio, pero estableciendo restricciones a su ejercicio de manera que solo se podía convocar legalmente durante la negociación de un convenio[17]. CCOO y USO convocaron una huelga el 15 de abril, que fue secundada por 1.000.000 de trabajadores en todo el país y que tampoco logró resultados concretos[18].


    La izquierda radical y la pluralidad organizativa


    En junio de 1976, CCOO celebró su primera asamblea estatal en Barcelona para decidir si debía continuar siendo un movimiento basado en asambleas, si constituirse como sindicato único y unitario o si transformarse en una central más. Poco después de esta asamblea, en la que se votó un nuevo secretariado confederal, formado por 27 hombres, de los cuales 20 eran militantes del PCE (incluido el secretario general, Marcelino Camacho), 2 del PTE, 2 del MC, 2 de la ORT y 1 del Partido Socialista Popular (PSP), CCOO inició el proceso de conversión en un sindicato de afiliación, preparando congresos provinciales, regionales y nacionales, que culminaron un año y medio después en un congreso general de toda la confederación[19].


    La corriente minoritaria, formada por los miembros de PTE y ORT, abandonó CCOO, aduciendo las diferencias sobre el momento en el que iniciar la conversión en sindicato y el carácter de este (unitario y basado en asambleas de empresa)[20], pero la verdadera razón de su salida era la pugna por el control de la central entre estos partidos y el PCE.


    La «corriente unitaria», formada por militantes de MC, LCR, PSP y carlistas autogestionarios, optó por seguir dentro de CCOO para defender una mayor participación de la base, la igualdad de los militantes con independencia de su adscripción política y la autonomía de CCOO respecto a los partidos.


    ¿Qué quería decir autonomía de CCOO respecto a los partidos cuando casi todos los dirigentes del sindicato pertenecían a partidos, en su gran mayoría al PCE? Para la corriente unitaria, autonomía significaba que los órganos de CCOO fueran elegidos por los afiliados en votaciones cuyos resultados se respetaran, y que se garantizaran los derechos de las minorías, asegurando su representación en los órganos y el acceso a los medios de difusión del sindicato[21]. En las nuevas direcciones regionales y en la confederal, el PCE obtuvo mayorías holgadas, a excepción de Navarra, donde las organizaciones vascas de MC y LCR (EMK y LKI) eran las más influyentes tanto en los órganos de dirección como en la base. En Guipúzcoa y Vizcaya, la izquierda revolucionaria también tenía una fuerte implantación, pero el PCE se hizo con la mayoría en las cúpulas provinciales de las CCOO.


    Los miembros de PTE y ORT salidos de CCOO iniciaron la formación de «sindicatos unitarios» a partir de asambleas abiertas a todos los trabajadores en las empresas en las que estos militantes tenían alguna influencia. En pocos meses, las nuevas organizaciones contaban con 60.000 afiliados en toda España, según sus propios datos, y con dirigentes influyentes que habían formado parte del secretariado general de CCOO, como los miembros de ORT José Miguel Ibarrola y Luis Royo (trabajadores de Potasas de Navarra y el diario ABC en Madrid respectivamente) y Jerónimo Lorente, líder obrero del PTE, encarcelado durante la mayor parte de 1976 por su participación en la huelga de Correos.


    En realidad, no se trataba de un sindicato unitario, sino de uno minoritario dirigido por estos dos partidos. El control era tan estrecho que ni siquiera podía ser compartido por las dos formaciones políticas, y cuando los militantes de PTE y ORT tuvieron que acordar el reparto de su influencia en la nueva central a nivel sectorial, provincial y estatal, no solo fue imposible el acuerdo sino que hubo hasta agresiones físicas para impedir las asambleas en las que la facción contraria contaba con mayoría[22]. En marzo de 1977 el nuevo sindicato se dividió en dos: uno del PTE (Confederación de Sindicatos Unitarios de Trabajadores [CSUT]) y otro de la ORT (Sindicato Unitario [SU]).


    Solamente en aquellas empresas, comarcas y sectores en los que los militantes del PTE y la ORT habían tenido peso decisivo en la creación de CCOO y por lo tanto, tenían un liderazgo consolidado, los nuevos sindicatos tuvieron carácter unitario, al integrar a la mayoría de los trabajadores. Este fue el caso del SU en Mérida y Tierra de Barros (Badajoz), Aranjuez (Madrid), Torrelavega (Santander), industria química de Huelva, textil, metal y construcción de Navarra y taxi de Madrid. La CSUT logró constituirse como sindicato unitario en varios sectores en Aragón y en la empresa pública Correos en Madrid.


    El Sindicato de Obreros del Campo (SOC) también tuvo carácter unitario en comarcas jornaleras de Sevilla, Córdoba, Jaén y Cádiz, pero a diferencia del SU y la CSUT siempre mantuvo su autonomía y una dinámica propia. Esta organización nació a partir de las Comisiones de Jornaleros, donde confluyeron militantes del PTE con activistas católicos anticapitalistas (que aportaban a los principales líderes, algunos de ellos sacerdotes) y con un pequeño sector anarquista heredero de la CNT[23].


    Se trataba más de un movimiento jornalero que una central sindical, un movimiento abierto a todos los miembros de las familias jornaleras (hombres, mujeres y niños), basado en la participación en las luchas y en las actividades más que en la afiliación formal. Un elemento central en el desarrollo del SOC fue la identidad colectiva jornalera, que recuperaba el orgullo del trabajo del campesino sin tierra, (una de las profesiones menos valoradas socialmente), una identidad vinculada a la lucha contra la emigración, a la exigencia de una reforma agraria y también a un nacionalismo andaluz de izquierdas en construcción[24].


    Los grupos defensores de la autonomía de la clase obrera tuvieron influencia en varios conflictos, sobre todo en el metal y las artes gráficas, donde la asamblea seguía siendo el órgano de decisión que nombraba a sus representantes con mandatos concretos y revocables en cualquier momento[25]. Los militantes autónomos que intervenían en estos conflictos no eran la principal fuerza organizada, salvo en algunas grandes empresas como la fábrica de Ford en Valencia y en localidades como Vitoria en Álava o Basauri en Vizcaya. En esta última provincia, el movimiento asambleario logró su mayor grado de organización, y los delegados elegidos en asambleas de centro de trabajo formaron la Coordinadora de Fábricas de Vizcaya, principal organismo del movimiento obrero durante 1976, que dirigía los conflictos y elaboraba las reivindicaciones y las estrategias.


    La CNT se reconstruyó con cierta fuerza en Cataluña, País Valenciano, Madrid, Andalucía y Asturias y en su etapa de mayor crecimiento, en 1977, llegó a contar con 116.900 afiliados según sus propios datos[26]. La Confederación, que había tenido una presencia menor en el nuevo movimiento obrero activo desde los años sesenta, trataba de ganar implantación en los centros de trabajo. Para alcanzar este objetivo, se proponía adaptar a la nueva realidad laboral el proyecto anarcosindicalista definido a comienzos del siglo XX, cuyos elementos centrales eran la acción directa (entendida como resolución de los problemas por los propios afectados, sin intermediarios) y el protagonismo de las secciones sindicales (formadas por los afiliados de los distintos sindicatos en cada empresa) por encima de las instancias unitarias como las asambleas.


    En la expansión de la CNT fue decisiva la incorporación de activistas con influencia entre los trabajadores por su papel en las reivindicaciones obreras. En algunos casos estos militantes se habían infiltrado en el sindicato vertical, al igual que los miembros de CCOO y se acercaban a la Confederación atraídos por su funcionamiento asambleario y participativo, su carácter antiautoritario y por cierta desconfianza respecto a los partidos políticos.


    En aquellas zonas y sectores en los que la CNT fue más flexible a la hora de incorporar a estos activistas, como Sevilla, Málaga o el metal de Barcelona, el crecimiento de la organización fue mayor. Allí donde se primó el criterio ideológico, como Madrid, el desarrollo fue más débil. En esta provincia, donde 20.000 personas habían acudido a un mitin en la plaza de toros de San Sebastián de los Reyes, la Confederación no consiguió ser decisiva en ningún sector, aunque participó como fuerza secundaria en la negociación de algunos convenios y en conflictos como el de Induyco, la fábrica textil de los grandes almacenes El Corte Inglés, donde varios miles de trabajadoras llevaron a cabo una huelga para reivindicar la readmisión de los despedidos, el fin del trato autoritario por parte de los mandos y la mejora de las condiciones laborales. En el tramo decisivo del conflicto, la asamblea de fábrica midió mal sus fuerzas y rechazó un acuerdo que recogía la mayoría de las reivindicaciones, salvo la readmisión de cuatro despedidos. El resultado fue la derrota de las trabajadoras[27].


    VIVIENDA, EQUIPAMIENTOS Y DERECHO A LA CIUDAD. EL MOVIMIENTO CIUDADANO


    Además de las dificultades políticas y la recesión económica, la dictadura franquista afrontaba una tercera crisis, la urbana, provocada por la ausencia de una planificación adecuada en el crecimiento de las principales ciudades de España al calor del desarrollo industrial. En las grandes urbes como Madrid, Barcelona, Bilbao y Valencia, así como en otras capitales de provincia y cabeceras de comarca, se ofrecían empleos pero no viviendas y los cientos de miles de trabajadores de Andalucía, Extremadura, Galicia y otras zonas rurales que emigraron a las ciudades, se construyeron sus propias chabolas. Ante esta nueva demanda, las empresas inmobiliarias levantaron miles de pisos en medio de la nada, dejando espacios vacíos de varios kilómetros entre los grupos de edificios para especular con el terreno intermedio, también de su propiedad. Los trabajadores inmigrantes constituían un mercado cautivo y se vieron obligados a aceptar viviendas en edificios de gran altura, muy concentrados, sin servicios (escuelas, ambulatorios, transporte, parques…) con alcantarillado precario y donde en ocasiones fallaba el suministro de agua. El sector inmobiliario, controlado por la banca, obtuvo elevados beneficios con las condiciones que logró imponer en la construcción de pisos. Al mismo tiempo, en el centro de la ciudad se destruían viviendas populares para dejar paso a grandes almacenes, oficinas, inmuebles para la clase media y vías urbanas de gran velocidad.


    Ante esta situación, desde finales de los años sesenta, los militantes obreros antifranquistas, principalmente del PCE, pero también de la izquierda radical y de organizaciones católicas, decidieron participar en las asociaciones de cabezas de familia y al mismo tiempo formar las clandestinas comisiones de barrio (CB), plataformas de lanzamiento de las Asociaciones de Vecinos (AV), de carácter más abierto, que reclamaron su legalización. Las asociaciones de amas de casa, legales, formaban la otra pata del asociacionismo de barrio, que, desde su diversidad, elaboró alternativas concretas a los principales problemas del desarrollo urbano: vivienda pública de nueva construcción para los chabolistas, reparación de las viviendas públicas deterioradas, enseñanza pública de calidad, servicio médico, recogida de basura, alcantarillado, control de la contaminación del agua, transporte público, semáforos y pasos elevados para evitar atropellos, parques y protección del medio ambiente y conservación del centro de la ciudad frente a la especulación. Al mismo tiempo, estas asociaciones fomentaban la vida social y comunitaria para romper el aislamiento social y el anonimato[28].


    Uno de los movimientos ciudadanos más potentes se desarrolló en Barcelona, donde las asociaciones de barrio forzaron su entrada en la Federación de Asociaciones de Vecinos, la FAVB, un organismo de la dictadura integrado por grupos de comerciantes y orientado al reparto de las subvenciones municipales del alumbrado navideño. Las agrupaciones de barrio, lideradas sobre todo por militantes del PSUC, y en menor medida, también por activistas de Bandera Roja, OIC y PTE, eran minoría en la FAVB, pero lograron la hegemonía gracias a su trabajo, sus propuestas y, sobre todo, gracias a la alianza con las asociaciones de la pequeña burguesía no alineada con la dictadura, un fenómeno anómalo en España. Los grupos de comerciantes de la derecha franquista no fueron capaces de controlar la avalancha de iniciativas de los barrios, a pesar de ser mayoría y contar con el apoyo del Gobierno, que intentó sin éxito debilitar a las asociaciones de vecinos con multas, detenciones, suspensiones de actividad y con ataques a sus locales por parte de grupos ultraderechistas dirigidos por la Policía.


    Las AV diseñaron la estrategia de la FAVB, basada en unir las reclamaciones urbanísticas (escuelas, zonas verdes, ambulatorios, locales sociales) con las reivindicaciones políticas (ayuntamientos democráticos, amnistía, defensa de la lengua catalana y libertades políticas incluidas las libertades nacionales catalanas). Las asociaciones lograron que un organismo legal como la FAVB tuviera un papel central en la manifestación pro amnistía del 1 de febrero de 1976, cuyo alcance analizaremos más adelante y consiguieron también la dimisión del alcalde franquista Joaquín Viola en diciembre de ese mismo año[29].


    Tras Barcelona, la ciudad con el movimiento más fuerte fue Madrid, donde la ilegal Federación Provincial de Asociaciones de Vecinos (FPAV) tuvo un protagonismo menor y la iniciativa recayó en el centenar de asociaciones de barrio, dinamizadas mayoritariamente por miembros de PCE y ORT y, en menor medida, de MC, Liberación, PCE (m-l) y PTE. Las asociaciones agrupaban a unas 60.000 personas, con un núcleo de unos 5.000 activistas y algunas de ellas tenían un funcionamiento asambleario. Al igual que en Barcelona, las agrupaciones vecinales madrileñas unieron las reivindicaciones concretas de cada barrio con las exigencias políticas de libertad, democracia y amnistía, y a lo largo de 1976 realizaron tres grandes movilizaciones por la legalización de las asociaciones, por la democracia y contra el alza de precios: en Aranjuez (donde la Guardia Civil reprimió a los asistentes), en la calle Preciados (60.000 manifestantes) y en el barrio de Moratalaz (100.000 participantes)[30].


    En Bilbao, la acción colectiva vecinal, en la que destacó el barrio de Recalde, logró la dimisión de la alcaldesa Pilar Careaga y su sustitución por otro regidor dispuesto a reunirse con las asociaciones de los barrios[31].


    Las organizaciones de vecinos, que también se desarrollaron en otras ciudades como Zaragoza, Valladolid, Córdoba, Sevilla y Málaga, estaban compuestas principalmente por hombres y eran culturalmente conservadoras, cercanas a los modos de vida tradicionales y la autoridad patriarcal. Las mujeres, que constituían un tercio de los miembros de estos grupos, impulsaron luchas por equipamientos de los barrios, tratando de que estas necesidades, junto a los derechos, libertades y necesidades de la mitad femenina de la población se asumieran como parte de las reivindicaciones generales y no como las de un colectivo. Como señala Radcliff, las activistas no querían ser consideradas como madres que reclamaban una cuestión particular, sino como ciudadanas en la esfera pública. A pesar de estas iniciativas, la propuesta de ciudadanía y de democracia que hicieron estas asociaciones no incorporaba a las mujeres, cuyos intereses quedaban representados por los de los hombres, que aparecían como universales[32].


    MUJERES SIN HOMBRES. EL MOVIMIENTO FEMINISTA


    Las dificultades de las mujeres para ser reconocidas en el movimiento vecinal como participantes de pleno derecho eran reflejo de la situación general de subordinación a los hombres, uno de los pilares del régimen franquista. La dictadura utilizó medios legislativos, sociales y educativos para eliminar a la mujer del espacio público, limitar su acceso a la enseñanza, implantar su inferioridad social y tratar de que esta interiorizara el sometimiento a los varones. En el inicio de la Transición, la mayoría de las mujeres trabajaban en el hogar familiar dedicadas a las tareas domésticas y labores de cuidados, mientras el 20 por 100 mantenía su empleo después del matrimonio y un porcentaje similar se dedicaba al servicio doméstico en condiciones de servidumbre[33].


    Las asociaciones de mujeres, ilegales y perseguidas pero activas desde los años sesenta en toda España, organizaron las primeras Jornadas para la Liberación de la Mujer en diciembre de 1975. En la preparación de este encuentro desempeñó un papel fundamental la organización feminista pionera y con mayor implantación, el Movimiento Democrático de la Mujer-Movimiento de Liberación de la Mujer (MDM-MLM). Este colectivo, creado por el PCE, centraba su actividad en la solidaridad con los presos políticos, desde el apoyo material con dinero, ropa y medicamentos a las acciones de denuncia como encierros en iglesias y huelgas de hambre. Las militantes del MDM se infiltraron en los grupos de mujeres del régimen, las asociaciones de amas de casa, desde donde reivindicaron derechos laborales para las trabajadoras del servicio doméstico, escuelas infantiles, equipamientos de los barrios y derecho a los anticonceptivos, al divorcio y a la información sexual[34]. El PTE también organizó asociaciones de amas de casa, principalmente en Madrid, Cataluña y Andalucía, en las que se integraron veteranas comunistas y libertarias que habían participado en iniciativas feministas durante la Segunda República, o en la lucha guerrillera durante los primeros años de la dictadura. El partido dirigido por Eladio García creó también su propio colectivo de mujeres, la Asociación Democrática de la Mujer (ADM), que solo en Madrid agrupó a unas 1.500 mujeres y funcionó dentro de asociaciones vecinales de barrio[35].


    En este periodo nacieron otros grupos que tendrían un papel destacado en la lucha feminista. El Frente de Liberación de la Mujer (FLM), de ideología marxista, fue uno de los principales representantes de la corriente feminismo socialista o feminismo y lucha de clases y defendía la doble militancia en grupos feministas y en partidos. El feminismo radical, de mayor peso teórico que numérico, y liderado por Lidia Falcón, se reclamaba anticapitalista, consideraba a la mujer una clase social explotada por el hombre y se oponía a que las feministas militaran en partidos formados por hombres y mujeres. Al margen de estas dos corrientes principales se encontraba la Asociación Española de Mujeres Separadas, legal y activa desde los años sesenta[36].


    A partir de 1975 se formaron grupos por toda España, de carácter horizontal y asambleario, que se agruparon en plataformas unitarias en Madrid y Barcelona (principales centros de iniciativa feminista) y en coordinadoras en Andalucía, Cataluña, País Valenciano, Euskadi y Galicia, que a su vez confluyeron en la Coordinadora de Organizaciones Feministas del Estado Español[37]. Fuera de los espacios unitarios quedaba por decisión propia la ADM, que creó su propia estructura presidida por Sacramento Martí, la Federación de Organizaciones Feministas del Estado Español, una agrupación de los colectivos vinculados al PTE. Las mujeres de la ORT participaron en el movimiento feminista a través de la ADM hasta que el partido maoísta, por diferencias en el reparto del poder en la organización, decidió crear su propia asociación feminista, la Unión por la Liberación de la Mujer, que tuvo una incidencia menor[38].


    El nacimiento del movimiento feminista supuso no solo confrontar tradición machista de la dictadura y la derecha, sino también cuestionar una parte de la política de los partidos de izquierda, que pretendían priorizar la conquista de las libertades políticas dejando el resto de transformaciones para un segundo momento. El feminismo defendía que no podían existir libertades ni democracia si no había libertades y democracia también para las mujeres, negaba que la clase obrera fuera un sujeto global que lo integrara todo y exigía que la lucha por el socialismo incorporara el feminismo.


    En los primeros años de la Transición, el movimiento feminista se centró en tres grandes temas, trabajo, familia y sexualidad, que encuadraban las principales demandas: amnistía para las mujeres encarceladas por delitos específicos de la mujer (adulterio, aborto, uso de anticonceptivos, prostitución); derechos laborales para las mujeres en igualdad con los hombres; socialización del trabajo doméstico a través de servicios públicos como guarderías, lavanderías y comedores; ley del divorcio; enseñanza no discriminatoria; derecho al propio cuerpo, que incluía educación y libertad sexual, y derecho a los anticonceptivos y al aborto[39].


    La ADM tuvo una participación destacada en la campaña por la despenalización del adulterio, uno de los delitos del Código Penal de la dictadura que discriminaba a la mujer, en tanto que esta podía ser condenada a seis años de cárcel y el hombre, salvo en contadas ocasiones, ni siquiera cometía delito. La organización de mujeres del PTE realizó un trabajo continuado exigiendo la igualdad de la mujer ante la ley, organizando charlas en barrios, recogidas de firmas y encierros en iglesias, en los que llegaron a participar hasta 500 mujeres[40].


    Durante la dictadura, las mujeres eran consideradas seres carentes de sexualidad con la doble función de objeto del deseo del hombre e incubadora. Frente a esta situación, el movimiento feminista inició una campaña en defensa de la autonomía sexual de la mujer exigiendo acceso a los métodos anticonceptivos, derecho al aborto, reconocimiento del lesbianismo como opción sexual y denunciando las agresiones sexuales[41]. En este contexto se crearon los primeros centros de mujeres en Madrid y Barcelona que ofrecían información, anticonceptivos y revisiones ginecológicas, desde una perspectiva reivindicativa feminista, cuya trayectoria analizaremos más adelante.


    LA LUCHA POR LA DEMOCRACIA EN LA UNIVERSIDAD


    Junto a los barrios y los centros de trabajo, otro de los principales espacios de oposición a la dictadura fue la universidad, donde la protesta estaba dinamizada directamente por las organizaciones políticas antifranquistas, principalmente el PCE, pero también las fuerzas de la izquierda radical. En algunas ciudades como Madrid o Sevilla, la Joven Guardia Roja de España (JGRE, o también conocida como La Joven), vinculada al PTE, se convirtió en la formación más influyente y otros grupos, como la LCR, también lograron cierta implantación.


    En el terreno organizativo, los estudiantes intentaron crear un sindicato legal democrático y unitario y buscaron el reconocimiento legal de los delegados elegidos curso por curso en comicios no autorizados por el régimen. Ante la amplia participación en este proceso, y la aceptación de los delegados por los decanos de algunas facultades, la dictadura prefirió no enfrentarse frontalmente a esta iniciativa para no convertir así un movimiento reivindicativo estudiantil en un conflicto político. Con este objetivo aprobó un decreto que permitía una participación de los alumnos muy limitada.


    En la primavera de 1975, los delegados electos y los representantes de las fuerzas políticas de la oposición con presencia en la universidad celebraron la Reunión General de Universidades, en la que participaron estudiantes de Barcelona, Bilbao, Granada, Madrid, Salamanca, Sevilla, Valencia, Valladolid y Zaragoza. De este encuentro salió una plataforma reivindicativa que reclamaba autonomía y gestión democrática en la universidad, anulación de las sanciones y expedientes por participar en protestas, retirada de la Policía de la universidad y libertades democráticas[42].


    En el curso siguiente, las organizaciones estudiantiles realizaron una huelga para exigir la derogación de la norma que limitaba los años de permanencia en la educación superior y reducía a cuatro las convocatorias para aprobar una asignatura. La Policía detuvo a los representantes de los alumnos, pero la extensión de la protesta obligó al Gobierno a reunirse con ellos para negociar la limitación de convocatorias[43].


    La dictadura usó todas sus armas para acabar con la oposición en las universidades: ocupación de facultades y escuelas por la Policía, infiltración en las aulas de agentes de paisano, cargas contra asambleas y manifestaciones y detenciones de estudiantes (en un año, solo en la Universidad Complutense de Madrid, se realizaron en torno a un millar de arrestos por motivos políticos)[44]. Al igual que el resto de opositores, los estudiantes capturados eran torturados como norma general. Uno de los casos que más repercusión alcanzó fue el del alumno de la Escuela de Ingenieros Industriales de Madrid, Juan Alberto Sevilla Quintana. Este joven fue detenido en octubre de 1975 y, tras diez días incomunicado en la Dirección General de Seguridad (DGS), ingresó en el hospital de La Paz con lesiones graves que le tuvieron varias semanas al borde de la muerte[45]. De manera complementaria a la actividad policial, en la universidad actuaban también las bandas fascistas, organizadas principalmente como Guerrilleros de Cristo Rey, frente a las cuales los estudiantes de izquierdas comenzaron a organizar la autodefensa.


    Los cuerpos represivos se empleaban a fondo, pero reconocían que su actuación no frenaba la protesta, sino que la alimentaba[46], hasta el punto de que la salida de la Policía de la universidad se convirtió en una de las reivindicaciones que más movilizaba, incluso a los sectores menos politizados.


    En abril de 1976, se constituía en Madrid la Federación de Sindicatos Democráticos de Estudiantes de la Universidad[47] (SDEU). Una de sus primeras actividades fue la organización del Festival de los Pueblos Ibéricos en la Universidad Autónoma de Madrid, junto a la Federación de Asociaciones Culturales de la Universidad de Madrid (FACUM), en el que actuaron, entre otros, Raimon, Labordeta, Mikel Laboa, Luis Pastor y Víctor Manuel ante unas 100.000 personas que corearon consignas republicanas, democráticas y en contra de la dictadura. La Policía Armada y la Guardia Civil rodearon el campus universitario pero no llegaron a intervenir contra un festival con contenido político explícito de lucha por la democracia y especialmente por el derecho de autodeterminación de los pueblos de España[48]. El SDEU nacía con la fuerza de sus promotores, la JGR y el PTE, y con la debilidad de no contar con el apoyo del resto de partidos de izquierda, desde el PCE hasta los demás grupos revolucionarios[49].


    El PTE defendía constituir el SDEU en todas las facultades y escuelas a partir de asambleas de curso, valorando que su influencia mayoritaria entre los estudiantes le daría el control de la organización. El resto de partidos solo aceptaban participar en el proceso constituyente si este se hacía a partir de «comisiones de base» que no fueran elegidas en asambleas, sino que integraran a todos los partidos con presencia en la universidad[50]. El rechazo del resto de fuerzas políticas y la represión policial, que hizo imposible la actuación abierta del nuevo sindicato, impidieron que el SDEU se consolidara como el gran sindicato universitario unitario, representativo de todas las tendencias.


    La universidad fue uno de los ámbitos más politizados en contra de la dictadura y uno de los más movilizados a favor de la ruptura democrática y la amnistía de los presos políticos. Esta dinámica quedó patente a comienzos de 1976, con la convocatoria de una huelga general en la enseñanza madrileña por parte de la izquierda revolucionaria y el PCE, que tuvo un amplio seguimiento en la universidad, como veremos más adelante[51].


    MINUSVÁLIDOS, HOMOSEXUALES, ANTIMILITARISTAS Y ECOLOGISTAS


    Obreros y estudiantes abrieron una brecha en la dictadura por la que emergieron otros movimientos, que, además de buscar transformaciones sociales sectoriales, se sumaron al intento de acabar con el franquismo.


    Uno de estos movimientos fue el de los minusválidos, organizado a partir de un grupo de discapacitados, que militaban en organizaciones clandestinas de izquierda (PCE, ORT, LCR, grupos libertarios) y que se fueron encontrando en la universidad, en las reivindicaciones políticas y en las asociaciones de vecinos. De este núcleo nació Minusválidos Unidos (MU), que, a diferencia de los grupos asistenciales como Auxilia y Fraternidad Cristiana de Enfermos, defendía no solo el derecho de los minusválidos a la educación, a la cultura y al empleo, sino que reclamaba poder de decisión y participación. La pancarta con la que un centenar de minusválidos se sumaron en la manifestación del movimiento vecinal de junio de 1976 en la madrileña calle de Preciados sintetizaba sus planteamientos: «Nosotros también somos ciudadanos»[52].


    La reivindicación más sentida entre los minusválidos físicos era la de puestos de trabajo, pues la imposibilidad de acceder a estos y la ausencia de subsidios les condenaban a ser mantenidos por sus familias. Además del acceso al empleo, MU reivindicaba viviendas adaptadas proporcionadas por el Estado, supresión de barreras arquitectónicas, adaptación del transporte público, derecho a la educación mediante la integración en escuelas públicas no segregadas, medicina preventiva en la Seguridad Social y derecho a la sexualidad[53].


    Las formas de acción de MU, basadas en la acción directa, también suponían una novedad respecto a las de las asociaciones tradicionales. El derecho al transporte público accesible se exigía subiendo las sillas de ruedas a los autobuses mientras se explicaba a los viajeros la situación. La integración se reclamaba acudiendo en grupo a bares y terrazas donde se les negaba el acceso «porque su presencia no resultaba agradable»[54].


    Con el objetivo de abrir una negociación con el Ministerio de Trabajo, los minusválidos organizados iniciaron en septiembre de 1976 una campaña de encierros en iglesias de Madrid, en los que participaron la Comisión para la integración Social del Minusválido (Andalucía), MU (Madrid) y la Comisión de Trabajadores Minusválidos en Paro (Málaga). La campaña finalizó tras ser recibidos por el director del Servicio de Recuperación del Minusválido (SEREM)[55].


    En Madrid, MU se sumó también a las manifestaciones por la amnistía de comienzos de 1977, que eran reprimidas por la Policía y las bandas ultraderechistas. En estas acciones participaban incluso militantes con parálisis cerebral que insistían a sus compañeros para que les llevaran con la silla de ruedas a los saltos o cortes de tráfico[56].


    Salir del armario y luchar por la libertad


    Otro colectivo especialmente reprimido durante la dictadura y cuya organización se desarrolló durante la Transición fue el de los homosexuales, considerados por el franquismo como elementos «desvirilizadores» y degeneradores de la «raza española». Su persecución se intensificó tras la aprobación de la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social (LPRS) en 1970, que propició unos 3.600 expedientes a homosexuales (lo cual implicaba de entrada el despido laboral) y un millar de condenas aproximadamente. La mayoría de los encarcelados eran internados en centros penitenciarios ordinarios, donde eran forzados a mantener relaciones sexuales con el resto de los presos comunes, muchas veces no solo consentidas, sino propiciadas por los mismos funcionarios[57]. El rechazo a la homosexualidad no se limitaba al régimen, sino que se extendía por toda la sociedad, que respaldaba mayoritariamente la persecución de la homosexualidad hasta lograr su erradicación[58].


    Como respuesta a la aprobación de la LPRS, los abogados barceloneses, Armand de Fluvià y Francesc Francino crearon en 1971 el Movimiento Español de Liberación Homosexual (MELH). Esta organización pionera editó un boletín que se enviaba gratuitamente a abogados, médicos, sociólogos, profesores y periodistas de izquierda, y logró un centenar de suscriptores.


    La persecución policial provocó la disolución del grupo, pero el equipo de redacción del boletín, siguió trabajando y, tras la muerte del dictador, pasó a llamarse Front d’Alliberament Gay de Catalunya (FAGC). La plataforma del FAGC se convirtió en el texto de referencia de los primeros colectivos. Sus principales reivindicaciones eran la amnistía para los presos por conductas homosexuales, la derogación de la LPRS, el fin de la discriminación de la mujer y los transexuales, el derecho a la educación sexual y el derecho a los homosexuales a expresar su afectividad públicamente[59].


    La actividad del FAGC fue un estímulo para la creación de grupos similares en Baleares, País Valenciano, Madrid, Aragón, Galicia, País Vasco y Andalucía, que se unieron en la Coordinadora de Organizaciones y Frentes de Liberación Homosexual del Estado Español (COFLHEE).


    Estos colectivos enmarcaban el rechazo a la represión de la homosexualidad dentro de una lucha más amplia por el reconocimiento del sexo como fuente de placer y de comunicación, lo cual suponía enfrentarse a la moral represiva y machista de la dictadura, que entendía el sexo exclusivamente como un medio para la reproducción. La liberación homosexual se concebía como parte de la lucha por un sistema democrático, antesala del socialismo, una de cuyas libertades básicas debía ser la sexual[60].


    La mayoría de los grupos se mostraban críticos con los guetos homosexuales, pues consideraban que los espacios segregados (bares, clubes y profesiones donde la homosexualidad tenía cierta tolerancia) suponían una forma de exclusión, marginación y control[61].


    La COFLHEE impulsó una campaña de recogida de firmas en toda España para exigir la legalización de las asociaciones homosexuales y la derogación de las leyes que reprimían la homosexualidad, especialmente la LPRS. Al mismo tiempo, estos colectivos trataron de acabar con la discriminación de los homosexuales dentro de los partidos de izquierda y convencerles de que asumieran la lucha por la liberación sexual, lo cual consiguieron, no sin resistencias[62].


    LAS ORGANIZACIONES DE SOLDADOS Y OFICIALES


    El PTE fue la organización de la izquierda revolucionaria que más importancia dio al trabajo político dentro del Ejército. Además de organizar la entrada de unos setenta militantes en la oficialidad a través de las academias militares, este partido editó el periódico La hora del soldado, en torno al cual dinamizó las protestas de los reclutas por la mejora de las condiciones de vida en los cuarteles. En enero de 1976, el PTE elaboró un programa reivindicativo y creó la Unión Democrática de Soldados (UDS). Dos meses después, organizó un acto en contra de la eliminación de los pases de pernocta que logró la retirada de la medida. Este éxito inicial dio paso a la extensión de la organización en otras zonas del país[63].


    La ORT creó sus propias UDS, que a finales de 1976 se unificaron con las del PTE en la Federación de Uniones de Soldados y Marineros Demócratas de las Fuerzas Armadas (FUSM), cuyo periódico era La voz de los cuarteles. La FUSM fijaba como sus objetivos principales la defensa de los intereses profesionales y políticos de los soldados y marineros así como la transformación del ejército de la dictadura en una institución orientada a «defender los intereses nacionales al servicio del pueblo» y la democracia. Se pronunciaba a favor de la ruptura democrática y se mostraba dispuesta al diálogo con las autoridades militares para negociar su plataforma reivindicativa que incluía acortar el servicio militar a nueve meses en la región militar de origen y el fin de la persecución de los soldados demócratas[64]. Sin relación con estas organizaciones, militantes libertarios y de la LCR formaron otros grupos, denominados Comités de Soldados y Marineros (CSM)[65].


    La capacidad de actuación de las asociaciones clandestinas de soldados era muy reducida. Cuando los reclutas fueron utilizados por el Gobierno para sustituir en Madrid a los trabajadores en huelga del metro en enero de 1976 y de los autobuses municipales de la EMT en noviembre del mismo año, la UDS y los CSM se limitaron a difundir comunicados de rechazo de estas medidas, reconociendo que no podían realizar ninguna otra actuación[66].


    Mayor incidencia política que las asociaciones de soldados tuvo la clandestina Unión Militar Democrática (UMD), compuesta por dos centenares de mandos de las tres armas, que en su mayoría eran capitanes del Ejército de Tierra, con formación universitaria, prestigio profesional y expectativas de ascenso. La cúpula castrense se empleó a fondo para acabar con esta organización, pues a pesar de su reducido tamaño, la simpatía que suscitaba en la minoría de mandos con convicciones democráticas, amenazaba el control de la columna vertebral de la dictadura. La UMD logró sobrevivir a la persecución y consolidó una organización asamblearia en quince provincias basada en grupos estancos coordinados por una dirección unificada.


    Aunque algunos de sus integrantes eran revolucionarios, como el teniente de navío Antonio Maira, el ideario de la UMD y de la mayoría de sus miembros era fundamentalmente democrático, y en segundo lugar, socialista y expresamente contrario al socialismo real por su falta de libertad.


    El objetivo principal de la UMD era apoyar el cambio democrático en España y, su actividad influyó de manera apreciable en que la mayoría del alto mando militar aceptara la reforma democrática de la dictadura, para evitar ser desbordados por los oficiales más jóvenes, como plantea Fidel Gómez Rosa[67].


    De la objeción de conciencia a la lucha por la paz


    En la etapa final de la dictadura franquista se formaron los primeros grupos partidarios de la no violencia y la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio. Estos colectivos, impulsados por personas de izquierdas no integradas en partidos, provenientes de distintas culturas políticas (cristianos de base, libertarios), se marcaban como objetivos la lucha por la paz y la oposición a las injusticias sociales, la violencia, la guerra y los ejércitos y dieron lugar al movimiento antimilitarista. Además, fueron los iniciadores del movimiento pacifista, en tanto que fueron los primeros en plantear la lucha por la paz, a principios de los años setenta[68].


    Como señala Pedro Oliver, la actividad de estos pequeños grupos suponía un verdadero desafío al Estado, puesto que no solo se negaban a realizar al servicio militar, sino que hacían pública su desobediencia, reclamaban libertades democráticas y su rechazo al capitalismo e incluso llegaban a organizar un servicio civil alternativo en colaboración con asociaciones vecinales, como el caso del barrio de Can Serra en Hospitalet de Llobregat (Barcelona).


    La campaña de charlas sobre objeción de conciencia y no violencia realizada por Pepe Beunza y Gonzalo Arias con el apoyo de Justicia y Paz (organización de la iglesia católica) consolidó la red de grupos pacifistas, de la que nació en enero de 1977 el Movimiento de Objeción de Conciencia (MOC), formado por activistas del País Vasco, País Valenciano, Cataluña, Mallorca, Madrid, Zaragoza, Valladolid y Oviedo[69].


    En sus primeros momentos, el movimiento por la paz y el movimiento antimilitarista eran prácticamente lo mismo. Con el tiempo, y especialmente a raíz de la entrada de España en la OTAN, el movimiento por la paz se iría enriqueciendo con nuevos planteamientos y sectores políticos, pasando a ser el movimiento antimilitarista uno de los principales componentes del movimiento pacifista, pero ya no el único, como veremos más adelante.


    Los primeros ecologistas


    En el arranque de la Transición, los primeros grupos ecologistas aún se encontraban en una fase inicial. Su labor se centraba en la denuncia de la contaminación de las ciudades, reclamando junto al movimiento ciudadano parques en los barrios y oponiéndose a la construcción de centrales nucleares y la urbanización de zonas como la sierra de Gredos o la madrileña Casa de Campo. En junio de 1977 se reunieron en Segovia representantes de grupos ecologistas de todo el país, con fuerza sobre todo en el País Vasco, Cataluña, Extremadura y Andalucía, y algo menor en Madrid, donde la Asociación de Estudios y Protección de la Naturaleza (AEPDEN) conectaba a una veintena de pequeños colectivos de distintas tendencias ideológicas, incluida la izquierda revolucionaria marxista y anarquista[70].


    LOS HIJOS DE LA CALLE. LA LUCHA DE LOS PRESOS COMUNES


    El carácter represivo y de clase del franquismo tenía su máxima expresión en el sistema judicial y penitenciario. A mediados de los setenta, las cárceles españolas albergaban a unos 2.500 presos políticos y a 15.518 reclusos sociales, que en su mayoría eran obreros no cualificados, con bajo nivel de estudios, reincidentes y encarcelados por delitos contra la propiedad. Los recluidos por violaciones, homicidios y asesinatos eran una minoría en torno al 16 por 100[71].


    La administración de justicia estaba supeditada a los intereses del poder político. Las penas no se imponían según criterios de legalidad y justicia, sino por el principio de oportunidad política en el castigo. Las leyes y los procedimientos se utilizaban solo para dar imagen de imparcialidad a un sistema arbitrario y corrupto[72]. La tortura a los presos, que en ocasiones llegaba hasta la muerte, era otra constante de las cárceles de la dictadura, como denunciaban los informes de Amnistía Internacional[73].


    La amnistía de los presos políticos se convirtió en uno de los principales objetivos de la oposición antifranquista, que logró implicar a sectores de la burguesía liberal y de la administración, e incluso a la conferencia episcopal. Tras la muerte del dictador, el presidente del Gobierno, Arias Navarro, decretó un indulto, que liberó a una parte de los presos comunes y políticos[74].


    Al calor de la lucha por la amnistía, un pequeño sector de los reclusos comunes, que ya habían organizado protestas para reclamar la mejora de las condiciones de vida en las cárceles y el fin de los malos tratos, tomó conciencia de las causas sociales de su situación y pasó a reclamar también su excarcelación, argumentando que habían sido condenados bajo el código penal de la dictadura en juicios sin garantías.


    En el verano de 1976, el recién nombrado presidente del Gobierno, Adolfo Suárez, incluyó entre sus primeras medidas un nuevo indulto, como era costumbre en el franquismo. Su carácter limitado provocó la protesta de los presos de la madrileña prisión de Carabanchel, que se amotinaron y tomaron la azotea de la cárcel. Tras acordar con el director del presidio que no habría represalias, se bajaron del tejado a la mañana siguiente y fueron apaleados, trasladados a la prisión de Ocaña y sancionados en celdas de castigo durante varios meses[75].


    A finales de diciembre volvieron a Carabanchel los trasladados a raíz del motín y formaron la Coordinadora de Presos Españoles en Lucha (COPEL), cuyo funcionamiento fue asambleario mientras lo permitieron las circunstancias. Su programa reivindicaba la reforma de la legislación penal y penitenciaria, unas condiciones de vida dignas, el fin de los malos tratos, la legalización de las asociaciones de reclusos y la depuración de jueces, carceleros, policías y fiscales franquistas. Los reclusos organizados identificaban al sistema capitalista como causa de sus problemas y sufrimientos, un sistema «generador de la división de clases sociales, donde los más privilegiados económicamente dictan sus leyes injustas que protegen sus intereses, al precio de la explotación, el terror y la miseria en que nos condenan a perpetuidad». De ahí su apuesta por una sociedad socialista, en la que no se persiguiera a las minorías (citando expresamente a los homosexuales) y que tuviera una legislación y unas instituciones penitenciarias «no represivas, sino reformadoras de la personalidad» [76].


    La COPEL muy pronto logró arrancar las primeras concesiones a la dirección de la prisión de Carabanchel. «Por primera vez, estupefactos, los funcionarios de prisiones de todas las categorías tuvieron que admitir el diálogo con sucesivas comisiones de presos que planteaban los problemas existentes» [77].


    En un intento de frenar la organización de los presos, durante la noche del 27 de enero, una docena de reclusos armados con cuchillos, palos y porras de carceleros agredieron a los miembros de la COPEL que se encontraban en sus celdas, cerradas y bajo el control de los funcionarios[78]. Se trataba de un grupo de «cabos», prisioneros de confianza de los guardianes que realizaban las tareas propias de los carceleros como abrir y cerrar las celdas y propinaban palizas a otros presos. A cambio, obtenían beneficios penitenciarios e impunidad para sus negocios dentro de la cárcel que incluían la explotación sexual de los reclusos más jóvenes. Este grupo de presos, conocidos como «chivatos», fue el primer obstáculo que tuvo que vencer la COPEL para consolidar su organización[79].


    El siguiente paso de la coordinadora fue la preparación de una huelga en los talleres donde trabajaban los reclusos, que no llegó a realizarse debido a la intervención de la dirección del presidio. En la madrugada del 18 al 19 de febrero los funcionarios apalearon y trasladaron a 36 presos a Ocaña y a 18 a Zamora. Al día siguiente 26 presos de la tercera galería respondían cortándose las venas y el abdomen y tragándose cuchillas y mangos de cuchara. Una vez ingresados en el hospital de la prisión, una decena de presos acordaron subirse al tejado para denunciar los malos tratos y los traslados con cuatro pancartas y una bandera de la COPEL. Tres días después la Policía tomaba el hospital y varios presos se cortaban nuevamente las venas antes de ser sacados a golpes.


    Aunque el levantamiento de febrero fue duramente reprimido, los reclusos comunes lograron algunos avances. Reforzaron su organización e influencia, y gracias a los traslados, pudieron extender la COPEL a otras cárceles. Además, el apoyo exterior creció, los medios de comunicación se hicieron eco de las protestas y las organizaciones de izquierda se vieron obligadas a posicionarse[80].


    Las reivindicaciones de la COPEL (fin de los malos tratos, indulto a los condenados por las leyes y tribunales de la dictadura, depuración de los funcionarios franquistas y reforma democrática de las prisiones como primer paso para lograr una sociedad sin cárceles)[81] no fueron respaldadas por los principales partidos de izquierda, sindicatos ni asociaciones de vecinos.


    El movimiento libertario, las CCP y algunos grupos vinculados a la autonomía obrera apoyaron la lucha de los presos comunes, que pudieron mantener su organización en unas condiciones difíciles gracias a una red de abogados de Madrid, Barcelona, Valencia, Andalucía, Zaragoza y País Vasco y a la Asociación de Familiares y Amigos de Presos y Expresos (AFAPE), un grupo asambleario de unos 30 activistas nacido del encierro de familiares en una iglesia de Madrid durante el motín de julio de 1976. La AFAPE era una asociación heterogénea, formada en su mayor parte por madres y mujeres de prisioneros y por expresos, pero también por miembros de órdenes religiosas y parroquias y militantes de la izquierda radical libertaria y marxista[82].


    En 1977 se crearon en Madrid, Valencia, Barcelona y Vizcaya los comités de apoyo a COPEL, integrados por activistas de la izquierda revolucionaria[83] que enfocaron su labor en tres direcciones: búsqueda de apoyos en barrios obreros (de donde provenían la mayoría de los presos), difusión de la situación de las cárceles entre sectores universitarios y profesionales y por último, emplazamiento a partidos y sindicatos para que actuaran en este terreno, que hasta la fecha no habían considerado prioritario.


    En la primavera de ese mismo año, en vísperas de las elecciones de junio, la COPEL convocó una huelga en los talleres de todas las prisiones en la que participaron unos 2.000 presos en distintas cárceles, seguida de una huelga de hambre de varias semanas. Las protestas, que reivindicaban la amnistía y buscaban que los partidos se posicionaran, finalizaron sin lograr apenas repercusión en la campaña electoral[84].
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    II. SINTIENDO EL CAMPO DE BATALLA


    El torbellino de protesta social y política de comienzos de los años setenta supuso la participación de millones de personas (muchas más que las minorías integradas en partidos y sindicatos) en movilizaciones autónomas, con dinámica propia. Las formaciones antifranquistas clandestinas no crearon y controlaron este proceso, pero desempeñaron un papel central, porque la represión era dura y la labor organizativa requería disciplina, energía y constancia. Además, la coordinación que permitía superar el ámbito local era difícilmente realizable sin una ideología y un proyecto político global[1].


    Las organizaciones políticas que contribuyeron decisivamente a impulsar las protestas contra el régimen fascista fueron el PCE y las diferentes corrientes marxistas, libertarias, autónomas, cristianas anticapitalistas y nacionalistas de la izquierda radical.


    Consciente del papel de los grupos revolucionarios en la extensión de la lucha antifranquista, la dictadura intentó neutralizarlos por medio de la represión que, a partir de 1975, se dirigió fundamentalmente contra las organizaciones a la izquierda del PCE, a pesar de tener una dimensión mucho menor que este partido. De las 313 sentencias dictadas por el Tribunal de Orden Público entre 1975 y 1976, el 46 por 100 fue contra grupos de la izquierda radical (sobre todo PCE [m-l], FRAP y PCE [i]-PTE), el 20 por 100 contra ETA, el 15 por 100 contra el PCE y el 9 por 100 contra CCOO[2].


    La rabia ante la represión y las desigualdades sociales, junto al anhelo de acabar con la dictadura y el capitalismo, llevaron a una minoría formada por miles de hombres y mujeres, jóvenes en su mayoría, a integrarse en las organizaciones clandestinas de la izquierda revolucionaria, asumiendo un nivel de dedicación que condicionaba completamente su vida. En el caso de las mujeres, la entrega era aún mayor, en tanto que asumían además el cuidado de sus familiares.


    En los partidos de la izquierda radical se fomentaba la entrega de todo el tiempo del militante a la organización, dejando en segundo lugar el trabajo, los estudios o las posibilidades de tener hijos. Por su parte, los activistas tenían cierta predisposición a una dedicación absoluta, pues pensaban que había posibilidades reales de lograr una transformación política y social profunda[3].


    La concepción del tiempo era distinta: el día no tenía límite, trabajabas para vivir y para tener tiempo no para la revolución, porque ya veíamos que no era posible, sino para lograr un cambio radical. Tu vida era eso. Las relaciones sociales se establecían en el terreno de la militancia. […] Era una militancia muy intensa, pero muy satisfactoria. Pensábamos que hacíamos lo mejor que se podía hacer: dedicar todo tiempo y energía a cambiar la sociedad. Esa es mi experiencia. También hay gente [para la que supuso] un coste personal importante o que luego ha valorado que eran demasiadas renuncias[4].


    La LCR fue el único partido que se planteó la necesidad de que la actividad militante dejara espacio a la vida personal, algo asumido también en el movimiento libertario donde, además, existía una preocupación por elaborar nuevas formas de vida alternativas a las de la familia patriarcal y autoritaria del nacionalcatolicismo. Este interés de los libertarios por la transformación de la vida cotidiana era compartido por los grupos autónomos (especialmente Liberación) y las CCP, que desarrollaron modelos de militancia con una dimensión comunitaria, basados en relaciones igualitarias entre hombres y mujeres, tanto en las organizaciones como en la familia.


    DE LA ACCIÓN SOCIAL CATÓLICA AL MAOÍSMO: LA ORGANIZACIÓN REVOLUCIONARIA DE TRABAJADORES


    El origen sindicalista y católico de la ORT fue determinante en el desarrollo de esta organización, que se nutrió fundamentalmente de sectores obreros de cultura cristiana progresista. Era un partido con raíces profundas en las protestas en fábricas y barrios. Su antecesora, la AST, había sido una de las primeras fuerzas impulsoras de las CCOO desde comienzos de los años sesenta, lo cual permitió a la ORT convertirse en la fuerza más influyente del movimiento obrero en Navarra, Huelva, Badajoz y algunas zonas, empresas y sectores productivos de Madrid. El segundo vector de crecimiento de la organización fue su protagonismo en el despegue de las asociaciones vecinales, sobre todo en Madrid y Navarra, una labor potenciada por el hecho de contar en sus filas con curas obreros, cuyas parroquias desempeñaban un papel central en muchas reivindicaciones barriales.


    La ORT llegó a contar con unos 1.300 militantes en Madrid y unos 400 en Navarra, en su mayor parte obreros industriales[5]. La dirección estaba formada por varios universitarios, entre los que destacaban José Sanroma, secretario general y Manuel Guedán, representante en las plataformas unitarias de la oposición. Este grupo dirigente fue decisivo para que el partido adoptara la ideología marxista-leninista en su versión maoísta.


    El maoísmo de la ORT era un referente ideológico lejano que no tenía una influencia determinante en el trabajo diario del partido ni en la línea política, más allá de declaraciones generales[6]. Su principal expresión era la adhesión a la política exterior china, inspirada en la teoría de los Tres Mundos. Esta doctrina buscaba incorporar a los países capitalistas desarrollados (Segundo Mundo) a la lucha de los países oprimidos de Asia, África y América Latina (Tercer Mundo) en contra de Estados Unidos y la Unión Soviética, las dos potencias imperialistas que formaban el Primer Mundo[7].


    La organización se basaba en células, que se reunían semanalmente en los domicilios de los activistas, bajo la dirección del responsable político. Las reuniones comenzaban repasando la coartada y revisando las condiciones de seguridad de cada uno. A continuación, se debatía sobre el contenido del periódico del partido, comenzando por el editorial. Seguidamente cada miembro exponía su actividad semanal y el grado de cumplimiento de los acuerdos y compromisos. Por último, se elaboraba el orden del día de la reunión siguiente y se leían los acuerdos tomados. Cada tres meses, la célula hacía balance y autocrítica tanto de la evolución del trabajo colectivo como de la actuación política y personal de cada militante[8].


    Era una relación demasiado exigente y dura. Yo conozco a compañeros que llevaban mucho tiempo militando y que eran suspendidos de militancia durante tres meses por alguna actuación que la célula consideraba pequeño burguesa. […]. No había espacios individuales, todo se ponía al servicio de todos, del partido o de la célula. No te metías en la vida personal de los militantes, pero sí en las actitudes personales que pudieran afectar al trabajo en el partido: incumplir un acuerdo, no asistir a una cita, fallos de funcionamiento[9].


    La entrega total en la que se basaba la militancia de la ORT incluía una aportación económica de entre el 15 por 100 y el 25 por 100 del salario, estar dispuesto a cambiar de trabajo (para extender la organización en una fábrica o para tener un horario compatible con la dedicación que exigía el partido) y a traladarse de una provincia a otra. Los activistas también solían poner su casa a disposición de la organización para alojar a compañeros huidos o para situaciones de emergencia. En la primera campaña electoral, la dirección solicitó a los militantes que hipotecaran sus viviendas para financiar los gastos de propaganda[10].


    La organización se basaba en la negación «de la existencia de fracciones en su seno»[11], esto es, del libre contraste de posiciones.


    Las discusiones eran siempre sobre cómo llevar a la práctica las cosas que estaban planteadas, pero no eran discusiones de fondo. No había debates con distintas posiciones. Generalmente había una posición: el documento que venía de arriba. Había que comprender ese documento. Discutías horas y horas hasta que aceptabas el documento. […] Si no te convencía el responsable político que te lo estaba explicando, bajaba otro con más capacidad y al final terminaba convenciéndote[12].


    La disciplina férrea, las células orientadas al trabajo diario y a la aceptación de directrices más que a la discusión política, la importancia de la homogeneidad ideológica y la integración en estructuras sociales de confianza personal hacían de la ORT un partido con una gran capacidad de trabajo pero que al mismo tiempo castraba el desarrollo y la capacidad política de los militantes. Estos efectos negativos se amplificaban por la situación de clandestinidad, que no permitía debatir más allá de la célula si no era a través de la dirección[13].


    Los órganos de dirección del partido en cada provincia no eran elegidos por las células, sino designados por el Comité Central[14]. El culto al líder era más acentuado que en otras formaciones radicales y el secretario general, José Sanroma («Intxausti»), era admirado por la militancia, a pesar de que no tenía especial carisma, ni prestigio profesional, ni había destacado en ningún conflicto de envergadura, ni tampoco había sufrido largos periodos de prisión.


    La ORT concebía a las organizaciones de masas como una correa de transmisión que no dejaba espacio a la autonomía de estas, hasta el punto de que eran los órganos del partido los que dirigían la actividad del SU, creado tras romper con CCOO[15]. La formación liderada por José Sanroma contaba con una organización juvenil, la Unión de Juventudes Maoístas, que tuvo una incidencia menor.


    La línea política de la ORT no estaba tanto determinada por su adscripción al maoísmo como por su enfrentamiento con el PCE, tachado de «revisionista» (esto es, burgués y antiobrero) al que pretendía disputar el liderazgo de la oposición y los movimientos obrero y ciudadano. Era esta una línea política compartida por la dirección y la base[16].


    Aunque el enemigo era el régimen fascista, el enemigo que nos impedía enfrentarnos a eso abiertamente era el PCE. Era un tapón, un muro que nos impedía plantear un cambio de sociedad. Si el PCE triunfaba estábamos perdidos. Nosotros jugábamos con el ansia y la necesidad de libertad e igualdad. Y queríamos llevar ese ansia hasta un cambio de tipo de sociedad. Si había que aceptar elecciones burguesas, pues las aceptábamos como mal menor, pero nuestro objetivo era la transformación social. Queríamos conquistar el poder político, pero no desde las elecciones, sino desde la calle, con una revolución[17].


    En 1976, la ORT inició un proceso de trabajo conjunto con el PTE orientado hacia la confluencia en un «gran partido marxista-leninista». Tras acordar las bases políticas e ideológicas, las negociaciones se rompieron en el momento de repartir el poder de la nueva organización entre los dos núcleos dirigentes. Como este motivo no podía explicarse a unas bases que anhelaban la unidad, las direcciones optaron por crear diferencias políticas para justificar la cancelación del proceso de confluencia[18].


    PARTIDO DEL TRABAJO, PARTIDO DEL COMBATE


    La represión policial estuvo cerca de acabar con el PTE, pero esta formación logró sobrevivir y consolidar su estructura a mediados de los setenta. Su nueva línea política, centrada en impulsar CCOO y los organismos unitarios de oposición (Asamblea de Cataluña y Junta Democrática de España), contribuyó al crecimiento sostenido del partido, sobre todo entre trabajadores y estudiantes universitarios de Cataluña, Andalucía, Madrid y Aragón.


    En Cataluña, el PTE se extendió en Barcelona gracias a su labor en el movimiento obrero, (donde defendió la unificación de las distintas CCOO), en las luchas estudiantiles, y en el movimiento feminista, ámbito en el que creó la Associació Catalana de la Dona.


    En Andalucía, el PTE era el grupo más influyente en la Universidad de Sevilla, debido a que la organización del PCE se había pasado al PCE (i) en 1968 y había mantenido una actividad creciente desde entonces. En Estepona (Málaga) el PTE logró superar al principal partido del antifranquismo gracias a su labor en el movimiento vecinal y en Puerto Real (Cádiz), por su participación en las reivindicaciones obreras en los astilleros. En algunas comarcas y pueblos jornaleros de Sevilla y Córdoba, la formación liderada por Eladio García también se convirtió en primera fuerza política.


    En Madrid, el PTE era la organización más fuerte en la Universidad Complutense[19], y contaba con implantación en el movimiento obrero y sobre todo en el feminista, a través de la ADM. En Aragón, el partido creció gracias a la incorporación del Partido Comunista de Unificación, nacido de la fusión de distintos grupos clandestinos con una larga trayectoria en las luchas estudiantiles y, en menor medida, en las obreras.


    En el ámbito juvenil, la Joven Guardia Roja de España (JGRE), fue una de las organizaciones más potentes de toda la izquierda. En Madrid, la JGRE impulsó la creación de la Asamblea Democrática de la Juventud, una plataforma amplia de todo tipo de asociaciones, desde colectivos de expresos políticos a grupos cristianos y de scouts, e incluso representantes de la Organización Juvenil Española, (OJE), que formaba parte del Movimiento Nacional de la dictadura. La decisión de solicitar la legalización de la Asamblea Democrática de la Juventud (ADJ) facilitó la incorporación de cientos de jóvenes, que combinaban las actividades recreativas, deportivas y culturales con la reivindicación política. Tras un año y medio de actividad, la ADJ se disolvió y muchos de sus activistas se integraron en la JGRE[20].


    Al igual que todo partido marxista-leninista, el PTE se regía por el centralismo democrático, basado en cuatro principios: subordinación del militante a la organización, de la minoría a la mayoría, de la organización inferior a la superior y del conjunto del partido al Comité Central. En la práctica se trataba de una estructura que no fomentaba el desarrollo político de los militantes y en la que «dos o tres decidían todo». Cuestiones de gran trascendencia, como el abandono de CCOO para formar un sindicato propio, eran decididas por el secretario general y el de Organización, sin participación de las bases y en contra de la opinión de los responsables del movimiento obrero[21].


    El ritmo extenuante, la concentración de la información en manos de los dirigentes y una cultura organizativa basada en no cuestionar las directrices de los órganos superiores generaban una dinámica en la que las células se centraban en organizar las tareas prácticas y no quedaba espacio para el debate entre distintas posiciones políticas. No había límites formales a las discusiones, pero la dinámica de trabajo fomentada por la dirección las hacía casi imposibles[22].


    La dedicación de los militantes, ya de por sí elevada, era aún mayor para los miembros del aparato de propaganda, una compleja estructura de imprentas clandestinas. Sus integrantes renunciaban a la vida personal, a participar en las luchas en fábricas, universidades y barrios y, además, debían ocultar su actividad a sus propios compañeros de partido, «siendo por ello considerados a veces como traidores» a la organización[23].


    En el PTE existía también cierto culto a los líderes y especialmente al secretario general, Eladio García Castro («Ramón Lobato»), que había vivido desde niño la persecución a su familia por su militancia comunista, y había sido encarcelado por su actividad en las CCOO de la construcción, donde trabajaba de aparejador. En la cúpula de la organización le acompañaban Manuel Armenta (directivo de una constructora), Nazario Aguado (ingeniero industrial), José Luis Molano (albañil) y Manuel Gracia (obrero). El partido se financiaba con las cuotas de los militantes y, sobre todo, con las aportaciones de los profesionales liberales (abogados, arquitectos, ingenieros), que entregaban una parte importante de sus ingresos a la organización. Los liberados recibían salarios muy bajos, y solían necesitar ayuda de sus familias para vivir[24].


    El partido era fundamentalmente estalinista, y su adscripción al maoísmo era un mero recurso ideológico para diferenciarse del PCE, sin efectos en la actividad política. Tras un intento frustrado de recibir apoyo de China, el PTE logró vincularse al Partido Comunista Rumano dirigido por Nicolae Ceauşescu, una relación que no fue determinante en su evolución[25].


    El PTE dividía la revolución en dos etapas: una primera de carácter democrático y una segunda de carácter socialista. En la primera fase, la democracia política, se lograría la nacionalización de los medios de producción de los monopolistas, la reforma agraria, y la independencia nacional. Para ello se consideraba necesaria la amnistía, la disolución de los cuerpos represivos de la dictadura, la expulsión de los mandos fascistas del Ejército y la instauración de una república como estado multinacional basado en el derecho de autoderminación de las distintas naciones[26].


    La segunda fase de la revolución consistía en ampliar la democracia política, con la democracia económica y social. El PTE seguía la teoría marxista de que un Estado es una dictadura de unas clases sobre otras y en ese sentido se entendía que no podía haber democracia para toda la sociedad, sino solo para unas clases sociales. Por lo tanto, era necesaria la destrucción del Estado burgués y su sustitución por la dictadura del proletariado para establecer la democracia para los trabajadores y el pueblo[27].


    PARTIDO COMUNISTA DE ESPAÑA (MARXISTA-LENINISTA). BANDERAS DE UN PAÍS CLANDESTINO


    El PCE (m-l) y el FRAP habían logrado extenderse sobre todo en el País Valenciano y en Madrid. Precisamente en la capital, en la cárcel de Carabanchel había unos noventa militantes de estas organizaciones, capturados en su mayoría en las redadas del verano de 1975.


    En esta ciudad, la asociación estudiantil del FRAP, la FUDE había sido diezmada por las detenciones y el PCE (m-l) se desarrolló a partir de la labor de sus tres centenares de militantes en las asociaciones de vecinos y sobre todo en las luchas laborales, donde contaban con una organización propia, la Oposición Sindical Obrera, un sindicato con implantación en metal, sanidad, textil y construcción.


    El frente de masas impulsado por el PCE (m-l), el FRAP, no logró sobreponerse a la represión y dejó de ser un movimiento relativamente amplio para subsistir como una sigla más, sin una dinámica propia. Tras los fusilamientos de septiembre de 1975, los grupos de combate del FRAP suspendieron los atentados contra los cuerpos represivos y se centraron en realizar atracos a bancos y grandes empresas para financiar la actividad del partido.


    En el verano de 1976 el partido sufrió una escisión importante en la organización de Madrid, parte de la cual se pasó a las filas de la ORT. La dirección negó el carácter político de las diferencias y descalificó a los escindidos como «oportunistas sin principios», «provocadores-liquidacionistas», «fraccionalistas trotskistas» y «terroristas»[28].


    En el ámbito internacional, el PCE (m-l) contaba con el apoyo del Partido del Trabajo Albanés, y emitía desde Radio Tirana dos horas diarias de programación. La cúpula del partido, dirigida por Benita Fernández (Elena Odena), funcionaria de la Organización Mundial de la Salud y Julio Fernández (Raúl Marco) se mantuvo fuera de España durante toda la Transición para evitar la represión.


    El modelo de organización buscaba un control exhaustivo de la labor de las células, pero la clandestinidad, imprescindible para sobrevivir, imponía una realidad distinta, en la que el responsable de célula tenía muchas veces que actuar con autonomía. Otra cosa era defender posiciones distintas a las de la dirección, un derecho que en la práctica no estaba garantizado. En la segunda conferencia del partido, realizada en agosto de 1976, las propuestas de la minoría (entre ellas, abandonar la organización sindical del partido, la Oposición Sindical Obrera [OSO], para trabajar dentro de CCOO) «fueron rebatidas y derrotadas ante el entusiasmo de la aplastante mayoría de los delegados» y el informe del comité ejecutivo fue aprobado «en medio de un entusiasmo indescriptible». El partido aprobó mantener el funcionamiento de la OSO y al mismo tiempo, desarrollar labor sindical dentro de CCOO, UGT y USO[29].


    La dinámica del PCE (m-l) fomentaba que los comités de dirección estuvieran formados solo por quienes tenían una entrega total, que en su mayoría no estaban liberados. La dedicación completa implicaba dejar en segundo plano tanto la vida personal como la actuación en el movimiento obrero, estudiantil o ciudadano, para dedicarse a la vida interna, es decir, a numerosas reuniones con «discusiones interminables» y al intento compulsivo de «estar en todo». Esta forma de funcionamiento provocó que muchos activistas abandonaran el partido incapaces de mantener ese ritmo y que algunos militantes que participaban de manera destacada en reivindicaciones laborales o vecinales no pudieran incorporarse a los comités de dirección, porque «la vida orgánica te impedía hacer cualquier otra cosa»[30].


    La política del PCE (m-l) se basaba en la defensa de la ruptura con la dictadura a través de la sustitución del régimen por una república, que representaba las libertades democráticas, la depuración del aparato de Estado franquista, un proceso constituyente y el reconocimiento del derecho de autodeterminación de las nacionalidades. Estos tres objetivos solo podrían ser alcanzados si se instauraba un gobierno provisional democrático, al que se llegaría por medio de la movilización popular.


    Las movilizaciones más sentidas por los militantes del partido y de su organización juvenil, la Juventud Comunista de España (marxista-leninista) (JCE [m-l]), eran las convocadas en torno al 14 de abril, aniversario de la proclamación de la Segunda República[31]. Para que los cuerpos represivos no impidieran las manifestaciones, el PCE (m-l) consideraba imprescindible organizar la autodefensa, que se concretaba en grupos provistos de barras de hierro y cócteles molotov. En este terreno, el FRAP se proponía desempeñar un papel central, «elevando las formas de lucha en el seno de las masas», es decir, los enfrentamientos con la Policía, hasta llegar a una insurrección que forzara la renuncia del Gobierno[32], pero este proyecto no llegó a desarrollarse.


    MOVIMIENTO COMUNISTA: SERVIR AL PUEBLO


    El MC siguió siendo una organización con influencia sobre todo en las cuatro provincias vasconavarras, donde mantuvo su crecimiento, doblando el número de militantes cada año. En el País Vasco y Navarra, la fuerza principal de la lucha antifranquista no era el PCE, sino la izquierda radical, fundamentalmente EMK (en Guipúzcoa junto a la Liga Komunista Iraultzailea (LKI [Liga Comunista Revolucionaria]) y OIC y en Navarra junto a ORT). Este hecho atípico obedecía a varios factores: el protagonismo de los militantes revolucionarios en la creación de las primeras CCOO, los buenos resultados de la estrategia obrera del EMK (más proclive a la confrontación con los empresarios que la línea del PCE) y la defensa del derecho de autodeterminación, que le conectaba con el nuevo nacionalismo vasco liderado por ETA. Además, la prioridad que el MC daba a la lucha por las libertades y la democracia incluía la exigencia de la disolución de la Policía y la Guardia Civil y el juicio a los responsables de la represión, unas reivindicaciones cada vez más populares. El rechazo a los abusos policiales estaba tan extendido que algunos autores se refieren a la existencia de una «comunidad antirrepresiva», esto es, amplios sectores sociales unificados por el rechazo a las detenciones, las torturas y las cargas policiales[33]. Además, el EMK contaba con líderes obreros de larga trayectoria, como los trabajadores del metal Jesús Urra y Manuel Burguete, que fueron los dos primeros secretarios generales de las CCOO navarras.


    El partido contaba también con implantación en Asturias (donde era la principal organización radical, aunque mucho menor que el PCE, fuerza claramente mayoritaria) y en Cataluña, sobre todo en el movimiento obrero. En Madrid, el MC partía de una reducida militancia universitaria que se «proletarizó», es decir, pasó a trabajar en fábricas y a vivir en barrios obreros, con el objetivo no tanto de sustituir a los dirigentes sindicales como de extender la organización en un medio donde era débil. En apenas dos años, el partido logró implantarse en el movimiento obrero, sobre todo en el metal y el textil, y en las asociaciones vecinales, aumentando el número de militantes hasta rondar los 400, a los que se añadía otro centenar de miembros de la organización juvenil, el Movimiento de Juventudes Comunistas (MJC). Un factor clave en esta expansión fue el papel del MC en las protestas para intentar evitar salvar las vidas de los militantes de grupos armados como el MIL, ETA o FRAP, que finalmente fueron ejecutados[34].


    La parte activista era la principal en la militancia de las juventudes: pintadas, cortar el tráfico, tirar piedras a la Policía, hacer una manifestación. Para una serie de chavales de 16-17 años […] era un elemento de rebeldía y autoidentidad muy importante. Mucha de esa gente se vinculaba con nosotros por un vínculo de amistad, porque nosotros estábamos todo el día en la calle tomando copas, jugando al fútbol […]. Había un componente que tenía muy poco que ver con el contenido duro de un partido marxista-leninista y mucho más con una situación de la contestación en ambientes juveniles, de canalización de la rebeldía frente al franquismo[35].


    Era el MC un partido leninista de células, en cuyas reuniones, además del debate político, estratégico, ideológico y del repaso del trabajo de masas, se abordaba la transformación personal. La organización abandonó el maoísmo en 1976, pero uno de los elementos de la Revolución cultural china que mantuvo fue la lucha contra las propias ideas y los hábitos y costumbres que entraban en contradicción con las posiciones revolucionarias en la vida cotidiana. Esta dinámica se enriqueció con las aportaciones del movimiento feminista, que planteaba que era necesario reconocer la dimensión política de las relaciones personales entre hombres y mujeres para lograr la liberación de la mujer. Las células no se orientaban solo al activismo y la pegada de carteles, sino también y principalmente a la formación política[36].


    Los responsables de las células y los comités no se elegían por votación, sino por designación del órgano superior (cooptación), si bien no había mucha competencia por los puestos de responsabilidad debido a la gran exigencia que implicaban. En las células se votaba para elegir a los delegados de los congresos de la organización y a los miembros del Comité Central, que en su primera reunión nombraba a los miembros del Comité Ejecutivo. Fuera de la célula (donde todas las personas entrevistadas coinciden en que la discusión era exhaustiva), no eran sencillo el intercambio de opiniones. A medida que se reducía la intensidad de la represión, se relajaron las estrictas medidas de clandestinidad y se creó un nuevo nivel organizativo: el «activo», un espacio de debate de todos los militantes de un mismo frente de lucha, como el obrero o el vecinal.


    En el MC se daba gran importancia a la unidad interna. En las cuestiones políticas centrales (participar en la Junta Democrática o en la Plataforma de Organizaciones Democráticas, derecho de autodeterminación, partido federal o centralizado…) el grupo dirigente, encabezado por Eugenio del Río, definía la línea política que se sometía a discusión en el conjunto de la organización. Había debate, pero en un terreno ya delimitado, partiendo de una posición muy elaborada. Este estilo de funcionamiento dificultaba la creación de tendencias y la integración de las diferencias. Los elementos fundamentales de la línea política no se definían en los congresos, sino en el núcleo dirigente, y luego descendían a toda la organización[37].


    El MC fue receptivo a los planteamientos feministas y creó una estructura autónoma de mujeres, algo que rompía totalmente con los criterios leninistas. Desde la base hasta la dirección, todas las militantes, además de su presencia en los organismos mixtos, pasaron a formar parte de otros exclusivos para ellas. Se crearon células de mujeres en empresas, barrios y universidad, coordinadas a nivel sectorial y provincial, con sus propios comités dirigentes[38].


    LIGA COMUNISTA REVOLUCIONARIA. LA REVOLUCIÓN PERMANENTE


    Además de en Cataluña y Galicia, la LCR estaba implantada fundamentalmente en el País Vasco, debido a la fusión en 1972 con ETA-VI, una escisión que abandonó los atentados para priorizar la lucha obrera.


    La militancia estaba formada principalmente por jóvenes (la edad media eran 23 años), de extracción trabajadora (el 38 por 100 eran obreros industriales y el 22 por 100 asalariados en el sector servicios) y en menor medida estudiantil (29 por 100). Un tercio de los activistas eran mujeres. El crecimiento de la LCR fue constante durante este periodo y pasó de unos 600 miembros en 1975 a unos 1.800 en 1977[39].


    La LCR era un partido leninista diferente, con una dirección colectiva, que no compartía la visión monolítica de la organización según la cual la existencia de una tendencia era la antesala del trabajo fraccional y la escisión. En este grupo se diferenciaba entre fracciones y tendencias. Las primeras eran grupos de militantes que defendían siempre la misma posición en todos los debates, agrupaciones permanentes dentro de otra organización, con sus reuniones, su estructura y sus órganos de expresión. En cambio, las tendencias se consideraban agrupaciones formadas para defender una misma posición en un debate, que se disolvían una vez finalizado este.


    El derecho a formar tendencias (no fracciones) era el rasgo más visible de una cultura organizativa propia, cuya prioridad era garantizar la democracia interna, proporcionando los medios para que se pudieran defender posiciones distintas a las de la mayoría. También había una preocupación constante para que los militantes de base estuvieran informados de la actuación de la dirección[40]. La LCR era el único partido de los aquí estudiados en el que las actas del Comité Central se editaban y se distribuían a todos los militantes. Unas actas que reflejaban no solo los acuerdos, sino las posiciones minoritarias y los resultados de las votaciones, e incluso las cuentas de la organización. En esta formación se intentaba que la línea política fuera elaborada en los congresos, aunque el ritmo de la evolución de los acontecimientos no siempre lo permitía.


    Las reuniones informales de las primeras militantes de la LCR que participaban también en el movimiento feminista dieron paso a la creación en el partido de una organización sectorial de mujeres, que tenía representación en los comités provinciales y en los órganos de dirección de cada sector de intervención, como barrios, universidad, o movimiento obrero. En los congresos se solían aprobar resoluciones sobre la lucha de liberación de la mujer. Era la última etapa de una dinámica de abajo arriba, en la que el conjunto de la organización hacía suya una política propuesta inicialmente por la fracción de mujeres y contrastada con la realidad[41].


    En cuanto a la línea política de la LCR, el elemento central era la conquista de las libertades democráticas, que para este partido requerían elecciones constituyentes, amnistía, disolución de los cuerpos represivos y el derecho de autodeterminación. Según la teoría de la revolución permanente de Trotsky, la democracia política no podría alcanzarse bajo la dirección de la burguesía y requería un poder revolucionario basado en la alianza de los obreros del campo y la ciudad, que destruyera el Estado existente y se asegurara los resortes fundamentales del poder. No existían, por tanto, dos revoluciones, una democrático burguesa dirigida por la burguesía, seguida de otra socialista dirigida por la clase obrera. Una vez establecido el poder revolucionario y a medida que se realizaran las tareas democráticas inmediatas, la propia dinámica del proceso revolucionario obligaría a plantearse tareas anticapitalistas. De ahí su nombre de revolución permanente[42].


    Las relaciones más estrechas de la LCR fueron con la LC, a la que propuso la reunificación y con la que inició un proceso de debate con la participación de las bases de ambas organizaciones[43].


    ÁNIMO ABUELOS QUE YA VOLVEMOS. EL MOVIMIENTO LIBERTARIO


    El movimiento libertario fue un polo de atracción para sectores radicales que a mediados de los setenta simpatizaban con la cultura organizativa horizontal y asamblearia del anarquismo y por su trayectoria revolucionaria. La CNT fue la principal referencia en este ámbito, ya que el resto de iniciativas antiautoritarias no lograron consolidarse ni superar el ámbito local.


    La central anarcosindicalista se extendió principalmente en Cataluña, País Valenciano, Madrid, Andalucía y Asturias, sobre la base de pequeños grupos de afinidad anarquista, que en general no habían desempeñado un papel central en las luchas laborales, y que tuvieron algunas dificultades para adoptar el funcionamiento de una confederación sindical.


    La CNT creció de manera sostenida hasta superar los 100.000 afiliados (según sus propios datos), concentrados sobre todo en Cataluña. Era un sindicato muy pequeño comparado con CCOO, pero con grandes posibilidades de desarrollo, como demostraban el mitin en Mataró (Barcelona) el 30 de octubre de 1976, el acto en la plaza de toros de San Sebastián de los Reyes (Madrid) el 27 de marzo de 1977 y el acto de Jaén del 5 de junio de 1977. En los mítines de Mataró y Jaén participaron unas 4.000 personas, y en el de Madrid, varias decenas de miles.


    Este tipo de actos no solo congregaban a los militantes anarcosindicalistas más activos en las reivindicaciones laborales, sino también a quienes simpatizaban con la historia de la CNT, con su interés por abordar cuestiones sociales y culturales, y con su discurso radical, enfrentado a la dictadura y al capitalismo que consideraba la democracia burguesa como «falsa democracia»[44]. Este sindicato no aceptaba que la democracia se limitara a la celebración de elecciones con partidos y sindicatos legales, y defendía la participación directa de los miembros de la comunidad política en la toma de decisiones.


    La confederación se basaba en sindicatos de rama, que pronto evolucionaron desde un asambleísmo puro a una combinación de comités coordinadores y de asambleas decisorias que racionalizaban el funcionamiento, no sin tensiones internas. Inicialmente se decidía con un voto por sindicato independientemente de su tamaño y posteriormente se modificó el sistema estableciendo el voto proporcional según el número de afiliados y en ocasiones según el número de asistentes a las reuniones de los sindicatos.


    No existían direcciones ni comités ejecutivos en el sentido de un equipo con gran autonomía para tomar decisiones durante el periodo de su mandato. La CNT se organizaba tratando de reducir la delegación al mínimo, con cargos electos que podían ser revocados con facilidad en cualquier momento. De esta manera se intentaba fomentar que las propuestas y las decisiones no fluyeran desde el comité hacia las bases (los sindicatos de rama de cada Federación Local), sino que surgieran desde las asambleas de los sindicatos hacia el comité.


    Más allá de la CNT, el movimiento libertario tenía poca organización, era una nebulosa de grupos de afinidad, revistas e iniciativas culturales y sociales, protagonizadas principalmente por jóvenes que rechazaban el autoritarismo en todos los aspectos de la vida y se oponían al funcionamiento burocrático y jerárquico de los partidos marxistas. En este magma destacaron los ateneos libertarios, que por lo general apoyaban las actividades organizadas por CNT, pero se interesaban más por otros movimientos sociales de tipo antiautoritario, como el ecologista, el de los presos comunes o el de liberación homosexual. En Madrid y Barcelona se desarrollaron una treintena de este tipo de centros culturales, la mayoría de ellos en barrios obreros.


    Los ateneos libertarios contribuyeron también al desarrollo de otros grupos, como las Juventudes Libertarias, que aglutinaban a activistas procedentes de CNT, de las juventudes de partidos de la izquierda radical y de ambientes contraculturales. En Sevilla participaron en las luchas vecinales y en Madrid se centraron en la denuncia de la represión policial, la organización de la autodefensa frente a las agresiones de los grupos ultraderechistas y el apoyo a la lucha de los presos comunes[45].


    En el ámbito de las iniciativas culturales, la revista libertaria de mayor difusión en todo el país fue Ajoblanco, editada en Barcelona con una tirada de unos 50.000 ejemplares. Inspirada en el mayo francés, logró una gran influencia gracias a una estética underground y la preocupación por la contracultura y las nuevas formas de vida. Su complemento era la revista madrileña Bicicleta, que se centraba más en la temática propiamente anarquista y cuya tirada rondaba los 20.000 ejemplares[46].


    Otra iniciativa de tipo libertario fueron las comunas, que se proponían unir en la práctica los ámbitos social, político y personal, por medio de una convivencia en la que compartían los ingresos. Las comunas urbanas, en las que participaban militantes libertarios, autónomos, ecologistas, cristianos y miembros de partidos de la izquierda radical, jóvenes en su mayoría, constituyeron un fenómeno fugaz y no llegaron a coordinarse de forma estable[47].


    La lucha de los presos comunes fue uno de los pocos ámbitos en los que el conjunto del movimiento libertario, incluida la CNT, actuó de manera unificada. La central anarcosindicalista apareció públicamente como el principal apoyo de la COPEL, lo cual avivó las tensiones internas en la confederación, ya que una parte de la militancia consideraba que la prioridad debía ser la reivindicación laboral.


    PASIÓN POR LA ASAMBLEA. LIBERACIÓN Y LA AUTONOMÍA OBRERA


    La principal organización defensora de la autonomía obrera fue Liberación, que contaba con un millar de militantes en toda España, agrupados en equipos territoriales. Además, existía un grupo central para cada provincia que asumía tareas comunes como tesorería y propaganda y tenía estructuras sectoriales (enseñanza, empresas, barrios y sanidad)[48].


    Liberación fue pionera en la elaboración de la autonomía como línea política y difundió esta propuesta, primero a través de la revista Asamblea Obrera, después por medio de la editorial ZYX y por último con la edición de la revista Emancipación. El libro que recogía su programa político agotó los 8.000 ejemplares de la primera edición en dos meses[49], lo que permite hacerse una idea de su grado de influencia.


    La autonomía de clase era una línea política que rechazaba el Parlamento y proponía la autoorganización obrera en asambleas decisorias. Además, defendía las libertades democráticas, la amnistía y la supresión de los cuerpos represivos, de los tribunales y de la legislación antidemocrática de la dictadura. El objetivo final era la revolución, la sustitución del Estado burgués por un Estado proletario de transición basado en consejos obreros, esto es, asambleas de fábrica, barrio y centros de enseñanza. Liberación defendía la necesidad de la dictadura del proletariado sobre la burguesía, a la que se despojaría de libertades políticas y derechos civiles, una limitación de derechos necesaria para evitar que esta pudiera atentar contra el proceso revolucionario[50].


    Más allá de Liberación, los colectivos que defendían la soberanía de las asambleas en universidades, empresas y barrios estaban muy fragmentados y en su mayor parte se incorporaron a la reconstrucción de la CNT. Los colectivos que superaron el ámbito local fueron la excepción, como el Movimiento Obrero Autogestionario, que se oponía a la existencia de partidos y sindicatos y logró implantarse en Madrid y Santander y el Movimiento de Liberación Comunista (MLC), que intervino en las luchas asamblearias de la enseñanza en 1976 y 1977[51].


    Sin conexión con estas organizaciones, pero reivindicando también la autonomía obrera desde el rechazo a partidos y sindicatos, se formaron grupos autónomos armados que realizaron pequeños atentados sin víctimas contra empresas y edificios oficiales, en apoyo a las luchas laborales asamblearias y en solidaridad con los presos comunes de la COPEL, así como atracos a bancos para financiar su actividad[52].


    El concepto de autonomía obrera se refería a dos realidades distintas, a una práctica de lucha laboral, basada en las asambleas soberanas y en las comisiones representativas y al mismo tiempo, a una línea política anticapitalista, defendida por Liberación y otros grupos de orientación marxista, libertaria o consejista[53].


    La relación entre estas dos dimensiones de la autonomía no era sencilla. Una cosa era participar en un conflicto dirigido por la asamblea para mejorar las condiciones laborales e incluso acabar con la dictadura y otra distinta tomar conciencia de pertenecer a un movimiento autónomo que se planteaba objetivos anticapitalistas. Liberación sostenía que ese salto en la conciencia debía realizarse de manera colectiva, en el transcurso de la lucha, desde dentro de la misma, y no podía ser impulsado desde fuera por una vanguardia de tipo leninista. La coyuntura más favorable para estos planteamientos se dio en 1976, cuando los sindicatos eran ilegales y las asambleas tenían un gran protagonismo, pero los resultados fueron muy limitados. En los conflictos obreros dirigidos por las asambleas en los que los grupos autónomos tuvieron un papel destacado, no hay evidencias que indiquen que sus participantes elaboraran una identidad de pertenencia al movimiento autónomo. Además, las reivindicaciones eran estrictamente laborales y en todo caso, organizativas (contra los sindicatos, por una organización obrera asamblearia basada en delegados revocables), pero no incluían propuestas políticas anticapitalistas.


    Ante esta realidad, algunos activistas autónomos, años después, pasaron a afirmar que la autonomía obrera se caracterizaba por su forma de organización y por la ausencia de pacto[54], un análisis que no se corresponde con la realidad de las luchas analizadas que, como todo conflicto laboral, terminaban con un acuerdo con el empresario.


    Al final de esta etapa, algunos grupos trataron de incluir en su movimiento autónomo a otros colectivos que se organizaban al margen de partidos y sindicatos. Según este análisis, algunos grupos feministas, de minusválidos, de presos comunes o de homosexuales, en tanto que marginados, pasaban a formar parte del movimiento autónomo, o del área de la autonomía. Pero esto no pasó de ser una propuesta que no conectó con los colectivos a los que se dirigía.


    UNA TIERRA QUE PONGA LIBERTAD. LAS COMUNIDADES CRISTIANAS POPULARES


    Las CCP se constituyeron como pequeños colectivos que trataban de conjugar la búsqueda de nuevas formas de vida, la transformación de la iglesia católica y el cambio social. Las comunidades se planteaban como espacios donde «vivir la fraternidad cristiana con autenticidad, de acuerdo con el evangelio y los pobres», partiendo de la autogestión, la autonomía, la espontaneidad, la aceptación de los demás, la corresponsabilidad, la autocrítica y la igualdad. Tratando de superar la división de clases, el infantilismo, la utilización de las personas o el autoritarismo se buscaban nuevas formas de vida para una nueva sociedad socialista[55].


    Las comunidades, algunas de ellas integradas en parroquias, estaban formadas por obreros y profesionales liberales que no entendían la vivencia de la fe sin el compromiso social y político. El interés por vivir de otra manera les llevó a ensayar sistemas de comunidad de bienes en algunos territorios, como País Valenciano y Asturias[56].


    Todas las comunidades desarrollaban actividades de catequesis (instrucción sobre la doctrina católica), celebraciones religiosas (desde la misa dominical hasta bodas y bautizos) y en algunas de ellas, como las de Vallecas (Madrid), organizaron escuelas de teología popular con una metodología participativa[57].


    La organización era horizontal, de carácter libertaria y tanto las comunidades como las coordinadoras de zona funcionaban de forma autónoma. Las reuniones variaban según las preferencias de los asistentes y podían consistir en una eucaristía, una sesión de estudio, una revisión de vida o una asamblea[58].


    Para Juan José Tamayo, el funcionamiento de las Comunidades se basaba en una adaptación del viejo método «ver-juzgar-actuar» creado por la JOC[59]. En primer lugar se analizaba la realidad desde una perspectiva de clase y de orientación a la acción. En un segundo momento se realizaba la «denuncia profética», que no era una queja sin consecuencias, sino una propuesta crítica desde la fe, «exigiendo un cambio profundo de las estructuras que provocan las injusticias». Por último llegaba la acción, entendida como lucha por la justicia, opuesta al asistencialismo, que implicaba «una toma de partido por las clases explotadas de manera consciente y progresiva». Con este método de actuación, las CCP trataban de realizar su aportación a las luchas populares, potenciando el protagonismo de la base de la sociedad[60].


    Las CCP distinguían entre la iglesia católica oficial como institución jerárquica y la iglesia entendida como asamblea de creyentes. Respecto a la primera, reclamaban que abandonara su papel de puntal de la dictadura franquista y de respaldo de las clases dominantes y adoptara una postura a favor de la liberación del pueblo de toda opresión e injusticia. En cuanto a la iglesia como reunión de fieles, las CCP constituían uno de sus componentes con rasgos propios: la adaptación de los textos religiosos a la realidad del momento («leer la palabra de Dios en los acontecimientos actuales, en las causas populares concretas»), la importancia de la participación («la marcha de la comunidad es responsabilidad de todos, no solo del cura») y las celebraciones religiosas «festivas, participativas y políticas».


    La liberación del pueblo constituía el tercer ámbito de actuación de las CCP. En un primer momento, por pueblo se entendía la mayoría social carente de recursos, pero posteriormente se enriqueció el concepto añadiendo a las «comunidades y naciones oprimidas», quedando reflejada la doble lucha contra la opresión de clase y la nacional, con especial atención a la del pueblo vasco. La liberación era la consecución de una sociedad sin clases y de un hombre nuevo, una meta que se expresaba como el «Reino de Dios» en lenguaje bíblico[61].


    Las comunidades se proponían romper el cerco ideológico que la iglesia oficial había levantado declarando la incompatibilidad entre marxismo y cristianismo. Para demostrar que esa separación era falsa, partían de las propias vivencias de los miembros de comunidades cristianas, que a su vez militaban en organizaciones revolucionarias. En esta labor de desbloqueo desempeñó un papel destacado el colectivo Cristianos por el Socialismo, que influyó decisivamente en la normalización de la militancia política de los católicos en las organizaciones marxistas así como su aceptación dentro de la iglesia[62].


    LOS NACIONALISMOS REVOLUCIONARIOS EN EL PAÍS VASCO, CATALUÑA, GALICIA Y CANARIAS


    En el País Vasco, el apoyo a la izquierda independentista seguía creciendo, gracias en parte al aumento de la represión. Solo en un mes de la primavera de 1975, las fuerzas policiales detuvieron a unos 3.200 opositores, de los cuales 380 fueron encarcelados. Otras 350 personas se exiliaron, 45 fueron hospitalizadas tras ser sometidas a graves torturas, 18 sufrieron heridas de bala y 6 perdieron la vida. La represión generó un movimiento social antirrepresivo amplio y plural, unificado en la exigencia de amnistía para los presos políticos (incluidos los miembros de ETA) en el que no solo participaba la izquierda abertzale. La violencia estatal contribuyó a que una parte importante del antifranquismo viera con buenos ojos la lucha armada contra la dictadura, unos atentados que provocaron 43 muertes entre 1975 y 1977, en su mayoría de miembros de la Policía y la Guardia Civil.


    La izquierda independentista liderada por ETA compartía reivindicaciones y elementos ideológicos con la izquierda revolucionaria, pero se consolidó como un espacio político y social diferenciado, con conciencia de formar una comunidad, con una estrategia propia, y con sus propias organizaciones.


    Las dificultades del Frente Obrero de ETA para intervenir en las luchas laborales y competir con CCOO, provocaron una escisión que en 1974 dio lugar a Langile Abertzale Iraultzaileen Alderdia (LAIA [Partido de los Obreros Revolucionarios Abertzales]), nacido con el objetivo de intervenir en las reivindicaciones obreras desde posiciones asambleístas. Poco después, el primer atentado indiscriminado de ETA (una bomba en una cafetería madrileña frecuentada por policías) provocó una nueva división. La minoría, denominada ETA militar (ETA [m]), estaba dirigida por José Miguel Beñaran (Argala) y planteaba centrarse exclusivamente en los atentados, dejando la lucha de masas a otros grupos legales con mayores posibilidades de desarrollo que una organización clandestina. La mayoría adoptó el nombre de ETA político-militar (ETA [p-m]) y apostó por compatibilizar ambos frentes, como proponía Eduardo Moreno (Pertur). Mientras tanto, la dictadura había logrado infiltrar a Mikel Legarza en la cúpula de ETA. Tras la escisión, el agente consiguió ser nombrado responsable de la infraestructura de ETA (p-m) y provocó la detención de la mayoría de sus miembros, dejando a este grupo muy debilitado.


    En el ámbito sindical, la izquierda abertzale también se dividió en dos organizaciones, Langile Abertzaleen Batzordeak (LAB [Comisiones de Obreros Abertzales]), influida por ETA (p-m) y Langile Abertzaleen Komiteak (Comités de Obreros Abertzales), de menor tamaño y más próxima a LAIA.


    En el verano de 1976 desapareció Pertur, probablemente a manos del terrorismo de Estado, que reivindicó su asesinato. Pocos después, ETA (p-m) aprobaba su ponencia a la VII asamblea, que establecía el desdoblamiento en dos organizaciones, un grupo armado y un partido político legal, siendo este último el que asumiría la dirección del conjunto. La formación, de tipo marxista-leninista, se denominó Euskal Iraultzarako Alderdia (EIA [Partido para la Revolución Vasca]) y su principal dirigente fue Mario Onaindia, antiguo miembro de ETA condenado a muerte en el proceso de Burgos.


    El fragmentado espacio de la izquierda independentista trató de agruparse en la Koordinadora Abertzale Sozialista (KAS), cuya plataforma política recogía las reivindicaciones más extendidas en el antifranquismo vasco: libertades democráticas, amnistía, medidas para mejorar la vida del pueblo y en particular de la clase obrera, disolución de los cuerpos represivos, reconocimiento de la soberanía nacional de Euskadi (que incluía Navarra), estatuto de autonomía y gobierno provisional vasco. La unidad de acción no fue posible por las diferencias estratégicas entre los dos principales sectores abertzales. Por una parte, ETA (p-m) proponía una alianza con la izquierda revolucionaria de ámbito español y defendía que la dirección del movimiento abertzale fuera ejercida por el partido EIA. Por otra parte, ETA (m) optaba por un frente nacional con el Partido Nacionalista Vasco (PNV) y consideraba que debía conservar el liderazgo abertzale, sin cedérselo a ningún partido. Estas disensiones se profundizaron a medida que se alejaba la posibilidad de una ruptura y se consolidaba la reforma, como veremos más adelante[63].


    En Galicia, la UPG impulsó en 1976 la creación de un frente nacional, el Consello de Forzas Políticas Galegas (CFPG), al que se sumaron el PSG y el Partido Galego Social Demócrata (PGSD). La incorporación del Movimiento Comunista de Galicia (MCG) provocó la salida de la UPG, que consideraban al MCG una fuerza españolista. Tras este abandono, la UPG pasó a actuar dentro de otra plataforma exclusivamente nacionalista y socialista: la Asemblea Nacional-Popular Galega (AN-PG).


    Reivindicando ruptura democrática, gobierno provisional, autodeterminación y pacto federal para seguir formando parte del Estado español, la AN-PG, dirigida férreamente por la UPG, se desarrolló hasta llegar a contar con una treintena de asambleas locales en las principales ciudades y también en áreas rurales y semiurbanas donde no había llegado el mayoritario Partido Comunista de Galicia (PCG). Sus militantes (que se pueden estimar en varios miles) influyeron en la consolidación del sindicalismo nacionalista, tanto obrero como campesino, y del movimiento vecinal.


    La UPG rechazaba la autonomía y la restauración del estatuto de 1936, por considerar que mantenía el poder político y económico fuera de Galicia. La formación dirigida por la escritora Elvira Souto sufrió dos escisiones: una por la izquierda, liderada por el también escritor Xosé Luis Méndez Ferrín, que desembocaría posteriormente en el Partido Galego do Proletariado (una pequeña formación partidaria de la lucha armada), y otra por la derecha, impulsada por el ingeniero industrial Camilo Nogueira, que consideraba que la ruptura democrática ya no era posible. En esta etapa la UPG rechazó confluir con el PGSD y con el PSG, al que tachaba de españolista a pesar de contar con un programa muy similar al suyo[64].


    En la Cataluña de mediados de los setenta, la izquierda radical independentista, cuya principal fuerza era el PSAN, siguió teniendo una implantación reducida, que no le permitía siquiera convocar movilizaciones en solitario. La debilidad se acentuaba por las continuas crisis internas. La primera escisión afectó al ala más radical y dio lugar al PSAN provisional. La segunda ruptura supuso la salida de los dirigentes históricos, que apostaban por seguir en CCOO en vez de formar un sindicato nacionalista, consideraban que ya no era posible la ruptura y rechazaban el modelo de partido leninista y la dictadura del proletariado.


    A pesar de su escasa fuerza, la participación del PSAN en la Asamblea de Cataluña, contribuyó a vincular los derechos nacionales catalanes y la autodeterminación con la lucha obrera y la movilización contra la dictadura[65].


    En Canarias, la izquierda radical crecía a pesar de su división en varias organizaciones, la mayoría provenientes de escisiones del PCE, al que achacaban una excesiva moderación. El PCC (p), dirigido por los abogados laboralistas Carlos Suárez y Gonzalo Angulo, consideraba Canarias como una colonia española y defendía la liberación nacional y un socialismo similar al de los países del bloque soviético.


    Las CC tenían su origen en una corriente interna del PCE opuesta a la política de la dirección, con presencia en varias provincias españolas, extendida sobre todo en Canarias. Cuando en 1976 el PCE acordó disolver sus células y su estructura sectorial para pasar a organizarse en agrupaciones territoriales centradas en preparar las elecciones, las CC rechazaron la decisión y se siguieron considerando los legítimos representantes del PCE en Canarias. Sus principales dirigentes eran José Satué, veterano militante comunista encarcelado durante veinte años y Fernando Sagaseta, un abogado cuya actividad antifranquista le había llevado a prisión durante tres años y a ser inhabilitado para ejercer su profesión.


    Una tercera escisión del PCE dio lugar a la creación del PUCC, que defendía el derecho de autodeterminación y estaba liderado por otro antifranquista de larga trayectoria, Francisco Tovar.


    Además de estas formaciones, existía también un movimiento cristiano socialista y autogestionario, con presencia en varios pueblos y muy activo en las luchas obreras y vecinales. Parte de la fuerza de este movimiento la proporcionaban los curas que abrían sus parroquias a las reivindicaciones populares. Sus principales líderes fueron José Mendoza, Francisco Zumaquero, Carmelo Ramírez y Francisco Aureliano


    La influencia de estas cuatro corrientes era superior a la del PCE en Canarias, siempre que actuaran de manera unificada. La primera experiencia en este sentido fue Pueblo Canario Unido (PCU), que agrupó a las CC y al PCC (p) y que sería la base de una unificación más amplia de la izquierda radical y defensora de la autodeterminación de Canarias, como veremos más adelante[66].


    NI MÁS NI MENOS: OTRAS ORGANIZACIONES RADICALES


    Además de las organizaciones analizadas, en el espacio político a la izquierda del PCE también hubo dos partidos que actuaron de manera unificada en varias provincias y lograron cierta incidencia: el PCE (r) y la OIC.


    El PCE (r) se diferenciaba de la mayoría de fuerzas de la izquierda radical por su rechazo a toda reforma democratizadora de la dictadura, que consideraba que no modificaría la esencia fascista del régimen y por su defensa de la guerra revolucionaria como vía para derrocar el franquismo y dar paso a un sistema socialista, similar al del bloque soviético, sin una fase previa de democracia política. Bajo el liderazgo de Manuel Pérez (Arenas), trabajador de la construcción y antiguo dirigente del PCE en los años sesenta en el madrileño barrio de Vallecas, el PCE (r) se separó de su «sección técnica», que dio lugar a los Grupos Revolucionarios Antifascistas Primero de Octubre (GRAPO). Su primer atentado con víctimas se produjo como respuesta a los fusilamientos del 27 de septiembre de 1975 y en él mataron a cuatro policías.


    Las reivindicaciones del PCE (r) eran similares a las del resto de la izquierda revolucionaria (amnistía, libertades democráticas, depuración del aparato de Estado incluidos los cuerpos represivos), pero el sectarismo extremo del partido, la apuesta por la «guerra revolucionaria» y el apoyo a los GRAPO, provocó su aislamiento dentro del antifranquismo. Algunas de las principales organizaciones de la izquierda radical fueron también especialmente sectarias con el PCE (r) y los GRAPO a los que llegaron a acusar de estar al servicio de la ultraderecha.


    El PCE (r) estaba formado por varios cientos de militantes, principalmente obreros, activos en las luchas laborales y vecinales de Madrid, Vigo, Córdoba y Cádiz. El partido contaba con algunos dirigentes experimentados y capaces como Abelardo Collazo en Vigo y Juan Martín Luna en Cádiz, pero la estrategia de no participar en CCOO para formar un sindicato propio, junto a la represión que obligaba a los activistas a cambiar de residencia y les impedía consolidar su liderazgo, contribuyeron a que el PCE (r) no lograra una implantación significativa. La falta de democracia interna, habitual en la mayoría de los partidos, se acentuaba en grupos más reducidos como el PCE (r), donde el poder del secretario general era casi absoluto[67].


    La OICE (que pasó a llamarse OIC en 1976) fue una organización defensora de la soberanía de las asambleas de trabajadoras, pero a diferencia de Liberación, consideraba que el desarrollo de estas requería la existencia de un partido. El secretario general fue Diego Fábregas (Jerónimo Hernández), obrero del metal, impulsor de las CCOO barcelonesas desde los años sesenta y encarcelado por asociación ilícita durante dos años. Este partido marxista-leninista de tipo consejista logró implantación en el movimiento obrero en la comarca del Vallés (Barcelona), Tarragona, Valencia (sobre todo en la fábrica de Ford en Almussafes), Zaragoza, Álava, Guipúzcoa, Madrid, Córdoba y Granada. A pesar de su influencia en importantes conflictos obreros como las huelgas generales en la provincia de Barcelona, su incidencia política fue reducida[68].
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    III. TODO POR HACER. HACIA LA RUPTURA DEMOCRÁTICA


    La recesión económica que afectaba desde 1973 a las economías occidentales se agudizó en España debido a la crisis política provocada por la actividad de la oposición antifranquista y especialmente del movimiento obrero. El incremento de la represión no lograba ahogar la protesta de los trabajadores, que desbordaba al sindicato vertical y lograba aumentos salariales superiores al crecimiento de la productividad, esto es, a costa de la reducción de los beneficios empresariales. Además, en las movilizaciones se mezclaban cada vez más las exigencias laborales y las políticas y, por si fuera poco, la identificación entre patronal y franquismo comenzaba a empujar a las elites políticas y económicas al aislamiento social y cultural.


    Ante esta situación, algunos sectores empresariales comenzaron a reclamar también un cambio político, como única forma de lograr un pacto social que les permitiera recuperar la hegemonía. Una parte de los dirigentes franquistas entendió también que su supervivencia política dependía de la capacidad de reforma de la dictadura, en tanto que esta no podía mantenerse mucho tiempo sin controlar las protestas en las principales zonas industriales del país, unas protestas que no paraban de crecer[1].


    El régimen estaba atravesado por una doble crisis pero no se desmoronaba. Conservaba cierta base social y, sobre todo, el aparato represivo, que era incapaz de eliminar a la oposición, pero resultaba suficiente para impedir que las movilizaciones se generalizaran y acabaran con el franquismo.


    La muerte de Francisco Franco el 20 de noviembre de 1975 profundizó la crisis política. No supuso el fin de la dictadura, pero convirtió el cambio político en la cuestión principal, dando inicio a un periodo que más tarde se denominaría Transición. Todas las fuerzas políticas, desde la oposición hasta los franquistas, se centraron en influir sobre la dirección y la profundidad del cambio político.


    La Jefatura de Estado fue asumida por Juan Carlos de Borbón, que había sido designado por el dictador su «sucesor a título de rey». El monarca confirmó a Carlos Arias Navarro como presidente del Gobierno para llevar a cabo una política, teorizada por Manuel Fraga, que consistía en realizar unas reformas menores para mantener la esencia del franquismo. El objetivo era impedir la ruptura democrática, defendida por las organizaciones de izquierda, que implicaba la formación de un gobierno provisional integrado por todas las fuerzas de la oposición. Este gobierno decretaría una amnistía para los presos políticos y garantizaría las libertades hasta la celebración de las primeras elecciones libres desde la Segunda República, iniciándose así un periodo constituyente en el que se llevaría a cabo una consulta popular sobre la forma de Estado. Con estos fines, las fuerzas antifranquistas se agruparon en diferentes plataformas unitarias.


    LOS ORGANISMOS UNITARIOS


    Valorando que la correlación de fuerzas no permitía la apertura de una crisis revolucionaria, la mayoría de las organizaciones a la izquierda del PCE defendían la ruptura democrática entendida como desmantelamiento de la dictadura franquista. Para lograr este objetivo, algunas formaciones optaron por integrarse en las diferentes plataformas unitarias, otras crearon organismos propios y un tercer sector se mantuvo al margen de estos espacios de oposición.


    La Asamblea de Cataluña


    Las características de Cataluña, donde existían una pequeña burguesía y una clase media opuestas al franquismo por su persecución a la cultura catalana y su carácter dictatorial, y donde el PSUC contaba con fuerte implantación social y liderazgo político, propiciaron el nacimiento de la Asamblea de Cataluña (AC) en 1971. Formada inicialmente por tres centenares de delegados de partidos, sindicatos, comunidades de base católicas, grupos de estudiantes y de profesionales, esta plataforma clandestina defendía la amnistía, las libertades democráticas, el restablecimiento del estatuto de 1932 y la autonomía para Cataluña como primera etapa hacia la autodeterminación[2].


    Partidaria de la ruptura democrática y de la formación de un gobierno provisional, la AC reunía en un mismo espacio a partidos, sindicatos, movimientos sociales y asociaciones de base representativas de la sociedad antifranquista. Liderada por el PSUC, incluía a sectores burgueses catalanistas anticomunistas, bajo el denominador común del rechazo a la dictadura. Esta base tan amplia permitió a la AC sobreponerse a cientos de detenciones y a mantenerse como la principal plataforma de la oposición en Cataluña, una plataforma en la que participó el PSAN desde el inicio y el PTE desde 1974. El otro gran organismo unitario del antifranquismo catalán fue el Consell de Forces Politiques de Catalunya (CFPC), diseñado no para extender la movilización, sino para convertirse en interlocutor de la dictadura. En él participaron también el PSAN y el PTE.


    La Junta Democrática


    Desde unos planteamientos similares a los de la AC de aglutinar no solo a los partidos, sino también a los movimientos sociales y todo tipo de asociaciones, el PCE impulsó la creación de la Junta Democrática de España en 1974. Este organismo, en el que se integraron PTE, CCOO, PSP, Partido Socialista de Andalucía y Partido Socialista de Aragón, se organizó inicialmente por sectores y provincias, para favorecer la participación de colectivos de barrios, de universidades, de colegios profesionales y de centros de trabajo[3].


    Las Juntas defendían un modelo de transición propio, basado en una concepción de la democracia que iba más allá de las elecciones libres para incluir también la democratización de las estructuras del poder político y el impulso de la participación ciudadana[4]. Este no era exactamente el modelo del PCE, que consideraba que la transformación social debía realizarse principalmente desde las instituciones. El partido dirigido por Santiago Carrillo identificaba la democracia con la legalización de los partidos, siendo esta y la participación institucional sus objetivos principales.


    El elemento central de la estrategia del PCE y la JDE era la ruptura democrática, que se lograría como resultado de una gran movilización, la Acción Democrática Nacional, que desembocaría en la formación de un gobierno provisional democrático.


    La Plataforma de Convergencia Democrática


    La Plataforma de Convergencia Democrática se creó en junio de 1975 por iniciativa del PSOE y en ella se integraron ORT, MC, Partido Carlista, Unión Social-Demócrata Española, Partido Social Demócrata (PSD) y UGT. Su programa defendía la ruptura con la dictadura para establecer una democracia que incluyera la amnistía de los presos políticos, las libertades políticas y el derecho de autodeterminación de las nacionalidades. No reivindicaba la formación de un gobierno provisional democrático, pero sí la apertura de un proceso constituyente[5]. A diferencia de la Junta Democrática y la Asamblea de Cataluña, se trataba de una plataforma de cúpulas de partidos y sindicatos que no estaba orientada a impulsar y extender la movilización.


    Para ORT y MC, el principal contenido de la ruptura era la sustitución del Gobierno de la dictadura por uno provisional. Si se cumplía esta condición, las dos organizaciones revolucionarias aceptaban negociar con el régimen franquista. El MC tenía también un segundo nivel de reivindicaciones que incluían el derecho de autodeterminación, la disolución de los cuerpos represivos y juicio a los responsables de violaciones de derechos humanos durante la dictadura[6].


    La Convención Republicana y el PCE (m-l)


    El PCE (m-l) también concebía la ruptura democrática como la formación de un gobierno provisional democrático, que garantizaría la depuración del aparato de Estado de la dictadura, las libertades, la amnistía y el proceso constituyente. El partido dirigido por Elena Odena y Raúl Marco identificaba la ruptura con la república (elemento central de su política durante toda la Transición), descalificaba a la Junta y la Plataforma como «colaboradores del monarco-fascismo que se empeñan en apuntalar al franquismo sin Franco» y creó su propio organismo alternativo, la Convención Republicana de los Pueblos de España (CRPE)[7].


    Al margen de los organismos unitarios


    La LCR defendía que la ruptura no era posible mediante un gobierno provisional democrático (formado por todos los partidos de la oposición), sino que requería un gobierno de los partidos obreros sin pactos con los partidos burgueses. Por este motivo se mantuvo fuera de los espacios unitarios[8], al igual que otros partidos como la OIC y el PCE (r).


    La CNT tampoco se integró en los organismos unitarios, pero se pronunció expresamente a favor de la ruptura con la dictadura franquista y planteó que su «conocido apoliticismo» era «en realidad antiparlamentarismo» y oposición a la conquista del poder del Estado. La central anarcosindicalista reivindicaba la lucha por las libertades cívicas y «la fusión en los sindicatos de la lucha económica y de la lucha política […] sin sujeción a partidos ni a normas jerárquicas»[9].


    Dinámicas unitarias en los distintos territorios


    En el País Vasco, la extensión y la radicalidad del antifranquismo no se tradujo en organismos unitarios potentes. La Asamblea Democrática de Euskadi, impulsada por el PCE, en la que también participó el PTE, no logró desarrollarse por la debilidad de sus integrantes y la ausencia de las principales fuerzas de la izquierda radical e independentista. Más amplio fue el Euskadi Herrikoi Batzarra (EHB [Asamblea Popular de Euskadi]), donde confluyeron la mayoría de las corrientes de oposición a la dictadura, salvo el PNV. Tras el abandono de PSOE y PCE, el EHB se transformó en una alianza de la izquierda radical y la independentista. Dentro de esta última, ETA (m) logró, en contra del criterio de ETA (p-m), disolver el EHB para potenciar el organismo que agrupaba solo a la izquierda abertzale, KAS. A finales de 1976, la izquierda revolucionaria y la independentista volvieron a formar una nueva plataforma, el Euskal Erakunde Herritarra (Organismo Popular Vasco)[10]. Esta plataforma tuvo una vida muy corta, pero contribuyó al contacto entre sectores anticapitalistas y abertzales, que confluirían posteriormente en la creación de un nuevo movimiento sociopolítico en torno a Herri Batasuna (HB [Unidad Popular]), como veremos más adelante.


    En otros territorios se formaron plataformas unitarias de menor incidencia, como la Xunta Democrática en Galicia, la Coordinadora de Fuerzas Democráticas de Canarias, las Assamblees Democratiques de les Illes en Baleares y la Taula de Forces Politiques y Sindicals del País Valencià.


    LOS PULSOS POR LA RUPTURA


    Pocos días después de la muerte del dictador, decenas de miles de personas se reunieron frente a la madrileña cárcel de Carabanchel para exigir amnistía, libertad y democracia. La concentración, organizada por el PCE y la izquierda radical, fue reprimida por la Policía, como era habitual[11].


    En Asturias, el PCE, claramente mayoritario, lideró una huelga política en Gijón y las cuencas mineras, en la que 15.000 trabajadores reclamaron democracia. Poco después, una huelga asamblearia de los mineros de Hunosa exigió mejoras laborales y ruptura democrática[12].


    Las huelgas de Madrid de enero de 1976 (que ya hemos analizado en su vertiente laboral), también tuvieron una dimensión política general. Las plataformas reivindicativas de sectores como el metal o la banca incluían libertad de reunión, asociación, expresión y huelga, pero no un respaldo explícito a la ruptura. La propuesta de la izquierda radical de intensificar y generalizar la huelga, primero en Madrid y después en toda España para acabar con la dictadura y sustituirla por un gobierno provisional democrático, fue derrotada por el PCE, que se empleó a fondo para que el movimiento obrero optara por negociar la vuelta al trabajo. A los pocos días, la Plataforma de Convergencia Democrática y la Junta Democrática convocaron su primera manifestación unitaria en la capital acompañada de una huelga en la universidad. Se reclamaba amnistía para los presos políticos, ruptura democrática y referéndum sobre la forma de Estado. La Policía cercó todo el recorrido y la participación en la protesta fue de decenas de miles de personas, lejos de los cientos de miles previstos por los organizadores, que tenían presente que esa misma semana unos 350.000 trabajadores habían ido a la huelga en distintos sectores[13].


    Por esas mismas fechas, en la comarca barcelonesa del Bajo Llobregat, la lucha contra los despidos en la fábrica de Laforsa desembocó en una huelga general que paralizó la comarca y en una manifestación de 25.000 personas que, además de reivindicaciones laborales, exigió amnistía para los presos políticos y logró la readmisión de los despedidos[14].


    Fue precisamente en Barcelona donde se realizaron las mayores manifestaciones por la democracia. La primera de ellas fue convocada para el día 1 de febrero por un organismo legal, la FAVB, pero fue prohibida igualmente. Las cargas policiales y las detenciones no evitaron que en la protesta participaran decenas de miles de personas. Y el domingo siguiente, 8 de febrero, la ilegal AC volvió a convocar por la libertad, la amnistía y el estatuto de autonomía. En estas movilizaciones participaba toda la oposición, pero el impulso fundamental provenía del PSUC y en menor medida, de la izquierda radical. El catalanismo de derechas antifranquista liderado por Jordi Pujol, aunque apoyaba la amnistía y la democratización, consideraba prioritario el desarrollo cultural y nacional de Cataluña[15].


    Ese mismo mes de febrero, en Sabadell (Barcelona), como ya hemos mencionado anteriormente, la represión policial a una manifestación en favor de una escuela pública de calidad (que provocó varios heridos de gravedad, entre ellos algunos niños) no tuvo el efecto intimidatorio previsto, sino que aumentó la indignación de los opositores. Una asamblea de vecinos convocó una nueva manifestación y las CCOO llamaron a la huelga general para el día 23, reclamando mejoras laborales, democracia, amnistía para los presos políticos, dimisión del gobierno local y retirada de las brigadas de antidisturbios. Durante cuatro días, unos 45.000 trabajadores, con el apoyo de sectores de clase media, secundaron una huelga general política por la ruptura democrática. La protesta, impulsada principalmente por el PSUC y en menor medida por la OIC, paralizó empresas, comercios y centros educativos y logró la liberación de los detenidos en las movilizaciones y la dimisión del alcalde Josep Burrull[16].


    En Vitoria, la movilización obrera para forzar la negociación de los convenios (a la que ya nos hemos referido en su vertiente laboral), no incluía la exigencia de democracia entre sus principales reivindicaciones. A pesar de esto, el protagonismo de las asambleas y las perspectivas de radicalización llevaron al Gobierno a intensificar la represión. La Policía ametralló a los trabajadores desarmados, provocando un centenar de heridos (la mitad de ellos de bala) y cinco muertos: Romualdo Barroso Chaparro, Francisco Aznar Clemente, Pedro Martínez Ocio, José Castillo García y Bienvenido Perea Moral.


    En respuesta a esta matanza, PTE, ORT y MC realizaron un llamamiento conjunto a la Junta y a la Plataforma para intensificar la presión con el objetivo de derrocar la monarquía franquista y establecer un gobierno provisional democrático. Desde fuera de las plataformas unitarias, el PCE (m-l) proponía unificar las luchas en favor de la república, así como organizar grupos de autodefensa para responder a los cuerpos represivos y a «los grupos fascistas parapoliciales» que atentaban contra militantes de izquierda[17].


    Ante la negativa del PCE a impulsar una movilización política general contra la dictadura, la izquierda anticapitalista asumió el protagonismo. En el País Vasco y Navarra, donde la izquierda revolucionaria era la principal fuerza organizada dentro un movimiento obrero más radicalizado que en el resto de España, la represión del 3 de marzo fue respondida con la mayor huelga general realizada nunca en estas provincias, en la que participaron cerca de 500.000 trabajadores[18].


    En Madrid, la huelga general solo fue secundada por unos 7.000 trabajadores, si bien en la Universidad Complutense, donde la JGRE y el PTE eran las formaciones mayoritarias, el paro tuvo un amplio seguimiento durante una semana. Esta huelga política, unida a las protestas por motivos académicos, llevó al presidente Arias Navarro, a afirmar que la universidad estaba sublevada[19]. En la campiña y la sierra de Sevilla, las Comisiones Jornaleras, a propuesta del PTE, convocaron una huelga general en el campo contra los asesinatos policiales[20]. La represión de las movilizaciones se cobró dos nuevas vidas: la de Vicente Antón Ferrero en Basauri (Vizcaya) y la de Juan Gabriel Rodrigo Knajo en Tarragona.


    El limitado alcance de la protesta, salvo en el País Vasco y Navarra, mostraba que los principales partidos de la izquierda revolucionaria no conseguían extender la movilización a toda España. El PCE era la única organización con capacidad para generalizar las protestas contra la dictadura, que habían paralizado ciudades y comarcas enteras, así como las cuatro provincias vasconavarras.


    El principal partido del antifranquismo llevaba casi dos décadas trabajando para conseguir convocar una huelga pacífica en todo el país que acabara con la dictadura y restaurara las libertades y la democracia, pero cuando llegaron los meses decisivos, optó por frenar la movilización. El secretario general del PCE, Santiago Carrillo, había decidido en enero de 1976 renunciar al eje central de su estrategia, la Acción Democrática Nacional y la huelga general, que desaparecieron de la prensa y la actividad del partido[21].


    Coordinación Democrática y la presión por la ruptura


    El 26 de marzo de 1976, la Plataforma de Convergencia Democrática y la Junta Democrática de España se unificaban en Coordinación Democrática (CD), conocida popularmente como la «Platajunta». El programa de la nueva coordinadora defendía «la apertura de un periodo constituyente», la consulta popular sobre la forma de Estado, la creación de un gobierno provisional democrático («órganos de poder ejecutivo de amplia coalición sin obligatoriedades y sin exclusiones»), amnistía, derechos humanos, libertades sindicales y políticas, así como derechos y libertades políticas para las distintas nacionalidades y regiones del Estado español. CD nacía integrada por CCOO, Grupo Independiente, MC, PCE, Partido Demócrata Popular, PSD, PSOE, PSP, PTE, UGT, Izquierda Democrática, Unión Socialdemócrata Española y Justicia Democrática[22]. La ORT solicitaría su ingreso poco después.


    La creación de CD suponía la liquidación de la Junta Democrática como organismo impulsor de la movilización desde la base de la sociedad, a cambio de que sus integrantes pudieran formar parte de un organismo más amplio, pero formado exclusivamente por las cúpulas de las organizaciones y orientado a conseguir una interlocución con la dictadura[23].


    Consciente de esta situación, el PTE proponía que las movilizaciones necesarias para forzar a los poderes fácticos (iglesia, banca y Ejército) a negociar la ruptura, se convocaran desde «los partidos obreros y populares y especialmente el Partido Comunista», hasta llegar a la huelga general política[24]. Sin embargo, la dirección del PCE no estaba dispuesta a lanzar una movilización general sin el PSOE, por temor a que el régimen legalizara a los socialistas primero y le desbancaran como el gran partido de la izquierda y principal representante del cambio democrático.


    La escasa implantación del PSOE, (tan solo significativa en Vizcaya y Asturias), hacía que este partido no pudiera ganar influencia política en las protestas, así que optó por ofrecerse como interlocutor a la dictadura. A comienzos de 1976, en los primeros actos socialistas autorizados desde la Segunda República, el secretario general socialista, Felipe González, proponía una fórmula intermedia entre el todo (la democracia política por medio de la ruptura) y la nada (la dictadura), planteando la posibilidad de lograr la democracia mediante la reforma del franquismo[25].


    En abril de 1976, el presidente Arias Navarro presentaba un plan de reforma sin contenidos democráticos orientado a garantizar la continuidad de la dictadura[26]. Las principales fuerzas de la izquierda radical no rechazaban las reformas democratizadoras que la movilización pudiera arrancar al régimen franquista, y se mostraban dispuestas a negociar con este a partir de unas reivindicaciones irrenunciables: amnistía, derecho de autodeterminación, gobierno provisional y convocatoria de elecciones libres[27]. Otros partidos se oponían a cualquier pacto y seguían apostando por la insurrección, como el PCE (m-l) o por la «guerra revolucionaria», como el PCE (r).


    La movilización social de los primeros meses de 1976, en los centros de trabajo, en las calles y en las universidades había derrotado al proyecto reformista-continuista y en el mes de abril, el jefe de Estado, el monarca Juan Carlos, se pronunció por primera vez a favor de que el cambio político desembocara en una democracia. Dos meses después, en julio, cesaba a Arias Navarro y designaba a Adolfo Suárez como su sustituto al frente del Gobierno de la dictadura. El PSOE, que ya había insinuado su abandono de la ruptura en febrero, renunciaba expresamente a ella y aceptaba que Suárez dirigiera la reforma hasta llegar a unas elecciones libres[28].


    Tanto el jefe de Estado como el nuevo presidente del Gobierno se identificaban más con el franquismo que con los valores democráticos, pero ambos eran conscientes de que la fuerza de la oposición hacía inevitable un cambio político en sentido democrático y valoraban que lo mejor para los intereses de las elites políticas y económicas era tratar de liderar ese cambio para limitar su alcance y su profundidad. Para ello tenían que sumar apoyos tanto de los sectores franquistas dispuestos a la reforma como de la oposición democrática.


    Mientras tanto, la presión desde abajo seguía siendo intensa. En el mes de julio, más de 1.000.000 de personas participaron en las movilizaciones pro amnistía convocadas por CD. En Madrid y en Bilbao hubo manifestaciones de entre 100.000 y 150.000 personas, que, como era habitual, fueron reprimidas por la Policía Armada y los Guerrilleros de Cristo Rey[29]. El nuevo presidente del Gobierno firmó el decreto ley de Amnistía Política del 30 de julio, que en realidad era un indulto, cuya aplicación quedaba en mano de los tribunales franquistas y que era tan restrictivo que solo afectó a 200 prisioneros políticos. Los reclusos comunes, excluidos de la medida de gracia, respondieron amotinándose al día siguiente en la prisión de Carabanchel[30].


    Poco después, Adolfo Suárez inició las conversaciones con PSOE, PSP (antiguo Partido Socialista del Interior) e Izquierda Democrática (una pequeña formación liderada por Ruiz Giménez), para dividir a CD, que seguía defendiendo la ruptura (proceso constituyente conducido por un «gobierno de amplio consenso democrático»)[31] y para conseguir el apoyo de una parte del antifranquismo a la reforma del régimen en sentido democrático tutelada por el Gobierno.


    El abandono de la ruptura por una parte de la oposición, pequeña en número, pero importante en cuanto al grado de legitimación que podía aportar a la reforma, solo podía ser contrarrestado con una gran movilización. El PCE consideraba que esto no era posible y la izquierda revolucionaria ya había comprobado que era incapaz de organizar una protesta generalizada en todo el país por la ruptura sin la participación del principal partido de la lucha antifranquista.


    El presidente Suárez se hacía con la iniciativa y en el mes de septiembre presentaba su proyecto de Ley para la Reforma Política, que incluía la elección de unas nuevas cortes por sufragio universal[32]. Este avance en sentido democratizador era insuficiente para PTE y ORT, que señalaban que la democracia requería también la legalización de todos los partidos, incluidos los comunistas, libertades políticas, amnistía, derechos nacionales de los pueblos de España y referéndum sobre la forma de Estado[33].


    La izquierda radical optó por seguir impulsando las movilizaciones. El 8 de septiembre de 1976, la Guardia Civil disparó a los manifestantes pro amnistía en la localidad guipuzcoana de Fuenterrabía provocando varios heridos y un muerto, Jesús María Zabala. La respuesta fue una huelga general en el País Vasco y Navarra que tuvo un amplio seguimiento, y en cuyo transcurso miles de trabajadores se enfrentaron a la Policía. Las principales reivindicaciones eran libertad, democracia, amnistía, autodeterminación y fin de la represión. El 27 de septiembre, primer aniversario del fusilamiento de tres militantes del FRAP y dos de ETA, 250.000 trabajadores secundaron la huelga general por la amnistía en las provincias vasconavarras convocada por la coordinadora abertzale KAS y la izquierda radical.


    En esa misma jornada, en el centro de Madrid, los Guerrilleros de Cristo Rey mataron al estudiante Carlos González al reprimir junto a la Policía una manifestación pro amnistía y de homenaje a los fusilados del 27 de septiembre. CCOO respondió con una huelga general en Madrid, apoyada por CD, en la que participaron entre 50.000 y 200.000 trabajadores. Al final de la jornada, la Policía Armada cargó contra la manifestación que salía del funeral del joven antifranquista asesinado, provocando una batalla campal con centenares de heridos y detenidos[34].


    Mientras tanto, en Tenerife se realizó una huelga general que exigía la dimisión del Gobernador Civil, la disolución de los cuerpos represivos y la libertad de los detenidos en anteriores protestas. La convocatoria surgió de una asamblea de obreros, estudiantes y vecinos en contra del criterio de PCE y PSOE. La izquierda revolucionaria se sumó a la movilización, cuyo impulso fundamental venía de la radicalización de diferentes conflictos sociales, que ante la muerte del estudiante Bartolomé García a manos de la Policía cuando esta perseguía a un delincuente común, se transformaron en una revuelta popular espontánea[35].


    La dictadura se empleaba a fondo, pero la represión, en lugar de sofocar las protestas contra el régimen, las radicalizaba y las extendía.


    ALLÁ ELLOS. EL REFERÉNDUM DE LA REFORMA POLÍTICA


    En octubre de 1976, CD confluía con los organismos unitarios de nacionalidades y regiones en la Plataforma de Organismos Democráticos (POD). Su programa seguía defendiendo la ruptura democrática entendida como la formación de un gobierno provisional «de amplio consenso democrático», que garantizara un proceso constituyente con libertades políticas, la creación de un poder judicial independiente, amnistía para los presos políticos, estatutos de autonomía para naciones y regiones que los reivindicaran, y un plan de reactivación económica contra la inflación y el paro que respetara los derechos de los trabajadores. Para lograr la ruptura democrática, CD llamaba a combinar la movilización y la negociación unitaria de toda la oposición con el Gobierno de Suárez, una mera declaración que no podía evitar que tres de los integrantes del organismo unitario, (PSOE, PSP e Izquierda Democrática [ID]) siguieran reuniéndose con el Gobierno al margen de la plataforma[36].


    En el mes de noviembre, CCOO, UGT y USO convocaron una huelga general para el día doce. A las exigencias laborales (fin del despido libre y rechazo de la congelación salarial) se unía la reivindicación de la ruptura democrática (gobierno provisional, amnistía y libertad)[37]. A pesar de haber aceptado la reforma unos meses atrás, el PCE convocaba por la ruptura al comprobar que su táctica de limitar los conflictos para demostrar su capacidad de control no daba los resultados esperados. A esta movilización se sumó toda la izquierda radical, desde las fuerzas que formaban parte de la POD hasta las que se habían mantenido al margen, como LCR, PCE (m-l) y CNT.


    El seguimiento de la protesta fue muy alto. La dictadura reconoció 500.000 participantes y los convocantes estimaron que los huelguistas habían sido 2.000.000[38]. El mayor paro desde el inicio del franquismo no fue suficiente para arrebatar la iniciativa a Suárez, fortalecido por los éxitos de su estrategia basada en desactivar a los sectores franquistas que podían bloquear la reforma: el partido único del régimen –Movimiento Nacional– y el Ejército. El primer obstáculo había sido superado en el mes de septiembre, cuando el presidente logró que las Cortes franquistas aprobaran el proyecto de Ley para la Reforma Política, que suponía su propia desaparición, a cambio de que tanto los procuradores como los miembros del Movimiento Nacional siguieran cobrando del Estado. A pesar de tratarse de un órgano menor (el poder legislativo residía en el Jefe de Estado) la aprobación de este proyecto por las Cortes supuso un impulso decisivo de la reforma, que ganaba terreno a la ruptura y al inmovilismo de las Fuerzas Armadas (FAS). En cuanto al Ejército, su poder había menguado respecto a las primeras décadas del franquismo, pero a mediados de los setenta, aún conservaba capacidad de vetar políticas generales, mantenía una autonomía total en el ámbito militar, formaba parte del Gobierno y contaba con estrechas conexiones con las elites económicas. La cúpula castrense concebía el Ejército como una emanación directa del pueblo español cuya misión era garantizar la permanencia del Estado franquista, tal como establecían las Leyes Fundamentales. El alto mando consideraba que debía obediencia a su jefe (el rey), pero no al presidente del Gobierno. Ante esta situación, la estrategia de Suárez se basaba en renunciar al control civil del Ejército para los asuntos militares, a cambio de impedir que la cúpula de las FAS pudiera vetar la reforma política, un objetivo más difícil de alcanzar que la desactivación de un Movimiento Nacional sin apenas poder[39].


    A medida que removía obstáculos y ganaba apoyos para su proyecto de reforma, el presidente Suárez se fortalecía en la dirección del proceso y limitaba la profundidad democrática del cambio político colocando cuatro cuestiones por encima de la voluntad popular: la unidad de España, el capitalismo, la monarquía y la depuración de responsabilidades por las violaciones de derechos humanos durante el franquismo[40].


    Tras la aprobación en las Cortes de la Ley para la Reforma Política, el Gobierno anunció que esta se sometería a referéndum el 15 de diciembre. La POD rechazaba el plebiscito por carecer de garantías democráticas e insistía una vez más en la necesidad de un gobierno provisional de amplio consenso democrático como única forma de garantizar unas elecciones libres[41].


    Poco después, la Plataforma creó una comisión negociadora de nueve miembros que se desentendía de su programa rupturista. Era la respuesta a la iniciativa del Gobierno de Suárez de ampliar sus interlocutores en la oposición, que hasta el momento se limitaban a PSOE, PSP e ID.


    La izquierda revolucionaria fue incapaz de acordar una movilización unitaria en contra del referéndum y en defensa de su principal objetivo compartido, la ruptura democrática. Las principales organizaciones, PTE y ORT, optaron por descalificarse entre ellas y competir por el liderazgo de las protestas[42].


    El PCE ya consideraba imposible la ruptura y su secretario general planteaba que si la dictadura «daba libertades a los partidos» (léase legalización), la formación comunista podría pedir el voto afirmativo en el plebiscito[43], pero al no producirse la legalización, optó por la abstención al igual que el resto de la oposición (incluida la izquierda radical) mientras que la ultraderecha hizo campaña por el «No».


    Aún por separado, las organizaciones de la izquierda revolucionaria se emplearon a fondo defendiendo la abstención. En Madrid, la ORT y el PTE cerraron sus campañas con concentraciones separadas en las que participaron unas 30.000 personas en total, a pesar de la represión coordinada de la Policía y las bandas armadas de ultraderecha, que provocaron decenas de detenidos y heridos, algunos graves, como el estudiante José Manuel Sainz González y la trabajadora Francisca Rubio Huertas y la muerte del joven trabajador y miembro del movimiento ciudadano Ángel Almazán Luna[44].


    Durante la campaña del referéndum, los GRAPO secuestraron al presidente del Consejo de Estado, Antonio María de Oriol y Urquijo, una acción descalificada por la ORT como una «provocación contra la lucha democrática»[45].


    El Gobierno ofreció unos datos de participación en el referéndum del 77,7 por 100 (17.599.562 sufragios), una abstención del 22,3 por 100 y un porcentaje de votos «Sí» del 97,4 por 100[46]. A pesar de la falta de garantías en la convocatoria y en el recuento, el Gobierno salió reforzado en su proyecto reformista y se abrió una nueva fase en la que el conflicto entre dictadura y movimientos sociales pasaba a ser sustituido por una dinámica de negociación entre la elite reformista y la opositora, una nueva coyuntura en la que la izquierda revolucionaria quedaba descolocada y sin iniciativa política.


    Tras el referéndum de diciembre, el Gobierno comenzó a preparar unas elecciones generales (sin la participación de las fuerzas comunistas, republicanas e independentistas, todas ellas ilegales) iniciando una campaña de detenciones de militantes del PCE, que incluyó a su secretario general, Santiago Carrillo y a varios miembros del Comité Ejecutivo. Al mismo tiempo, el presidente del Gobierno comenzaba las negociaciones con la «comisión de los nueve», salida de la POD y a la que se oponían catorce partidos, entre ellos, los de la izquierda revolucionaria[47].


    LA CRISIS DE LOS ORGANISMOS UNITARIOS Y LA LUCHA POR LA AMNISTÍA


    La izquierda radical trataba de adaptarse a la nueva coyuntura. La ORT proponía actuar desde la POD para lograr la ruptura, algo que no era posible por la oposición de PSOE y PCE[48]. El PTE asumía por primera vez que la dictadura se reformaría sin ruptura para dar lugar a una democracia similar a las de los países de Europa occidental, pero con dos carencias: la no legalización de los partidos comunistas y la imposición de la monarquía sin referéndum sobre la forma de Estado. Ante esta situación, el partido dirigido por Eladio García optaba por intentar ser legalizado y participar en las elecciones, proponiendo a todas las «fuerzas obreras y populares» la formación de un frente electoral en torno a un programa común, que para el PTE debía basarse en el logro de la democracia política plena y medidas keynesianas para salir de la crisis económica sin que los trabajadores pagaran su coste[49].


    Desde fuera de los organismos unitarios, la LCR se reafirmaba en que estas plataformas no eran útiles para lograr una ruptura solo alcanzable mediante la coordinación de los partidos obreros en la exigencia de amnistía, legalización, autodeterminación, disolución de los cuerpos represivos, elecciones libres constituyentes y república[50].


    En enero de 1977, el Gobierno se reunía con una delegación de la «comisión de los nueve», compuesta por representantes del PSOE, Unió Democràtica de Catalunya, PNV y Alianza Liberal. La izquierda radical criticó que la oposición negociara en secreto, una crítica que compartían hasta quienes apoyaban la reforma, como el diario El País, que lamentaba que partidos democráticos utilizaran los métodos propios de la dictadura, «sin decir pública y previamente cuáles son sus condiciones mínimas de pacto cara a unas elecciones generales»[51].


    En ese mismo mes se reactivaron las movilizaciones por la amnistía una vez finalizada la campaña pro abstención en el referéndum. El domingo 16 de enero, PCE (m-l), FRAP y CRPE convocaron una manifestación en la madrileña Plaza de España. Varios miles de personas intentaron formar una cabecera, pero la Policía y los grupos ultraderechistas cargaron contra ellos y los manifestantes respondieron lanzando piedras y cócteles molotov[52].


    El domingo siguiente se realizó otra convocatoria de distintas organizaciones radicales en el mismo lugar. El Gobierno volvió a prohibir la movilización y la Policía cargó contra los opositores que trataron de acercarse al lugar de inicio, mientras en la Gran Vía, un comando ultraderechista abría fuego contra los manifestantes hiriendo de muerte a Arturo Ruiz, estudiante y trabajador de 19 años afiliado a CCOO. El crimen fue reivindicado por la Triple A y sus autores, Ángel Sierra, José Ignacio Fernández Guaza y Jorge Cesarsky Goldstein, «estaban vinculados a Fuerza Nueva (FN) y mantenían relaciones o colaboraban (según su propia confesión) con los servicios de información de la Policía y la Guardia Civil». La nota oficial del Gobierno Civil señalaba que la muerte se había producido a consecuencia de «un enfrentamiento entre grupos de significación política contraria»[53].


    Al día siguiente, decenas de miles de alumnos universitarios fueron a la huelga y se manifestaron por el centro de Madrid. La Policía disparó botes de humo a corta distancia contra los manifestantes, provocando varios heridos y la muerte de la estudiante Mari Luz Nájera[54].


    Esa misma noche, un comando ultraderechista atentó contra un despacho de abogados laboralistas de la calle Atocha vinculado a CCOO, al PCE y al movimiento ciudadano, matando a Enrique Valdevira Ibáñez, Luis Javier Benavides Orgaz, Francisco Javier Sauquillo Pérez del Arco, Serafín Holgado de Antonio y Ángel Rodríguez Leal, e hiriendo de gravedad a Miguel Sarabia Gil, Alejandro Ruiz-Huerta Carbonell, Luis Ramos Pardo y Dolores González Ruiz. Los autores del crimen, reivindicado por la Triple A, «estaban adscritos a Fuerza Nueva, Falange Española de las JONS, la Hermandad de la Guardia de Franco y el Sindicato de Transportes» y usaron tres subfusiles de un organismo policial dependiente del Ministerio de Presidencia[55].


    Los GRAPO, que ya tenían en su poder a José María de Oriol y Urquijo, secuestraron al general Villaescusa, para forzar la amnistía de los presos políticos y mataron a un agente de la Guardia Civil (el 21 de enero) y a tres miembros de la Policía Armada (el 27 de enero). Los principales partidos de la oposición firmaron un comunicado en el que «se condenaban los atentados terroristas sobre agentes del orden público»[56]. En la izquierda radical, el sectarismo habitual superó todos los límites, y varias organizaciones como PTE, MC y PCE (m-l) calificaron a los GRAPO de «ultraderechistas», si bien este último partido puntualizaba que los miembros de los cuerpos represivos eran «enemigos del pueblo» y no lamentaban sus muertes[57].


    El 26 de enero se realizó una huelga general en toda España impulsada principalmente por CCOO, y en menor medida por USO y UGT, que tuvo seguimiento sobre todo en Madrid y el País Vasco. Los partidos de la izquierda revolucionaria se sumaron a la protesta llamando a la ruptura, una reivindicación que no estaba presente en la convocatoria central, que sí reclamaba libertades democráticas y el fin de las muertes de manifestantes a manos de la Policía y la ultraderecha.


    Ese mismo día, el PCE organizó una movilización en Madrid para despedir a las víctimas del atentado de la calle Atocha, en la que participaron 200.000 personas. Al llegar a Cibeles, un bloque de entre 10.000 y 25.000 personas (según la estimación de la LCR) liderado por los partidos de la izquierda revolucionaria, continuó hasta la plaza de Manuel Becerra, donde los manifestantes se enfrentaron a la Policía[58].


    Ante la ofensiva ultraderechista, la izquierda radical se dividió de nuevo. Mientras el PTE aceptaba apoyar al Gobierno para que desmantelara las bandas fascistas y acelerara la reforma en sentido democrático y consideraba contraproducente convocar nuevas protestas, el MC valoraba que la izquierda debía responder a cada agresión con movilizaciones a favor de la ruptura democrática, porque solo un gobierno provisional de demócratas podría desarmar a las bandas fascistas, disolver los cuerpos represivos, depurar el Ejército y la judicatura y llevar a los responsables ante la justicia[59].


    El Gobierno de Suárez, apoyado por partidos democráticos como PCE y PSP, optó por perseguir a las organizaciones de la izquierda revolucionaria, que sufrieron decenas de detenciones en Valladolid, Valencia, Cádiz, Canarias y Madrid. En el mes de febrero el Gobierno legalizaba al PSOE y el 14 de marzo decretaba un nuevo indulto, que sacaba a la calle a una parte de los presos políticos, mientas que los comunes quedaban excluidos una vez más. Para la izquierda radical se trataba de medidas positivas pero insuficientes[60].


    La ORT aceptaba que sus intentos de realizar movilizaciones a favor de la ruptura no habían logrado el respaldo suficiente y pasaba a exigir la legalización de todos los partidos, para poder participar en las elecciones con sus propias siglas. Al igual que el PTE, la formación dirigida por José Sanroma se sumaba a la posición del PCE, que tanto habían criticado, de identificar la democracia con «el derecho del pueblo a elegir su partido», es decir, su propia legalización. A diferencia de PCE y PTE, la ORT trató de forzar su legalización convocando una huelga general, aprovechando la implantación de su militancia en el movimiento obrero. Como era previsible, la huelga general y política convocada en solitario por la ORT para lograr la legalización de todos los partidos antes de las elecciones no tuvo seguimiento, ni siquiera en Madrid y Navarra, donde los militantes del partido se emplearon a fondo sin resultado[61].


    El 9 de abril, en plena Semana Santa, Adolfo Suárez legalizó al PCE, resistiendo la presión del Consejo Superior del Ejército, que protestó formalmente, pero no se insubordinó. El presidente del Gobierno lograba por primera vez tomar una medida importante en contra de la cúpula militar, fortaleciendo aún más su proyecto de reforma. A cambio de volver a la legalidad, el PCE aceptaba la monarquía y la bandera rojigualda que, si bien era anterior a la dictadura, se identificaba con el franquismo.


    Pocos días después, el 14 de abril, aniversario de la proclamación de la Segunda República, el PCE (m-l), Convención Republicana y la OSO convocaron una huelga general por la ruptura y la república. El paro tuvo muy escaso seguimiento en el conjunto del país, y en las manifestaciones, los cuerpos represivos detuvieron a un centenar de personas, que en su mayoría fueron sometidos a torturas. La movilización más nutrida fue la de Madrid, en la que varios miles de manifestantes se enfrentaron a las cargas de la Policía levantando barricadas y lanzando cócteles molotov. Ese mismo día, la ORT organizó repartos de propaganda republicana que la Policía trató de impedir arrestando a 200 activistas en toda España[62].


    En las cuatro provincias vasconavarras, el impulso principal a favor de la libertad de los presos políticos provenía de las Gestoras Pro Amnistía, un movimiento asambleario y unitario, integrado por miles de activistas de diferentes tendencias de izquierdas y nacionalistas vascas, que también apoyaba la liberación de otros reclusos, como las mujeres condenadas por abortar, los homosexuales o los presos comunes organizados en la COPEL. En el mes de mayo, este movimiento organizó la segunda semana pro amnistía, con el apoyo de la izquierda abertzale, la radical, PNV, PSOE y UGT[63]. Tras varios días de manifestaciones y encierros, el día 12 se convocó una huelga general que tuvo escaso seguimiento, salvo en Guipúzcoa, donde la Policía y la Guardia Civil dispararon contra los huelguistas, provocando varios heridos de bala y un muerto, Rafael Gómez Jáuregui. La represión avivó la protesta, que tomó la forma de enfrentamientos con los cuerpos represivos y de una huelga general con un alto seguimiento en las cuatro provincias. Durante las protestas, la Policía Armada, la Guardia Civil y las bandas ultraderechistas mataron a cinco personas más: José Luis Cano Pérez, Manuel Fuentes Mesa, Luis Santamaría Miquelena, Gregorio Marichalar y Francisco Javier Fernández Núñez[64].


    El PCE y CCOO se opusieron a extender la huelga a toda España, al considerar que tendría efectos desestabilizadores, por lo que las protestas por la amnistía fueron convocadas solo por la izquierda radical, principalmente PCE (m-l), MC, OIC, LCR, CNT, FRAP y COPEL. En Barcelona y Zaragoza hubo manifestaciones y enfrentamientos con los cuerpos represivos y en Madrid se realizaron asambleas y paros parciales en varias grandes empresas del metal y manifestaciones que también acabaron en choques con la Policía y detenidos que fueron torturados[65].


    POLICÍA, REPRESIÓN, SEGURIDAD Y DEPURACIÓN


    Frente a los relatos que hablan de una «dictablanda» en los años setenta, la realidad es que la dictadura mantuvo hasta el final un alto nivel de represión, disolviendo manifestaciones a tiros, deteniendo y torturando a los opositores y encarcelando a miles de ellos. En los dos últimos años del franquismo, entre 1975 y junio de 1977, los diferentes cuerpos militares, policiales y judiciales siguieron actuando en defensa de la continuidad del régimen, y una vez derrotado el proyecto continuista por la movilización de la oposición, se emplearon a fondo para limitar el alcance democratizador de la reforma. Su actividad buscaba la neutralización de los sectores sociales y políticos que defendían la ruptura y especialmente, la democratización de los aparatos del Estado, es decir, de ellos mismos. Al mismo tiempo, el aparato de Estado franquista era también un indicador del grado de democratización logrado en la Transición, en la medida que constituía bastiones autoritarios que convivían con las instituciones y organismos democráticos nacidos de los comicios de junio de 1977, limitando su capacidad de actuación.


    La actividad de los cuerpos policiales franquistas se regía por la Ley de Orden Público de 1959, que perseguía todo aquello que atacara la «unidad espiritual, nacional, política y social de España»[66]. Esta peculiar redacción permitía que cualquier actividad pudiera ser considerada por las autoridades como contraria al orden público, una noción con la que la dictadura trató de dar una apariencia de derecho a la arbitrariedad del poder[67], siendo su significado real la represión política y social.


    La Policía Armada y la Guardia Civil franquistas no eran por tanto Fuerzas de Seguridad orientadas a perseguir la delincuencia y proporcionar seguridad a los ciudadanos como titulares de derechos penales, civiles, sociales y políticos, sino cuerpos represivos militarizados centrados en mantener el orden público. De la misma manera que el Ejército no se centraba tanto en la defensa del territorio frente a un ataque exterior como en el control de la población y del enemigo interior, las fuerzas policiales dejaban la persecución de la delincuencia en un segundo plano para dedicarse a la represión de cualquier actividad política o social contraria al régimen. La Policía Armada y la Guardia Civil no estaban preparadas para mantener el orden en las manifestaciones, sino para reprimirlas, generalmente a tiro limpio. Su doctrina establecía que las movilizaciones eran instrumentos de «terrorismo y subversión» y los partidos de izquierda se consideraban enemigos[68].


    Además de estas actuaciones policiales represivas, la violencia política de origen estatal durante la Transición tuvo otras dos manifestaciones: terrorismo de Estado (guerra sucia o terrorismo mercenario) y terrorismo incontrolado (ultraderechista). El terrorismo de Estado, que reivindicó sus acciones con distintas siglas, principalmente Batallón Vasco Español (BVE), atentaba contra opositores de tendencia revolucionaria o independentista y sus ejecutores, a menudo mercenarios, eran dirigidos por mandos policiales y militares. El terrorismo incontrolado compartía con la guerra sucia sus objetivos y su origen estatal, pero a diferencia de este, actuaba con autonomía, sin una dirección unificada. Respecto a las actuaciones policiales represivas (que empleaban una violencia ilegítima), consideramos como tales la persecución de la oposición, el uso de armas de fuego en situaciones en las que la integridad de los policías no estaba en riesgo («gatillo fácil») y la tortura.


    Durante la dictadura, la tortura se aplicaba sistemáticamente a los detenidos por motivos políticos o sociales a pesar de constituir un delito tipificado en el Código Penal franquista, una práctica que no cambió tras la formación del gobierno democrático nacido de las elecciones de junio de 1977. La tortura siguió siendo una práctica habitual, los responsables policiales siguieron afirmando que no existía, las autoridades siguieron investigando solo una mínima parte de las denuncias y los pocos casos que llegaban a los tribunales seguían siendo tratados con indulgencia. Esta realidad fue denunciada por organizaciones como Justicia Democrática y Amnistía Internacional[69].


    Según los testimonios recogidos por Eva Forest en la cárcel de mujeres de Yeserías (Madrid), la mayoría de las personas que ingresaban en este centro penitenciario habían sufrido torturas durante su detención. Así relataba su experiencia la obrera y estudiante María del Pilar Alonso Rodríguez, de 21 años:


    Al llegar a la Dirección [General de Seguridad] me subieron directamente a un despacho en el que permanecí constantemente durante tres días sin que pararan los interrogatorios. Desde el momento en que entré empezaron los interrogatorios y las torturas. […] Las torturas consistían en terribles golpes en los pies y en las nalgas […] pero después ya me daban por todo el cuerpo. Me hacían hacer el pato, o sea, andar de cuclillas y cuando me caía me daban terribles patadas. Cuando estaba en el suelo me agarraban del pelo cogiendo toda la mata desde la nuca y me levantaban por los aires. […] Los días siguientes el pelo se me caía a mechones. […] Yo sentía que me volvía loca y deseaba morir. […] Me pegaban con una porra y también otras veces con un palo, una especie de mango redondo de algún aparato. «Te lo vamos a meter por el coño». Era todo espantoso, no hay forma de decirlo. […] Tú notas que te estás volviendo loca; no es que no razones, sino que nada tiene sentido, que no comprendes nada de lo que está ocurriendo y sabes que puede ocurrir todo y ves que aquello continúa, que te siguen dando, que no tiene fin. […] Cuando vine a Yeserías traía muchas señales. El médico de aquí me dijo que podía denunciarlo y dejar constancia de aquello. Quiero también hacer constar que yo he sido siempre una persona de buena salud y muy fuerte. Ahora estoy muy enferma. […] Unos aseguran que es el riñón, como consecuencia de los golpes. Otros aseguran que tengo los ovarios destrozados. Ahora, desde hace unas semanas, me han propuesto extirparme los ovarios pero yo no me dejo. Tengo grandes reacciones alérgicas, me hincho toda y me pongo muy colorada y tengo que guardar cama algún día. Necesito urgentemente que me vean especialistas y tal como está la asistencia médica en esta cárcel me asusta[70].


    Es necesario analizar de manera conjunta el terrorismo de Estado, el terrorismo ultraderechista y la represión policial porque, aún con sus diferencias, formaban parte de una misma estrategia gubernamental, que provocó cientos de víctimas mortales y miles de heridos[71]. Todas ellas fueron las otras víctimas de una Transición nada pacífica.


    La violencia política de origen estatal provocó un número constante de muertes durante toda la Transición, en torno a 30-40 anuales, con un marcado descenso en 1981 (19 muertes) y, sobre todo, 1982 (11) aunque si consideramos los datos de Sophie Baby, el descenso se daría solo el último año de la Transición, 1982, ya que según esta autora las víctimas en 1981 fueron 37 (33 de los cuerpos policiales y 4 de la extrema derecha)[72].


    La represión de actividades políticas como manifestaciones, asambleas o realización de pintadas, que eran enfrentadas a tiros por los cuerpos policiales se cobró su mayor número de víctimas mortales en los primeros años de la Transición (16-17 muertes anuales), descendiendo significativamente a partir de 1980, como veremos más adelante. No se incluyen entre las víctimas de la represión a los miembros de organizaciones armadas que fallecieron en enfrentamientos, pero sí quienes fueron ejecutados después de entregarse o ser detenidos.


    La práctica del «gatillo fácil» causó un número similar de muertos a la represión política, pero a diferencia de esta, se mantuvo constante durante toda la Transición, con un aumento en 1978. En este concepto incluimos también los muertos bajo custodia en prisiones (salvo los fallecidos en huelgas de hambre) y por imprudencia de los cuerpos militares y policiales. Uno de estos casos fue la muerte del joven de 16 años Javier Cano Gil, el 29 de octubre de 1976, a causa de un disparo realizado por la Policía, mientras estaba en un coche estacionado junto a otras tres personas. Ninguna de las cuatro personas del vehículo tiroteado estaba armada[73].


    
      Tabla 1. Víctimas mortales de la violencia política estatal en España entre 1975 y 1982
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              11

            

            	
              14

            

            	
              12

            

            	
              17

            

            	
              13

            

            	
              9

            

            	
              7

            

            	
              8

            

            	
              84

            
          


          
            	
              Represión política

            

            	
              13

            

            	
              14

            

            	
              16

            

            	
              8

            

            	
              9

            

            	
              1

            

            	
              5

            

            	
              1

            

            	
              74

            
          


          
            	
              Tortura

            

            	
              2

            

            	
              1

            

            	
              1

            

            	
              2

            

            	
              1

            

            	
              1

            

            	
              4

            

            	
              1

            

            	
              12

            
          


          
            	
              Ejecuciones/Extrema Derecha/Terrorismo de Estado

            

            	
              7

            

            	
              5

            

            	
              10

            

            	
              9

            

            	
              15

            

            	
              31

            

            	
              4

            

            	
              1

            

            	
              82

            
          


          
            	
              Total víctimas de la violencia política estatal

            

            	
              33

            

            	
              34

            

            	
              39

            

            	
              36

            

            	
              38

            

            	
              42

            

            	
              20

            

            	
              11

            

            	
              253

            
          

        
      


      


      Fuente: Elaboración propia.

    


    Los cuerpos policiales, el terrorismo de Estado y las bandas armadas ultraderechistas, provocaron al menos 253 víctimas mortales, siendo los primeros los responsables de la mayor parte de las muertes, 171. Estas cifras de fallecidos, cuyos nombres se incluyen en el anexo, no son definitivas, puesto que si cruzamos estos datos con los recogidos por Sophie Baby en la base de datos de su tesis doctoral, habría que añadir 38 muertos más, la gran mayoría por «gatillo fácil» (8 en 1979, 6 en 1980, 17 en 1981 y 7 en 1982)[74], obteniendo un total de 291 víctimas mortales de la violencia política de origen estatal. En el mismo periodo, los atentados de ETA provocaron en torno a 370 muertos y los de los GRAPO, 67[75].


    Las reivindicaciones de depuración de los cuerpos represivos y de juicio y castigo a los responsables de la represión solo tuvieron un respaldo mayoritario en el País Vasco y Navarra. En otras zonas como Tenerife, Sabadell (Barcelona) o las universidades madrileñas, también hubo movilizaciones con estas exigencias, pero solo en momentos concretos. En el conjunto de España, las reclamaciones de justicia estuvieron ausentes de las grandes movilizaciones, incluso en las escasas convocatorias por la ruptura democrática, y tampoco se incluyeron en los manifiestos de Junta, Plataforma y CD, porque esta era la línea política de las dos principales fuerzas de izquierda, PCE y PSOE.


    Las organizaciones de la izquierda radical (ORT, PTE, PCE [m-l], MC, LCR, CNT, CCP) coincidieron en considerar una prioridad la denuncia de la violencia política estatal en sus diferentes expresiones y la exigencia de depuración de los cuerpos policiales-militares y de juicio y castigo para los responsables de la represión. Se trataba de una cuestión no solo ética sino también política. Sin juicio ni castigo a los responsables de violaciones de derechos humanos, no había garantía de que los mismos crímenes no se repitieran y además cualquier avance democrático se encontraría en riesgo de ser revertido[76].


    Medidas más profundas aún reclamaron la COPEL y los pequeños grupos que desde el exterior de las prisiones apoyaron su lucha. Estas organizaciones no solo exigieron la «depuración de jueces, magistrados, fiscales, policías y funcionarios de prisiones franquistas», sino también la abolición de las jurisdicciones especiales, de la Ley de Peligrosidad Social y de la legislación penitenciaria franquista, así como la «legalización de las asociaciones de presos»[77].


    DEMOCRACIA, RUPTURA Y REFORMA


    En el arranque de la Transición, la prioridad para la mayoría de las fuerzas que luchaban contra la dictadura era lograr la democracia, que debía incluir la legalización de las organizaciones políticas y sociales, elecciones libres, amnistía para los presos políticos y un proceso constituyente donde se consultara al pueblo sobre la forma de Estado. Se trataba básicamente de un Estado de derecho basado en el imperio de la ley; en esta como expresión de la voluntad general; en la división de poderes; en la actuación de la administración de acuerdo con la ley y con control judicial y en la garantía formal y la realización material de los derechos y libertades fundamentales[78].


    La gran mayoría de las organizaciones revolucionarias (entre ellas ORT, PTE, PCE [m-l], CNT, MC, LCR y Liberación) tenían como objetivo principal e inmediato la sustitución de la dictadura por un sistema democrático y un Estado de derecho, al igual que el conjunto de la oposición, con la diferencia de que la democracia política (también denominada liberal o burguesa), debía incluir el reconocimiento del derecho de autodeterminación de los pueblos de España y el desmantelamientos del aparato de Estado de la dictadura. Para algunas organizaciones como PCE (m-l), MC y LCR, la democracia política requería además juicio y castigo a los responsables de la represión franquista.


    Sin embargo, en la cultura política de los principales partidos de la izquierda radical, el Estado de derecho y la democracia política eran considerados elementos formales que ocultaban una dictadura de clase en contra de los trabajadores. Este planteamiento nacía de la experiencia del movimiento comunista en Europa, que había constatado cómo, en regímenes formalmente democráticos con elecciones y varios partidos, se mantenían niveles de pobreza y de desigualdades sociales que impedían en la práctica la democracia e incluso se había perseguido a las organizaciones de izquierda. Además, siguiendo a Marx, estos partidos consideraban que las diferencias entre las clases sociales hacían imposible una democracia para todas ellas, y que cualquier sistema siempre sería una dictadura de unas clases sobre otras. Frente a la dictadura de la burguesía sobre los trabajadores que achacaban a la democracia política y el Estado de derecho, se proponía la dictadura del proletariado. Por estos motivos, la mayoría de los partidos revolucionarios, entre ellos la ORT, el PTE y el PCE (m-l), consideraban al Estado represivo de los países socialistas del Este como un elemento necesario para acabar con el capitalismo[79].


    Para estas organizaciones, la democracia política era un instrumento para alcanzar «la democracia real proletaria» o dictadura del proletariado, basada en el partido único, sin libertades políticas para todos los ciudadanos[80]. Otras fuerzas menores, como MC y LCR, aun reconociendo las mejoras de condiciones de vida que el socialismo real había supuesto para las mayorías, consideraban que su carácter represivo y escasamente democrático lo invalidaba como alternativa y trataron de elaborar una propuesta socialista alternativa basada en la democracia política, económica y social. Este modelo en construcción se basaba en las libertades y garantías propias del Estado de derecho (si bien no se utilizaba este término) y también en la democratización de las relaciones laborales, la eliminación de la pobreza y la reducción de las desigualdades sociales, valorando que sin un cierto nivel de igualdad no era posible la participación real en los asuntos públicos. Para estas formaciones, uno de los requisitos esenciales de la democracia era que garantizara la posibilidad de cambiar el sistema económico desde la ley, esto es, que la transición a un sistema socialista estuviera no solo formalmente reconocida, sino que fuera posible su puesta en práctica, si así lo decidía la mayoría[81].


    Otra contradicción era la existente entre la defensa de la democracia como principio rector del sistema político y la escasa democracia interna en los partidos. En las organizaciones de tipo estalinista (ORT, PTE, PCE [m-l]) la democracia era muy escasa (similar por otro lado a la del PCE y el PSOE), mientras que en el MC (al igual que en el PSUC) era algo mayor, pero siempre con el límite de no cuestionar a la dirección. La excepción fue la LCR, que tuvo una preocupación constante por hacer compatible la acción unificada, que da sentido a la existencia de un partido, con la democracia interna. Esta seña de identidad no fue solo una reflexión teórica, sino que se llevó a la práctica con medidas concretas que garantizaban el acceso a la información, el derecho a discrepar y medios para poder defender posiciones distintas a las de la dirección.


    Aún con estas contradicciones, la izquierda radical concentró sus fuerzas en impulsar las protestas que reclamaban la sustitución de la dictadura por un sistema democrático, unas movilizaciones protagonizadas fundamentalmente por el movimiento obrero, que hicieron fracasar la reforma del presidente Arias Navarro orientada a mantener el franquismo en sus elementos esenciales. La derrota del proyecto reformista-continuista provocó que el rey Juan Carlos y su principal asesor, el presidente de las cortes franquistas Torcuato Fernández Miranda, modificaran su posición. En abril de 1976 daban los primeros pasos para sustituir a Arias por un nuevo presidente del Gobierno, Adolfo Suárez, que liderara una reforma en sentido democratizador.


    El viraje del jefe de Estado de abril de 1976 suponía un cambio sustancial. La ruptura dejaba de ser la única vía de alcanzar la democracia y se abría la posibilidad de que la reforma de la dictadura desembocara en un sistema democrático. Se trataba solo de una posibilidad, porque el alcance de la reforma en sentido democrático no estaba definido y sus contenidos se iban concretando en función de la presión movilizadora de la oposición antifranquista. Si la reforma dirigida por el nuevo presidente Suárez finalmente incluía comicios libres, proceso constituyente, legalización de los partidos, libertades y amnistía, el resultado de proceso sería también una democracia, aún sin ruptura, esto es, aún sin gobierno provisional democrático y sin referéndum sobre la forma de Estado.


    La presión de la oposición fue decisiva para que el presidente Suárez, con gran habilidad, deshiciera el empate entre el antifranquismo y el régimen, incorporando a la reforma los suficientes contenidos democráticos para que el proceso desembocara en un sistema democrático similar al de los países del entorno.


    La reforma daría lugar a un sistema democrático, pero reforma y ruptura no eran lo mismo, ni desembocaban en el mismo tipo de democracia. En contra de lo que afirma Santos Juliá, para los organismos unitarios (Plataforma, Junta, CD), la ruptura democrática se diferenciaba de la reforma fundamentalmente en que la primera requería la formación de un gobierno provisional democrático. Para la izquierda radical, la ruptura era, además, el desmantelamiento del aparato de Estado franquista y el derecho de autodeterminación para el País Vasco, Cataluña y Galicia[82].


    La ruptura, como proyecto político, suponía una democracia más profunda que la proporcionada por la reforma, en tanto que impedía que los sectores reformistas de la dictadura dirigieran el proceso hasta las primeras elecciones, aprovechando su poder para limitar el alcance de la democratización. Para los militantes de la izquierda anticapitalista, la ruptura representaba además un cambio social profundo, que pasaba por reducir las desigualdades, por introducir la democracia no solo en las instituciones, sino también en las empresas y por transformar las maneras de vivir y trabajar. Pero una cosa era el anhelo de una utopía que los activistas sentían al alcance de la mano y otra el proyecto político de ruptura concretado en las propuestas de los partidos[83].


    A pesar de los intentos de los defensores de la dictadura por identificar reforma con cambio seguro y ruptura con caos y violencia[84], las formaciones partidarias de la ruptura la concebían como un proceso pacífico e incluso negociado con los reformistas del régimen y los poderes fácticos. Así lo entendían los organismos unitarios y también la mayoría de la izquierda revolucionaria, que valoraban que no era posible impulsar una insurrección para lograr la democracia.


    ¿Qué apoyo tenía la ruptura? Las respuestas a esta pregunta se han basado en los trabajos de López Pintor, pero las encuestas de este autor no permiten sacar conclusiones claras, más aún cuando se interpretan con criterios cuestionables como asociar el valor político más respaldado, la paz, a la conformidad con el franquismo[85].


    El apoyo a la ruptura, a medida que la presión de la oposición lograba que la reforma del presidente Suárez incluyera unos mínimos contenidos democráticos, solo podía crecer desde el apoyo a las demandas que la reforma no podía satisfacer: gobierno provisional democrático, referéndum para elegir entre monarquía y república, derecho de autodeterminación y disolución de los cuerpos represivos.


    Algunas de estas reivindicaciones inasumibles por la reforma tuvieron un apoyo mayoritario en zonas concretas como el País Vasco, Navarra y Canarias. En Guipúzcoa, Vizcaya y Navarra hubo numerosas manifestaciones y varias huelgas generales que tenían entre sus principales demandas el derecho de autodeterminación y el desmantelamiento de la Policía y la Guardia Civil. En Tenerife, una huelga general obrera y ciudadana paralizó la provincia en 1976 para reclamar la disolución de los cuerpos represivos. Más allá de estos territorios, en el conjunto de España solo hubo una movilización que incluyera entre sus reivindicaciones un objetivo solo alcanzable mediante la ruptura (en este caso, el gobierno provisional democrático). Se trató de la huelga del 12 de noviembre de 1976, liderada por PCE y CCOO, en la que participaron unos 2.000.000 de personas en todo el país.


    Al margen de estas protestas con amplio seguimiento pero limitadas a zonas o momentos concretos, en la ola movilizadora de mediados de los setenta, la presencia de reivindicaciones inasumibles por la reforma fue menor. Las movilizaciones obreras, vecinales y pro amnistía incluían demandas políticas democráticas, pero generalmente se limitaban a la legalización de las organizaciones antifranquistas, a la liberación de los presos políticos y la celebración de elecciones.


    La izquierda radical trató de extender y generalizar a toda España las huelgas generales políticas que, sobre todo en 1976, paralizaron ciudades, comarcas e incluso provincias enteras. Existía una minoría suficiente para impulsar un cambio rápido y radical que desembocara en una democracia más profunda que la proporcionada por la reforma, una minoría organizada sobre todo en las diferentes corrientes de la izquierda radical[86]. Pero esta minoría suficiente no logró vincular la formación de un gobierno provisional democrático, la instauración de la república, la depuración de los cuerpos represivos o el derecho de autodeterminación, a la mejora de las condiciones de vida de la mayoría de la población ni a unas mayores posibilidades de desarrollo de los distintos movimientos sociales. Los llamamientos de los partidos a unir la ruptura o la república a la lucha contra el paro, la carestía de la vida, las mejoras laborales y el resto de demandas populares, no llegaron a desarrollarse en la práctica.


    Esta fue la principal causa de que en la intensa y continuada movilización sectorial y general, la reivindicación de la ruptura no tuviera una presencia generalizada. Una causa más decisiva que la opción del PCE por abandonar la ruptura y dedicar sus mejores esfuerzos a lograr su legalización y obtener representación institucional, por encima de la organización y la movilización desde la base de la sociedad.


    JUGAR EN CAMPO CONTRARIO. LAS ELECCIONES DE 1977


    Las elecciones convocadas por el Gobierno de Suárez para el 15 de junio de 1977 se rigieron por un decreto ley aprobado ese mismo año que distorsionaba la representación primando a los partidos mayoritarios de ámbito estatal y a las provincias con menor población en detrimento de las grandes ciudades, para favorecer a las opciones más conservadoras. Nacía un sistema de partidos en el que sus direcciones tenían el poder absoluto para confeccionar los programas electorales y las listas de candidatos sin que los electores pudieran participar en ninguno de estos procesos. Nacía un «Estado de partidos» más que de ciudadanos[87]. No todas las formaciones concurrían a los comicios en igualdad de condiciones. Los partidos a la izquierda del PCE, los republicanos y los nacionalistas de izquierdas se mantenían en la ilegalidad, si bien pudieron presentarse a las elecciones bajo otras siglas. Para la izquierda radical, la legalización de los sindicatos y los principales partidos de la oposición y la convocatoria de elecciones eran medidas democratizadoras positivas, pero no suponían el fin del franquismo y el inicio de la democracia, en tanto que seguían pendientes los contenidos de la ruptura democrática: amnistía total, libertades democráticas plenas, desaparición de las instituciones y leyes del franquismo, elección de la forma de Estado y de gobierno y autogobierno de las nacionalidades[88].


    Las distintas organizaciones revolucionarias abordaron los comicios de 1977 desde la ilegalidad y la división. Algunos partidos como el PCE (m-l) y el PCE (r) optaron por no participar para no legitimar la reforma, valorando que la monarquía suponía la continuidad del franquismo y era incompatible con la democracia[89].


    El movimiento libertario también llamó a la abstención, pero desde unos planteamientos diferentes. La CNT rechazaba que el poder político se ejerciera desde una institución separada de la sociedad –el Parlamento– y defendía el autogobierno de la sociedad, la gestión directa por parte del pueblo de la «vida en todos sus aspectos, económicos y políticos». Por medio de la acción directa –la resolución de los problemas por los propios afectados, sin intermediarios–, el Estado y el capitalismo serían sustituidos por la organización popular[90]. La abstención en las citas electorales fue una de las escasas propuestas políticas generales en las que confluyó el conjunto del movimiento libertario.


    En el resto de formaciones, con políticas muy similares, las bases anhelaban una candidatura unitaria, pero la escasa democracia interna hizo que primaran los intereses de las cúpulas, que por lo general no querían compartir su poder y exigían todas ocupar los primeros puestos de las listas, haciendo imposible cualquier acuerdo.


    Los programas de la izquierda radical compartían los elementos esenciales: ruptura democrática entendida como amnistía, desmantelamiento del aparato de Estado de la dictadura y proceso constituyente con libertades plenas, referéndum sobre monarquía o república, nacionalización de la banca y las grandes industrias, la reforma agraria y protección de los pequeños propietarios, reforma fiscal y mejora de las condiciones de vida de obreros y campesinos. En la cuestión nacional, la mayoría de las formaciones defendían el derecho de autodeterminación de Galicia, País Vasco y Cataluña, si bien ORT y PTE apostaban explícitamente por la unidad de todos los pueblos de España en una república federal, pero «una unidad basada en la libertad» y no «en el fusil y la bandera»[91].


    La ORT concurrió en solitario por medio de las Agrupaciones Electorales de Trabajadores y el PTE a través del Frente Democrático de Izquierdas. MC se presentó en Madrid bajo el nombre de Candidaturas de Unidad Popular y en Barcelona junto al PSAN, mientras que la LCR creó el Frente por la Unidad de los Trabajadores junto a OIC, Acción Comunista y Partido Obrero de Unificación Marxista (POUM). En Galicia, la UPG se presentó bajo la siglas de Bloque Nacional-Popular Galego (BNPG) y en Canarias se formaron PCU, coalición de las CC y el Partido Comunista Canario Provisional (PCC [p]) e Izquierda Canaria Unida, candidatura del Partido de Unificación Comunista de Canarias. En Cataluña, País Vasco y Navarra las alianzas fueron más amplias. En Cataluña el PTE logró un acuerdo con Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), una formación nacionalista no independentista de larga trayectoria y reducido tamaño. En la coalición Esquerra de Catalunya, el PTE aportaba organización y activistas mientras que ERC contribuía con sus siglas históricas.


    En el País Vasco, el movimiento abertzale seguía dividido. A pesar de que el presidente Suárez negoció con EIA la liberación de los presos de ETA más prestigiosos, incluidos los condenados en el proceso de Burgos, una parte de la izquierda independentista, formada por ETA (m), LAIA y una escisión de ETA (p-m) (los berezis o «comandos especiales») rechazó participar en las elecciones y optó por la abstención, considerando que el requisito mínimo para participar era la ruptura democrática recogida en la alternativa KAS. El otro sector, integrado por EIA y ETA (p-m), consideraba que no había suficiente fuerza para impedir la reforma y decidió concurrir a las elecciones junto a un partido de la izquierda radical de ámbito español: el EMK. En la coalición Euskadiko Ezkerra (EE [Izquierda de Euskadi]), el EMK aportaba la militancia y el trabajo para hacer la campaña y EIA el prestigio de las siglas de ETA, que en 1977 eran un referente en la lucha antifranquista y en el nuevo nacionalismo vasco. En Navarra, la alianza entre EIA y EMK, en la que también participó la OIC, tomó el nombre de Unión Navarra de Izquierdas (UNAI), pero el mayor peso de la izquierda radical en esta provincia provocó que una parte de EIA no apoyara la candidatura[92].


    La disciplinada militancia de los partidos de la izquierda revolucionaria se volcó en las campañas electorales, tratando de suplir con su esfuerzo la escasez de medios y el no poder presentarse con sus propias siglas. En Madrid, la ORT realizó 40 mítines a los que acudieron unas 100.000 personas, según los organizadores[93]. Los dos actos más concurridos se realizaron en el campo de fútbol del barrio obrero de Villaverde y en la plaza de toros de Vista Alegre (Carabanchel), en los que participaron unas 35.000 personas[94]. El EMK organizó un centenar de mítines en Vizcaya y Navarra. Al acto principal, celebrado en la Feria de Muestras de Bilbao, asistieron entre 30.000 y 40.000 personas[95]. En el barcelonés parque de Montjuïc el PTE protagonizó el mayor mitin de toda España, al que acudieron 250.000 personas. Esta cifra sin precedentes se debió a la habilidad del PTE para presentar el acto no tanto como de apoyo a la coalición EC, sino como una concentración unitaria de toda la izquierda en defensa de un proceso constituyente desde Cataluña[96].


    En las elecciones del 15 de junio, la victoria fue para Unión de Centro Democrático (UCD), una coalición que agrupaba a políticos reformistas del franquismo, liberales, demócrata cristianos y socialdemócratas, liderados por Adolfo Suárez, el presidente del último Gobierno de la dictadura, cuyo proyecto de reforma lograba un apoyo mayoritario. La segunda fuerza fue el PSOE, que emergía como el principal partido de la izquierda (primera fuerza en Andalucía, Cataluña y País Valenciano) y a poca distancia de UCD en Madrid, triplicando en votos al PCE, cuyos resultados fueron mucho menores que su protagonismo en la lucha antifranquista, salvo en Cataluña, donde el PSUC logró la segunda posición en número de votos tras el Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC). La cuarta posición fue para Alianza Popular (AP), la derecha más identificada con el franquismo, dirigida por exministros de la dictadura.


    
      Tabla 2. Elecciones al Congreso de 1977
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              Porcentaje (%)

            

            	
              Diputados

            
          


          
            	
              UCD

            

            	
              6.310.391

            

            	
              34,44

            

            	
              165

            
          


          
            	
              PSOE

            

            	
              5.371.866

            

            	
              29,32

            

            	
              118

            
          


          
            	
              PCE

            

            	
              1.709.890

            

            	
              9,33

            

            	
              20

            
          


          
            	
              AP

            

            	
              1.504.771

            

            	
              8,21

            

            	
              16

            
          


          
            	
              PSP-US – Partido Socialista Popular-Unidad Socialista

            

            	
              816.582

            

            	
              4,46

            

            	
              6

            
          


          
            	
              PDPC - Coalición Elect. Pacte Democratic per Catalunya

            

            	
              514.647

            

            	
              2,81 / 16,88

            

            	
              11

            
          


          
            	
              PNV - Euzko Alderdi Jeltzalea-Partido Nacionalista Vasco

            

            	
              296.193

            

            	
              1,62 / 29,28

            

            	
              8

            
          


          
            	
              UDC-IDCC - Unio del Centre i la Dem. Cristiana de Catalunya

            

            	
              172.791

            

            	
              0,94 / 5,67

            

            	
              2

            
          


          
            	
              EC-FED - Coalición Electoral Esquerra de Cataluña (PTE, ERC)

            

            	
              143.954

            

            	
              0,79 / 4,72

            

            	
              1

            
          


          
            	
              EE (EIA, EMK)

            

            	
              61.417

            

            	
              0,34 / 6,07

            

            	
              1

            
          


          
            	
              Conjunto izquierda radical

            

            	
              354.929

            

            	
              1,93

            

            	
              0

            
          


          
            	
              FDI (PTE)

            

            	
              122.608

            

            	
              0,67

            

            	
              0

            
          


          
            	
              AET (ORT)

            

            	
              77.575

            

            	
              0,42

            

            	
              0

            
          


          
            	
              PSPV (MC en el País Valenciano)

            

            	
              31.138

            

            	
              0,17 / 1,67

            

            	
              0

            
          


          
            	
              FUT (LCR)

            

            	
              41.208

            

            	
              0,22

            

            	
              0

            
          


          
            	
              UNAI (Navarra)

            

            	
              24.489

            

            	
              0,13 / 9,47

            

            	
              0

            
          


          
            	
              PSG (Galicia)

            

            	
              27.197

            

            	
              0,15 / 2,41

            

            	
              0

            
          


          
            	
              BNPG (Galicia)

            

            	
              22.771

            

            	
              0,12 / 2,02

            

            	
              0

            
          


          
            	
              CUPS (MC, PSAN) (Cataluña)

            

            	
              12.040

            

            	
              0,07 / 0,4

            

            	
              0

            
          


          
            	
              PCU (Canarias)

            

            	
              17.717

            

            	
              0,1 / 3,24

            

            	
              0

            
          


          
            	
              ICU (PUCC) (Canarias)

            

            	
              4.118

            

            	
              0,02 / 0,75

            

            	
              0

            
          


          
            	
              CUP (MC) (Madrid)

            

            	
              5.206

            

            	
              0,03 / 0,23

            

            	
              0

            
          


          
            	
              Participación

            

            	
               

            

            	
              78,83

            

            	
               

            
          


          
            	
              Abstención

            

            	
               

            

            	
              21,17

            

            	
               

            
          

        
      


      


      Fuente: Ministerio del Interior. El primer porcentaje se refiere a toda España, el segundo a los territorios en los que se presenta la candidatura.

    


    La izquierda radical cosechó unos malos resultados, por debajo de sus expectativas. Entre todas las candidaturas obtuvieron 354.929 votos (1,93 por 100), lejos de los 1.709.890 votos y el 9,33 por 100 del PCE. Los más afectados fueron los dos principales partidos, PTE y ORT, que no lograron escaños (122.608 votos para el PTE y 77.575 para la ORT). Por lo general, las candidaturas de la izquierda revolucionaria recibieron menos votos que personas habían asistido a sus mítines y comprobaron el diferente grado de influencia que lograban cuando se dirigían a sectores movilizados en medio de un conflicto y cuando trataban de conectar con el conjunto de la sociedad en una campaña electoral. Comprobaron también que una cosa era recoger simpatías como una organización de lucha para el conflicto vecinal, sindical, juvenil o político y otra muy distinta que incluso quienes simpatizaban con las ideas socialistas les dieran el voto en unas elecciones generales.


    En algunos territorios, la izquierda radical logró buenos resultados, superando al PCE en Canarias, Galicia, País Vasco y Navarra. En Cataluña y País Vasco (donde ganó el PNV y el PSOE fue la segunda fuerza), las coaliciones impulsadas por PTE y EMK lograron un parlamentario en Barcelona (Heribert Barrera de ERC) y otro en Guipúzcoa (Francisco Letamendia «Ortzi», de EIA). La izquierda revolucionaria se quedaba sin representación y como comprobaría en los siguientes comicios, aunque ponía el trabajo y los militantes para la campaña electoral, el apoyo electoral no era tanto a ella como a sus aliados nacionalistas de izquierdas. En Navarra, la izquierda radical logró sus mejores resultados en toda España. UNAI logró la tercera posición con 24.489 votos (9,47 por 100), la candidatura de ORT la cuarta con 13.195 (5,11 por 100) y la del PTE la quinta con 6.631 (2,57 por 100), por delante del PCE, que quedó relegado al sexto lugar con 6.319 sufragios (2,44 por 100). De haber concurrido unida, la izquierda revolucionaria hubiera logrado en Navarra su único diputado.


    En cuanto al Senado, el sacerdote y líder de la Asamblea de Cataluña Lluís Maria Xirinacs logró un escaño por Barcelona con una candidatura apoyada por MC, LCR, PSAN y grupos pacifistas y en Guipúzcoa Juan María Bandres, de EIA, obtuvo también acta de senador.
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    IV. CENIZAS QUE JUEGAN CON FUEGO. EVOLUCIÓN DE LAS ORGANIZACIONES


    Los malos resultados de la izquierda revolucionaria en los comicios de 1977 potenciaron las contradicciones internas en los partidos, y tras la legalización de la mayoría de estos en el verano, las bases reclamaron un debate en el que se abordara el fracaso de la ruptura, el sectarismo entre fuerzas políticas de programas muy similares y la desorientación que intuían en las cúpulas. La militancia radical reclamaba a sus dirigentes una estrategia para adaptarse a la nueva situación política y para definir su papel ante las instituciones democráticas, la crisis económica y la legalización de las organizaciones de izquierda. Se acababa la clandestinidad y comenzaba un activismo más abierto, pero con niveles similares de dedicación y compromiso, como muestra el siguiente episodio.


    El 8 de diciembre de 1977, como parte de las celebraciones del dogma católico de la Inmaculada Concepción, la ultraderecha había organizado en el centro de Madrid una vigilia en la basílica de San Miguel. En el acto participaban, entre otros, miembros de los Guerrilleros de Cristo Rey, un grupo armado formado a finales de los años sesenta por el Gobierno de la dictadura para apalear a los cristianos de base que se reunían en las iglesias, donde los cuerpos represivos no podían actuar sin generar roces con el Vaticano. La celebración no pudo hacerse según lo previsto, porque poco antes de su inicio, un centenar de militantes feministas se encerraron en el templo para reivindicar una ley del divorcio, derecho al que se oponía la jerarquía de la iglesia católica. Para evitar ser agredidas, la Asociación Española de Mujeres Separadas y la Asociación Democrática de la Mujer, organizadoras de la acción, habían convocado a la prensa, cuya presencia hizo que, en esa ocasión, los Guerrilleros optaran por no usar sus armas[1].


    Este encierro, que requería un alto grado de organización y disciplina así como asumir la posibilidad de ser agredidas por ultraderechistas armados, da una idea del tipo de militancia de la izquierda revolucionaria durante este periodo en el que casi todas las formaciones fueron legalizadas y comenzaron a actuar abiertamente.


    LOS EFECTOS DEL BATACAZO ELECTORAL


    La ORT encajó los resultados como un fracaso que alimentó las críticas de una parte de la militancia que no compartía una táctica errática que había rechazado respaldar el llamamiento a la huelga general y política hecho por el PTE en noviembre del 76, para pocos meses después convocar varias jornadas de huelga general con los mismos objetivos, sin lograr el apoyo de ninguna otra organización y cosechando fracaso tras fracaso. El debate cobró tal magnitud que superó el ámbito de las células y se realizaron asambleas de militantes con los responsables provinciales donde algunos activistas planteaban que las directrices que les llegaban no se podían aplicar en la labor diaria. La dirección de la ORT optó por centrar al partido en la obtención de representación institucional y para lograr la aceptación de una línea contraria a la seguida hasta el momento, construyó un enemigo interno (el revisionismo) y otro externo (el resto de formaciones revolucionarias), justificando así las expulsiones de los críticos[2].


    En el PTE la dinámica fue parecida. La cúpula no estaba dispuesta a reconocer que el sectarismo de las direcciones partidarias de la izquierda radical había sido decisivo en el fracaso de la ruptura y en los malos resultados electorales y optó por buscar enemigos internos. En este caso, el chivo expiatorio fue el comité nacional de Cataluña, cuyos buenos resultados en la coalición ERC ponían en evidencia al núcleo dirigente central. Se produjeron varias destituciones, entre ellas las de Joan Antoni Sánchez Carraté, secretario general del partido en Cataluña y Juan Domingo Linde, presidente de la CSUT en Cataluña. Los defenestrados, acusados de sectarismo, despotismo y errores en la selección de cuadros, («unas críticas genéricas que se podían aplicar a todos») abandonaron el PTE para formar el Bloc d’Esquerra d’Alliberament Nacional (BEAN) con el senador Xirinacs[3].


    En el PCE (m-l), la crisis de adaptación a la nueva situación política se había manifestado antes que en el resto de grupos radicales, con la escisión del verano de 1976 y al optar por la abstención en los comicios de 1977, estos no tuvieron efectos significativos en la formación.


    En el MC, el comité de Madrid y una parte de la organización reclamó a la cúpula una mejor dirección que pasaba por revisar la línea política del partido –incluido el centralismo democrático y la posición respecto a la autonomía de los movimientos sociales– para que esta fuera útil a la actividad de base en barrios y centros de trabajo. El núcleo dirigente no aceptó el debate y optó por la expulsión de todo el comité de Madrid, las juventudes y la mayoría del frente obrero y ciudadano. El carácter de la organización, muy marcada por el núcleo fundador y en el que la identificación con el grupo primaba en ocasiones sobre los criterios políticos e ideológicos que se definían posteriormente, contribuyó a que las diferencias se resolvieran mediante medidas quirúrgicas y no por medio del debate político. La dirección federal nombró otro comité de Madrid, recogiendo «los restos del naufragio, con dificultad para orientar a militantes en empresas y barrios», en una coyuntura adversa. El MC de Madrid se quedaba con menos de la mitad de sus militantes, sin la mayoría de sus cuadros y dirigentes, tras haberlos expulsado a casi todos[4].


    En cuanto a la LCR, su menor tamaño y las expectativas electorales más reducidas le permitieron sortear los comicios con menos daños que el resto de partidos aquí analizados. La formación trotskista consideraba que las elecciones habían mostrado una crisis en toda la izquierda revolucionaria, pero no sentía la necesidad de realizar cambios importantes: mantenía su política de frente único obrero que garantizara «la unidad y la independencia de clases del movimiento obrero»[5].


    ORGANIZACIÓN REVOLUCIONARIA DE TRABAJADORES. DE LA ENTREGA SIN LÍMITES A LA QUIEBRA DEL PARTIDO


    La ORT siguió creciendo hasta alcanzar los 7.200 militantes, que en su mayoría formaban parte del movimiento obrero y ciudadano en Madrid y Navarra[6]. La legalización del partido en el verano de 1977 no supuso un aumento de la escasa democracia interna. La línea política se siguió elaborando en la cúpula para descender después a los comités provinciales y las células. En estas, solo se debatía sobre planes de trabajo y cuestiones organizativas, ya que las opiniones discordantes con la posición del núcleo dirigente se consideraban como un ataque al partido, consecuencia de posiciones burguesas y revisionistas. El ritmo de trabajo era extenuante. Cada tarea o campaña era aún más decisiva y urgente que las anteriores. Las actividades de formación estaban tan desligadas de la práctica política, que eran rechazadas por los propios militantes, porque no las consideraban útiles y hacían más difícil cumplir unos planes de trabajo muy exigentes[7].


    El modelo de militancia de la ORT se basaba en la entrega total y el control de la vida personal por parte de la organización. Los intentos de cuestionar el «espíritu abnegado de la entrega sin límites» eran descalificados como planteamientos individualistas, «restos ideológicos burgueses», «deseos de una vida cómoda», o peor aún, como incapacidad de ser «un buen comunista»[8].


    Una parte de los activistas manifestó su rechazo a este tipo de funcionamiento y propuso que en las células se permitiera el debate sobre la situación política en relación con el trabajo diario, reclamando también «más humanismo», de manera que se admitiera la militancia con entrega limitada de tiempo, adecuada a las capacidades de cada persona[9].


    El culto a la personalidad de los dirigentes y especialmente del secretario general, el seguidismo de los órganos superiores, la erradicación de las ideas opuestas a las de la cúpula y la prohibición de tendencias organizadas provocaban que las ideas se extendieran no por su capacidad de convencer y explicar, sino por la autoridad de quien las defendía[10].


    Los congresos no servían para elaborar la línea política con la participación de la militancia, sino para cohesionar a esta, en ocasiones con el recurso al enemigo exterior (el PTE) o interior (el revisionismo). En el primer congreso, celebrado en agosto de 1977, no se discutió sobre qué estrategia seguir ante el fracaso de la ruptura y el ensanchamiento de las libertades por la vía de la reforma, pero sí sobre Stalin, objeto de crítica por su responsabilidad en las violaciones de derechos humanos en la Unión Soviética. La respuesta fue una «ofensiva a muerte contra el revisionismo, haciéndole retroceder, desde el principio del Congreso y machacándole a lo largo del mismo» [11]. Este era el margen que existía para la discrepancia dentro de la ORT en un tema simbólico, sin conexión directa con la línea política del partido, que no cuestionaba a la dirección.


    La cúpula también decidió en solitario sobre una cuestión central que acabaría condicionando la evolución de la ORT: las finanzas. Los ingresos de la organización provenían fundamentalmente de las contribuciones de los militantes, que aportaban en torno al 25 por 100 de su sueldo. El gasto no dependía del nivel de ingresos, sino de las «necesidades políticas» establecidas por la cúpula, que optó por endeudar al partido, sin tener en cuenta las consecuencias, y ni siquiera informar al Comité Central, ni mucho menos al conjunto del partido. Para sostener el nivel de gasto, la dirección pidió a los militantes que contrataran créditos personales de los que respondían con su propio patrimonio o con el de sus familias. Tras las elecciones de 1977, la deuda de los miembros de la ORT alcanzaba los 15.000.000 de pesetas, una cantidad equivalente al salario mínimo anual de 96 trabajadores.


    Esta deuda no arrugó a la dirección, que incrementó el gasto en las dos citas electorales de 1979, aumentando el pasivo hasta los 66.000.000 de pesetas, el equivalente al salario mínimo anual de 400 trabajadores. El déficit fue asumido en su mayor parte por la principal organización del partido, la de Madrid, donde cerca de 150 activistas hipotecaron su vivienda para pagar las campañas electorales y dirigentes como José Sanroma o Francisca Sauquillo también solicitaron créditos. No existía un plan para hacer frente a una deuda que la ORT no podía pagar ni siquiera en el caso de que hubiera logrado representación parlamentaria con sus correspondientes ingresos.


    Tras los comicios de 1979, las finanzas se colapsaron. Muchos militantes abandonaban el partido, otros no podían seguir pagando las cuotas porque debían hacer frente a los créditos y el grupo de activistas con actividad profesional, a los que ya se había exigido una aportación extraordinaria, se desvinculó de la organización. Los ingresos del partido se redujeron a la mínima expresión, pero los gastos seguían siendo los mismos, unos 10.000.000 de pesetas anuales. La deuda no paraba de crecer[12].


    PARTIDO DEL TRABAJO DE ESPAÑA. DE PARTIDO DEL COMBATE A PARTIDO DE GOBIERNO


    El partido dirigido por Eladio García Castro mantuvo un crecimiento continuo y, tras su legalización en el verano de 1977, llegó a contar con unos 10.000 militantes, concentrados principalmente en Andalucía y Cataluña[13]. La salida de la clandestinidad no modificó la cultura organizativa del PTE. El reducido núcleo dirigente siguió elaborando la línea política, que descendía al conjunto de la organización, sin que el debate en los órganos inferiores fuera determinante. La disciplina, el criterio de autoridad y el culto a la personalidad de los dirigentes siguieron siendo elementos centrales. La propia estructura del partido no permitía otra cosa que un debate de asentimiento a lo propuesto desde arriba, sin posibilidad de aportación por las bases. Desde las células hasta los comités provinciales la discusión se centraba en cómo desarrollar las consignas que venían del órgano superior[14].


    La presión de la militancia a favor de un partido más democrático y participativo llevó a la dirección a impulsar cambios organizativos. La confrontación de posiciones diferentes dejaba de ser un reflejo de la lucha de clases entre la línea correcta y el revisionismo para convertirse en un elemento positivo que permitía concretar las ideas correctas, por medio del contraste de ideas sin coacciones[15]. Los comités y los secretarios políticos pasaron a ser elegidos por los militantes, pero no se llegó a incorporar a estos a la elaboración de la línea política y el aparato de organización mantuvo su cometido tradicional de hacer cumplir en la base lo acordado por el Comité Ejecutivo o el Comité Regional.


    Al mismo tiempo, el PTE se propuso convertirse en un partido de masas, formado no solo por militantes con una entrega total, sino también por todas las personas dispuestas a defender las políticas de la organización, sin mayores requisitos[16].


    El tercer elemento del cambio interno, la territorialización, se derivaba de la nueva estrategia política centrada en lograr entrar en el Parlamento. Para lograr los votos necesarios, la estructura de «frentes de masas» (sectores de intervención) se sustituía por otra basada en la zona geográfica, de manera que la actividad sectorial quedaba en un segundo plano y la mayoría de los militantes quedaron separados de su actividad en los movimientos sociales[17].


    A pesar de estas limitaciones, en el PTE había cierto margen para la discusión y el periódico La Unión del Pueblo publicaba debates sobre la línea del partido con posiciones diferentes y también recogía críticas de los militantes a la política de la organización e incluso opiniones ajenas.


    En diciembre de 1977, la organización andaluza del PTE celebró su primer congreso, en el que la militancia rechazó al candidato propuesto por la cúpula y eligió como secretario general a Isidoro Moreno, profesor universitario, que representaba al sector partidario de un funcionamiento más democrático y de abajo arriba y también de una mayor autonomía del partido en Andalucía. Sin embargo, el núcleo dirigente siguió controlando el partido a través del secretario de Organización, con una concepción más vertical y estalinista[18].


    En el primer congreso del PTE, realizado en marzo de 1978, se aprobó una nueva estructura federal para el partido y se regularon las corrientes de opinión. Aunque los elementos fundamentales de la línea política no se discutían en los congresos, en este primer cónclave general se acordó asumir la ecología como un elemento central de intervención, se rechazó la integración en la OTAN y se aceptó la posibilidad de que España se incorporara a la Comunidad Económica Europea siempre que fuera en condiciones que no lesionaran los intereses de los trabajadores. Las resoluciones del Congreso reafirmaban las buenas relaciones con los partidos comunistas de China y Rumanía, unos vínculos que no fueron determinantes en la política del PTE[19].


    En cuanto a las finanzas, el partido siguió una deriva similar a la de la ORT, con unos gastos muy superiores a los ingresos[20], generándose una deuda que se convirtió en insostenible a raíz de las campañas electorales de 1979. Al final de este periodo, el pasivo del PTE rondaba los 180.000.000 de pesetas[21] y, en parte, había sido contraído por militantes, que habían hipotecado sus viviendas.


    PARTIDO COMUNISTA DE ESPAÑA (MARXISTA-LENINISTA). ESPAÑA, MAÑANA, SERÁ REPUBLICANA


    El PCE (m-l) realizó su II Congreso en el mes de junio de 1977, que supuso la superación de la fractura interna del verano anterior por medio de la expulsión de la minoría que defendía posiciones cercanas a los escindidos, tras ser descalificada como «elementos claudicantes y derechistas», «fraccionalistas antipartido y complotadores» y colaboradores «con la reacción»[22]. Uno de estos exmilitantes del PCE (m-l), que se había pasado a la ORT, sufrió un atentado cometido por los grupos de combate del FRAP, que intentaron matarle sin éxito. Pocos días antes, en un homenaje a los fusilados del 27 de septiembre, dos antiguos activistas del FRAP recibieron una paliza a manos de miembros del partido[23].


    En el terreno de la estrategia no hubo cambios sustanciales. El partido seguía defendiendo la lucha armada como un elemento central para la conquista del poder y afirmaba la necesidad de contar con grupos de combate preparados, para cuando llegara el momento propicio para la insurrección. El PCE (m-l) asumía la «dirección y la responsabilidad de las acciones militares»[24] de unos grupos que desde 1975 habían abandonado los atentados personales y se centraban en realizar atracos a bancos y grandes empresas para financiar al partido. En el plano internacional, el segundo congreso mantenía al Partido del Trabajo de Albania como su único aliado y confirmaba el rechazo a la teoría de los Tres Mundos que regía la política exterior china[25].


    La formación dirigida por Elena Odena y Raúl Marco siguió defendiendo la ruptura democrática a través de la república, convocando movilizaciones en torno al 14 de abril y llevando la bandera y las consignas republicanas a todas las movilizaciones, ya fueran sectoriales o generales. Los militantes del PCE (m-l), y sus juventudes, las JCE (m-l), tuvieron que ganarse el derecho a acudir con banderas republicanas a las manifestaciones por encima de las agresiones de los servicios de orden, formados generalmente por miembros del PCE. Tras los primeros choques, los activistas radicales mejoraron su organización y comenzaron a repeler los ataques[26].


    Tras la amnistía de octubre de 1977, salieron en libertad los presos políticos del FRAP encarcelados en 1975, entre ellos Manuel Blanco Chivite, Pablo Mayoral Rueda y Vladimiro Fernández Tovar[27] y, poco después, el PCE (m-l) se declaraba dispuesto a solicitar su legalización, sin renunciar a ninguno de sus objetivos. Hasta ese momento el partido consideraba que solicitar la legalización suponía «someterse y apoyar a la ilegítima monarquía», pero tras las elecciones de junio de 1977, la legalización de casi todos los partidos de la izquierda revolucionaria y la amnistía de los presos políticos, el PCE (m-l) se adaptaba a la nueva situación y se proponía desarrollar su acción política desde la legalidad[28]. La solicitud de legalización del partido se topó con la oposición del Gobierno, que lo declaró ilegal, junto al FRAP y a la Convención Republicana. Con el objetivo de forzar su reconocimiento legal, la CRPE logró el respaldo de una treintena de diputados y senadores de la mayoría de las fuerzas de izquierda, desde el PSOE y el PCE hasta ERC y EE, de casi todas las organizaciones de la izquierda revolucionaria, de dirigentes de CCOO y de numerosos artistas y periodistas[29].


    Para demostrar su fuerza y su voluntad de actuar abiertamente, el PCE (m-l) abrió una veintena de sedes en toda España, financiadas con los atracos a bancos y grandes empresas de los grupos de combate del FRAP, grupos que fueron desarticulados definitivamente por la Policía a finales de 1978[30].


    MOVIMIENTO COMUNISTA. UN SOCIALISMO EN CONSTRUCCIÓN


    La legalización permitió al MC flexibilizar las formas de vinculación de los activistas, con la creación de las figuras del afiliado y el simpatizante, manteniendo el modelo de militancia basado en la entrega total. Los afiliados aportaban su cuota mensual, participaban en reuniones, vendían el periódico Servir al Pueblo entre sus conocidos, pegaban carteles y acudían a las movilizaciones, pero sin una exigencia que determinara su vida personal. Los simpatizantes eran personas que, sin pertenecer al partido, debatían de manera más o menos continua con militantes y participaban en actividades de la organización[31]. El MC seguía siendo una formación integrada sobre todo por trabajadores asalariados (algo más de un 60 por 100) y en menor medida por estudiantes y por profesionales (en torno a un 20 por 100).


    El partido celebró en 1978 su II Congreso, donde los delegados respaldaron la decisión tomada el año anterior por la dirección federal de expulsar a la mayoría de los militantes de Madrid. Por otra parte, el MC asumió la lucha por la liberación de la mujer como una tarea prioritaria y creó una estructura autónoma de mujeres que suponía una anomalía respecto a los principios organizativos del marxismo-leninismo. También se tomaron decisiones para aumentar la democracia interna. Se reafirmaba el centralismo democrático, pero se garantizaba la libertad de expresión y se pasaba a elegir los comités por votación, si bien en la práctica, la situación no cambió mucho, ya que los puestos en los comités no eran muy codiciados debido al volumen de trabajo que suponían. Se acordó también mantener a una parte de la organización en la clandestinidad, ya que el MC consideraba las libertades conseguidas como frágiles y fácilmente reversibles.


    En el II Congreso se aprobaron las bases de la unificación con la OIC, que señalaban la importancia de las reformas parciales para lograr el objetivo final de la revolución socialista. En este sentido, se consideraban tareas prioritarias la profundización de las conquistas democráticas, el rechazo al plan de austeridad, el derecho de autodeterminación y la república. El trabajo conjunto entre MC y OIC dio lugar a la fusión de ambos grupos en 1979. La nueva organización llegó a contar con 2.601 militantes y 1.924 afiliados, de los cuales el 35 por 100 eran mujeres. Más que una unificación se trató de una incorporación del grupo de menor tamaño, la OIC, al más nutrido, el MC. Unos meses antes, la OIC había abandonado sus planteamientos consejistas iniciales para sumarse a la línea del MC de trabajar dentro de CCOO. La mayoría de los activistas de la OIC valoraron positivamente la incorporación a otra organización menos rígida, menos obrerista, con mayor debate y pluralidad interna, y con mayor proyección en el movimiento feminista[32].


    Dada la mayor fuerza de PSOE y PCE, el MC defendía la unidad con estos partidos «en la exigencia de transformaciones democráticas y en la defensa de intereses inmediatos de las masas trabajadoras». Los requisitos para la unidad se definían detalladamente: debían hacerse sobre acuerdos programáticos, sin concesiones en los principios revolucionarios, con participación de las bases y cuidando de que no paralizaran las movilizaciones populares[33].


    El MC definía su postura ante una de las principales cuestiones políticas, la necesidad de un gobierno de izquierdas, que dada la correlación de fuerzas no tendría un programa anticapitalista, sino socialdemócrata. Reconociendo que se trataba de una demanda sentida por la mayoría de los trabajadores, el partido aceptaba apoyar un Ejecutivo de este tipo, siempre que profundizara la democracia, y adoptara medidas económicas favorables a las clases populares.


    El objetivo último del partido era una revolución socialista cuyo modelo estaba por definir, puesto que no consideraba el socialismo real como un ejemplo. A medida que participaba en movimientos ajenos a su tradición política como el feminismo, el pacifismo o la liberación homosexual, el MC modificaba su línea política incorporando planteamientos de estos movimientos, manteniendo su orientación socialista y su estructura partidaria.


    LIGA COMUNISTA REVOLUCIONARIA. LA OBSESIÓN POR LA DEMOCRACIA


    Tras ser legalizada en septiembre de 1977, la LCR se unificaba con LC y lograba crecer hasta los 2.500 militantes (a los que se sumaban unos 3.750 simpatizantes), fundamentalmente en el País Vasco, Cataluña y en menor medida Madrid y otras zonas. Poco después comenzó el declive y el abandono de activistas, que dejaron a la organización con 2.042 miembros a finales de 1978 y en 1.502 un año después[34].


    El fin de la clandestinidad permitió a la LCR desarrollar su elemento más característico, que lo diferenciaba del resto de partidos leninistas: la obsesión por la democracia interna. Esta cultura organizativa, compartida por las organizaciones de la IV Internacional (trotskista), implicaba el derecho a formar tendencias y medidas que garantizaran que todas las posturas pudieran expresarse con libertad. Durante los debates del congreso, cualquier militante o grupo de militantes podía presentar una plataforma de tendencia, que se distribuía a toda la organización. Si esta posición lograba el respaldo de 50 militantes, quedaba formada la tendencia, que tenía derecho a un espacio en el boletín del congreso, a enviar representantes a todas las conferencias nacionales y regionales, a convocar reuniones de tendencia a nivel estatal, a publicar en el periódico del partido y a una representación proporcional a sus apoyos en el congreso y en la dirección elegida en este. Tras el debate, toda la organización aplicaba una sola línea política, la de la mayoría y la tendencia se disolvía[35]. De esta manera, a diferencia de la mayoría de partidos de izquierda, tanto moderada como radical, la línea política se elaboraba en los congresos con la participación de los militantes y el debate interno se hacía público en el periódico del partido. Un debate interno que se centraba no en temas organizativos, como era lo habitual en otras formaciones, sino en cuestiones políticas y estratégicas con el único límite de no paralizar el partido ni impedir la unidad de acción, su razón de ser.


    En el ámbito de las finanzas, la LCR trató de adecuar sus gastos al nivel de ingresos sin recurrir al endeudamiento, lo cual supuso reducir el número de liberados del periodo de clandestinidad para adecuarlo a la nueva coyuntura. A diferencia de la ORT y el PTE, donde los datos sobre ingresos y gastos ni siquiera eran conocidos por comité central, los militantes de la LCR tenían acceso a la contabilidad de la organización.


    Otra característica singular de este partido fue la preocupación por la transformación de las relaciones personales tanto en la vida cotidiana como en el partido, «combatiendo el machismo, la agresividad y el individualismo», abordando temas como el reparto de las tareas de cuidados de los hijos dentro de las parejas de militantes, o la «lucha por cambiar de vida» en una dinámica impulsada fundamentalmente por las mujeres [36].


    El V Congreso de la LCR, celebrado en 1978, analizó el papel del partido en la crisis del franquismo y el inicio de la Transición, valorando que aunque los sectores izquierdistas, entre ellos la LCR, habían sido capaces de impulsar desbordamientos de la política reformista, su debilidad política y organizativa les había impedido ofrecer alternativas que ganaran el apoyo de las masas, y por eso el cambio lo había dirigido una parte de la burguesía con la colaboración de los dos principales partidos obreros, el PCE y el PSOE. En este cónclave se confirmaba la táctica de Frente Único Obrero, que consistía en trabajar como corriente minoritaria en las principales organizaciones de masas (CCOO, UGT, AV, asociaciones de mujeres) renunciando a crear pequeñas organizaciones controladas por el partido. Se reconocía carecer de la fuerza necesaria para asumir esta tarea en solitario y se planteaba la necesidad de colaborar con MC-OIC. La táctica del frente único se basaba en la tesis de Trotsky, que defendía que la conciencia revolucionaria se adquiría no tanto mediante la reflexión teórica como desde la participación en la lucha de clases. Para el impulso de esta, el partido consideraba imprescindible el papel de las grandes organizaciones, a pesar de que sus direcciones fueran moderadas[37].


    PARTIDO COMUNISTA DE ESPAÑA (RECONSTITUIDO). AISLAMIENTO Y ENFRENTAMIENTO TOTAL


    En este periodo, el PCE (r) y los GRAPO profundizaron su aislamiento respecto al resto de la izquierda revolucionaria y a los movimientos sociales. El sectarismo (más acentuado aún que en el resto de la izquierda radical) y la inexistencia de democracia interna favorecieron una deriva de estas organizaciones, que subordinaron su actividad política a los atentados de los GRAPO, que provocaron 64 muertos en toda la Transición, en su mayoría policías y militares. Las detenciones de miembros del PCE (r) y los GRAPO fueron numerosas (más de 300 solo en 1979) e incluyeron a la cúpula del partido en dos ocasiones. Además de los arrestos, el dirigente del PCE (r) Juan Carlos Delgado murió a manos de la Policía, que le disparó en la cabeza a pesar de estar desarmado, y otros dos activistas fallecieron en París en un atentado del terrorismo de Estado. La ausencia de estrategia política y la desconexión con las luchas sociales hacían que los objetivos principales de estos grupos (la amnistía de sus presos y la legalización de sus organizaciones) se intentaran alcanzar por medio de unos atentados que les aislaban aún más y les alejaban de cualquier avance[38].


    EUROCOMUNISMO, DEMOCRACIA Y DINÁMICAS UNITARIAS


    Todos los partidos de la izquierda revolucionaria confrontaron la propuesta eurocomunista elaborada por el PCE. Esta estrategia suponía una revisión del modelo leninista de revolución, basado en la toma del Estado mediante la insurrección, para adecuarlo a la realidad de los países de Europa occidental. La alternativa eurocomunista situaba la democracia como elemento imprescindible del socialismo y planteaba la posibilidad de llegar a este desde un régimen de democracia liberal. Aceptaba las elecciones, el pluripartidismo, la alternancia en el gobierno y planteaba que bajo estas condiciones, si los comunistas ganaban la hegemonía en la sociedad, el Estado podría reformarse hasta llegar al socialismo[39].


    Para la izquierda radical, el eurocomunismo suponía renunciar a la revolución y a la concepción marxista del Estado, según la cual este implicaba siempre una dictadura de unas clases sobre otras, ya fuera una dictadura de la burguesía en la democracia burguesa o una dictadura del proletariado en el Estado proletario[40]. Estas organizaciones no consideraban que conseguir la hegemonía en la sociedad y obtener mayorías electorales fueran suficientes para avanzar hacia el socialismo.


    ORT, PCE (m-l), PTE, MC y LCR coincidían en valorar que no era posible llegar al socialismo con reformas graduales desde una democracia liberal, ya que en ese caso intervendría el Ejército. La conquista de la hegemonía en la sociedad era necesaria, a partir de la lucha por reformas, pero una vez lograda esta, seguía siendo obligada la toma del poder y la destrucción del Estado burgués[41]. El MC defendía la necesidad de organizar un poder militar para oponerse al «ejército de la burguesía». Su construcción debía ir al mismo ritmo que el nivel de lucha de masas, que en 1978 solo permitía la «difusión de la necesidad de la autodefensa popular»[42].


    En el terreno práctico, la izquierda radical criticó la política concreta que el PCE desarrolló bajo el referente del eurocomunismo, basada en bascular a la derecha para buscar el consenso con el Gobierno de UCD. Los grupos revolucionarios consideraban que esta estrategia no reducía las desigualdades sociales ni reforzaba la democracia, sino que debilitaba a la izquierda, fortalecía a la derecha, perjudicaba a la clase trabajadora y fomentaba la desmoralización y el desinterés por la política[43].


    El alto grado de acuerdo entre las principales formaciones de la izquierda radical en su oposición al eurocomunismo y a la política de consenso con la derecha y la presión de las bases a favor de la unidad no fueron suficiente para que las direcciones partidarias renunciaran a absorber al resto de organizaciones. Tras las elecciones de junio de 1977, el PTE se dirigía a la ORT para impulsar una unificación «inmediata» de las dos organizaciones comunistas. Las conversaciones previas habían dado lugar a acuerdos sobre la base ideológica y política, la situación internacional, la cuestión nacional, e incluso las tareas inmediatas[44]. La sintonía era total incluso en la política de alianzas, que para ambos partidos pasaba por un acercamiento al PSOE que les permitiera competir con el PCE en mejores condiciones[45]. A pesar de todos los acuerdos, la unificación no fue posible porque ninguno de los dos equipos dirigentes estaban dispuestos a compartir el poder en la nueva organización[46].


    El PCE (m-l) y el MC tampoco hicieron esfuerzos por impulsar la unificación de la izquierda radical. La LCR era la formación con mayor disposición a la unidad (también era de las fuerzas más pequeñas), pero planteaba una exigencia que hacía muy difícil la confluencia: que el nuevo partido se mantuviera dentro de la IV Internacional [47].


    AUGE Y DECLIVE DEL MOVIMIENTO LIBERTARIO


    Durante estos años, el movimiento libertario se convirtió en un fenómeno de masas, sobre todo en Cataluña y País Valenciano. Su crecimiento fue tal que parecía capaz de impulsar una transformación social profunda en sentido anticapitalista y antiautoritario. En el verano de 1977, la CNT, ya legalizada, reunió en un mitin en el parque barcelonés de Montjuïc a decenas de miles de personas y poco después, en las jornadas libertarias organizadas en el parque Güell, de la misma ciudad, participaron unas 600.000 personas.


    El movimiento libertario era un conglomerado heterogéneo de organizaciones, personas y redes informales, cuya columna vertebral era la CNT, pero que también estaba integrado por ateneos de barrio, revistas, editoriales, librerías, grupos informales y colectivos más estructurados como las Juventudes Libertarias o la madrileña Coordinadora Libertaria Antirrepresiva. Dentro del área libertaria se encontraba también una nebulosa de hombres y mujeres unidos por distintos vínculos como la participación en unas mismas actividades culturales y sociopolíticas, formas de vida similares en comunas urbanas o la coincidencia en espacios de ocio. Todas estas personas compartían ciertas ideas antiautoritarias y, sobre todo, una identidad común, la de formar parte del movimiento libertario. Les unía más la participación en distintas luchas y el rechazo al capitalismo, al Estado y a los partidos políticos que una estrategia compartida o una agenda común.


    El movimiento libertario no fue capaz de encajar la avalancha de simpatizantes que se acercaron a él buscando una alternativa a los partidos marxistas. Solo había organización y proyecto en un ámbito, el laboral, donde la CNT no paraba de crecer y llegó a agrupar a unos 129.000 afiliados, de los cuales más de la mitad trabajaban en Cataluña. Más allá de la central anarcosindicalista solo había iniciativas locales y aisladas, como los ateneos libertarios, principalmente en Madrid y Barcelona. Las revistas Ajoblanco y Bicicleta y las editoriales y librerías favorecieron el debate y la difusión de experiencias pero resultaron insuficientes para elaborar una estrategia y un proyecto compartido.


    La parte más sólida del movimiento libertario, la CNT, tuvo una evolución muy marcada por las divisiones internas y sobre todo por las dificultades para encauzar de manera constructiva los debates dentro de la organización.


    El debate sobre la organización integral (1977)


    Tras las revueltas de 1968, la izquierda había abierto su campo de actuación a nuevos planteamientos como la crítica de la vida cotidiana, el feminismo, la liberación sexual o el rechazo a las cárceles, que extendieron la lucha más allá de los muros de las empresas para llegar a todos los ámbitos de la vida. Una de las sensibilidades del movimiento libertario, defensor del carácter integral de la CNT, defendía que la central anarcosindicalista abordara todas las luchas en plano de igualdad (laboral, ecología, feminismo, contra las cárceles, contra la represión…) y adaptara su estructura organizativa a sus nuevas funciones, integrando a colectivos ecologistas, estudiantiles, vecinales y juveniles en pie de igualdad con los sindicatos de ramo[48]. Por medio de esta corriente se incorporaron a la CNT una parte de los activistas libertarios que habían intentado sin éxito elaborar una estrategia y establecer una coordinación fuera del ámbito sindical. El sector integral planteaba que desde la reivindicación laboral resultaba difícil generar conciencia anticapitalista, e ir más allá de la mejora de las condiciones de trabajo y se interrogaba sobre la utilidad de conseguir incrementos salariales para que los trabajadores imitaran el nivel de consumo y la forma de vida de la burguesía. Para estos activistas, la lucha contra la represión y las cárceles ofrecía mayores posibilidades de extender las ideas libertarias y transformar los aspectos más autoritarios del Estado. Los integrales tuvieron fuerza sobre todo en Cataluña, donde llegaron a proponer sin éxito que la Confederación estuviera formada por organizaciones de barrio en igualdad de condiciones que los sindicatos. En Madrid, la punta de lanza de estos planteamientos fue el Comité Pro Presos (CPP), muy activo en la comisión pro amnistía, en el apoyo a los reclusos sociales organizados en la COPEL, en la Coordinadora de Marginados y en la lucha contra la LPRS [49].


    Dentro de la central anarcosindicalista, la mayoría apoyaba la participación en otras luchas, pero entendía que el sindicato debía centrarse en la actividad laboral, dejando la iniciativa en el resto de ámbitos a otros colectivos del movimiento libertario. Una parte de esta mayoría interpretó los planteamientos integrales como una desviación de la CNT de su trayectoria histórica, en tanto que su acción sindical quedaba eclipsada por la participación en luchas políticas de mayor trascendencia como las protestas de los presos comunes. Esta minoría impidió que las diferentes posiciones se confrontaran en un debate democrático y en Madrid forzó la salida de la CNT de los militantes del CPP tras una campaña de difamaciones y acusaciones falsas[50].


    Dentro de estos enfrentamientos latía una cuestión central, la separación entre la mejora de las condiciones laborales (razón de ser del sindicalismo) y la finalidad de la CNT, disputar la organización de la empresa y del conjunto de la actividad económica a los empresarios y al Estado para superar el capitalismo y establecer un nuevo sistema basado en la autogestión. Para conectar la realidad diaria reformista y el objetivo último revolucionario se requería una estrategia que envolviera las mejoras parciales logradas por medio de acuerdos con los empresarios en un proyecto general, de manera que las reformas no sirvieran para fortalecer el sistema capitalista y el Estado que se pretendía sustituir, sino para potenciar una alternativa global. La CNT no lograba elaborar un proyecto de este tipo, y como fuera de la central el vacío era aún mayor, una parte de los militantes anarquistas optaron por una solución organizativa: que la CNT abordara todas las luchas sociales en pie de igualdad. Pero de esta manera no se resolvía la falta de proyecto, sino que se intentaba cargar a la parte más desarrollada del movimiento con las insuficiencias del resto, poniendo en peligro la continuidad de la actividad sindical.


    Lucha por el poder, agresiones y represión (1978)


    Durante 1978 el debate sobre estrategia sindical fue arrinconado por la lucha por el control de la organización, que tomaba la forma de discusiones sobre normas de funcionamiento, que más que para aprobar iniciativas, servía para impedir que el rival interno avanzara con sus propuestas, que en esencia eran muy similares[51]. Las cuestiones sindicales se iban aparcando y las asambleas se vaciaban de afiliados. Esta dinámica se intensificó cuando la pugna por el poder derivó en insultos, amenazas y agresiones y dinamitó los éxitos laborales de la CNT, como la victoria obrera en la huelga de gasolineras en Barcelona. En esta ciudad, la Federación Local perdió las tres cuartas partes de sus 40.000 afiliados, la regional andaluza pasó de 12.000 a 2.000 cotizantes y en Madrid, el debate sobre acción sindical y formas de lucha contra el paro tuvo que ser aplazado para abordar cuestiones más urgentes: la erradicación de la violencia y la libertad de expresión dentro de CNT. Las discusiones sobre estrategia sindical, cuando se pudieron realizar, tuvieron amplia participación y no generaron grandes enfrentamientos, ni siquiera cuando un sindicato planteó que había sido un error no presentarse a las elecciones sindicales, uno de los puntales de la estrategia cenetista en la Transición[52].


    El movimiento libertario, y en especial la CNT como su parte más organizada fueron objeto de una represión política que contribuyó a su crisis, aunque no tanto como la falta de estrategia y los enfrentamientos internos. El punto álgido de la represión contra los anarquistas fue el atentado contra la sala de fiestas Scala en Barcelona, el 15 de enero de 1978. Ese día, tras una manifestación convocada por la central anarcosindicalista contra los Pactos de la Moncloa, un grupo de jóvenes libertarios dirigido por el confidente policial Joaquín Gambín Hernández lanzó unos cócteles molotov contra la puerta de la sala de fiestas Scala. Poco después se inició un incendio en el interior del hotel, en el que murieron cuatro trabajadores, varios de ellos afiliados a la Confederación: Ramón Egea, Juan López, Diego Montoro y Bernabé Bravo. En los cinco meses siguientes, la Policía detuvo a 67 militantes libertarios y autónomos, en su mayoría acusados de formar parte de grupos armados[53].


    Se trataba de grupos autónomos y libertarios que realizaban pequeñas acciones armadas sin causar víctimas, generalmente colocando explosivos en empresas y edificios oficiales. La Federación Ibérica de Grupos Anarquistas (FIGA) fue el principal colectivo de este tipo, que realizó varios atracos a bancos para financiar al movimiento libertario –incluida alguna iniciativa confederal– y apoyar a sus presos. La mayoría de la militancia libertaria, que consideraba justificado el uso de la violencia para defenderse de la represión policial y las bandas ultraderechistas, valoraba que los atracos y los atentados contra empresas y edificios oficiales debilitaban al movimiento, aumentaban el riesgo de infiltración y alejaban las decisiones de los grupos libertarios de base, tanto sindicatos como ateneos u otros colectivos. Aun así, se consideraba a sus autores como parte de un mismo movimiento y por tanto, aún desde la discrepancia, como merecedores de solidaridad. El debate con la minoría que apoyaba la actividad de estos grupos se canceló con el desmantelamiento de estos por parte de la Policía antes de que pudieran consolidarse. En junio de 1979, la Policía detenía en Almería a tres miembros de la FIGA, entre ellos varios exafiliados de la CNT. En la operación perdió la vida Agustín Valiente al intentar escapar[54].


    Ni la CNT ni el resto de grupos libertarios abordaron una reflexión estratégica profunda que actualizara su análisis sobre el papel del Estado, que ya no era solamente un «consejo de administración de los grandes empresarios» con funciones estrictamente represivas. Tras los intentos reformadores de la Segunda República, ahogados en sangre por la dictadura franquista, en la Transición, la movilización popular estaba forzando a que se dieran pasos para la creación de un Estado de derecho y un Estado del bienestar.


    Ante esta nueva situación, el movimiento libertario no adaptó su estrategia y más allá de la reivindicación última de una sociedad autogestionada sin Estado, careció de un proyecto que conectara los principios libertarios (importancia de la participación y de la responsabilidad para reducir la necesidad de delegación, crítica a las limitaciones de la democracia representativa, impulso de las transformaciones sociales desde fuera del Estado y las instituciones) con las incipientes realidades propias del Estado de derecho y del Estado del bienestar. El sector ortodoxo, mayoritario, interpretó todas las propuestas renovadoras como fruto de las diferencias entre sindicalismo revolucionario y sindicalismo reformista. Pero el sindicalismo revolucionario requería algo más que declaraciones genéricas sobre un modelo de sociedad ideal, exigía la elaboración de un proyecto con objetivos a corto y medio plazo y una estrategia para alcanzarlos.


    LIBERACIÓN Y LOS GRUPOS AUTÓNOMOS. LA MAZA SIN CANTERA


    Los grupos autónomos avanzaron en la coordinación de los núcleos locales, pero la dinámica asamblearia de la que se nutrían se debilitó tras la legalización de los sindicatos, que reivindicaron para sí la toma de decisiones y la dirección de los conflictos laborales. La autonomía obrera era al mismo tiempo una práctica de luchas organizadas en asambleas soberanas y comisiones revocables al margen de partidos y sindicatos y una línea política, que para Liberación se centraba en fomentar que en esas asambleas se trataran cuestiones políticas y culturales y se coordinaran para formar una organización obrera de carácter permanente. Liberación consideraba que una organización de este tipo ya suponía la existencia de una conciencia anticapitalista en sus miembros, en tanto que cuestionaban «los criterios de jerarquía y autoridad esenciales al capitalismo». Al margen de este aspecto, las propuestas de los grupos autónomos que intervenían en las luchas asamblearias no se diferenciaban mucho de las del resto de grupos revolucionarios (oposición al pacto social, lucha contra el paro y la marginación) salvo en el ámbito organizativo, donde los autónomos defendían la coordinación de las asambleas como alternativa a los sindicatos y a los comités de empresa[55].


    El intento de coordinar de manera horizontal a los diversos sectores que defendían la autonomía obrera fue una seña de identidad de Liberación, que estableció vínculos con grupos autónomos de fábricas, militantes de CNT, colectivos barriales, revistas teóricas y editoriales al mismo tiempo que sus propios colectivos (denominados equipos) mantenían una intensa labor local en barrios, empresas y centros de enseñanza.


    A pesar de estos intentos, Liberación no logró una intervención política unificada en toda España y a finales de 1977 sufrió una escisión que se quedó con la editorial ZYX y se alejó de las luchas asamblearias, para más tarde evolucionar a posiciones católicas integristas, próximas a Comunión y Liberación[56].


    Sobreponiéndose a estos reveses, Liberación se refundó, con otros grupos, en una nueva organización de ámbito estatal denominada Autonomía Obrera, constituida en marzo de 1978 por colectivos de Alicante, Badajoz, Barcelona, Burgos, Canarias, Córdoba, Granada, Jaén, Madrid, Málaga, Salamanca, Sevilla, Valencia y Zaragoza[57].


    La nueva estructura se basaba en una asamblea general y un consejo de delegados integrado por representantes revocables de cada asamblea local[58]. El objetivo era superar la dispersión de prácticas de los distintos territorios y lograr una acción unificada, por lo que las decisiones de la asamblea y el consejo de delegados de ámbito estatal eran vinculantes para las asambleas provinciales. Algunos grupos, como los de Madrid, no estaban dispuestos a ir más allá de una coordinación de asambleas, que no obligara a la unificación de la acción política, y se desvincularon de la nueva organización[59].


    El intento de coordinación no pudo sobreponerse al retroceso de las luchas asamblearias y no logró consolidarse. Ante esta situación, desde las revistas teóricas se intentó ampliar el campo de intervención de los grupos autónomos más allá de las luchas de fábrica, para incorporar a la autonomía a otras luchas sociales desarrolladas al margen de partidos: minusválidos, un sector del feminismo, presos comunes y homosexuales. Pero si la caracterización de las luchas obreras asamblearias como «expresión de la autonomía» ya presentaba problemas, en tanto que sus propios protagonistas no tenían conciencia de pertenecer a la autonomía, en el caso de estos grupos, la conexión con la propuesta política de la autonomía era prácticamente inexistente. Sus promotores acuñaron el término de «autonomía social», para diferenciarla de la autonomía obrera, pero no pasó de ser una iniciativa que no conectó con los activistas de las luchas a quienes se dirigía.


    Dentro de la autonomía se desarrollaron también algunos pequeños grupos armados. Durante 1978 y 1979 se dedicaron a realizar atentados con explosivos contra empresas e instituciones sin provocar daños personales y a cometer atracos para sostener su actividad. Eran grupos independientes que se coordinaban solo en momentos puntuales. Sus posiciones políticas eran similares a las de los grupos autónomos de las empresas (crítica al trabajo asalariado, la mercancía y el Estado, autoorganización de los trabajadores, anticapitalismo, destrucción de las cárceles, rechazo a los partidos políticos), de los que se diferenciaban por la oposición frontal a los sindicatos y la pretensión de «abolir el poder»[60], pero sobre todo por su posición exterior a las luchas asamblearias.


    Los colectivos vinculados a Liberación no tenían relación con estos grupos armados y cuando fueron desmantelados por la Policía en 1979, el apoyo a los presos fue asumido por sectores libertarios y grupos autónomos juveniles.


    NI CONTIGO NI SIN TI. LAS COMUNIDADES CRISTIANAS POPULARES


    Las CCP desarrollaron una actividad creciente en medio de una tensión constante entre la iglesia oficial y la corriente progresista denominada iglesia de base. Las comunidades criticaban la célula básica de la iglesia, la parroquia, un espacio donde los creyentes no se conocían, donde no se vivía la fraternidad, y donde la participación igualitaria se sustituía por el gregarismo de los fieles y el autoritarismo de los curas. Las comunidades se reivindicaban como parte de la iglesia y rechazaban la jerarquía para defender una reforma de la institución basada en la pobreza y en la vocación de servicio frente al ansia de poder y riqueza, así como en la igualdad frente a actitudes clasistas y autoritarias[61].


    A medida que la iglesia oficial española se orientaba hacia el conservadurismo (especialmente después de la salida del cardenal Tarancón de la presidencia de la conferencia episcopal), y se alineaba con el papa Juan Pablo II, las relaciones entre la jerarquía y las CCP se hicieron más tensas. Las comunidades criticaban la «descarada injerencia» del embajador del Vaticano «en asuntos propios de nuestro país», su afinidad con la organización ultraconservadora Opus Dei, y alertaban ante el intento de la iglesia oficial de «consolidarse como un poder institucional dispuesto a echar pulsos a las organizaciones democráticas»[62]. Como consecuencia de estas críticas, las CCP fueron expulsadas de varias parroquias, mientras la curia apoyaba otro tipo de comunidades, las del camino neocatecumenal, conocidas popularmente como «los kikos», por el nombre de su líder Kiko Argüello.


    El segundo encuentro estatal de las CCP, celebrado bajo el lema «Hacer comunidad, hacer pueblo, hacer iglesia», reunió a unas 700 personas, que debatieron sobre el papel de los creyentes en la iglesia, en la elaboración de la teología, las relaciones entre iglesia y Estado, la enseñanza y la religión y la libertad de opciones políticas y sindicales de los cristianos.


    El tercer encuentro tuvo lugar en la primavera de 1978, en pleno proceso de elaboración de la Constitución, con la participación de un millar de católicos de comunidades populares de todo el país y de la emigración en Europa. Se reflexionó sobre el sentido comunitario de la fe y se replanteó la liturgia popular buscando nuevos gestos simbólicos significativos que conectaran con la vida diaria y con las luchas del momento.


    En esta asamblea, las comunidades cristianas de la emigración propusieron que «no se hablara de países y nacionalidades mientras no se resolviera el problema principal, la opresión capitalista», un planteamiento que recogió un amplio respaldo, a pesar de que la anterior asamblea estatal de las CCP había denunciado «la opresión nacional que sufren los pueblos del Estado español a causa del centralismo» y habían asumido «la causa de la liberación nacional».


    Las CCP de Madrid publicaron en su revista una carta de las CCP vascas en las que se reclamaba mayor sensibilidad con la opresión nacional y se argumentaba que no era razonable «esperar al socialismo para solucionar el problema de la iglesia, la mujer o la identidad de los pueblos». A través del debate, las distintas comunidades «tomaron conciencia de las distintas opresiones que aquejaban a las nacionalidades del Estado español». Se transformaba la idea de pueblo, que constituía uno de los principales componentes de la identidad de las CCP. Su acepción original, referida a la mayoría social carente de recursos, pasó a incluir también a las «comunidades y naciones oprimidas».


    En 1979, se realizó el IV Encuentro en Valladolid con una asistencia aproximada de 1.300 personas. Las Comunidades afirmaban que los partidos de izquierda no asumían posiciones críticas frente a la iglesia y, en lugar de presentar batalla, optaban por pactos tácitos con la jerarquía para no enfrentarse con ella. En cuanto a la utilización del hecho religioso por parte de la iglesia, las CCP percibían un sentido coactivo hacia el pueblo, la legitimación del sistema capitalista, el afianzamiento de su fuerza política por medio de las concentraciones de masas y el descrédito de los que buscaban el cambio del sistema. En cuanto a su propio uso del hecho religioso, las CCP reconocieron que su crítica al componente místico e idealista les había llevado a tratar despectivamente a las personas sencillas para quienes estas realidades eran importantes, cayendo en una «falta de respeto hacia otros tipos de religiosidad y otras confesiones»[63].


    LA IZQUIERDA NACIONALISTA VASCA, GALLEGA, CATALANA Y CANARIA


    En el País Vasco, la izquierda independentista mantenía su división. Por una parte se encontraba el partido EIA, vinculado a LAIA y por otra Herri Alderdi Sozialista Iraultzailea (HASI [Partido Socialista Revolucionario Popular]), creado en el verano de 1977 y próximo a ETA (m). Las elecciones de junio habían demostrado el acierto de la estrategia de EIA de presentarse a los comicios y de ensayar alianzas con la izquierda revolucionaria española, una política diseñada por el dirigente de ETA (p-m) Pertur. El primer congreso del partido ratificó esta línea de actuación y eligió como secretario general a Mario Onaindia, que se sirvió de su prestigio como exmiembro de ETA condenado en el proceso de Burgos para liderar un viraje posibilista hacia la socialdemocracia, que daba prioridad a la actividad institucional y que provocó la salida de los sectores leninistas y partidarios de impulsar la movilización social.


    La nueva política de EIA supuso su desconexión de la base social abertzale y de los movimientos sociales afines, que optaron mayoritariamente por el otro sector de la izquierda independentista, liderado por ETA (m). Esta corriente sobrepasó al sector posibilista incluso en el ámbito electoral, con la creación de la candidatura HB, que logró aglutinar a distintos sectores partidarios de la ruptura democrática y la independencia, como veremos más adelante.


    La apuesta estratégica de EIA por la alianza entre la izquierda independentista y la revolucionaria, que había logrado un buen resultado electoral con las candidaturas de EE y UNAI, tuvo un corto recorrido. La desconfianza entre las militancias de EIA y EMK (que no llegaron a cooperar), el uso sectario de los dos parlamentarios de la coalición por parte de EIA y las críticas de EMK a los atentados de ETA acabaron con el proyecto de EE como alianza de la izquierda radical y la abertzale[64].


    Hubo también otra colaboración efímera entre una parte de la izquierda independentista y sectores asambleístas de la izquierda revolucionaria, que formaron los Comandos Autónomos Anticapitalistas. Estos grupos armados apoyaron algunas luchas asamblearias obreras y vecinales, atentaron contra sedes de la patronal y sindicatos como CCOO y SU y participaron en los enfrentamientos con los cuerpos represivos en manifestaciones y protestas. En sus atentados mataron a 21 personas hasta el final de la Transición, entre ellos policías, guardias civiles, ultraderechistas y empresarios[65].


    En Galicia, la corriente mayoritaria del nacionalismo de izquierdas, seguía siendo la marxista-leninista, representada por la UPG, que defendía la soberanía nacional gallega, pero se mostraba abierta a la posibilidad de mantenerse dentro de un Estado español que reconociera el derecho de autodeterminación. La labor constante en la dinamización de las movilizaciones obreras, campesinas, estudiantiles y ecologistas y en el impulso de iniciativas culturales, permitió a la UPG superar en influencia social al Partido Comunista de Galicia y le proporcionó una sólida implantación en las áreas rurales, en las zonas industriales y en menor medida, entre las clases medias profesionales urbanas de las cuatro provincias gallegas.


    En el ámbito rural, la influencia de la UPG se daba en las zonas donde tenían fuerza las Comisións Labregas, creadas por este partido a través de técnicos agrarios, maestros y sacerdotes, que reclutaron a agricultores y ganaderos tras haberse implicado en las luchas iniciadas en plena dictadura por la devolución de los montes comunales y en contra de la construcción de embalses que perjudicaban a las comarcas. Las incorporaciones al sindicato nacionalista de los primeros labradores también se consiguieron proponiendo movilizaciones para reclamar mejores dotaciones educativas o sanitarias, contra el pago de la cuota empresarial de la Seguridad Social agraria por parte de las explotaciones familiares y por la democracia en el ámbito rural. El control las Comisións Labregas por parte de la UPG provocó una escisión que dio lugar al Sindicato Agrario Galego, que aunque reivindicaba su autonomía respecto a los partidos, acabó vinculándose al PSG, antes de disolverse.


    La influencia en el campo (donde Comisions Labregas-Sindicato Labrego Galego fue la única central que logró unificar los conflictos locales a escala gallega) y, en menor medida, entre obreros industriales y en la clase media urbana no evitaron unos malos resultados electorales. La escasez de los apoyos recibidos por la UPG en los comicios de 1979 provocaron una pequeña escisión liderada por Camilo Nogueira, que dio lugar, junto a militantes de otras formaciones radicales y nacionalistas, al Partido Obreiro Galego (POG), una organización marxista que defendía la autodeterminación de Galicia, el estatuto de autonomía y la integración en una España federal. A diferencia de la UPG, tanto el POG como el PSG estaban formados principalmente por profesionales e intelectuales de clase media urbana, sobre todo de la ciudad de Vigo, y tenían una influencia escasa en medios obreros y campesinos[66].


    En Canarias, la agrupación electoral PCU, impulsada por una parte de la izquierda revolucionaria, se organizó tras los comicios de 1977 como una coordinadora de grupos de base en barrios, pueblos y sectores productivos, con el apoyo de dos centrales sindicales nacionalistas, el Sindicato Obrero Canario y el Movimiento Autónomo de Trabajadores. Desde PCU se buscó ampliar la unidad de la izquierda radical y nacionalista, incorporando al Partido Socialista de Canarias (una escisión del PSP que había rechazado integrarse en el PSOE), Unidad Socialista Autogestionaria de Canarias y el PUCC a la creación de una nueva coalición llamada Unión del Pueblo Canario (UPC), que supuso un hito en la izquierda radical, como veremos más adelante[67].


    En Cataluña, las organizaciones de la izquierda independentista continuaban débiles y divididas. Mientras el Partit Socialista d’Alliberament Nacional (provisional) (PSAN [p]) se centraba en impulsar movilizaciones que generalmente derivaban en enfrentamientos con los cuerpos represivos, el PSAN solicitaba su legalización y trataba de lograr una presencia pública similar a la del resto de los partidos. A pesar de la debilidad organizativa, la izquierda independentista se constituyó como un espacio político relevante el 11 de septiembre de 1977 con un acto en el que participaron 30.000 personas. Espoleados por este éxito, dos meses después se realizó el primer encuentro de organizaciones marxistas independentistas de los Países Catalanes (Cataluña, País Valenciano e Islas Baleares), en el que participaron siete grupos. Los resultados de la reunión fueron escasos y ni siquiera se llegó a un acuerdo de unidad de acción[68].
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    V. UNA EXPLOSIÓN DE PARTICIPACIÓN


    En el invierno de 1977, en un barrio obrero del norte de Barcelona, medio millar de vecinos ocuparon por sorpresa una planta de fabricación de asfalto que el alcalde franquista Joaquín Viola había autorizado construir a pesar de incumplir la norma legal que establecía una distancia mínima de dos kilómetros de los núcleos urbanos para este tipo de industria. La asociación de vecinos de Nou Barris, impulsada por militantes del PSUC y en menor medida por activistas de partidos de la izquierda radical como BR, PTE y OIC, llevaba ya tiempo realizando asambleas y manifestaciones denunciando la contaminación que provocaba esta fábrica levantada en plena barriada. Ante la falta de avances, decidieron pasar a la acción e ir más allá de las protestas simbólicas. Tras entrar en la planta, comenzaron a desmantelarla con sus propias manos, provocando daños por valor de 10.000.000 de pesetas, el equivalente al salario mínimo anual de 63 trabajadores.


    Pocos días antes, la presión continuada y creciente del movimiento vecinal barcelonés había logrado la dimisión de Viola y su sustitución por Josep María Socías, un regidor dispuesto a aceptar la participación de los ciudadanos en el gobierno de la ciudad a través de las asociaciones de barrio, como veremos en detalle más adelante.


    Tras la acción directa, Andrés Naya, representante de la Asociación de Vecinos de Nou Barris, mantuvo una reunión con el nuevo alcalde, en la que este aceptó el desmantelamiento de la planta asfáltica. A la cita con Socías, el dirigente vecinal se presentó con una maqueta del centro cultural autogestionado que los vecinos reivindicaban para el terreno de la fábrica, un proyecto que también lograron, con la creación del Ateneo Popular de Nou Barris, que se ha mantenido hasta hoy[1].


    El ensanchamiento de las libertades durante el último gobierno de la dictadura y sobre todo con el primer ejecutivo democrático desde la Segunda República, supuso la legalización de la gran mayoría de las organizaciones sociales. Al disminuir el riesgo por participar en los movimientos sociales, estos se desarrollaron aún más, en una explosión de actividades reivindicativas, comunitarias, culturales y asociativas.


    HAMBRE DE SALARIOS Y DE DEMOCRACIA. EL MOVIMIENTO OBRERO


    A medida que se profundizaba la crisis económica y aumentaba la destrucción de empleo, la conflictividad laboral se transformaba. La legalización de los sindicatos y el reconocimiento del derecho de huelga contribuyeron a que aumentaran los paros laborales, pero estos ya no eran cortos, victoriosos, generalizados y a la ofensiva como en los años anteriores, sino luchas localizadas que se enquistaban y una vez aisladas, se perdían. Se difuminaron las reivindicaciones generales como amnistía o libertades, y en los convenios, el igualitarismo de los incrementos lineales fue sustituido por subidas porcentuales (que aumentaban las diferencias salariales entre los trabajadores) e incluso pérdidas de poder adquisitivo[2].


    La izquierda radical afrontó esta nueva etapa muy dividida en el terreno laboral. Algunos partidos, como ORT, PTE y PCE (m-l) habían formado sus propios sindicatos (SU, CSUT y Asociación Obrera Asambleísta [AOA], respectivamente), mientras MC seguía impulsando la central mayoritaria, CCOO, junto a la LCR, que, en menor medida, también trabajaba dentro de UGT. En el área libertaria, CNT seguía siendo la referencia y los partidarios de la autonomía obrera continuaron alimentando las asambleas decisorias sin lograr una coordinación más allá del ámbito local.


    
      Tabla 3. Huelgas, huelguistas y jornadas de paro (1976-1982)


      
        
          
          
          
          
          
          
          
          
        

        
          
            	
              Año

            

            	
              Huelgas

            

            	
              Huelguistas (miles)

            

            	
              Jornadas perdidas (miles)

            

            	
              Volumen**

            
          


          
            	
              CEOE

            

            	
              Min. Trabajo

            

            	
              CEOE

            

            	
              Min. Trabajo

            

            	
              CEOE

            

            	
              Min. Trabajo

            
          


          
            	
              1976

            

            	
              1.568

            

            	
              –

            

            	
              3.689,90

            

            	
              –

            

            	
              13.753,00

            

            	
              –

            

            	
              31.916,90

            
          


          
            	
              1977

            

            	
              974

            

            	
              1.194

            

            	
              2.317

            

            	
              2.955,60

            

            	
              11.565,20

            

            	
              16.641,70

            

            	
              25.513,70

            
          


          
            	
              1978

            

            	
              1.356

            

            	
              1.128

            

            	
              3.633

            

            	
              3.863,80

            

            	
              16.092,30

            

            	
              11.550,90

            

            	
              43.109,50

            
          


          
            	
              1979

            

            	
              1.789

            

            	
              2.680

            

            	
              5.752,30

            

            	
              5.713,20

            

            	
              21.383,30

            

            	
              18.916

            

            	
              68.749,30

            
          


          
            	
              1980

            

            	
              1.669

            

            	
              2.103

            

            	
              2.461

            

            	
              2.287

            

            	
              13.578,20

            

            	
              675,5*

            

            	
              20.029

            
          


          
            	
              1981

            

            	
              2.556

            

            	
              1.993

            

            	
              3.358

            

            	
              1.944,90

            

            	
              9.319,90

            

            	
              553,8*

            

            	
              12.245

            
          


          
            	
              1982

            

            	
              2.582

            

            	
              1.810

            

            	
              1.634

            

            	
              1.058,90

            

            	
              7.229,30

            

            	
              2.787*

            

            	
              4.576

            
          

        
      


      


      * Excepto Cataluña.


      ** Resultado de multiplicar el número de huelgas por el tamaño y por la duración media, dividido por 10 (en millones).


      Fuente: Á. Soto, Transición y cambio en España, 1975-1996, Madrid, Alianza, 2005, p. 448.

    


    Todas estas organizaciones y corrientes se disputaban el mismo espacio, el del sindicalismo radical, nutrido por una minoría significativa de trabajadores que compartían una ideología anticapitalista, formas contundentes de movilización, el rechazo a las organizaciones burocráticas y la defensa de la participación y el control desde la base[3].


    Otra de las señas de identidad del sindicalismo radical eran las huelgas de solidaridad, que fueron desapareciendo progresivamente. Un ejemplo de este tipo de conflictos lo encontramos en la localidad madrileña de Getafe, donde el despido de un trabajador en la empresa Wafios en febrero de 1978 fue respondido por SU, CSUT y CCOO con un paro de una hora en más de 20 empresas de la zona, una huelga de hambre de nueve días y movilizaciones secundadas por miles de trabajadores a pesar de la represión policial. El conflicto terminó con la readmisión del despedido a cambio de aceptar sanciones de dos meses de empleo y sueldo a tres operarios, un castigo que pagaron entre todos los obreros de la fábrica[4].


    En el conjunto de España, el sindicalismo radical no puso en peligro la posición dominante de la mayoría de CCOO liderada por el PCE, salvo en algunas zonas como Navarra (donde la izquierda revolucionaria logró en su conjunto una amplia mayoría), Guipúzcoa y Canarias y en sectores como el transporte de mercancías por carretera en Madrid o empresas como Correos. Las centrales radicales hacían sus propuestas de tablas reivindicativas, se sumaban a las huelgas convocadas por CCOO y UGT con una plataforma más o menos unitaria y trataban de aumentar la presión sobre la patronal, pero cuando los mayoritarios firmaban los convenios, no lograban mantener la movilización en solitario ni forzar su presencia en la mesa de negociaciones. El dominio de CCOO y UGT se confirmó en las primeras elecciones sindicales libres, celebradas en 1978.


    A pesar de tener programas muy similares, las organizaciones sindicales revolucionarias no confluyeron en dinámicas unitarias más allá del nivel de empresa, lo cual hacía aún más difícil competir con las dos principales centrales, CCOO y UGT.


    
      Tabla 4. Resultados de las elecciones sindicales de 1978


      
        
          
          
          
        

        
          
            	
              Centrales

            

            	
              Representantes

            

            	
              Porcentaje de representantes (%)

            
          


          
            	
              CCOO

            

            	
              66.006

            

            	
              34,50

            
          


          
            	
              UGT

            

            	
              41.419

            

            	
              21,60

            
          


          
            	
              USO

            

            	
              7.203

            

            	
              3,70

            
          


          
            	
              CSUT

            

            	
              5.583

            

            	
              2,90

            
          


          
            	
              SU

            

            	
              3.164

            

            	
              1,60

            
          


          
            	
              No afiliados

            

            	
              34.764

            

            	
              18,20

            
          


          
            	
              Independientes

            

            	
              23.565

            

            	
              12,30

            
          


          
            	
              ELA-STV

            

            	
              1.929

            

            	
              1,0 / 11,6

            
          


          
            	
              CNT

            

            	
              413

            

            	
              0,20

            
          


          
            	
              Otros

            

            	
              6.995

            

            	
              3,20

            
          


          
            	
              Total

            

            	
              191.041

            

            	
               

            
          

        
      


      


      Fuente: V. Pérez Díaz, «Elecciones sindicales, afiliación y vida sindical local de los obreros españoles de hoy», Revista Española de Investigaciones Sociológicas 6, 1987, p. 13.

    


    Las asambleas seguían estando presentes en la mayoría de los conflictos, pero cada vez eran menos decisorias a medida que los sindicatos, ya legales, asumían la dirección de las protestas. SU, CSUT, AOA y CNT (así como los militantes de MC y LCR dentro de CCOO) defendían que las grandes decisiones se tomaran en asambleas y que estas eligieran a delegados para participar en la negociación de los convenios junto a los representantes de los sindicatos, en contra de la posición de la mayoría de CCOO y, sobre todo, de UGT[5]. La izquierda radical logró establecer este modelo mixto de sindicatos-delegados elegidos por las asambleas en algunos sectores como metal, limpiezas y administración pública[6] y además consiguió que las asambleas dirigieran la huelga de la enseñanza pública en toda España.


    Mediante esta huelga, impulsada por las distintas corrientes de la izquierda revolucionaria, desde grupos autónomos vinculados a Liberación hasta CNT, pasando por SU y CSUT, los docentes de primaria y secundaria defendían una educación que dejara de lado la memorización de datos de dudosa utilidad y la competición entre alumnos para centrarse en la comprensión de la realidad y el entorno, así como la cooperación entre iguales. Los profesores reclamaban mejoras laborales, mejores condiciones de escolarización para los alumnos, gestión democrática de los centros y una renovación pedagógica impulsada desde la escuela pública[7].


    Las organizaciones radicales no lograron que su propuesta de hacer confluir las luchas de distintos sectores cuajara entre los trabajadores y la mayor parte de la movilización obrera se produjo en el ámbito de la negociación de los convenios de empresa o sectoriales. Ante la incapacidad de las organizaciones radicales, las convocatorias generales, muy escasas, fueron impulsadas por CCOO y UGT, principalmente para exigir al Gobierno medidas contra el paro. La primera de ellas fue una manifestación en Madrid en octubre de 1977 «por la amnistía laboral, contra el paro y la carestía de la vida y por el patrimonio sindical», que congregó a entre 500.000 y 800.000 personas y contó con el apoyo de las centrales CSUT, SU y USO, partidos de izquierda y asociaciones vecinales. La segunda gran movilización consistió en una hora de paro contra el desempleo en abril de 1978 en toda España. El SU se adhirió a la convocatoria de CCOO y UGT, en la que participaron unos 4.000.000 de trabajadores[8].


    La hora de la verdad. Asambleas, sindicatos y comités de empresa


    Entre la disolución del sindicato vertical (la OSE), concluida en junio de 1977, y las primeras elecciones sindicales a comités de empresa, celebradas en 1978, hubo un periodo de indefinición, en el que las asambleas, los sindicatos y las comisiones de fábrica compartieron la dirección de los conflictos y la negociación con la patronal. La relación entre estas tres formas de organización obrera se convirtió en una pugna, en cuyo fondo latía la vieja cuestión de la representatividad y la democracia en los centros de trabajo.


    Los trabajadores, según las encuestas de Pérez Díaz, querían participar y decidir en la acción sindical de manera directa, controlar a sus representantes, tener la posibilidad de revocarlos en cualquier momento y consideraban fundamentales las asambleas. Para negociar los convenios, preferían, por este orden, a los representantes electos (35,6 por 100), los sindicatos (22,3 por 100), la comisión mixta de representantes electos y sindicatos (16,9 por 100) y la asamblea de trabajadores (12 por 100)[9].


    La legalización de los sindicatos favoreció la transición a un nuevo modelo que recortaba la iniciativa de las bases y la autonomía local y favorecía el fortalecimiento de los aparatos burocráticos de las centrales, así como la concentración de poder en las cúpulas. Las asambleas dejaron poco a poco de ser órganos soberanos donde se tomaban decisiones para pasar a ser informativas o consultivas. En la negociación colectiva de 1978 asambleas y sindicatos compartieron el protagonismo, pero el año siguiente estos últimos ya se hicieron con el control de la negociación, privilegiados por la patronal y favorecidos por su mayor capacidad de abordar cuestiones técnicas y problemas globales que desbordaban el marco local o de empresa[10].


    A este cambio de modelo se enfrentó la izquierda radical. Liberación defendía la soberanía completa de las asambleas de trabajadores (y a diferencia de otros grupos autónomos no se oponía a la existencia de los sindicatos) mientras que AOA, SU, CSUT, y la corriente unitaria de CCOO impulsada por MC y LCR apoyaban la toma de decisiones compartida entre asambleas y centrales sindicales. Dentro del principal sindicato, la propuesta de dar el protagonismo a la base conectaba con la mayoría de los afiliados, pero a pesar de esta situación favorable, la corriente unitaria de MC y LCR solo logró un crecimiento moderado, que se puede apreciar en los resultados del primer congreso estatal de CCOO celebrado en junio de 1978. MC, OIC, Partido Comunista del Trabajo (PCT) y LCR intentaron formar una candidatura alternativa a la del PCE, pero sus escasas fuerzas y sus diferencias internas lo impidieron. En la nueva comisión ejecutiva elegida había 37 militantes del PCE, 2 independientes, 2 miembros del MC y 1 de la LCR[11].


    La CNT consideró inicialmente las asambleas de trabajadores, como el «único organismo soberano»[12] pero pronto revisaría su postura trasladando el poder de decisión a los sindicatos y proponiendo que la negociación con la empresa fuera asumida por delegados elegidos por la asamblea y por representantes de las centrales sindicales.


    La Confederación tuvo además que definir su posición respecto a varios temas que en principio contradecían los principios anarcosindicalistas: los convenios colectivos garantizados por el Estado, la tutela estatal de la normativa laboral a través de los tribunales y las elecciones sindicales. En el nuevo sistema de relaciones laborales no era posible realizar actividad sindical siguiendo al pie de la letra los principios que la CNT había adoptado medio siglo atrás en un contexto diferente, por lo que optó por participar en los convenios y por aceptar la tutela del Estado de la normativa laboral por medio de los tribunales. Todo ello sin demasiadas tensiones. Sin embargo, la participación en las elecciones sindicales se convirtió en una cuestión central, constituyéndose su rechazo la piedra de toque que diferenciaba a los verdaderos anarcosindicalistas de quienes desde dentro de la CNT pretendían convertirla en algo ajeno a su proyecto histórico. Ciertamente, los comités de empresa eran contrarios al modelo cenetista de mínima delegación y acción directa entendida como la resolución de los problemas por parte de los propios trabajadores, sin mediaciones ni intermediarios. Pero en lugar de buscar la mejor estrategia para impulsar la alternativa anarcosindicalista desde una correlación de fuerzas muy desfavorable, la Confederación consideró las elecciones como una cuestión de principios, en la que no cabían posturas intermedias.


    El rechazo a participar en los comicios debilitó la acción sindical de la CNT, puesto que los trabajadores respaldaron mayoritariamente la existencia de organismos representativos unitarios con capacidad para tomar decisiones, como demostraría la participación en las elecciones sindicales de 1978 y el fracaso de la campaña pro abstención de la CNT[13].


    Los trabajadores del campo


    A diferencia de la industria y los servicios, donde la fuerza de la movilización obrera logró la ruptura, entendida como desmantelamiento del sindicato vertical, en el campo, las Cámaras Agrarias nacidas en 1977, a partir de la reforma de las Hermandades de Labradores y Ganaderos, mantuvieron la subordinación de la pequeña explotación familiar y los jornaleros a los terratenientes. Esta subordinación se disfrazaba de defensa de los intereses del «sector», pretendidamente comunes. El sindicalismo agrario, formado fundamentalmente por las uniones de agricultores y ganaderos integradas en la COAG y la Federación de Trabajadores de la Tierra (FTT) de UGT, defendió la necesidad de organizaciones democráticas y unitarias que representaran a las pequeñas explotaciones familiares frente a los grandes propietarios, pero no logró eliminar el carácter corporativo de las cámaras agrarias porque estas, además de representar al «sector», resultaban útiles para los agricultores, en tanto que realizaban funciones administrativas necesarias ante la complejidad de la normativa reguladora y las medidas protectoras. La COAG y la FTT se movilizaron también para reclamar una Ley de Seguros Agrarios (que lograron en 1978), acceso al crédito y la equiparación de los pequeños propietarios agrícolas con los trabajadores industriales en las cuotas y prestaciones de la Seguridad Social[14].


    Entre los campesinos sin tierra, presentes sobre todo en Andalucía, la principal organización siguió siendo CCOO del Campo, pero el SOC se desarrolló como un movimiento asambleario, con poca burocracia y sin liberados, defensor de los trabajadores más pobres y precarios y se convirtió en la primera fuerza en comarcas como la campiña y la sierra sur sevillanas, Marco de Jerez y sierra de Cádiz, la vega granadina y algunas zonas agrarias de Huelva y Córdoba.


    Tras lograr mejoras en algunos convenios del campo, el movimiento jornalero decidió centrar sus esfuerzos en la lucha contra el paro, reivindicando una reforma agraria que expropiara latifundios baldíos o mal explotados y garantizara que los campesinos pudieran trabajar la tierra. Además se reclamaba también un seguro de desempleo, jubilación a los 60 años y el fin de la discriminación de la mujer en el ámbito laboral.


    Para lograr estos objetivos, en febrero de 1978, el SOC organizó en Osuna (Sevilla) la ocupación de la finca Aparicio, propiedad de un terrateniente, que no la explotaba. Las ocupaciones de latifundios fortalecían los vínculos comunitarios y conectaban con la cultura jornalera del trabajo basada en una identificación emocional con la tierra, el derecho a trabajarla y el orgullo por la labor bien hecha, una cultura que implicaba desplazarse y vivir temporalmente en condiciones precarias, haciendo comida en común y durmiendo en naves o al aire libre. La primera ocupación de tierras desde la Segunda República acabó con el desalojo a cargo de la Guardia Civil, que detuvo a varios militantes y provocó numerosos heridos, como refleja el testimonio de Isabel Pradas.


    Cuando me enteré de que se habían ido mis hijos, me dije: «Allí estoy yo también». Mi marido no quería que fuera. Cuando llegamos al monte donde estabais no podía subir. Peso cerca de 95 kilos y tengo 53 años. Preparé un palo, que me servía de garrote, y, con mi marido empujando, llegué hasta arriba. Cuando nos echaron por la tarde, como estoy tan torpe, caí rodando por el monte, desde lo más alto hasta el chaparro que había a unos 300 metros. Al principio no me dolía el porrazo, pero luego no podía ni andar. Tuve que ir al médico de los huesos de Osuna, Contreras, quien me dijo que estuviera quince o veinte días sin moverme. Pero como soy la única mujer en la casa y tengo siete machos, pues no pude cumplir lo que me dijo el médico y tardé en curarme cerca de dos meses. Si hubiera otra toma de tierras, sería la primera. A mí no me asusta nada. Lo único que me da miedo es el hambre[15].


    La represión contra las acciones pacíficas de los jornaleros no consiguió neutralizar al SOC, que se consolidó como un sindicato orientado a la movilización, pero al mismo tiempo, dispuesto a pactar con los terratenientes y firmar convenios que supusieran mejoras en las condiciones laborales[16].


    REMODELAR Y DEMOCRATIZAR LA CIUDAD. EL MOVIMIENTO CIUDADANO


    Tras las elecciones de junio de 1977, los ayuntamientos, dirigidos en su mayoría por políticos de la dictadura, sin legitimidad democrática, quedaron en una situación provisional, lo cual espoleó la reivindicación ciudadana y la expansión de las asociaciones vecinales, que lograron victorias importantes en Madrid y Barcelona, concretadas en mejoras sustanciales de las condiciones de vida en los barrios obreros.


    En Madrid, el éxito más importante del movimiento ciudadano fue el realojo de 12.000 familias que habitaban casas en malas condiciones en la zona de Vallecas. Los vecinos organizados lograron viviendas en la misma zona, en propiedad para los dueños y con un alquiler en función del sueldo para los inquilinos. Además, se consiguió también la participación vecinal en el plan de construcción, a través de la empresa estatal Orevasa[17].


    La exigencia de realojos para erradicar el chabolismo, junto a la rehabilitación de las viviendas de construcción pública en malas condiciones, constituyeron una de las principales reivindicaciones del movimiento ciudadano: el derecho a la vivienda. En Madrid, la FPAV convocó movilizaciones, en las que participaron entre 100.000 y 150.000 personas, con el apoyo de la izquierda radical, CCOO y PCE[18]. En esta ciudad, ORT y PTE denunciaron la corrupción generalizada en los pisos de promoción pública construidos y entregados durante los últimos años de la dictadura, y aunque el Gobierno de UCD reconoció la extensión del fraude y se mostró dispuesto a expropiar las viviendas vacías, estos partidos comunistas coordinaron las primeras ocupaciones de pisos de promoción pública vacíos por parte de familias chabolistas[19].


    En Barcelona, el movimiento ciudadano, impulsado por el PSUC y en menor medida por la izquierda radical, adquirió tanta fuerza que los grandes empresarios y propietarios inmobiliarios decidieron vender suelo al Ayuntamiento a precio reducido para construir equipamientos en los barrios y neutralizar lo que percibían como un riesgo real de revolución. La potencia de los vecinos organizados era tal que el alcalde Socías, nombrado después de que las asociaciones vecinales forzaran la dimisión de Viola, optó por compartir el poder municipal con la FAVB. La federación se guiaba por un programa de gobierno basado en la democratización del consistorio (normativa de incompatibilidades de concejales y funcionarios para reducir la corrupción, descentralización del poder a los distritos, transparencia en la actuación municipal), el aumento de los equipamientos de los barrios, la creación de plazas escolares, supresión de los gastos suntuarios, la reducción de la deuda pública y la legalización de las AV[20].


    Además de estas reivindicaciones, la principal seña de identidad del movimiento ciudadano fue la exigencia de que la democratización de los ayuntamientos se hiciera combinando la representación y la participación directa. Esto se concretaba en medidas como derecho de información y propuesta frente a los ayuntamientos, obligatoriedad de consultar a las asociaciones antes de actuaciones en los barrios, derecho a referéndum ante cuestiones de especial trascendencia y control público sobre los presupuestos[21].


    El principal partido dentro de las asociaciones vecinales, el PCE-PSUC defendía en su programa esta reivindicación central del movimiento ciudadano, pero en la práctica, la dirección veía como un peligro la existencia de un poder popular que influyera en las instituciones fuera de su control y se enfrentó a sus propios militantes que desde el movimiento ciudadano exigían democracia participativa. Por esta razón, en las principales ciudades, PCE y PSOE acordaron excluir a las asociaciones vecinales de las comisiones que crearon para fiscalizar la labor de los ayuntamientos hasta la convocatoria de elecciones municipales[22].


    Dentro de la izquierda radical, la ORT hizo la propuesta más elaborada sobre democracia participativa, defendiendo la sustitución de la ley de régimen local franquista por una nueva norma que incluía la revocabilidad de todos los cargos electos por medio de referéndum, la elección directa del alcalde por los vecinos y no por los concejales, la descentralización del poder municipal en las grandes ciudades a favor de juntas de distrito y el control por parte de las asociaciones ciudadanas de la planificación y actuación municipal[23].


    El movimiento ciudadano también realizó movilizaciones con reivindicaciones políticas generales. En Barcelona, la FAVB y las AV organizaron una veintena de columnas desde los barrios para participar en la gran manifestación del 11 de septiembre, día nacional de Cataluña, que reclamó libertad, amnistía y estatuto de autonomía. Ese mismo mes, en Madrid, la Coordinadora de Amas de Casa y las AV reunieron a más de 200.000 personas en tres manifestaciones en los barrios obreros de Vallecas, San Blas y en la localidad de Getafe, contra la carestía de la vida, por «una salida justa a la crisis» y en el caso de Getafe, «por la ruptura democrática» y la república[24].


    Además de toda esta actividad reivindicativa, las asociaciones ciudadanas revitalizaron las fiestas populares, prohibidas por la dictadura y crearon una nueva tradición organizando cabalgatas de reyes en navidades. Como señala Castells, el movimiento fortaleció las redes sociales sobre las que se había construido y desarrolló una vida comunitaria, que en muchos casos no existía con anterioridad y que, según este autor, redujo la delincuencia y la violencia en los barrios, como expresaba la consigna vecinal «solidaridad es seguridad»[25].


    En Madrid, las activistas vecinales crearon la coordinadora de vocalías de mujeres de las AV. Estas vocalías partían de las necesidades más inmediatas demandadas por las mujeres (guarderías, escuelas, alumbrado público, semáforos para evitar atropellos y ayuntamientos democráticos), para lograr la incorporación de las vecinas a las asociaciones de barrio en plano de igualdad, de manera que sus propuestas no se consideraran divisionistas ni una desviación de los problemas que planteaban los hombres, sino que se incluyeran en la agenda como temas prioritarios[26]. Esto se consiguió en algunos casos como las protestas organizadas tras atropellos en carreteras y arrollamientos en vías de tren en las que se demandaban medidas de seguridad y pasos elevados y subterráneos, que fueron asumidas por algunas AV[27].


    La izquierda radical tenía una influencia importante en los dos movimientos ciudadanos más potentes, los de Madrid y Barcelona, pero siempre menor que la principal fuerza, el PCE-PSUC. En Madrid, la ORT era el partido revolucionario con más implantación en las AV y se repartió la dirección de la Federación con la formación liderada por Santiago Carrillo, puesto que compartían la misma política en el ámbito vecinal y la misma concepción de la Federación como correa de transmisión del partido. El PTE se excluyó de los espacios unitarios para formar su propia coordinadora vecinal, que tuvo un escaso recorrido y mantuvo su trabajo en las asociaciones de amas de casa[28]. En Barcelona, PTE, BR y OIC tenían presencia en varias asociaciones vecinales y dentro de la FAVB. En esta ciudad, la izquierda revolucionaria sí defendió un proyecto propio, derrotado por la alianza mayoritaria de PSUC y los nacionalistas de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC). La propuesta radical se basaba en la exigencia de ruptura en el Ayuntamiento, lo que implicaba rechazar la negociación con el alcalde por carecer de legitimidad democrática. Este planteamiento no conectaba con la mayoría de las AV, que constataban cómo la decisión de Socías de compartir el poder con los vecinos organizados permitía lograr importantes mejoras concretas[29].


    CREATIVIDAD Y COMPROMISO. EL MOVIMIENTO JUVENIL


    En el ámbito juvenil, la dinámica más destacada en este periodo fue el renacimiento del movimiento estudiantil en la enseñanza media. Tras el fracaso de la Confederación de Sindicatos de Enseñanza Media por su carácter de correa de transmisión de la JGRE, la mayoría de las organizaciones juveniles optaron por impulsar una nueva plataforma, abierta y unitaria, denominada Coordinadora de Enseñanza Media, en la que acabaron integrándose todas las fuerzas políticas de izquierda.


    Se trataba de una coordinadora formada por delegados elegidos en asambleas de institutos unidos en torno a las reivindicaciones más sentidas por los alumnos: gestión democrática de los centros y rechazo del examen de selectividad para ingresar en la universidad. Los estudiantes de Formación Profesional (FP) fueron a la huelga para reclamar la retirada del decreto ley de agosto de 1977 que aumentaba en un año cada grado de FP nocturna, logrando la retirada del decreto y un plan de reforma que contara con la participación de todos los estamentos implicados[30].


    La organización juvenil con más fuerza e iniciativa, la JGRE, reivindicó la creación de un Consejo de la Juventud como vía de participación institucional de los jóvenes. La propuesta fue recogida por el Gobierno, pero la rama juvenil del PTE fue excluida de las negociaciones por decisión de PSOE y PCE, ante el silencio del resto de formaciones radicales[31].


    La legalización de La Joven aceleró su transformación. Dejó de ser un grupo dedicado a formar cuadros para el partido y se convirtió en una organización con vocación de agrupar de forma unitaria a la juventud de izquierdas, un cambio impulsado por su líder, la estudiante sevillana Pina López Gay[32]. Para este cometido, la JGRE se proponía partir de los intereses de los jóvenes en temas como deporte, música, contracultura, sexualidad, ecología o drogas, para dirigirse a ellos en su propio lenguaje y no en el del partido, con propuestas que conectaran sus inquietudes con un proyecto de transformación social anticapitalista.


    La Joven inició su nueva línea con uno de los asuntos de mayor interés en aquel momento, la delincuencia juvenil, un tema que no abordó ofreciendo un comunicado suyo o del partido, sino dando la palabra a los protagonistas, que planteaban la contradicción entre el avance de la sociedad de consumo y las desigualdades sociales: «Todos los días te enseñan cosas por la tele y por las películas que tú no puedes comprar porque eres pobre. Y digo, yo, ¿por qué no las puedo tener?»[33]. La organización juvenil hacía un análisis sobre la situación social de los jóvenes delincuentes, criticaba un sistema penitenciario que no estaba concebido para la reinserción y denunciaba las torturas en comisarías y prisiones, y la política de «gatillo fácil» que aplicaba la Policía. La JGRE exigía la derogación de la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social y reclamaba salidas laborales y formativas a los recluidos en reformatorios y prisiones[34].


    En 1978, La Joven organizó un congreso en el que buscaba implicar a todos los que participaban en las reivindicaciones juveniles con planteamientos de izquierdas, independientemente de la organización a la que pertenecieran. El congreso fue precedido de cuatro meses de actividades y fiestas para difundir la iniciativa y para incorporar al proceso a miles de jóvenes, de dentro y fuera de las JGRE, para formar no una unión de siglas, sino un movimiento socialista democrático y unitario, sin tutelas de partidos, donde cooperaran desde socialdemócratas hasta marxistas-leninistas[35].


    El PTE era consciente de que la dirección de la JGR por un partido adulto producía rechazo entre los jóvenes más activos, y por eso aceptaba todas las iniciativas de La Joven orientadas a «aprender a vivir y elaborar sus propias ideas y encontrar su propia manera de acercarse al socialismo, experimentando por sí misma». Esto incluía la transformación de la vida cotidiana, la búsqueda de nuevas formas de vida que tanto atraía a los sectores juveniles con más inquietudes. Pero la autonomía solo existía en las declaraciones: la JGRE no tenía sentido sin el PTE y debía tener su misma «política e ideología»[36]. La tutela del partido dificultó el desarrollo de una plataforma unitaria de la juventud y la crisis del PTE que analizaremos más adelante, arrastró a la JGRE a su disolución antes de que la nueva organización juvenil unitaria pudiera arrancar.


    Los centros culturales juveniles autogestionados


    La creatividad, la autogestión y el «hazlo tú mismo» estuvieron presentes en las iniciativas culturales juveniles, principalmente en las decenas de ateneos libertarios que se crearon en varias zonas de España, sobre todo en Barcelona, Sevilla y Madrid. Con un funcionamiento asambleario y con comisiones abiertas de trabajo, los ateneos generalmente no intervenían en las reivindicaciones vecinales, pero sí colaboraban con otros movimientos como el ecologista, el de liberación homosexual, el antirrepresivo o el de solidaridad con los presos comunes. Su objetivo era crear espacios de socialización para los jóvenes con inquietudes libertarias y promover formas de vida alternativas a las costumbres y la moral tradicionales, para hacer frente al consumismo, la extensión de la propiedad privada a todos los ámbitos de la vida, la incomunicación y la falta de participación[37].


    Además de los ateneos libertarios, en Madrid se desarrollaron dos iniciativas juveniles autogestionadas que lograron un alcance mayor: el Centro Cultural Mantuano (CCM) en el barrio de Prosperidad y el Centro Migrans en San Blas.


    El CCM se organizó en un enorme local, antigua Escuela de Mandos de Falange, que las asociaciones del barrio de Prosperidad habían obtenido en cesión municipal aprovechando la situación de confusión del Ayuntamiento franquista, que tras los comicios generales de junio de 1977 preparaba su propia transición y no quería entrar en conflicto por un local vacío para el que no tenía planes ni presupuesto. Este inmenso espacio rápidamente se llenó de decenas de grupos y actividades que adoptaron un funcionamiento asambleario para encauzar la avalancha de participación. El CCM se regía por medio de una coordinadora semanal y una asamblea mensual. A esta última acudían entre 300 y 400 personas del millar que participaban diariamente en las actividades, que incluían guardería, escuela de adultos (la Escuela Popular de Prosperidad), talleres de danza, cerámica, fotografía, grabado, teatro, títeres, bar, poesía y locales de ensayo para grupos de música con estilos variados, desde el punk hasta el jazz. Algunas actividades eran gratuitas, como la escuela, y otras de pago, como la guardería y la alfarería, pero el CCM ponía límites a los precios, que siempre eran inferiores a los del mercado. El CCM fue uno de los principales focos de un pujante movimiento contracultural y sirvió de sala de ensayo y conciertos a músicos como Alaska y de plató de rodaje a cineastas como Fernando Colomo o Pedro Almodóvar[38]. Esta escena contracultural, conectada con la izquierda revolucionaria, sobre todo la libertaria, desembocaría en la etapa final de la Transición en otro movimiento cultural, la «movida madrileña», que a diferencia de la «movida gallega», se desvinculó de todo compromiso político y social.


    El local del Centro Migrans era también una antigua Escuela de Mandos de Falange situada en el barrio obrero de San Blas, otro gran edificio para el que la Dirección General de la Juventud no tenía ni planes ni presupuesto. Al igual que en el caso del Mantuano, la situación de indefinición entre las primeras elecciones generales de 1977 y los primeros comicios locales de 1979 favorecieron que su gestión fuera cedida a la Coordinadora Juvenil de San Blas. Con un método de gestión asambleario, en este centro se realizaron numerosas actividades como costura, electrónica, teatro, escuela de alfabetización para adultos y niños, proyecciones de cine, biblioteca, grupos de música y un centro de planificación familiar montado por un colectivo feminista de la zona que ofrecía consulta ginecológica gratuita y charlas sobre sexualidad, contracepción y aborto. En poco más de un año, los conflictos sociales del barrio desbordaron a la coordinadora de colectivos juveniles que gestionaban el Migrans. El tráfico y el consumo de heroína, los ataques de una parte del vecindario contra la juventud a la que identificaban con la pequeña delincuencia y los problemas de convivencia entre payos y gitanos provocaron una situación explosiva. Los colectivos juveniles, sobrepasados, abandonaron el centro Migrans en 1979[39].


    El consumo de heroína fue uno de los factores que dinamitaron las relaciones sociales comunitarias sobre las que se levantaron proyectos como el Migrans. La escasa información sobre esta droga llegaba a través de la contracultura donde era considerada como una forma de rebeldía y trasgresión, tal como cantaba Lou Reed o escribía Burroughs en su novela Yonqui. Desde la izquierda, algunos militantes trataron de analizar las consecuencias de la heroína «desde fuera de la cruzada moral contra las drogas ilegales», como el activista por la liberación homosexual Eduardo Haro Ibars o el psiquiatra Enrique González Duro, que alertaron de los efectos destructivos de este opiáceo en las personas y en las relaciones sociales, de su carácter embrutecedor y de su utilización como instrumento de control social y señalaron las consecuencias negativas de establecer el placer individual como criterio de actuación[40]. La expansión de la heroína alcanzó niveles epidémicos a partir de 1979, especialmente entre jóvenes trabajadores con escasa formación y cualificación profesional, mayoritariamente en paro o con empleos irregulares. Era una dinámica conectada a la aparición de una nueva delincuencia entre los mismos sectores juveniles obreros, con aspiraciones de movilidad social. La crisis de la heroína y de la delincuencia juvenil era un fenómeno europeo, de complejas raíces económicas, sociales y culturales[41], pero la derecha elaboró una interpretación basada en la «inseguridad ciudadana» que tuvo una amplia aceptación social, incluso entre la izquierda. El éxito de esta interpretación conservadora contribuyó a desactivar el asociacionismo en los barrios obreros, a enfrentar a jóvenes y adultos en esas zonas y a hacer imposible la continuidad de proyectos como el Migrans.


    ANTICONCEPTIVOS, ADULTERIO, DIVORCIO Y ABORTO. EL MOVIMIENTO FEMINISTA


    La presión del movimiento feminista había logrado que en las elecciones de junio de 1977, todos los partidos –incluso la derecha franquista– incluyeran en sus programas electorales la igualdad entre hombres y mujeres, un «feminismo genérico» que se incorporó como parte de la cultura democrática[42]. Tras los comicios, el nuevo gobierno democrático inició los contactos con las organizaciones feministas, lo cual dividió al movimiento entre una mayoría contraria a cualquier tipo de colaboración con el Ejecutivo, y una minoría dispuesta al diálogo[43]. A pesar de esta división, la gran mayoría de las asociaciones impulsaron conjuntamente una campaña unitaria en defensa del derecho de las mujeres a la sexualidad, cuyo hito principal fue la puesta en marcha de centros de planificación familiar agrupados en una coordinadora estatal. Estos centros partían de la gran demanda de información sexual y medios anticonceptivos para difundir las razones y argumentos feministas por medio de charlas y cursos. El objetivo era sumar adhesiones para presionar al Gobierno y lograr que legalizara los anticonceptivos y que estos servicios fueran asumidos por la red sanitaria pública.


    La actividad constante del movimiento feminista logró sus primeras victorias en 1978. En la primavera se despenalizaba el adulterio y en octubre los anticonceptivos, unas conquistas que animaron al movimiento a abordar el derecho al divorcio y al aborto, mientras afrontaba cambios organizativos profundos.


    La asociación pionera y mayoritaria, el MDM, sufrió la instrumentalización del PCE, que se resistía a asumir temas como la sexualidad femenina, el derecho al aborto o la subordinación de la mujer dentro de la familia (incluidas las de los militantes comunistas), provocando tensiones y abandonos[44].


    La segunda corriente más fuerte, formada por la ADM y las Asociaciones de Amas de Casa impulsadas por el PTE, tuvo una participación destacada en la campaña por una ley de divorcio no discriminatoria, a pesar de la dificultad añadida que suponía su autoexclusión de las plataformas unitarias por una política sectaria. Estas asociaciones desarrollaron también una campaña contra las violaciones, el delito contra la mujer «más frecuente, menos perseguido y menos condenado», reclamando apoyo a las víctimas, que a menudo sufrían rechazo social si denunciaban y exigiendo que estas agresiones se tipificaran como un delito contra la libertad sexual y no como un atentado al «honor» de la mujer[45].


    Toda la actividad y la iniciativa de la ADM se truncaron cuando la cúpula del PTE, partido que dirigía la asociación, decidió disolverla en otoño de 1978, en contra de la opinión de sus militantes y sus principales dirigentes, incluidas Merche Soriano y Sacramento Martí, sin exponer los motivos ni proponer otras formas de intervención en el ámbito feminista[46].


    El MC, que tenía influencia en el movimiento feminista vasco y catalán, y algo menos en el madrileño, aprovechando el escaño obtenido por la coalición EE, elaboró un proyecto de ley para la defensa del derecho del aborto, que pretendía garantizar su ejercicio de forma gratuita y en la sanidad pública. En las primeras 18 semanas de gestación, se defendía el aborto libre y más allá de ese plazo, el embarazo se podría interrumpir solo con una justificación social o médica. El proyecto de ley no pudo presentarse debido a la convocatoria de elecciones y la disolución de las Cortes en enero de 1979, ante lo cual el partido hizo del derecho al aborto el eje de su campaña electoral[47].


    Las mujeres de la LCR trabajaron en el movimiento feminista defendiendo la confluencia con el movimiento obrero, una posición que chocaba con los grupos del feminismo radical, reacios a la cooperación con movimientos en los que participaran hombres, ya que consideraban al feminismo como una alternativa global[48]. Las activistas de la ORT, integradas en la Unión por la Liberación de la Mujer y las libertarias, organizadas en Mujeres Libres, tuvieron una participación menor en las iniciativas feministas[49].


    QUE NADA ES IMPOSIBLE. HOMOSEXUALES, MINUSVÁLIDOS Y ECOLOGISTAS


    En 1977 se constituyó COFLHEE, que llegaría a agrupar a asociaciones defensoras de la liberación homosexual de Cataluña, Madrid, País Vasco, Galicia, País Valenciano, Baleares, Cantabria y Aragón. Esta coordinadora impulsó las campañas más importantes, por la derogación de la LPRS, que penaba la homosexualidad y la legalización de las asociaciones de homosexuales.


    Ese mismo año, la organización pionera y con más fuerza, el FAGC, convocó la primera manifestación del orgullo gay en España, una celebración internacional iniciada en Estados Unidos. En esta movilización, realizada en Barcelona, participaron 5.000 personas y contó con el apoyo de los principales partidos de izquierda (desde el PSC hasta las formaciones revolucionarias, pasando por el PSUC), así como de los libertarios y las organizaciones feministas. En 1978 se realizarían manifestaciones también en Sevilla, Bilbao y Madrid[50], que reclamaron, con el respaldo de la mayoría de los partidos de izquierda y los movimientos sociales, libertad sexual, amnistía para los cientos de homosexuales presos por su orientación sexual y la derogación de la LPRS. En Barcelona, el Gobierno prohibió la manifestación, pero la presión del FAGC por medio de una huelga de hambre y un encierro, logró que la movilización pudiera finalmente realizarse[51].


    La actividad de los colectivos de liberación homosexual había conseguido que la mayoría de los partidos incorporaran a sus programas la reforma o la anulación de esta norma represiva. El PSOE presentó una iniciativa parlamentaria que suponía prácticamente la derogación de la LPRS y en diciembre de 1978 se aprobó una modificación que eliminaba seis supuestos de estado peligroso, entre ellos los actos homosexuales[52].


    La exclusión de gais y lesbianas de la LPRS, que entró en vigor en enero de 1979, suponía un avance importante, pero no el fin de la represión. Seguía vigente el delito de «escándalo público» y la UCD mantuvo hasta 1982 su propuesta de incluir el delito de homosexualidad en el nuevo Código Penal[53]. La LPRS reformada siguió vigente hasta 1995.


    A medida que se ampliaba la tolerancia en el gueto, los frentes de liberación homosexual trataron de superar su estrategia antirrepresiva para entrar en el campo de las contradicciones de la vida cotidiana y de la opresión social, es decir, lograr la normalidad de la homosexualidad en el trabajo, la familia y los espacios de ocio[54], un nuevo reto cuyo desarrollo abordaremos más adelante.


    Los minusválidos continuaron desarrollando su organización a nivel provincial y estatal. El colectivo pionero y más consolidado, MU, apostó por incorporar a su dinámica reivindicativa a los grupos asistenciales como Auxilia y Fraternidad Cristiana, logrando una colaboración estable, a pesar de su carácter conservador[55].


    Menos éxito tuvo en su intento de incorporar a los minusválidos al movimiento vecinal. La Federación de Asociaciones de Vecinos rechazó la creación de secciones de minusválidos en las AV de los barrios y no asumió las reivindicaciones de estos, algo que sí hicieron algunas asociaciones concretas. La actividad de MU se orientó también hacia la cultura como vía de integración de los discapacitados en la sociedad, con la creación de grupos de teatro como «La Morralla» formados por minusválidos y personas sin minusvalías, y con el apoyo de artistas como la actriz Lola Gaos o el dibujante Peridis[56].


    En el ámbito ecologista, los pequeños y dispersos grupos realizaron críticas y propuestas en diferentes ámbitos como las infraestructuras (especialmente las autopistas, cuya rentabilidad social cuestionaban en la mayoría de los casos), el uso del agua o el urbanismo, pero solo lograron conectar con sectores amplios en el terreno de la oposición a las centrales nucleares. El rechazo a la construcción de estas centrales, prevista en el Plan Energético Nacional de 1975, dio lugar a la creación en mayo de 1977 de la Coordinadora Estatal Antinuclear, con el apoyo de la izquierda radical, marxista, libertaria e independentista.


    Las protestas contra las centrales nucleares se extendieron por todo el país y lograron que dos instalaciones en fase avanzada de construcción no llegaran a ponerse en marcha: Valdecaballeros en Badajoz y Lemóniz en Vizcaya.


    En Extremadura, el grupo Adenex fue decisivo en el desarrollo de un movimiento de protesta que incorporó a las comunidades de regantes de la zona, para las que la central nuclear suponía un riesgo de contaminación y de reducción del agua disponible para los cultivos. En las movilizaciones desempeñaron un papel destacado los alcaldes de la provincia (que realizaron un encierro en el que participaron un centenar de regidores), así como grupos libertarios cristianos, y el PSOE, que supuso un apoyo decisivo.


    En el rechazo a la central de Lemóniz coincidieron sectores políticos muy distintos, desde pacifistas cristianos hasta la izquierda abertzale más identificada con ETA, pasando por autónomos anticapitalistas, agrupados en la Comisión de Defensa de una Costa Vasca no Nuclear, impulsada en sus inicios por grupos vecinales y posteriormente liderada por la izquierda independentista. Este organismo convocó manifestaciones multitudinarias, que llegaron a reunir hasta 200.000 personas. Las dos ramas de ETA realizaron decenas de atentados contra la central, en uno de los cuales mataron a dos trabajadores. Además, ETA (m) asesinó a dos ingenieros, uno de ellos el jefe de la instalación, lo cual fue contestado por una manifestación de más de 100.000 personas. Debido a estos atentados, al accidente de la central nuclear de Harrisburg en Estados Unidos y, sobre todo, a una intensa movilización a la que se sumaron incluso los trabajadores que construían la central, realizando sabotajes y enfrentándose a los capataces, Lemóniz no llegó a entrar en funcionamiento[57].
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    VI. ROMPER EL CONSENSO


    Las elecciones de junio de 1977 dieron lugar a un Parlamento y un Gobierno democráticos, pero no a una democracia completa en tanto que una parte del poder seguía en manos del aparato de Estado franquista que, intacto, presionaba para reformarse lo menos posible. En esta nueva coyuntura, en la que la ruptura democrática había sido derrotada, las organizaciones revolucionarias, al igual que el PCE, tuvieron que adaptar su estrategia para avanzar al socialismo desde una democracia liberal («democracia burguesa») aún en construcción. La formación dirigida por Santiago Carrillo elaboró una nueva doctrina, el eurocomunismo, que asumía las libertades democráticas y el Estado de derecho como elementos esenciales del socialismo[1]. El eurocomunismo se concretó en la política de consenso con el Gobierno de UCD, cuyas principales realizaciones, como veremos en detalle, fueron los Pactos de la Moncloa, la Constitución de 1978 y la unidad antiterrorista. Este giro a la derecha del PCE hizo que el eurocomunismo apareciera desconectado de una transformación global en sentido socialista y desencadenó una profunda crisis interna en el principal partido del antifranquismo.


    La izquierda radical hizo de la lucha contra el consenso con la derecha el eje de su política, aunque al final del periodo, la ORT y el PTE se sumaron a los grandes acuerdos constitucionales y antiterroristas que tanto habían criticado al PCE. Para las organizaciones revolucionarias, la política del consenso debilitaba la democracia, empeoraba la situación de la clase trabajadora, mantenía las desigualdades sociales y fomentaba el desinterés por la política. Su alternativa consistía en lograr una democratización plena y no reversible, para lo cual consideraba imprescindible la depuración del aparato de Estado y el juicio a los responsables de las violaciones de derechos humanos durante la dictadura[2].


    HAMBRE ATRASADA. AMNISTÍA Y PRESOS COMUNES


    La presión del antifranquismo había convertido la liberación de los presos políticos en uno de los contenidos esenciales de la democratización y, tras los comicios de junio, el Gobierno presidido por Adolfo Suárez comenzó a negociar una ley sobre esta materia con los principales partidos de izquierda, PCE y PSOE. Las organizaciones revolucionarias se quedaron solas manteniendo en la calle la presión por la amnistía, con movilizaciones más reducidas, que generalmente acababan en enfrentamientos con los cuerpos represivos y los Guerrilleros de Cristo Rey[3]. La excepción fue el País Vasco y Navarra, donde las gestoras pro amnistía, con el apoyo de la izquierda abertzale, organizaron la «marcha por la libertad» en la que a pesar de las cargas de la Guardia Civil participaron 100.000 personas durante varios días, reivindicando la amnistía para los presos políticos (especialmente los miembros de ETA) y un estatuto de autonomía para Euskadi, que incluía Navarra[4].


    Los presos comunes, organizados en la COPEL, percibían que se encontraban ante una oportunidad única de ser incluidos en la amnistía y con la experiencia del motín de febrero de 1976 se lanzaron a una nueva protesta, pero esta vez coordinada en varias cárceles de España. La movilización se inició en la prisión madrileña de Carabanchel, donde varios cientos de internos ocuparon el tejado con banderas y pancartas, mientras que otros treinta se autolesionaban e iniciaban una huelga de hambre y en el exterior se concentraban los grupos de apoyo, respaldados por la izquierda radical. Tres días después, la Policía asaltaba el presidio y acababa con la protesta[5].


    Tras el verano, el Parlamento aprobó la ley de amnistía del 15 de octubre de 1977 con la única abstención de AP, una ley que liberó a casi todos los presos políticos, quedando excluidos varios militantes anarquistas, autónomos, del PCE (r), de los GRAPO y del PCE (i) línea proletaria. La amnistía no incluía la anulación de las expulsiones del Ejército de los oficiales de la UMD ni de los militares republicanos, no eliminaba las condenas por homosexualidad, adulterio, uso de anticonceptivos o aborto ni garantizaba la readmisión de los despedidos por motivos políticos[6].


    La izquierda revolucionaria se opuso a la ley de amnistía por estas limitaciones, pero sobre todo porque incluía entre sus beneficiarios a los responsables de la represión franquista, que comprendía robo de niños a familias republicanas o de pocos recursos (en torno a 30.000), ejecuciones, desapariciones forzadas de opositores (al menos 130.000), torturas y violencia sexual contra las mujeres, unos delitos considerados crímenes «de lesa humanidad por constituir un ataque sistemático y generalizado contra la población civil»[7]. Frente a la posición del PCE, que entendía que la impunidad era un requisito indeseado pero necesario para la reconciliación, las organizaciones a su izquierda defendieron que se juzgara y se castigara a los autores de estos delitos, por justicia y como garantía de que no se repitieran en el futuro[8].


    Las formaciones radicales impulsaron las primeras iniciativas de reparación de las víctimas de la dictadura. En la localidad madrileña de Aranjuez, la ORT respaldó la construcción de un mausoleo para dar sepultura digna a los republicanos fusilados y arrojados a una fosa común en 1939. Se trataba de una propuesta de los familiares de los represaliados que fue apoyada también por los principales partidos de izquierda, PCE y PSOE. En la ribera navarra, la ORT y el PCE (m-l) llevaron a cabo distintos proyectos para recuperar los cuerpos de los desaparecidos por la represión franquista, que incluyeron funerales y actos en los ayuntamientos en los que se reivindicaba su memoria y sus ideas republicanas y progresistas[9].


    El PCE (m-l) intentó formar a través de la Convención Republicana un Tribunal Cívico Internacional de Crímenes Franquistas, con el objetivo de recabar apoyos exteriores que hicieran posible la investigación sobre la represión de la dictadura, pero la Policía cortó esta iniciativa deteniendo a sus promotores cuando celebraban la sesión constituyente del Tribunal[10].


    Los reclusos comunes, excluidos una vez más de la amnistía, aumentaron la presión por medio de autolesiones, huelgas de hambre, motines e incendios, unas protestas apoyadas desde la calle con pequeñas manifestaciones y atentados con bombas sin víctimas en prisiones y edificios oficiales[11].


    Los presos comunes contaron también con el apoyo de la Unión Democrática de Funcionarios de Prisiones (UDF), que defendía la reforma penitenciaria y la depuración de la mayoría de los funcionarios de prisiones por sus prácticas contrarias a los derechos humanos. Esta asociación denunció las torturas realizadas en la cárcel de Carabanchel bajo el amparo el director, Eduardo Cantos, que, respaldado por el Gobierno, despidió a varios de los funcionarios que habían destapado los casos de malos tratos[12].


    El principal respaldo de la COPEL en el exterior, AFAPE, con el apoyo de un grupo de abogados penalistas, logró abrir una interlocución con el director de prisiones, Jesús Haddad. La asociación de familiares de presos colaboró con los dos senadores de la izquierda radical Juan María Bandrés y Lluís María Xirinacs, en un proyecto de ley de indulto de los reclusos comunes que se debatió en el Senado y fue derrotado con los únicos votos a favor del Grupo vasco y la Entesa (PSC, ERC e independientes)[13].


    Unos meses después, en marzo de 1978, los funcionarios de prisiones de Carabanchel descubrieron un túnel en la séptima galería y procedieron a interrogar, entre otros, a Agustín Rueda, miembro de la CNT y la COPEL, torturándolo hasta la muerte. Sus compañeros denunciaron a los responsables, entre los que se encontraban el director Eduardo Cantos, el subdirector Antonio Rubio y los médicos José Luis Casas y José María Barigow, que recibieron el apoyo de la mayoría de los carceleros. Por primera vez, el director de Instituciones Penitenciarias no respaldó a unos funcionarios acusados de torturar a los presos, que fueron condenados a penas de entre dos y diez años de prisión, aunque no cumplieron más de ocho meses[14].


    La política de Jesús Haddad de tomar medidas contra funcionarios torturadores se cortó con su asesinato por parte de los GRAPO. AFAPE y los abogados penalistas manifestaron su rechazo al atentado, afirmando que «entorpecía y enturbiaba» el proceso de reforma del régimen penitenciario [15]. El sustituto de Haddad fue Carlos García Valdés, un jurista de trayectoria antifranquista. Ante el nombramiento de dos directores generales de perfil reformista y democrático, que se enfrentaban por primera vez a la mayoría de funcionarios defensores del sistema penitenciario de la dictadura, la COPEL realizó asambleas en varias prisiones, en las que acordó dar un voto de confianza al nuevo director general y sustituir los motines y los incendios por protestas pacíficas como autolesiones (cortes de venas e ingesta de objetos metálicos) y huelgas de hambre, que se llevaron a cabo en los penales de Pontevedra, Santander, Vizcaya, Burgos, Teruel, Barcelona, Madrid, Badajoz, Huelva y Cádiz[16].


    El aumento de las fugas en 1978 fue utilizado por la ultraderecha para incrementar la presión sobre García Valdés, que cedió y ordenó el aislamiento de la mayoría de miembros de COPEL mientras se concedían beneficios y permisos a los reclusos que renunciaban a las reivindicaciones colectivas. Estas medidas debilitaron la coordinadora de presos, pero esta aún sacó fuerzas para apoyar la reforma penitenciaria democratizadora de García Valdés, señalando, eso sí, la necesidad de «una depuración profunda de todo el personal penitenciario fascista» y reafirmándose en su nueva estrategia de lucha pacífica[17].


    Por medio del aislamiento, la Dirección de Instituciones Penitenciarias intentaba acabar con uno de los principales logros de la COPEL, la regulación de la vida en prisión. Frente al sistema carcelario heredado del franquismo que empujaba a los presos a enfrentarse violentamente entre ellos, los reclusos organizados habían conseguido imponer una convivencia más o menos ordenada, con su propia ética, decidiendo en asambleas, creando cajas de resistencia para asistir a compañeros dispersados y aislados y en algunos casos llegando a constituir comunas como las de los presos políticos. Los miembros de la COPEL lograron poner coto a los robos, a las violaciones, al poder de los chivatos y redactaron unas normas de comportamiento basadas en no reproducir entre ellos los abusos que sufrían[18].


    La pérdida de influencia de la coordinadora de presos, provocada también por la extensión de la heroína y por la actuación de grupos mafiosos en las cárceles, se reflejó en la huelga de hambre realizada en Carabanchel en octubre de 1978: ante la escasa repercusión del ayuno, los reclusos optaron por autolesionarse, pero ni con esas medidas extremas lograron aumentar el alcance de su protesta[19].


    El 10 de abril de 1979, Carlos García Valdés salía ileso de un atentado realizado por los GRAPO en el madrileño barrio de Malasaña[20]. El director de Instituciones Penitenciarias se decidió a darle la puntilla a una COPEL muy debilitada, por medio de un nuevo sistema de aislamiento total en la prisión de Herrera de la Mancha (Ciudad Real), a la que fueron trasladados los presos más reivindicativos, para ser doblegados mediante malos tratos. Una minoría de funcionarios de la UDF y algunos reclusos fueron capaces de sobreponerse a las presiones y denunciaron las torturas. Tras un largo proceso judicial, el Tribunal Supremo condenó al director Santiago Martínez Motos, al jefe de servicio José Antonio Barroso y a los carceleros Manuel Arcila Santos, José Luis Malagón Martínez, José Pérez Redondo, Ángel Luis Moreno García, Francisco Campos Córdoba, Francisco Seco Martínez y Jaime María Pozas Quintas a dos meses de prisión y un año de suspensión de cargo público por un delito de torturas[21]. A pesar de esta victoria, la COPEL se disolvió agotada, y García Valdés dimitió tras concretarse su reforma democratizadora con la aprobación de la Ley Penitenciaria ese mismo año.


    LAS SALIDAS A LA CRISIS ECONÓMICA Y LOS PACTOS DE LA MONCLOA


    La transición política se había iniciado en un contexto de crisis económica, que se manifestaba en la caída de la inversión, una balanza comercial negativa, la insuficiencia de ingresos públicos, el aumento del desempleo, del déficit público y de la inflación y el estancamiento del PIB[22]. Se trataba, según Fuentes Quintana, de una crisis de inversiones que agravaba los tres principales problemas de la economía española: la incapacidad de crear suficientes puestos de trabajo incluso en los periodos de mayor crecimiento, la dependencia energética y la dependencia exterior[23].


    La estructura productiva nacida del desarrollismo de los años sesenta se demostraba endeble y se agotaba a medida que el modelo basado en bajos salarios era superado por los nuevos países industriales que ofrecían costes laborales inferiores. Por otro lado, la escasa dimensión del sector público de la dictadura dificultaba la aplicación de políticas correctoras[24].


    Tras los comicios de junio de 1977, el Gobierno democrático de UCD cambió el rumbo de la política económica, decretando una fuerte devaluación de la peseta e iniciando las negociaciones para sumar apoyos a un paquete de medidas estructurales, basadas en el control de la inflación y la liberalización de la economía[25]. Esta iniciativa desembocaría en la firma de unos acuerdos económicos y políticos conocidos como los Pactos de la Moncloa, suscritos por UCD, PSOE, PCE, AP (solo en su parte económica), PNV y CiU. CCOO y UGT no firmaron el pacto, pero sus secretarios generales (diputados de PCE y PSOE respectivamente) lo respaldaron con sus votos en el Parlamento y lo defendieron frente a la oposición de una parte de sus propias bases.


    En el terreno económico, las medidas seguían las directrices del Fondo Monetario Internacional de priorizar la recuperación de los beneficios empresariales y el control de la inflación, subordinando la negociación colectiva a una política neoliberal que responsabilizaba de la subida de precios a los salarios y decretaba la reducción de estos, de manera que los aumentos en la productividad se dedicaran a engordar los excedentes empresariales. Los firmantes aceptaban como mal necesario el incremento del paro, que aumentó del 7,1 por 100 en 1978 al 16,2 por 100 en 1982[26].


    Junto a estos componentes neoliberales, los Pactos de la Moncloa también incluían políticas keynesianas, que pretendían transformar el Estado de asistencia social franquista (cuyo gasto social era de los más bajos de Europa occidental) en un Estado del bienestar, reducido en comparación con los países del entorno, pero que asumía funciones redistributivas sobre la base de un sistema fiscal moderno y progresivo. Con la generalización de la Seguridad Social a todos los asalariados y la creación de organismos como el Instituto Nacional de la Salud, el Instituto Nacional de la Seguridad Social, el Instituto Nacional de Servicios Sociales y el Instituto Nacional de Empleo, se sentaron las bases para expandir las prestaciones hasta llegar en años siguientes a estándares asimilables a un mínimo Estado del bienestar, cuyo desarrollo no supuso un descenso del excedente de las empresas, ya que se financió a cargo de los salarios de los trabajadores.


    En el terreno político, los pactos contenían reformas en las instituciones políticas y jurídicas que debían concretarse en el Parlamento: compromisos sobre derechos y libertades, revisión del Código de Justicia Militar y la Ley de Orden Público y la reorganización de los cuerpos policiales. También se establecieron compromisos dirigidos a desmontar las instituciones corporativas de la dictadura y a incorporar mecanismos de control parlamentario tanto en la elaboración como en la ejecución de la política económica[27].


    Los principales partidos de izquierda y los sindicatos mayoritarios aceptaron estos acuerdos por los avances que suponían en la construcción del Estado del bienestar y por el convencimiento de que la correlación de fuerzas no permitía conseguir más y que mantener las movilizaciones pondría en peligro lo conseguido porque facilitaría un golpe de Estado. Estas organizaciones vieron reforzado su poder institucional (en el caso del PCE y de CCOO a cambio de renunciar a la movilización) mientras que las consecuencias más duras de estos pactos las pagaban los trabajadores, que asumían el coste de la crisis económica a través del descenso de los salarios reales y el aumento del paro y la precariedad.


    Los componentes neoliberales de los acuerdos (reducción salarial para controlar la inflación, aumento del paro como un mal necesario) se cumplieron a rajatabla, pero no así los keynesianos. En la primavera de 1978, el Gobierno anunciaba el salario mínimo se incrementaría menos de la mitad de lo acordado[28] y las reformas pactadas en los ámbitos de las finanzas, vivienda, urbanismo, energía, educación y sector agrario se aplazaron, un proceso facilitado por la inexistencia de un mecanismo de control eficaz del cumplimiento de los compromisos.


    A pesar de que los componentes neoliberales de los acuerdos se cumplieron a rajatabla y muchos de los keynesianos se aplazaron indefinidamente, la CEOE acusó al Gobierno de UCD de llevar a cabo una política económica «claramente socialista». Los grandes empresarios, acostumbrados a pagar muy pocos impuestos directos durante la dictadura, calificaron la reforma fiscal que sentaba las bases del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) de «terrorismo de Estado» y consiguieron que el nuevo sistema fiscal fuera poco progresivo y que se les tolerara el incumplimiento de sus obligaciones tributarias. A medida que el PCE y CCOO cumplían su parte del pacto frenando la movilización social, la CEOE apreció una correlación de fuerzas más favorable y consideró excesivas las concesiones pactadas, concentrando sus fuerzas en imponer sus propuestas de mayor recorte salarial, precariedad creciente y aumento del desempleo. Esta política aumentaba el poder de la patronal, al dividir a los trabajadores entre estables con derechos y temporales sin acceso a la negociación colectiva ni a la actividad sindical, que constituían el puente hacia las formas de trabajo irregular[29].


    Las alternativas de la izquierda radical


    La izquierda revolucionaria rechazó la política económica de los Pactos de la Moncloa, porque consideraba que la correlación de fuerzas permitía construir un Estado del bienestar más avanzado sin necesidad de que a cambio los trabajadores tuvieran que pagar la crisis económica con la bajada de sueldos y el aumento del paro. Su alternativa no era un programa socialista, sino un plan keynesiano orientado a retomar el crecimiento económico por medio de un «reparto equitativo de los costes de la crisis», con el sector público como principal motor de la actividad económica, sin anular la iniciativa privada, ni superar el nivel de intervencionismo de los países capitalistas del entorno. El plan consistía en una serie de medidas para nacionalizar sectores estratégicos y crear empleo público en sanidad y educación, incrementar el salario mínimo, extender el seguro de desempleo a todos los parados, adelantar la edad de jubilación a los 60 años, aumentar la cuantía de las pensiones y suprimir las horas extraordinarias. Estas iniciativas serían financiadas con el aumento de los ingresos del Estado, obtenidos de la lucha contra el fraude fiscal y de una reforma fiscal progresiva, que gravara porcentualmente más a los ciudadanos con mayores rentas. La reducción del paro se consideraba una condición necesaria para superar la crisis, y esta disminución se lograría mediante una inversión pública intensiva en empleo y una normativa legal que facilitara que el crédito llegara a las pymes. Las organizaciones revolucionarias coincidían también en la necesidad de una reforma de la administración para acabar con la «corrupción y el derroche característicos de la dictadura», y de establecer el control parlamentario y judicial de los fondos públicos y la descentralización de su gestión[30].


    Esta política económica alternativa pasaba por el aumento del gasto social público, que en España, al igual que en los otros dos países del sur de Europa que habían sufrido dictaduras, era muy inferior a la media europea y que durante la Transición experimentó uno de los mayores incrementos de los países de la zona.


    
      Tabla 5. Evolución del gasto social público en relación con el PIB en países europeos, 1966-1982 (%)
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      Fuente: S. Espuelas Barroso, «La evolución del gasto social público en España», Estudios de Historia Económica 63, 2013, p. 57.

    


    Las organizaciones revolucionarias coincidían en que los Pactos de la Moncloa solo podían ser combatidos con protestas multitudinarias, a las que necesitaban incorporar a la mayoría social que rechazaba estos acuerdos[31], y especialmente «a los millones de trabajadores que confiaban en PCE y PSOE». Consideraban que CCOO y UGT habían aceptado los pactos por su subordinación a los principales partidos de izquierda, por los beneficios organizativos que suponían para las centrales y por ciertas mejoras para sus bases sociales[32]. El PTE se proponía conectar con los militantes del partido dirigido por Santiago Carrillo, sustituyendo las críticas a su política por propuestas de unidad de acción el ámbito local y la ORT inició una labor similar orientada hacia el PSOE y la UGT. Las organizaciones radicales trataban de hacer confluir las protestas de los trabajadores afectados por despidos colectivos en distintas empresas en una movilización general de grandes dimensiones que empujara a la izquierda mayoritaria a rechazar los Pactos de la Moncloa[33].


    PTE y ORT trataron de sumar a la movilización también a los pequeños y medianos empresarios, a cuyas órdenes trabajaban la mayor parte de los asalariados, reivindicando facilidades para el acceso al crédito. A pesar de esta iniciativa, los pequeños empresarios optaron por alinearse con la política neoliberal de la gran empresa, reclamando el abaratamiento del despido y más poder para imponer movilidad geográfica y funcional a los trabajadores[34].


    La izquierda radical no logró conectar con la mayoría social[35] opuesta a los Pactos de la Moncloa y las movilizaciones no superaron el ámbito local, donde su tamaño fue modesto, como la manifestación convocada por CNT en Barcelona, que reunió a unos 10.000 trabajadores, el mitin del PTE en la madrileña plaza de toros de Vista Alegre, en el que participaron unas 15.000 personas o la protesta de varios miles de agricultores y ganaderos en Pamplona[36]. Solamente en Málaga, las organizaciones revolucionarias consiguieron impulsar una manifestación de grandes dimensiones. En esta ciudad mediterránea, la izquierda anticapitalista logró coordinar a los comités de varias empresas en lucha contra su cierre, que convocaron una protesta con el apoyo de CSUT, CNT, USO y UGT en la que participaron entre 60.000 y 100.000 personas contra el paro y los Pactos de la Moncloa[37].


    LA NOCHE MÁS LARGA. LA LUCHA CONTRA EL PARO


    Un año después de su firma, al término de su vigencia, los Pactos de la Moncloa habían logrado reducir la inflación del 29 por 100 al 19 por 100 y habían mejorado las reservas de divisas y la balanza comercial, pero al precio de rebajar los salarios (que perdían peso en el reparto de la renta nacional frente a los beneficios empresariales), de llevar al cierre a numerosas pequeñas y medianas empresas sin posibilidad de acceder al crédito y, sobre todo, de aumentar el paro[38].


    
      Tabla 6. Número de parados y tasa de cobertura del seguro de desempleo en España
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      Fuente: Encuesta Población Activa, Instituto Nacional de Estadística; «Población y diferencias regionales. Mercado y relaciones de trabajo. Poder sindical. Estado del bienestar», en Á. Soto Carmona (coord.), Historia de la España actual, 1939-2000. Autoritarismo y democracia, Madrid, Marcial Pons, p. 497.

    


    Para la izquierda revolucionaria, el desempleo era el principal problema del país. La ORT y el PTE fueron los partidos que defendieron una política contra el paro más elaborada, que partía de la constatación de que el modelo español de crecimiento basado en la inversión privada había sido incapaz de crear suficientes puestos de trabajo. Las formaciones comunistas planteaban que estos solo podían generarse por medio de un plan de inversión pública, financiado con una reforma fiscal progresiva, que creara 400.000 empleos directos, que, además, cubrirían las necesidades sociales más urgentes como viviendas, hospitales, centros de salud y escuelas. Mientras se lograba la creación de empleo mediante la inversión pública, el PTE y la ORT defendían la extensión inmediata de la protección social a todos los parados durante dos años y con carácter indefinido en casos excepcionales, siempre que no se rechazaran empleos u ofertas de formación. El PTE consideraba que estas medidas requerían un Ejecutivo de izquierdas, pero se mostraba dispuesto a apoyar a cualquier Gobierno que las pusiera en práctica[39].


    Además de estas propuestas, la ORT impulsó la creación de comisiones de parados en barrios y pueblos en todas las provincias donde contaba con implantación, fundamentalmente Navarra, Madrid y Badajoz. Los colectivos de desempleados se coordinaron para realizar una marcha a Madrid, que reunió a decenas de miles de personas en el Palacio de los Deportes de la capital el 19 de marzo de 1978, en un acto en el que se constituyó el Movimiento Unitario de Parados (MUP).


    CCOO y UGT trataron de no perder la iniciativa en este terreno, y convocaron el 5 de abril una huelga de una hora en toda España para reclamar al Gobierno medidas contra el paro. El SU y el MUP se sumaron a la protesta, que movilizó a unos 4.000.000 de trabajadores en todo el país[40].


    El MUP, como organización creada y dirigida por la ORT nunca tuvo una dinámica propia y su actividad se subordinó a las necesidades del partido, cuyo objetivo era lograr una movilización con repercusión mediática. Más allá de la marcha de parados, el MUP no tenía perspectivas, ni proyectos en el ámbito local con mejoras parciales que se pudieran conseguir a corto plazo. No se basaba en un proceso asambleario que fuera activando a los desempleados, sino en la ejecución de un plan de trabajo por los militantes del partido. Más que un movimiento de parados, el MUP fue una campaña de la ORT[41].


    En algunos pueblos y barrios, otros grupos radicales como el MC o la CNT impulsaron asambleas de parados que trataban de conseguir puestos de trabajo en la construcción paralizando los tajos donde se realizaban horas extra y exigiendo su sustitución por contratos de trabajo para los miembros de las asambleas[42]. Estas iniciativas lograron que los desempleados mantuvieran la autoestima y se apoyaran mutuamente y aunque en casos concretos consiguieron algunos puestos de trabajo, no constituían una alternativa que se pudiera extender a otros sectores productivos ni una solución acorde a la magnitud del problema[43].


    Tras la marcha de los parados organizada por la ORT, la izquierda radical no consiguió repetir una movilización amplia para exigir al Gobierno la reducción del paro por medio de la inversión y el empleo público. El Ejecutivo del presidente Suárez pudo así mantener su política que consideraba el aumento del paro y el descenso de los salarios como males necesarios para incrementar los beneficios empresariales, que animarían la inversión privada, considerada como la única vía de lograr el crecimiento económico. Esta doctrina neoliberal no solo fue apoyada desde la derecha, sino también desde un diario tan influyente en la izquierda como El País[44], e incluso por el sindicato UGT, que en el Acuerdo Básico Interconfederal firmado con la CEOE aceptaba que la creación de puestos de trabajo debería venir fundamentalmente del sector privado[45].


    DONDE HABITA EL OLVIDO. DE LAS FUERZAS DE ORDEN PÚBLICO A LAS FUERZAS DE SEGURIDAD DEL ESTADO


    La reforma democrática de la Policía fue un terreno de debate dentro de la izquierda, en el que las organizaciones revolucionarias reclamaron la disolución de los cuerpos represivos y el enjuiciamiento de los responsables de violaciones de derechos humanos, especialmente de los torturadores, así como derechos democráticos para los miembros del Ejército y los cuerpos policiales y la desmilitarización de estos[46].


    La Constitución de 1978, en su artículo 104, estableció los principios de una Policía democrática, sustituyendo los cuerpos represivos franquistas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. Sus funciones no eran ya el mantenimiento del orden público (la represión), sino «proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades» y «garantizar la seguridad ciudadana». En la carta magna, el concepto de orden público era reemplazado por el de seguridad ciudadana.


    La Ley de Policía del 4 de diciembre de 1978 recogía la definición democrática de los cuerpos de seguridad fijada en la Constitución (aunque mantenía algunas referencias al orden público) y establecía una Policía separada en dos grupos. Por una parte, el Cuerpo Superior de Policía, de carácter civil, formado por 9.000 personas, dedicadas a la investigación y a la dirección de las labores policiales. Por otra parte, la Policía Nacional, con estructura y organización militar, dirigida por oficiales del Ejército de Tierra, formada por los 50.000 hombres provenientes de la Policía Armada franquista, que incluía entre sus funciones el mantenimiento del orden público, como un residuo de la concepción represiva de las Fuerzas de Orden Público (FOP) de la dictadura.


    A pesar de estas leyes, la democratización de los cuerpos policiales no se completó durante la Transición, y estos siguieron actuando de forma represiva, como FOP[47]. La práctica de la tortura se mantuvo durante este periodo y las denuncias de la izquierda radical en los juzgados y las movilizaciones de protesta fueron constantes.


    Los arrestos de militantes de organizaciones de izquierda fueron también habituales. Solo en la jornada del 14 de abril de 1978, la Policía detuvo a unos 160 activistas por hacer propaganda a favor de la república. Otro objetivo de persecución política fueron los periodistas y las publicaciones independientes o de la oposición, que solo en el año 1977 sufrieron 434 procesos penales[48].


    Una parte de la minoría de policías críticos con los principios y métodos heredados de la dictadura se organizó en la Unión Sindical de Policías (USP), que defendió la mejora de las condiciones laborales de los policías, al tiempo que exigía la democratización del cuerpo y el respeto a los derechos humanos, lo cual requería sacar de la institución a los «sistemas, personajes y mentalidades de la peor etapa franquista». La USP denunció públicamente que la mayoría de los altos mandos policiales nombrados por el Gobierno democrático de UCD provenían de la Policía política de la dictadura, como Roberto Conesa Escudero y Antonio González Pacheco («Billy el niño»). El Ejecutivo del presidente Suárez optó por mantener su política de promoción de los antiguos miembros de la Brigada Político Social, algunos de ellos ultraderechistas, y trató de impedir la consolidación de la USP, retrasando su legalización y prohibiendo sus congresos. Además, el sindicato fue objeto de persecución judicial y su secretario general, Modesto García, fue procesado por reclamar la reforma democrática de la Policía[49].


    A pesar de que los cuerpos policiales siguieron actuando de manera represiva, el número de manifestantes muertos descendió a la mitad respecto al periodo inicial de la Transición (4 en la segunda mitad de 1977, 8 en 1978 y 2 en el primer trimestre de 1979), un descenso compensado por el aumento de las víctimas mortales por «gatillo fácil» en 1979, y por acciones de la extrema derecha y el terrorismo de Estado, que mantuvieron el número de fallecidos en torno a 35 al año.


    El terrorismo de Estado mejoró su organización e incrementó los atentados. Sus integrantes seguían siendo mercenarios reclutados entre la ultraderecha española, francesa, italiana y argentina, que utilizaban distintas siglas como BVE o Triple A. Al igual que en la etapa anterior, los objetivos fueron miembros de ETA y sus familiares, así como militantes de otras organizaciones de izquierdas.


    Los grupos ultraderechistas, estrechamente vinculados a la Policía[50] desarrollaron una intensa campaña de atentados con bomba a locales y palizas a personas de izquierdas, con especial incidencia en Madrid[51]. Frente a estas actuaciones, la mayoría de las organizaciones de la izquierda radical, tanto marxistas como libertarias, plantearon el derecho a la autodefensa, hasta el punto de considerarlo como un derecho democrático que debía recogerse en la legislación[52]. La organización de grupos unitarios de autodefensa en actos políticos y fiestas populares se extendió a medida que se mostraba como una alternativa más efectiva que delegar la seguridad de las actividades y los militantes de izquierda en manos de unos cuerpos policiales que mantenían vínculos con la ultraderecha[53].


    Para contribuir a parar las agresiones y los atentados ultraderechistas y al mismo tiempo, obstaculizar la preparación de un golpe de Estado, el MC presentó en el Congreso un proyecto de ley para ilegalizar las organizaciones fascistas y golpistas, incluido el principal partido de este espectro, FN[54]. La propuesta fue rechazada tanto por la UCD como por las principales formaciones de izquierda, PSOE y PCE.


    El mantenimiento de la violencia política de origen estatal en sus tres componentes de represión policial, terrorismo de Estado y grupos armados ultraderechistas, fue uno de los principales argumentos de ETA para continuar con sus atentados mortales, aún después de la formación de un Ejecutivo democrático tras las elecciones de junio de 1977 y de la amnistía de octubre del mismo año, que liberó a todos sus presos.


    Estos atentados, que provocaron 144 muertos entre 1978 y 1979, se dirigieron principalmente contra policías y militares, y fueron rechazados por la izquierda revolucionaria, con las excepciones de PCE (m-l) y PCE (r)[55].


    El PTE y la ORT, aun señalando que los cuerpos policiales se comportaban en el País Vasco como una fuerza de ocupación, valoraban que los atentados de ETA solo servían para provocar una intervención militar que restaurara la dictadura franquista. Al mismo tiempo, defendían la necesidad de la democratización de la Policía y el derecho de autodeterminación de Euskadi, Cataluña y Galicia[56].


    La izquierda radical se opuso los atentados, incluso cuando la víctima fue el antiguo presidente del TOP franquista, José Francisco Mateu Canoves, que había ascendido hasta el Tribunal Supremo. ORT, PTE, MC y LCR mostraron su rechazo a los asesinatos, aun cuando se dirigieran contra los responsables de las violaciones de derechos humanos durante la dictadura, si bien el MC hacía una salvedad con «las ejecuciones de torturadores»[57].


    CONSENSO ANTITERRORISTA Y GOLPISMO


    Además del rechazo a los atentados de ETA, las principales organizaciones revolucionarias también compartieron la crítica al decreto ley antiterrorista que el Gobierno aprobó en junio de 1978, un día después de que ETA (m) asesinara al periodista José María Portell, por sus críticas a esta organización. Frente a las restricciones a las libertades que establecía esta norma, los partidos radicales defendían medidas como el reconocimiento del derecho de autodeterminación, juicio y castigo para los miembros de las FOP responsables de muertes y torturas y la depuración de fascistas de los cuerpos policiales[58].


    A pesar de defender medidas en sentido contrario al recorte de libertades, ORT y PTE se sumaron al consenso antiterrorista, impulsando en el otoño de 1978 manifestaciones por la democracia y contra el terrorismo junto a UCD, PSOE y PCE. La mayor movilización se realizó en Madrid, donde se reunieron unas 200.000 personas. El resto de la izquierda revolucionaria, tanto la libertaria como la marxista se mostró muy crítica con el apoyo de ORT y PTE al consenso antiterrorista liderado por UCD, valorando que el rechazo a ETA no debía llevar a la izquierda a apoyar a una Policía represiva y que «una cosa era rechazar el terrorismo y otra sumarse al discurso del Gobierno». Estas críticas también se hicieron desde una parte de la militancia del PTE, mientras que las bases de la ORT se mostraron alineadas con la decisión de su dirección, e incluso se felicitaron por haberse «ganado la imagen de un partido antiterrorista»[59].


    El partido dirigido por José Sanroma mantuvo esta política, realizando campañas de propaganda en las que se afirmaba que los dos principales problemas de los trabajadores eran «el paro y el terrorismo» (de ETA y de la ultraderecha), unas campañas cuyo objetivo principal no era tanto condicionar al Gobierno para que tomara medidas que acabaran con los atentados como proyectar una imagen de «partido responsable» [60].


    En enero de 1979, en el funeral del gobernador militar de Madrid, general Ortín, muerto en un atentado de ETA, un grupo de militares golpistas agredieron al ministro de Defensa, el general Gutiérrez Mellado. Frente a la posición del PSOE y el PCE, que responsabilizaban al terrorismo del crecimiento del golpismo en la cúpula del Ejército, MC y LCR planteaban que los militares golpistas no eran producto de la actividad de ETA, que rechazaban, sino de unas fuerzas armadas y policiales «infestadas de golpistas y ultraderechistas», por lo que la vía más efectiva para impedir un golpe de Estado era la depuración de estos elementos[61].


    LA LUCHA POR LA REPÚBLICA


    La defensa de la república como forma de Estado fue uno de las propuestas compartidas por los partidos de la izquierda revolucionaria, que reivindicaban la experiencia democrática y de progreso social de la etapa de la Segunda República, y rechazaban a un rey de Borbón, Juan Carlos, cuya legitimidad provenía de haber sido elegido por el dictador como su sucesor.


    Para los sectores reformistas del franquismo, la monarquía era una de las líneas rojas del proceso de transición, algo que debía quedar al margen de la decisión popular. El rey garantizaba la continuidad institucional, era el salvoconducto que permitiría transitar al nuevo sistema a los altos cargos de la dictadura, sin que nadie juzgara sus actuaciones pasadas, incluidas las violaciones de derechos humanos[62].


    Por estos motivos, el referéndum sobre la forma de Estado que permitiera al pueblo optar entre república y monarquía era para la mayoría de la oposición antifranquista un contenido fundamental de la democracia y el símbolo de la ruptura democrática[63]. Cuando PSOE y PCE aceptaron la exigencia del presidente Suárez de abandonar esta reivindicación a cambio de su legalización antes de los comicios de junio de 1977, la izquierda radical se quedó prácticamente sola en la defensa de la república.


    Las organizaciones revolucionarias no lograron conectar la reivindicación de la república como símbolo de la ruptura democrática con las demandas de las grandes movilizaciones obreras, vecinales y por la amnistía de los presos políticos. Además, a medida que se consolidaba la reforma, la monarquía dejaba de ser percibida como un obstáculo para la democracia.


    La reivindicación de la república solo estuvo presente en pequeñas movilizaciones, impulsadas principalmente por el PCE (m-l), la Convención Republicana de los Pueblos de España (CRPE) y, en menor medida, por el MC. En estas manifestaciones solo participaban militantes y simpatizantes de la izquierda revolucionaria, y solían acabar en enfrentamientos con la Policía. Una seña de identidad de los militantes del PCE (m-l) y de sus juventudes, las JCE (m-l), era acudir a cualquier protesta obrera, vecinal o política con banderas republicanas, un derecho que tuvieron que imponer por la fuerza frente a las agresiones de los servicios de orden de las manifestaciones, generalmente formados por miembros del PCE, un partido que consideraba una provocación mostrar banderas tricolores en ese periodo, a pesar de su tradición republicana[64].


    DESCENTRALIZACIÓN, NACIONES Y ESTADO


    La cuestión nacional fue uno de los elementos centrales de la Transición. Para la izquierda radical, la autodeterminación de las naciones que formaban parte del Estado español –especialmente el País Vasco (que incluía Navarra), Cataluña y Galicia– era un derecho democrático básico y un elemento central de la ruptura con la dictadura, una posición compartida por el PSOE y el PCE hasta finales de 1976.


    En Cataluña y el País Vasco la reivindicación nacionalista era defendida, además y principalmente, por fuerzas conservadoras antifranquistas: el PNV liderado por Xabier Arzalluz y Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), dirigida por Jordi Pujol. En Cataluña, toda la oposición antifranquista consideraba las libertades nacionales catalanas como un componente esencial de la democracia, al mismo nivel que las libertades individuales y la amnistía de los presos políticos. Las grandes movilizaciones a favor del Estatuto (aprobado por la Segunda República y eliminado por la dictadura) y los resultados de los comicios de junio de 1977, donde las fuerzas más votadas fueron el PSC y el PSUC, hicieron que el presidente Suárez optara por reinstaurar el Gobierno de la Generalitat republicana, con el objetivo de que su presidente, el catalanista conservador Josep Tarradellas, arrebatara el control del proceso a PSC y PSUC, que dominaban la asamblea de parlamentarios catalanes.


    El principal apoyo de Tarradellas fue ERC, un pequeño e histórico partido nacionalista no independentista, y dos formaciones de la izquierda radical. Por una parte, el PSAN, que valoró erróneamente que el presidente de la Generalitat defendería la autodeterminación y la creación de los Países Catalanes (Cataluña, País Valenciano y Baleares). Por otro lado, el PTE, que consideraba a la Generalitat como la restauración de la legalidad de la Segunda República. A pesar de estos apoyos, Tarradellas formó un organismo unitario con las principales fuerzas políticas del que excluyó a la izquierda revolucionaria.


    En el País Vasco, el lehendakari del gobierno vasco republicano, el peneuvista Jesús María de Leizaola, planteaba que la recuperación de la autonomía y el Estatuto debía ser liderada por los parlamentarios vascos elegidos en los comicios de 1977 y en esta línea, el Gobierno de Suárez creó el Consejo General Vasco (CGV), presidido por el socialista Ramón Rubial. El Consejo formó una ponencia redactora del anteproyecto de Estatuto de Guernica integrada por miembros de PNV, PSE, UCD, EIA (electos en la coalición EE), AP y los extraparlamentarios Euskal Sozialistak Elkartzeko Indarra (Fuerza para la Unidad de los Socialistas Vascos), PCE-EPK y Partido Carlista. La rama de la izquierda abertzale representada por HB rechazó la invitación a participar en este organismo. El texto acordado por la ponencia y aprobado por el CGV y la asamblea de parlamentarios vascos recogía la mayoría de las propuestas del PNV, la fuerza más votada en los comicios de junio de 1977: se aceptaba la posibilidad de la incorporación voluntaria de Navarra a Euskadi, se establecían el euskera y el castellano como lenguas cooficiales y las diputaciones provinciales recibían amplios poderes.


    En Andalucía, la reivindicación de una autonomía compatible con la pertenencia a España había estado presente en las movilizaciones contra la dictadura, como una extensión de la lucha por la democracia y los derechos individuales. Tras los comicios generales de junio de 1977 se formó la Asamblea de Parlamentarios Andaluces que, tras las grandes manifestaciones del 4 de diciembre, aprobó un proyecto de autonomía que regulaba el régimen preautonómico. Un año después, el 4 de diciembre de 1978, la gran mayoría de los partidos políticos de Andalucía (entre ellos el PTE) firmaron el Pacto de Antequera, por el que se comprometían a conseguir una autonomía plena, como veremos en detalle más adelante.


    En el resto de España, el Gobierno de UCD había creado «entes preautonómicos» en Galicia, Asturias, Castilla y León, Aragón, Castilla La Mancha, País Valenciano, Murcia, Baleares y Canarias, en una dinámica descentralizadora sin precedentes que condicionó el proceso ya iniciado de redacción de una nueva Carta Magna[65].


    SI ME DAS A ELEGIR. LA CONSTITUCIÓN DE 1978


    La sustitución de las Leyes Fundamentales de la dictadura había arrancado con la creación de una comisión en el Parlamento y un grupo de trabajo más reducido, denominado «Ponencia constitucional». La ponencia, integrada por miembros de UCD, PCE-PSUC, PSOE, AP y un representante de los nacionalistas catalanes, elaboró el anteproyecto, que se publicó en el Boletín Oficial del Estado el 5 de enero de 1978 y fue debatido en la comisión junto a las enmiendas, dando lugar a un dictamen. Este dictamen fue discutido en el mes de julio en el Parlamento, donde se aprobó el texto final, que también se publicó. Las enmiendas introducidas por el Senado hicieron necesario refundir los dos textos y votar la nueva versión en ambas cámaras. Tras su aprobación el 31 de octubre, la redacción definitiva se sometió a referéndum el 6 de diciembre de 1978.


    La izquierda radical abordó este proceso algo descolocada. Había previsto la Transición como una marea movilizadora creciente que forzara la ruptura, derribando la dictadura y la monarquía instaurada por Franco, pasando el poder a un gobierno provisional compuesto por las fuerzas de la oposición democrática. Este gobierno restablecería las libertades y abriría un proceso constituyente en el que una asamblea nacional redactaría una Constitución favorable a la clase obrera y al pueblo. De esta manera, las conquistas logradas en la fase ascendente de movilización quedarían protegidas legalmente en una democracia avanzada (o democracia popular) que sería un paso intermedio en la consecución del socialismo[66].


    Sin embargo, la victoria de la vía reformista había generado un escenario diferente, en el que el aparato de Estado de la dictadura, intacto, mantenía el suficiente poder para imponer límites a la voluntad popular en cuestiones centrales como la unidad de España, la monarquía, los privilegios del Ejército (que incluían su papel de gendarme en una cuestión política clave como la ordenación territorial del Estado), y la impunidad para los responsables de violaciones de derechos humanos durante el franquismo. A pesar de la existencia de derechos civiles y de un Gobierno y un Parlamento democráticos, no existía un mínimo de libertad que permitiera a todas las formaciones políticas expresarse en igualdad de condiciones, y los sectores que defendían una democratización más profunda y rechazaban las tutelas del aparato de Estado franquista, entre ellos, la izquierda radical, fueron perseguidos dentro y fuera de la ley por medio de detenciones, torturas, encarcelamientos, secuestros judiciales de revistas y libros y procesos a cargo de tribunales militares.


    En esta coyuntura, la propuesta más ambiciosa de la izquierda revolucionaria, la aprobación de una Constitución que no solo estableciera la igualdad formal de los ciudadanos, sino que, además, limitara las desigualdades socioeconómicas para lograr una democracia más profunda, se quedó en un mero proyecto. A pesar de no tener la fuerza necesaria para lograr su objetivo último, las organizaciones revolucionarias intervinieron en el debate constitucional criticando el escaso espacio que se daba a la participación de los ciudadanos tanto en el texto constitucional como en el proceso de su elaboración.


    Los diputados constituyentes, en lugar de apoyarse en la parte más activa de la sociedad para promover la implicación ciudadana, buscaron su máxima libertad de maniobra y sustituyeron el debate público por negociaciones secretas entre los portavoces de los grupos parlamentarios. Durante los cinco primeros meses, la ponencia constitucional trabajó sin informar sobre el contenido de sus reuniones ni a los ciudadanos ni al Parlamento, una dinámica que la izquierda radical criticó, defendiendo la importancia del debate público[67].


    El papel de la participación y la movilización ciudadana en el nuevo sistema democrático pasaba a ser uno de los principales puntos de fricción entre la izquierda moderada y la revolucionaria. En este terreno, la izquierda radical estaba atravesada por una contradicción: defendía la participación política desde la base y la combinación de instituciones representativas con la democracia directa en centros de trabajo y barrios, pero al mismo tiempo, su actividad estaba determinada por las prácticas antidemocráticas de las direcciones partidarias, el autoritarismo y el sectarismo. A pesar de estas dinámicas, de intensidad variable según de qué organización se tratara, los grupos revolucionarios se oponían al modelo de democracia que proponían PSOE y PCE, basada en individuos subordinados a las instituciones en las que participaban por medio de partidos jerarquizados y con escasa democracia interna[68].


    Las formaciones radicales trataron de impulsar el debate público sobre la Constitución en barrios, empresas, colegios profesionales y asociaciones culturales y llamaron a defender las propuestas de izquierdas en la calle, planteando que la derecha estaba movilizando todas sus fuerzas, dentro y fuera del Parlamento, mientras que la izquierda mayoritaria renunciaba a actuar fuera de las instituciones[69].


    En cuanto a las alternativas concretas, las principales fuerzas de la izquierda revolucionaria defendieron propuestas similares que incluían el referéndum sobre la forma de Estado para que el pueblo eligiera entre monarquía y república, la disolución de los cuerpos represivos franquistas y su sustitución por fuerzas policiales democráticas orientadas a proporcionar seguridad a los ciudadanos, la posibilidad de evolucionar a una economía socialista si así lo decidía la mayoría y los derechos reivindicados por el movimiento feminista (divorcio, anticonceptivos y aborto). La ORT defendió también que los derechos económicos y sociales, como el derecho a la vivienda y al empleo fueran exigibles, y no meras declaraciones sin consecuencias prácticas. Por su parte, la LCR propuso medidas como la rendición de cuentas de los representantes políticos ante sus electores en sus circunscripciones y el derecho a revocar a los cargos electos[70].


    En la cuestión territorial, las organizaciones radicales también coincidieron en su oposición a la propuesta de UCD, PSOE, PCE y AP de concebir España como una nación esencialista y súbdita, con existencia independiente y anterior a la voluntad de sus ciudadanos. Esta concepción de la nación la resumía el ponente de UCD Herrero de Miñón afirmando que España «era antes y será después de esta Constitución, una entidad permanente», mientras que el ponente de PCE-PSUC Solé Tura la definía como «una realidad forjada por la historia»[71].


    Los partidos de la izquierda revolucionaria defendieron una España entendida como nación cívica, basada en la voluntad de sus miembros («somos una nación porque así lo hemos decidido»), lo cual implicaba el derecho de autodeterminación, reclamado por amplios sectores sociales en el País Vasco y con menor apoyo en Cataluña, Galicia y Canarias. En el Senado, Lluís María Xirinacs propuso una Constitución alternativa en la que España se configuraba como una Confederación de los pueblos soberanos de «Andalucía, Aragón, Asturias, Canarias, Euskadi, Galicia, Países Castellanos y Países Catalanes»[72].


    La propuesta de Xirinacs cosechó 2 votos a favor y 183 en contra, al término de un debate de guante blanco, en el que el portavoz de UCD, tras manifestar su respeto por la trayectoria personal del activista revolucionario, le planteó que su proyecto de Constitución era interesante, pero que se había equivocado de país. Ciertamente, la España concebida como nación esencialista basada en un solo pueblo definida en la Constitución de 1978 era un país diferente a la España entendida como nación cívica basada en la voluntad de los ciudadanos de formar parte de ella, desde el derecho de autodeterminación de sus pueblos.


    Finalmente, la Constitución de 1978 resolvió la cuestión territorial y la existencia de distintas identidades nacionales afirmando en su artículo 2 la «indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles». Este artículo, impuesto por la cúpula del Ejército a los parlamentarios que redactaron la ponencia constitucional, propició la distinción entre nación política soberana (España) y naciones culturales (nacionalidades), como País Vasco, Cataluña o Galicia, a las que se les negaba el elemento fundamental de las naciones: el ser sujetos de soberanía[73].


    Más allá de la defensa de la autodeterminación de los pueblos de España, en la izquierda radical existía una importante diferencia. Mientras que unas formaciones, como MC y LCR solo planteaban la existencia de las naciones vasca, catalana y gallega, otros partidos como PTE, PCE (m-l) y ORT elaboraron un nacionalismo español alternativo al de la Constitución de 1978, un nacionalismo cívico, que apostaba por un Estado federal en el que los pueblos de España decidieran integrarse desde su soberanía. Entendían que una nación que no se basara en la libre decisión de sus ciudadanos de pertenecer a ella, sino en «la historia», como defendían UCD, PSOE y PCE, no era democrática. Este nacionalismo español se reclamaba continuador de la Segunda República, de la que tomaba la bandera tricolor, el himno de Riego y el 14 de abril como fiesta nacional para sustituir los símbolos que había hecho suyos la dictadura: bandera rojigualda, marcha real y 12 de octubre como festividad patria[74].


    A pesar de compartir las mismas posiciones críticas con el texto constitucional, la izquierda radical se dividió una vez más al afrontar el referéndum del 6 de diciembre de 1978. La LCR y el PCE (m-l) pidieron el voto «No», mientras que MC y CNT defendieron la abstención. El movimiento feminista también manifestó su rechazo porque el texto aprobado por el Parlamento y el Senado no incluía los derechos al divorcio y al aborto[75]. PTE y ORT optaron por pedir el voto afirmativo, a pesar de haber mantenido una posición muy crítica durante el proceso de elaboración del texto. Se trataba de una decisión de las cúpulas de estos partidos, que las bases acataron disciplinadamente, pero que profundizaría la crisis interna de estas formaciones, como veremos más adelante.


    Más allá del debate sobre si la correlación de fuerzas permitía una constitución más avanzada que la sometida a referéndum, como argumentaban las direcciones de ORT y PTE, el apoyo de estos partidos a la carta magna de 1978 canceló todo el trabajo hecho en pos de un nacionalismo español cívico y democrático basado en el derecho de autodeterminación, una labor que las formaciones que mantuvieron su oposición, MC y LCR, no habían abordado[76].


    Al margen de la concepción esencialista de la nación española y del artículo 10 que asignaba a las Fuerzas Armadas el mantenimiento del orden constitucional (al igual que las leyes franquistas encargaban al Ejército la defensa del orden institucional), la carta magna de 1978 era similar a la de los países del entorno (aunque tuviera un carácter menos transformador que la Constitución española de 1931)[77], y las limitaciones que señalaba la izquierda radical (en el sentido de que daba lugar a una democracia incompleta) podían, en su mayoría, ser corregidas por desarrollos legislativos posteriores, como en los casos del divorcio y el aborto.


    La Constitución fue aprobada mayoritariamente con una participación del 67,1 por 100, y el 88,5 por 100 de votos afirmativos frente al 8 por 100 que votó «No». La abstención, defendida por parte de la izquierda radical, logró el 32,9 por 100 y solo fue mayoritaria en el País Vasco, donde ganó por 10 puntos (55 por 100 frente a 45 por 100) y los votos negativos fueron el 24 por 100 frente al 70 por 100 de votos «Sí». En Navarra, los resultados fueron similares a los del conjunto de España. En Galicia, la abstención fue 20 puntos mayor, pero más que un respaldo a las posiciones de la izquierda radical y nacionalista, se trataba de una dinámica electoral propia de este territorio, donde la participación en los comicios de 1977 y 1979 había sido también menor[78].


    DAME VENENO. LAS ELECCIONES DE 1979


    Tras el referéndum constitucional de diciembre de 1978, el Gobierno de UCD procedió a convocar elecciones generales para marzo de 1979 y municipales para el mes de abril.


    Las principales fuerzas de la izquierda revolucionaria, PTE y ORT, afrontaron estos comicios como un reto decisivo para su nueva política centrada en obtener representación parlamentaria. A pesar de defender programas muy similares, basados en potenciar la inversión y el empleo público en vivienda, educación y sanidad para superar la crisis económica sin bajar los salarios, en el reconocimiento del derecho de autodeterminación y en medidas contra el golpismo, los dos partidos concurrieron no solo por separado, sino compitiendo directamente, pues las cúpulas de estas formaciones valoraban que quien lograra más representación absorbería a su rival en un proceso de unificación que la presión de las bases hacía inevitable. Ambas formaciones compartían también una misma estrategia electoral, que buscaba conectar con los votantes de izquierdas descontentos con PSOE y PCE, al valorar que los sectores radicales eran muy reducidos[79].


    El PCE (m-l) que aún no había logrado su legalización, concurrió con las siglas de Izquierda Republicana (IR) y el MC se presentó en coalición con la OIC reiterando la necesidad de depurar los sectores franquistas enquistados en el Ejército, la Policía, la Judicatura, el sistema penitenciario y la alta administración del Estado para lograr una democracia plena, que también requería a su juicio el reconocimiento del derecho de autodeterminación. Además, el partido liderado por Eugenio del Río centró la campaña en la defensa de su proyecto de ley para garantizar el derecho al aborto[80].


    
      Tabla 7. Elecciones al Congreso. Marzo 1979
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              0,31

            

            	
              0

            
          


          
            	
              OCE-BR

            

            	
              47.937

            

            	
              0,27

            

            	
              0

            
          


          
            	
              PCT

            

            	
              47.896

            

            	
              0,27

            

            	
              0

            
          


          
            	
              LCR

            

            	
              36.662

            

            	
              0,20

            

            	
              0

            
          


          
            	
              UNAI (Navarra)

            

            	
              10.970

            

            	
              0,06 / 4,34

            

            	
              0

            
          


          
            	
              Participación

            

            	
               

            

            	
              78,8

            

            	
               

            
          


          
            	
              Abstención

            

            	
               

            

            	
              21,2

            

            	
               

            
          

        
      


      


      Fuente: Ministerio del Interior. El primer porcentaje se refiere a toda España, el segundo a los territorios en los que se presenta la candidatura.

    


    El MC se basaba en la labor de su diputado Patxi Iturrioz (que había sustituido a Francisco Letamendia, de EIA, en el escaño logrado por EE) para reafirmarse en que su actividad central debía ser la organización y la lucha en la calle y los centros de trabajo. «Quien no pinte nada ahí poco importa que lo haga en las urnas: como partido revolucionario será siempre un cero a la izquierda»[81].


    La LCR presentaba un programa similar, pero se diferenciaba del resto de los partidos revolucionarios en que defendía un Gobierno PSOE-PCE que renunciara a su política de consenso con la derecha y sus propuestas económicas, algo que, como señala Miguel Romero, estaba fuera de la realidad y era una muestra de la desorientación de la LCR tras el fracaso de la ruptura[82].


    El partido del Gobierno, UCD, ganó de nuevo las elecciones con un porcentaje algo superior al logrado en 1977. El PSOE se consolidó como principal partido de la oposición y de la izquierda, muy por delante del PCE, que recibió casi 2.000.000 de votos, el 10,77 por 100. La izquierda revolucionaria, que por primera vez se podía presentar con sus propias siglas (a excepción del PCE [m-l]) duplicó con creces las papeletas obtenidas dos años antes, logrando 835.999 votos, que suponían el 4,66 por 100.


    El crecimiento del apoyo electoral a la izquierda radical era notable, pero insuficiente para que PTE y ORT lograran representación parlamentaria y quedaba lejos de sus perspectivas más optimistas, que en el caso del partido liderado por Eladio García pasaban por obtener hasta ocho diputados. Las formaciones revolucionarias superaban al PCE en Galicia, Navarra y Canarias, donde Fernando Sagaseta, dirigente comunista de larga trayectoria en la lucha antifranquista, consiguió un escaño.


    Las elecciones municipales de abril


    Tras el fracaso en los comicios generales, las direcciones de PTE y ORT iniciaron finalmente el proceso de unificación largamente anhelado por las bases, y acordaron presentarse juntos a las municipales de abril retirando cada partido la candidatura donde tuviera menos fuerza. Estas formaciones propusieron a PSOE y PCE llegar a acuerdos que garantizaran mayorías de izquierdas en los ayuntamientos, basados en un programa común, pero los mayoritarios no aceptaron, previendo que las formaciones radicales no iban a ser decisivas para ganar las alcaldías a UCD[83].


    
      Tabla 8. Elecciones Municipales. Abril 1979


      
        
          
          
          
          
        

        
          
            	
               

            

            	
              Votos

            

            	
              Porcentaje (%)

            

            	
              Concejales

            
          


          
            	
              UCD

            

            	
              5.018.784

            

            	
              30,63

            

            	
              28.960

            
          


          
            	
              PSOE

            

            	
              4.615.837

            

            	
              28,17

            

            	
              12.059

            
          


          
            	
              PCE

            

            	
              2.139.570

            

            	
              13,06

            

            	
              3.727

            
          


          
            	
              Independientes

            

            	
              1.661.664

            

            	
              10,14

            

            	
              14.684

            
          


          
            	
              CiU

            

            	
              504.832

            

            	
              3,08

            

            	
              1.756

            
          


          
            	
              CD

            

            	
              489.581

            

            	
              2,99

            

            	
              2.339

            
          


          
            	
              PNV

            

            	
              357.917

            

            	
              2,18

            

            	
              1.079

            
          


          
            	
              PSA-PA

            

            	
              245.507

            

            	
              1,50

            

            	
              259

            
          


          
            	
              HB

            

            	
              165.067

            

            	
              1,01

            

            	
              267

            
          


          
            	
              ERC

            

            	
              103.049

            

            	
              0,63

            

            	
              205

            
          


          
            	
              EE

            

            	
              59.250

            

            	
              0,36

            

            	
              85

            
          


          
            	
              Conjunto izquierda radical

            

            	
              601.468

            

            	
              3,68

            

            	
              834

            
          


          
            	
              PTE

            

            	
              147.614

            

            	
              0,90

            

            	
              228

            
          


          
            	
              ORT

            

            	
              114.539

            

            	
              0,70

            

            	
              107

            
          


          
            	
              MC-OIC

            

            	
              86.610

            

            	
              0,53

            

            	
              57

            
          


          
            	
              BNPG

            

            	
              78.216

            

            	
              0,48

            

            	
              258

            
          


          
            	
              PG-POG-PSG

            

            	
              68.392

            

            	
              0,42

            

            	
              139

            
          


          
            	
              UPC

            

            	
              55.779

            

            	
              0,34

            

            	
              29

            
          


          
            	
              LCR

            

            	
              18.220

            

            	
              0,11

            

            	
              7

            
          


          
            	
              CC (BR-PSAN)

            

            	
              14.529

            

            	
              0,09

            

            	
              0

            
          


          
            	
              UCE

            

            	
              9.908

            

            	
              0,06

            

            	
              4

            
          


          
            	
              IR

            

            	
              7.661

            

            	
              0,05

            

            	
              5

            
          


          
            	
              Participación

            

            	
               

            

            	
              62,5

            

            	
               

            
          


          
            	
              Abstención

            

            	
               

            

            	
              37,5

            

            	
               

            
          

        
      


      


      Fuente: Ministerio del Interior. Resultados electorales.

    


    Los programas de la izquierda radical eran muy similares, y se basaban en que los ayuntamientos abrieran espacios de participación a las asociaciones vecinales, en la municipalización del suelo para la construcción de vivienda pública y en la oposición a las políticas económicas de la derecha[84].


    Las elecciones municipales tuvieron unos resultados similares a los de las generales del mes de marzo para los grandes partidos, pero la izquierda radical redujo sus apoyos en casi un 30 por 100, descendiendo hasta los 615.908 votos (3,76 por 100) y logrando 872 concejales en toda España.


    La colaboración entre ORT y PTE no dio los resultados esperados y sus candidaturas perdieron votos respecto a las generales celebradas un mes antes. El PTE solo consiguió un respaldo significativo en Andalucía, donde este partido y la Candidatura Unitaria de Trabajadores, brazo electoral del Sindicato de Obreros del Campo, lograron 166 concejales y varias alcaldías en ciudades de tamaño medio como Puerto Real (Cádiz), Estepona (Málaga) y Motril (Granada) gracias a su papel decisivo en el movimiento obrero o ciudadano y en pueblos jornaleros como Lebrija, El Coronil, Cazalla de la Sierra, Marinaleda y Los Corrales (Sevilla), donde el SOC era la principal organización sindical. La ORT cosechó sus mejores resultados en Navarra, donde obtuvo 34 concejales por medio de la candidatura UNAI, si bien perdió el 40 por 100 de los votos logrados por la AET en 1977. En Madrid, los resultados del partido dirigido por José Sanroma también fueron menores que sus expectativas, aunque fue el más votado en la localidad de Aranjuez, donde alcanzaría la alcaldía. El MC logró sus mejores resultados en el País Valenciano con 17.118 votos (0,99 por 100) y 27 concejales.
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    VII. SOBREPONERSE A LA DERROTA


    En el tramo final de la Transición, las organizaciones revolucionarias trataron de adaptar su estrategia a la consolidación de la reforma, que avanzaba hacia una democracia similar a la de los países del entorno, en un proceso amenazado por el golpismo. Los dos principales partidos radicales, la ORT y el PTE, intentaron unificarse, como venían reclamando las bases de ambas formaciones desde el inicio de la Transición, y el MC y la LCR ensayaron también formas de colaboración. El PCE (m-l) acusó el desgaste provocado por la represión y el PCE (r) profundizó su aislamiento y debilitamiento, mientras que la mayoría de los colectivos autónomos desaparecían y la CNT se escindía.


    EL PARTIDO DE LOS TRABAJADORES. LOS LÍMITES DE UN MODELO


    Tras el batacazo en las elecciones generales de marzo de 1979, las cúpulas del PTE y la ORT decidieron unificar las dos organizaciones, en un intento baldío de obtener mejores resultados en los comicios municipales del mes de abril. Después de la segunda cita electoral del año, ambas formaciones realizaron sendos congresos para ratificar la confluencia.


    El II Congreso de la ORT, celebrado en junio de 1979, no fue un proceso de debate desde la base para definir la estrategia y la línea política, sino un acto para cohesionar a la organización en torno a la decisión de la dirección. En el cónclave se aprobó el informe del secretario general, favorable a la unificación con el PTE, que se presentó en el mismo congreso para impedir críticas y enmiendas, y que –paradójicamente– reconocía la falta de democracia, debate y participación en el partido y criticaba el estilo de dirección autoritario y burocrático, unas críticas que no modificaron la cultura organizativa de la ORT[1].


    Por su parte, el PTE realizó un Congreso Extraordinario en el que además de respaldar el proceso de unión con la ORT, se valoró positivamente la democratización interna acordada un año antes, que incluía el derecho a formar tendencias y la elección de los comités de dirección por la base. Las críticas se centraron en el proceso de territorialización, que había sustituido la organización basada en frentes de lucha o actividad por otra fundamentada en la zona geográfica, más orientada a las contiendas electorales. El partido reconocía que este cambio había separado a muchos militantes del trabajo político directo en la sociedad para dedicarlos a la actividad partidaria o electoral fuera de su ámbito natural de actuación[2].


    En julio de 1979 se realizó el Congreso de unificación, que aprobó la creación del Partido de los Trabajadores (PTE-ORT) y eligió secretario general a Eladio García Castro. Las dos organizaciones que confluían en el nuevo partido arrastraban una grave crisis derivada de unas estructuras con escasa democracia interna (sobre todo en el caso de ORT), del fracaso de su estrategia basada en acceder a las instituciones y de la ruina económica provocada por la decisión de las cúpulas de gastar en las campañas electorales cantidades muy superiores a los ingresos.


    Además, PTE y ORT sufrían la misma crisis política que afectaba a toda la izquierda radical, que, tras aceptar que la ansiada crisis revolucionaria no se iba a producir a corto plazo, se había centrado en obtener y ampliar la democracia liberal, sin conectar esta política con el objetivo que daba sentido a su existencia, el avance hacia el socialismo. Más allá de la crítica al eurocomunismo del PCE y a su concreción en la política del consenso con la derecha, las organizaciones revolucionarias no lograban elaborar una alternativa que diera un sentido estratégico a su práctica diaria.


    La unificación frustrada


    Sumido en una crisis de tal calibre, la supervivencia del Partido de los Trabajadores dependía de su capacidad de renovar la organización, la línea política y la dirección. La precipitación y la falta de previsión de las cúpulas del PTE y la ORT al abordar la unificación, unidas a una cultura organizativa que primaba el control del partido de arriba abajo frente a la participación de la base, generaron un clima interno en el que la mayor parte de la energía militante se desperdiciaba en la lucha interna por ganar la mayoría en los comités de dirección. En esas condiciones, la renovación era imposible[3].


    El Partido de los Trabajadores no llegó a funcionar de manera unificada. El sector proveniente de la ORT y la facción del PTE se reunían por separado y realizaban sus propias actividades, sin que existiera vida orgánica común. La confluencia de los sindicatos (SU y CSUT) y organizaciones juveniles (UJM y JGRE) ni siquiera llegó a realizarse formalmente.


    La nueva formación comunista solo funcionó en algunos territorios como Cataluña y Andalucía, donde la mayor fuerza del Partido del Trabajo de Andalucía (PTA) impidió el bloqueo que se producía en otros territorios. Además, la dirección del antiguo Partido del Trabajo de Andalucía, que se mantuvo en el nuevo Partido de los Trabajadores, formaba parte de la corriente que defendía una mayor democracia interna y participación de la base, lo cual facilitó la cooperación con el sector proveniente de la ORT, con implantación solo en la ciudad de Huelva.


    Desde las bases del sector ORT y del sector PTE se hicieron propuestas de renovación muy similares, que reclamaban la confluencia de igual a igual con el resto de grupos revolucionarios, defendían la necesidad de que la línea política fuera elaborada por el conjunto de la militancia y no por un grupo pequeño de dirigentes, y pedían que se respetaran las discrepancias y las distintas tendencias. Estas propuestas, planteadas desde la defensa del leninismo y el centralismo democrático (por considerar que garantizaba al mismo tiempo la acción unificada del partido y un funcionamiento democrático de abajo arriba)[4], fueron ahogadas por los comités provinciales, donde el enfrentamiento entre los dos sectores hacía imposible cualquier debate.


    La rivalidad era aún mayor en los órganos federales, que se rompieron a los pocos meses de la unificación[5]. Eladio García Castro y Enrique Palazuelos, dirigentes provenientes del PTE, dimitieron de sus cargos y presentaron una propuesta para cambiar el modelo leninista del partido por una nueva organización que diera prioridad a los cambios de formas de vida y a las transformaciones sociales sin esperar a conquistar el poder del Estado. José Sanroma, antiguo secretario general de la ORT, respondió con un texto en el que criticaba el «revisionismo de izquierdas para subvertir el partido» que contribuía a «la disgregación ideológica, el espontaneísmo político y la liquidación organizativa del Partido de los Trabajadores», y se reafirmaba en la necesidad de un partido leninista orientado a la conquista del poder del Estado para instaurar la dictadura del proletariado[6].


    La unificación había fracasado. Durante un año, la lucha por el poder en el Partido de los Trabajadores había consumido las energías de los militantes, provocando numerosos abandonos. En el verano de 1980, los dos sectores enfrentados se separaban definitivamente e iniciaban sendos procesos de debate para decidir qué camino seguir.


    El final del Partido del Trabajo


    Tras abandonar el Partido de los Trabajadores, el Partido del Trabajo de España profundizó la revisión crítica de la línea política seguida desde 1977, que priorizaba la obtención de representantes en las instituciones por medio de campañas orientadas a la prensa sobre temas elegidos por el Comité Central, que no incidían en la sociedad ni favorecían la acumulación de fuerzas en los sectores en los que intervenían los militantes[7].


    El debate sobre cómo renovar la línea política de la formación fue profundo y participativo y en él se confrontaron varias propuestas. Por una parte, quienes apostaban por potenciar los movimientos sociales, respetando su autonomía, pero influyendo en ellos para impulsar su convergencia y lograr que se implicaran también en la lucha por el poder político y por la profundización de la democracia. Para esta parte del PTE, la nueva vanguardia nacería de la confluencia de todas las organizaciones revolucionarias con los sectores más politizados de los movimientos sociales, una confluencia que permitiría elaborar un programa político que sería una alternativa al Gobierno de UCD sin necesidad de subordinarse a los acuerdos con PSOE y PCE. Por otra parte, la corriente leninista ortodoxa propugnaba que la intervención del PTE se realizara sobre todo en el movimiento obrero a través de la CSUT como correa de transmisión del partido[8].


    Por encima de estas diferencias, la gran mayoría de los miembros del PTE estaban de acuerdo en que el partido debía cambiar su organización ganando en democracia interna y en el protagonismo de la base para lograr una estructura que funcionara de abajo arriba[9].


    En Cataluña, el Partido del Trabajo impulsó una candidatura unitaria para las elecciones autonómicas de mayo de 1980 formada por las principales organizaciones revolucionarias (BR, MC, LCR). Tras una «campaña extenuante», los malos resultados llevaron a la mayoría de los militantes a disolver el partido en un congreso celebrado dos meses después[10].


    Poco antes, la dirección federal ya había decidido la liquidación de la organización sin ni siquiera informar a todos los miembros del comité central ni mucho menos a todos los activistas, algunos de los cuales siguieron militando en sus células durante un tiempo, hasta que se enteraron de que ya no existía el partido[11]. La disolución del PTE dejaba varias cuestiones pendientes. Por un parte, los créditos personales de militantes y dirigentes, en ocasiones avalados por sus viviendas, con los que se habían financiado las campañas electorales. Por otra parte, la situación de los activistas del partido a quienes la dirección había encargado obtener fondos mediante métodos ilegales. En octubre de 1979, la Guardia Civil había detenido a cuatro miembros del PTE acusados de falsificación de moneda, que tras un tiempo en prisión salieron en libertad provisional[12]. Por su parte, los dirigentes del partido, responsables de estas situaciones, tras años dedicados por completo a la organización, tuvieron que rehacer su vida laboral desde el comienzo.


    En Andalucía, el Partido del Trabajo sobrevivió durante unos años a la disolución de la organización en el resto de España gracias a su mayor base social, a una organización interna más democrática y al centenar de concejales logrados en los comicios de 1979. Tras rechazar mayoritariamente las propuestas del secretario general del PTE, Eladio García, que primero apostó por formar un colectivo que dejara en segundo término la lucha por el poder político y poco después propuso crear una formación independentista andaluza (Liberación Andaluza-PTA), el partido se refundó en mayo de 1980 como Pueblo Andaluz Unido-Partido del Trabajo de Andalucía (PAU-PTA), eligiendo como secretario general a Isidoro Moreno.


    La nueva organización se inclinaba por un nacionalismo de izquierdas basado en los intereses de la clase trabajadora (fundamentalmente los jornaleros) y el pueblo. La autodeterminación se consideraba necesaria para que Andalucía decidiera sobre sus recursos y saliera del subdesarrollo, pero no se defendía la independencia, sino la integración en una república federal española. Para el PAU-PTA, los derechos políticos y económicos de Andalucía (la construcción nacional) eran incompatibles con el capitalismo español y por tanto, conducirían hacia un sistema socialista[13].


    El PAU-PTA profundizó la crítica a la política del PTE de dominio y manipulación de las organizaciones de masas concebidas como correas de transmisión. Se reconocía que en estas organizaciones debía existir pluralidad y que el partido debía tratar de influir en ellas no mediante el control de su dirección, sino por medio del debate democrático, el trabajo y el ejemplo. Desde la defensa del leninismo, se apostaba por un partido con democracia interna que fomentara la participación de la base en la elaboración de la línea política y en su aplicación práctica. Para reducir la burocracia se establecía que los dirigentes debían tener actividad política en un sector de intervención (obrero, vecinal, etc.), mantener su actividad laboral y solo estar liberados cuando no hubiera otra alternativa, pero siempre con carácter temporal.


    El nuevo partido fue capaz de intervenir de forma decisiva en la lucha contra el paro y la pobreza y en el proceso autonómico, como veremos en detalle más adelante, pero no logró consolidarse y se disolvió en 1982. Algunos alcaldes y concejales se pasaron al PSOE, mientras que otros militantes se integraron por poco tiempo en el Partido Socialista de Andalucía-Partido Andaluz, «para fortalecer el nacionalismo andaluz de izquierdas»[14]. Un tercer sector del extinto PAU-PTA optó por mantenerse vinculado al SOC, donde también siguieron militando los activistas del antiguo PTA que no habían formado parte del PAU-PTA.


    El final del Partido de los Trabajadores (sector ORT)


    En el verano de 1980, el Partido de los Trabajadores, ya solo con los militantes de la fracción ORT, inició un proceso de congresos territoriales preparatorios de un cónclave estatal. A pesar de las actitudes de la dirección contrarias a la participación, la base del partido hizo propuestas de renovación profunda, que en el ámbito organizativo coincidían en la defensa del leninismo entendido como una estructura interna más democrática, con participación de los militantes en la elaboración de la línea política y en el control de las finanzas del partido, con libertad de debate interno y de formar tendencias, y que al mismo tiempo garantizara la unidad de acción[15]. En cuanto a la estrategia, se criticaba la deriva electoralista y se apostaba por centrarse en participar en las pequeñas luchas locales y tratar de fomentar su confluencia[16]. Algunos sectores incluso rechazaban la creación de correas de transmisión y defendían que el partido debía trabajar para que las organizaciones de masas desarrollaran «sus propios contenidos revolucionarios su unidad y autonomía» en lugar de tratar de «conquistar su dirección»[17]. También se llegaron a plantear propuestas ecologistas ajenas a la tradición política de la ORT, como la crítica al desarrollismo, al crecimiento de la producción sin límites, al bienestar entendido como alto nivel de consumo privado, así como la oposición a las centrales nucleares[18].


    El Partido de los Trabajadores no fue capaz de llevar estas propuestas de renovación a la práctica y, agotado, se disolvió a comienzos de 1982. Muchos dirigentes y militantes se fueron a casa «a recomponer una vida hecha pedazos», mientras otros optaron por ingresar en el PSOE, principalmente en Madrid y en Navarra[19]. En esta última provincia, una parte de los antiguos miembros de la ORT se integraron en el nuevo movimiento sociopolítico organizado en torno a HB, nacido de la confluencia de diferentes sectores anticapitalistas e independentistas.


    PARTIDO COMUNISTA DE ESPAÑA (MARXISTA-LENINISTA). REPÚBLICA Y LIBERTAD


    El PCE (m-l) afrontó el final de la Transición manteniendo sus reivindicaciones centrales y tratando de lograr su legalización. Frente a la política del consenso con la derecha del PCE, el partido liderado por Elena Odena y Raúl Marco siguió defendiendo la república, como única vía para lograr el desmantelamiento del aparato de Estado franquista, que era considerado imprescindible para lograr una democracia real[20].


    Esta formación comunista no logró ser legalizada hasta febrero de 1981, cuando una sentencia del Tribunal Constitucional obligó al Gobierno a inscribir al PCE (m-l) en el registro de asociaciones, tres años después de haberlo solicitado[21]. Convención Republicaba no sería legalizada hasta septiembre de 1982.


    Incluso después de la legalización, el Gobierno de UCD mantuvo la persecución de este partido, cuyos militantes sufrieron detenciones durante toda la Transición[22].


    Los presos políticos del FRAP, pertenecientes en su mayoría a los grupos de combate desarticulados en 1978 fueron juzgados en enero de 1980. El PCE (m-l) reclamó su libertad y denunció las sesiones de torturas que sufrieron sus miembros a manos de la Policía, entre ellos, el antiguo miembro de la BPS González Pacheco («Billy el niño»). Tras ser condenados, los últimos presos del FRAP saldrían de la cárcel en diciembre de 1982, indultados por el Gobierno del PSOE.


    En febrero de ese mismo año, el PCE (m-l) sufrió una segunda ruptura interna, que dejó al partido muy debilitado. Una parte de los militantes escindidos se incorporaron al PSOE, necesitado de organizadores y cuadros en aquellos momentos.


    La iniciativa del partido se agotaba por la concurrencia de varios factores: la escisión, las energías consumidas en la lucha por la legalización, el desgaste por la represión y un modelo de militancia que exigía una entrega total al partido difícilmente compatible no solo con la vida personal, sino con una actividad continua en los movimientos sociales. La Convención Republicana, que había logrado mantener la reivindicación de la república frente a la persecución policial, cesó su actividad. Este abandono no fue fruto de una decisión colectiva, sino del agotamiento de sus impulsores, que tras unos años de actividad febril, se cansaron de no obtener resultados concretos[23].


    MOVIMIENTO COMUNISTA, TOMAR EL RELEVO


    La disolución del PTE y la ORT, dejaba al MC como la principal formación revolucionaria en España. Tras la absorción de la OIC, el MC contaba con fuerza sobre todo en el País Vasco y Navarra, y también en Cataluña, Aragón, País Valenciano, Madrid y Castilla León. En todo el país, el MC siguió una misma línea basada en la confluencia con la LCR y en la intervención prioritaria en el movimiento feminista, especialmente en la campaña por el derecho al aborto libre y gratuito y también en el movimiento pacifista y las movilizaciones contra la OTAN y las bases militares norteamericanas[24].


    En las provincias vasconavarras, cuna del MC y zona de mayor implantación del partido, el EMK no pudo aprovechar una coyuntura propicia, marcada por la mayor radicalidad del movimiento obrero, por el auge del nacionalismo vasco y por la existencia de un amplio aunque minoritario sector social favorable a la ruptura con la dictadura y especialmente sensibilizado en contra de la represión policial y el terrorismo de Estado. La conexión con la izquierda radical social no le sirvió al EMK para aumentar su incidencia y crecer organizativamente como había hecho en los últimos años del franquismo. El partido quedó descolocado ante el nacimiento de un nuevo movimiento sociopolítico, orientado más a la movilización que a la labor institucional, nucleado en torno a HB y ETA (m), que unía a una parte de la izquierda abertzale con sectores anticapitalistas (marxistas, autónomos y libertarios), y activistas de viejos y nuevos movimientos sociales. Había nacido un nuevo referente para quienes rechazaban la Transición por la vía de la reforma y seguían reivindicando la ruptura democrática, que implicaba el derecho de autodeterminación para Euskadi (que incluía Navarra) y el desmantelamiento de los cuerpos represivos[25].


    En los aledaños del EMK nació en 1981 un pequeño grupo armado, Iraultza (Revolución), que realizó atentados sin víctimas mortales en apoyo a luchas obreras y, más tarde, también en contra de intereses norteamericanos.


    En el País Vasco, Navarra y Asturias, el agotamiento de la formación dirigida por Eugenio del Río se agravó a causa de la purga de CCOO de sus principales militantes por parte de la dirección del sindicato, controlada por el PCE. Las expulsiones y la creación de gestoras para sustituir a los órganos locales y provinciales de CCOO donde las corrientes radicales eran más influyentes ponía fin a la ilusión de que el partido dirigido por Santiago Carrillo iba a permitir en CCOO una línea opuesta a los Pactos de la Moncloa y al consenso con la derecha, partidaria de la generalización de las luchas y defensora del derecho de autodeterminación, aunque fuera con el apoyo mayoritario de las bases.


    En Madrid, el MC se recuperó de la expulsión de la mayoría de la organización en 1977 gracias a la incorporación de la OIC y a la labor realizada en los movimientos pacifista y feminista, y en menor medida, gracias también al impulso de la lucha antifascista contra los grupos armados ultraderechistas.


    A diferencia de la ORT y el PTE, el MC no llegó a desarrollarse hasta convertirse en un partido con un proyecto de país y un programa de carácter general, con metas reales, estrategias para alcanzarlas, prioridades, etapas y plazos. La organización liderada por Eugenio del Río se mantuvo más como una fuerza impulsora de movimientos sociales y generadora de propuestas sectoriales y debates políticos, lo cual hizo más fácil la derrota de la izquierda radical, pero limitó su influencia en la política general.


    En cuanto al funcionamiento interno, el MC mantuvo su cultura organizativa en la que la unidad se construía de arriba abajo, con acuerdos políticos y también morales. Por regla general no se confrontaban posiciones distintas ni se realizaban votaciones, sino que la dirección federal fijaba las posiciones y estas se transmitían de forma oral y se debatían en las células hasta que el conjunto de la organización aceptaba lo acordado. La ausencia de resoluciones escritas de los órganos de dirección hacía muy difícil que estos pudieran ser controlados por las bases[26].


    LIGA COMUNISTA REVOLUCIONARIA. CONSTRUIR EL PARTIDO DE LOS REVOLUCIONARIOS


    La LCR afrontó la fase final de la Transición sumida en una crisis, al igual que el movimiento obrero y que la mayoría de las organizaciones revolucionarias[27]. El número de militantes descendía hasta 1.502 (a finales de 1979), de los cuales algo menos de un tercio eran obreros industriales, el 22 por 100 trabajadores de administración y servicios, el 11 por 100 estudiantes y el 10 por 100 profesores. El partido se financiaba fundamentalmente por medio de las cuotas de los militantes[28], complementando estos ingresos con lo recaudado a través de fiestas, venta de lotería y rifas y solo de manera excepcional con donaciones extraordinarias. Las deudas contraídas se adecuaban al nivel de ingresos y pudieron ser financiadas durante todo el periodo.


    A diferencia del resto de partidos revolucionarios, en los congresos de la LCR la militancia participaba en la elaboración de la línea política por medio de la confrontación de distintas posiciones. Esto se lograba con mecanismos que garantizaban que las posturas discrepantes con las de la dirección llegaran a todos los militantes.


    En su VI Congreso, celebrado en 1980, la formación trotskista reconocía que su táctica en CCOO no daba resultados, puesto que sus propuestas de acción unitaria se quedaban en emplazamientos a la dirección que no obtenían respuesta positiva, y no conseguía llevar a cabo sus propias iniciativas ni ofrecer una alternativa real a los «sectores de vanguardia» más próximos a sus planteamientos. Para superar este bloqueo, la LCR decidió empezar a animar todo foco de conflictividad, sin esperar a que las direcciones de las grandes organizaciones moderadas se decidieran a actuar, aceptando que, en un primer momento, solo se moverían «los más radicales». Para no caer en dinámicas aventureras, la LCR consideraba que estas pequeñas luchas debían orientarse a confluir con otras protestas y a generalizarse. La nueva formulación de la táctica del frente único incluía también la participación en las convocatorias de los sindicatos y partidos mayoritarios «para estimular la combatividad de su base», siempre y cuando las movilizaciones no tuvieran «un contenido reaccionario, como por ejemplo, las manifestaciones antiterroristas»[29].


    En el VI Congreso se revisó también la política seguida por el partido, que había terminado, en palabras de Romero, «convirtiendo la unidad en una doctrina sin política». Se trataba de pasar de la propaganda sobre la unidad y los «emplazamientos estériles» a los partidos mayoritarios de izquierda a las iniciativas propias orientadas a influir en la realidad[30]. Se abandonaban los intentos de incorporar a pequeños grupos trotskistas (que en algunos casos actuaban como sectas) para confluir con el resto de las formaciones anticapitalistas (fundamentalmente el MC) en la creación del «partido de los revolucionarios», sobre la base de un acuerdo práctico sobre las tareas principales y el reconocimiento del derecho a tendencia a todas las corrientes políticas[31].


    Para la LCR, la cuestión clave de la nueva organización era la democracia interna. Las posiciones discrepantes con la dirección, debían ser conocidas por el conjunto del partido y contar con representantes en los congresos y en los órganos de dirección. Sin estas condiciones, condensadas en el derecho a formar tendencia, la LCR consideraba que la democracia era insuficiente, porque una posición minoritaria no tenía posibilidades de convencer a la mayoría y la unidad «solo tenía sentido si la minoría en un momento concreto podía convencer al partido»[32].


    Al igual que el MC, el partido trotskista siguió siendo hasta el final de la Transición una fuerza dinamizadora de movimientos sociales y animadora de debates ideológicos y no llegó a elaborar un proyecto de país ni una estrategia para alcanzar objetivos políticos generales.


    PARTIDO COMUNISTA DE ESPAÑA (RECONSTITUIDO). UN CAMINO SIN RESULTADOS


    Las más de 300 detenciones del año 1979 habían dejado muy débiles al PCE (r) y a los GRAPO, pero estos lograron rehacerse tras la fuga de la cárcel de Zamora de cinco veteranos dirigentes. La reconstrucción no supuso un cambio en la estrategia que siguió basándose en los atentados mortales contra altos mandos militares.


    Tras la victoria del PSOE en las elecciones de octubre de 1982, los GRAPO declararon una tregua y el nuevo Gobierno inició un proceso de negociación que logró que una parte de los presos abandonara la organización. El resto, liderado por Manuel Pérez («Arenas») inició una nueva fase en la que los GRAPO pasaron a centrarse en acciones de propaganda y de apoyo al aparato político[33].


    MOVIMIENTO LIBERTARIO. DIVISIÓN Y VUELTA A EMPEZAR


    El movimiento libertario afrontó la última etapa de la Transición sumida en enfrentamientos internos. En la CNT, el debate sobre modelos y estrategias sindicales fue engullido por la lucha por el poder que, disfrazada de cuestiones organizativas, degeneró en agresiones, amenazas, abandonos y expulsiones, como la de los Grupos de Afinidad Anarcosindicalista, con fuerte presencia en Cataluña[34].


    Las disputas internas, alimentadas por la brecha entre las elevadas expectativas despertadas por la reconstrucción de la CNT y los escasos frutos obtenidos en el ámbito sindical, consumieron buena parte de la energía de los militantes anarcosindicalistas.


    Desde su reconstrucción, en la CNT habían convivido cuatro sensibilidades: ortodoxos (defensores del modelo anarcosindicalista clásico basado en la acción directa), renovadores (partidarios de adaptarse a las nuevas relaciones laborales y por tanto participar en las elecciones sindicales), asamblearios (que propugnaban la primacía de las asambleas de los centros de trabajo por encima de las asambleas de los afiliados del sindicato) e integrales (que apostaban por un sindicato que integrara todas las luchas en plano de igualdad, desde la laboral a la de los presos comunes, pasando por la ecología y la liberación homosexual).


    La falta de estrategia general del movimiento libertario y la pugna por el control de la organización distorsionaron el debate entre las distintas posiciones. Como señala Orero, más allá de las declaraciones, en las que todas las sensibilidades se autodenominaban revolucionarias, ninguna de ellas presentó una propuesta que enlazara la actividad diaria con el objetivo final de la superación del capitalismo y el Estado y la construcción del comunismo libertario. El debate interno no abordaba los resultados de las distintas propuestas estratégicas en cuanto a transformación social y en la mayoría de las ocasiones acababa centrado en cuestiones ideológicas cada vez menos conectadas con la actividad sindical, donde lo que realmente estaba en juego era ganar influencia en la organización[35].


    La definición del modelo sindical no se realizó por medio de un debate abierto y democrático. Las minorías asambleísta e integral no fueron convencidas, integradas o rebatidas con argumentos, sino que fueron expulsadas o forzadas a abandonar la organización mediante descalificaciones y amenazas. Otra minoría –formada por una parte del sector principal, el ortodoxo– fue la responsable de esta dinámica, que se recrudeció posteriormente contra la corriente que pretendía renovar el modelo sindical cenetista. Una vez expulsados los asambleístas y los integrales, la mayoría ortodoxa quedó enfrentada a quienes denominaban «sindicalistas reformistas». Para esta sensibilidad, que rechazaba este término y se definía a sí misma simplemente como anarcosindicalista o en ocasiones como «renovadora», lo principal era lograr incidencia en las empresas y sectores productivos, conseguir que una parte importante de los trabajadores participaran en el sindicato donde entrarían en contacto con las ideas y las formas de actuación libertarias. Para ello consideraban imprescindible actualizar el proyecto anarcosindicalista adecuándolo a las nuevas realidades sociales y laborales, lo cual pasaba por participar en las elecciones sindicales.


    Con los condicionamientos existentes, los planteamientos de los ortodoxos eran incompatibles con los del sector renovador, no podían convivir en el mismo sindicato. La tendencia renovadora, al igual que las otras minoritarias, no midió bien los límites que todo grupo tiene antes de convertirse en otro distinta. La transformación de la CNT en otra organización (asambleísta, libertaria global o sindicalista moderada) quizá no tuviera especial trascendencia para ellos, pero para los militantes de la mayoría ortodoxa suponía el fin de un sindicato revolucionario con más de medio siglo de historia. No lo iban a permitir. Una pequeña parte de la mayoría ortodoxa impidió el debate democrático sobre el modelo sindical y forzó la salida de otros sectores minoritarios por todos los medios necesarios, incluida la violencia física[36].


    La incapacidad de resolver las diferencias internas de forma democrática dio lugar a la ruptura de la organización en el V congreso celebrado en 1979 en la Casa de Campo de Madrid. La minoría formada por los sectores partidarios de participar en las elecciones sindicales impugnó el congreso y se escindió, si bien siguió utilizando las siglas cenetistas durante un tiempo, coexistiendo dos Confederaciones Nacionales del Trabajo: la mayoritaria CNT-Asociación Internacional de Trabajadores (CNT-AIT) y la escindida CNT-Congreso de Valencia (CNT-CV).


    Más allá de las declaraciones y de la disputa judicial por las siglas históricas (que ganaría finalmente CNT-AIT), en la práctica, los rasgos diferenciadores de CNT-CV eran la participación en las elecciones sindicales y la búsqueda de la confluencia con otros sindicatos radicales y asamblearios[37]. Junto a estos sectores y a nuevas escisiones de CNT-AIT, CNT-CV se refundaría varios años después como Confederación General del Trabajo (CGT).


    Fuera del ámbito sindical, el movimiento anarquista no consiguió consolidarse. Los grupos libertarios no lograron mantener una actividad sostenida con incidencia social. Ausentes del movimiento ciudadano y poco vinculados al movimiento feminista, los distintos colectivos centraron sus energías en la creación de Ateneos Libertarios y en ámbitos como la denuncia de la represión. A pesar de que estos grupos coincidían en algunas campañas e iniciativas, fueron incapaces de mantener una mínima coordinación, no consiguieron elaborar unas líneas de acción colectiva y carecieron de un análisis común que les llevara más allá de la intervención puntual.


    El movimiento libertario no logró elaborar un proyecto general que vinculara las pequeñas victorias –las reformas parciales– con un cambio social global, ni en el ámbito laboral ni fuera de él. El movimiento dejó claro que su oposición a la democracia representativa, al Estado y a la conquista del gobierno no implicaba que renunciara a la política, al debate sobre la organización de todos los ámbitos de la sociedad. Las intervenciones libertarias en cuestiones políticas generales fueron escasas, siendo las más destacadas el apoyo a la ruptura democrática, la defensa de la amnistía para los presos comunes, la reforma penal y penitenciaria y la denuncia de la pervivencia de la tortura.


    AUTÓNOMOS, FIN DE TRAYECTO


    En la recta final de la Transición, el área de la autonomía se desintegró como espacio político y tan solo algunos grupos locales aislados mantuvieron su actividad. La principal organización, Liberación, se había disuelto en una nueva organización, Autonomía Obrera, incapaz de consolidarse en un contexto marcado por el retroceso de las asambleas de las que se nutrían los colectivos autónomos. La revista Emancipación, que contribuía a dar una perspectiva común, desapareció también.


    Los exmilitantes de Liberación siguieron actuando de manera dispersa en sus sectores de intervención: movimiento obrero, empresas, sanidad, educación y barrios. En el sector de la educación, estos activistas hicieron una aportación importante al nacimiento de un movimiento asambleario con una vertiente sindical (que desembocaría en la Unión Confederal de Sindicatos de Trabajadores de la Enseñanza) y otra pedagógica, que daría lugar a los Movimientos de Renovación Pedagógica y el Movimiento de Escuela Abierta[38].


    Sin conexión con los anteriores, pero con una ideología similar, en esta etapa nacieron en Madrid los Colectivos por la Autonomía del Movimiento Estudiantil (CAME), una coordinadora de grupos autónomos, formada por dos centenares de activistas de la Universidad Autónoma y de la Complutense, que entraron en contacto al calor de la lucha de los estudiantes del curso 1979-1980 contra la Ley de Autonomía Universitaria (LAU) y el Estatuto de Centros Docentes. Estos militantes, procedentes de la disuelta JGRE, de la también desaparecida Convención Republicana y de grupos libertarios, se proponían construir una alternativa a los partidos de la izquierda revolucionaria por medio de una práctica basada en la autoorganización, el asamblearismo y la acción directa[39]. Los CAME fueron un actor decisivo en el movimiento estudiantil, y tras las muertes de cuatro estudiantes a manos de la Policía, la ultraderecha y el terrorismo de Estado[40] y el reflujo de las movilizaciones, mantuvieron su actividad en la universidad, tratando de combinar las reivindicaciones educativas con la lucha contra la represión y la organización de la autodefensa frente a las bandas fascistas.


    En cuanto a los grupos autónomos armados, una parte de sus 200 presos hicieron propuestas organizativas a quienes habían abandonado la CNT o habían sido expulsados, que no tuvieron apenas recorrido[41]. En el País Vasco y Navarra, los Comandos Autónomos Anticapitalistas continuaron con los atentados hasta el final de la Transición, matando a unas 13 personas, cada vez más aislados de las luchas sociales.


    COMUNIDADES CRISTIANAS POPULARES. CRISTIANISMO EN UNA SOCIEDAD BURGUESA


    Las CCP mantuvieron su actividad durante todo este periodo. La mayoría de sus miembros seguía militando también en sindicatos y asociaciones vecinales y en menor medida, también en partidos y en comités de solidaridad internacional[42]. Al igual que toda la izquierda revolucionaria, estos grupos estaban formados mayoritariamente por una única generación, que en la década de los ochenta ya era adulta, por lo que la incorporación de jóvenes al proyecto no era sencilla. Las comunidades entendían que la juventud tenía una dinámica propia que había que respetar, sin paternalismo, para que los sectores más interesados decidieran si optaban por integrarse en las comunidades ya formadas o crear otras específicamente juveniles.


    Las comunidades siguieron siendo de dos tipos, según se integraran en una parroquia o actuaran al margen de ella. Las comunidades parroquiales se valoraban por su capacidad de transformar la iglesia desde su interior, fomentando la democratización de la institución, la emancipación de los seglares de la tutela de los sacerdotes por medio de un estilo asambleario y un «ambiente transparente de comunicación, interpelación, crítica y compromiso», que impidiera que la parroquia siguiera siendo propiedad del cura, como lo había sido tradicionalmente. Las CCP propugnaban la gratuidad absoluta de los servicios religiosos y el trabajo civil de todos los sacerdotes del movimiento. Para sortear el riesgo de ser absorbidos por las actividades institucionales de la parroquia, las comunidades apostaban por mantener sus iniciativas sociopolíticas. El otro modelo, el de las comunidades extraparroquiales, ofrecía la ventaja de una mayor libertad de actuación sin presiones institucionales. En ninguno de los dos casos lograron intervenir con éxito en la religiosidad popular, tal como reconocía la propia organización.


    Las CCP mantuvieron el interés por combatir la discriminación de la mujer, en el ámbito familiar, en el social y también dentro de la iglesia. Criticaron los preceptos morales católicos sobre sexualidad, considerados «trasnochados y discriminatorios», como en el caso de la prohibición del uso de anticonceptivos. Dentro de las Comunidades se creó un grupo de mujeres, para promover la toma de conciencia feminista y para trabajar con este movimiento[43].


    Tras un largo proceso de debate, las CCP definieron su postura sobre el aborto, que partía de la base de que más que hacer una valoración moral había que considerar si las mujeres de clase trabajadora, que no tenían recursos para interrumpir su embarazo en un hospital de Holanda o Reino Unido, debían arriesgar su vida en una operación clandestina y afrontar una pena de cárcel[44]. El acuerdo adoptado apoyaba la despenalización del aborto y respetaba la decisión de la embarazada aunque no se compartiera desde un punto de vista moral. Consideraba además que la interrupción del embarazo era una opción cristiana cuando la gestación supusiera un atentado a los derechos de la madre (peligro para la salud de la mujer o caso de violación)[45].


    En el ámbito educativo, las comunidades intervinieron en el debate sobre el proyecto de Estatuto de Centros Docentes presentado por el Gobierno de UCD y que levantó fuertes protestas, como veremos en detalle más adelante. Las CCP defendieron un sistema de escuela pública obligatoria, gratuita, igualitaria, no discriminatoria, pluralista, no confesional (sin privilegios ni excepciones para ninguna confesión religiosa o ideológica), planificada y gestionada democráticamente. Se consideraba que el sistema educativo debía orientarse a la creación de un nuevo modelo de sociedad más aceptable para católicos y no católicos, sin clases sociales, democrática y autogestionaria, que promoviera el pluralismo filosófico, político, cultural y religioso, secular y aconfesional, en la que fuera posible la libertad de conciencia sin que la fe religiosa quedara reducida a la esfera privada[46]. También se manifestaron públicamente en contra de los acuerdos entre iglesia y Estado, repartiendo hojas a la salida de misa y organizando concentraciones[47].


    En 1982, las comunidades iniciaron un trabajo conjunto con el MOC, a pesar de que no compartían el pacifismo a ultranza de la organización antimilitarista, ya que entendían que la violencia era, en ocasiones, «la única forma de liberación». En Madrid, las CCP se sumaron a la segunda marcha a la base militar de Torrejón (Madrid) organizada por los comités anti-OTAN[48]. Una vez más, las comunidades se reafirmaban en una de sus señas de identidad: la participación en la lucha política global, yendo más allá de las tomas de postura testimoniales.


    LOS NACIONALISMOS DE IZQUIERDAS ANTE EL FINAL DE LA TRANSICIÓN


    En las provincias vasconavarras, ya hemos mencionado como la corriente de la izquierda abertzale estructurada en torno a HB y ETA (m) se convirtió en un movimiento de masas y en el principal referente político no solo del independentismo, sino también de los sectores radicales que rechazaban la Transición realizada por medio de la reforma. HB nacía de una efervescencia social y movilizadora, que llevaba ya años expresándose en dinámicas como una mayor radicalidad del movimiento obrero, el auge del cooperativismo en la industria, la agricultura y la educación, la recuperación del euskera, la contracultura juvenil o la renovación de la cultura vasca. En medio de este torbellino de iniciativas se había puesto en marcha el periódico Egin (Hacer), el único diario próximo a la izquierda radical y a los movimientos sociales, que se financió con las aportaciones de 24.000 personas[49]. Este nuevo movimiento, que tenía también una dimensión comunitaria, sustituyó a la izquierda radical como referente de la ruptura entendida fundamentalmente como reconocimiento del derecho de autodeterminación y desmantelamiento de los cuerpos represivos.


    En este proceso, ETA (m) aumentó el número de atentados matando más personas que nunca (270 hasta el final de la Transición), mientras que ETA (p-m) tuvo una actividad más reducida, que provocó 16 víctimas mortales, entre ellos varios dirigentes de UCD. Los asesinatos de políticos del partido del Gobierno español provocaron el rechazo de EIA. La formación abertzale comenzaba a valorar que el perjuicio político provocado por los atentados cada vez compensaba menos la financiación y los votos que le proporcionaba su apoyo a ETA (p-m). Después de la aprobación del Estatuto de Autonomía del País Vasco a finales de 1979 (un proceso que abordaremos en el último capítulo) EIA decidió desmantelar ETA (p-m) para centrarse en la actividad institucional. Esta propuesta logró el respaldo de varios dirigentes de la organización armada y Mario Onaindía, secretario general del partido, inició una negociación con el Gobierno de UCD. El resultado de las conversaciones fue la escisión de ETA (p-m) en dos facciones, una de las cuales, (ETA [p-m] VII asamblea) decidió disolverse a cambio de la libertad de sus presos, que fueron excarcelados por los gobiernos de UCD y del PSOE por medio de una «amnistía encubierta», sin necesidad de renegar de su pasado, ni entregar las armas, ni colaborar con la Policía[50].


    En Galicia, durante el proceso autonómico, que analizaremos en el último capítulo, el nacionalismo de izquierdas mantuvo su dinámica de inestabilidad, escisiones y cambio de siglas. Tras la disolución de la coalición Unidade Galega, uno de sus integrantes, el POG, logró la confluencia de militantes del Partido del Trabajo Gallego, PSG, Partido Comunista de Galicia y MCG en una nueva formación, Esquerda Galega (EG), que profundizó la línea posibilista de aceptación del marco autonómico como primer paso a la autodeterminación. El BNPG, principal fuerza política nacionalista gallega, también acabó aceptando la autonomía y mantuvo su cooperación con el PSG[51].


    En Canarias, tras las elecciones municipales de 1979, la izquierda radical logró la alcaldía de Las Palmas de Gran Canaria a pesar de que UCD ganó los comicios. Fue la única capital de provincia de toda España en la que la izquierda revolucionaria consiguió gestionar el consistorio y sus logros y limitaciones los repasaremos también en el último capítulo. La UPC, coalición que aglutinaba a los principales grupos revolucionarios y nacionalistas canarios, dirigió el ayuntamiento con el apoyo de una candidatura asamblearia y del PSOE, pero el pacto del partido socialista con la UCD un año después de las elecciones municipales hizo que la alcaldía pasara al partido del presidente Adolfo Suárez y provocó una crisis en la coalición radical de la que no se recuperaría[52].


    En Cataluña, las fuerzas de la izquierda independentista pagaron el precio de oponerse a un Estatuto de Autonomía que había sido una de las principales reivindicaciones de las grandes movilizaciones contra la dictadura. El PSAN volvía a dividirse entre rupturistas y posibilistas más proclives a participar en las instituciones. Una parte de este partido desempeñó un papel decisivo en el surgimiento de una nueva formación radical: Nacionalistes d’Esquerres (NE). Se trataba de una coalición electoral para los comicios autonómicos de 1980 y al mismo tiempo un movimiento político asambleario con medio centenar de núcleos locales a los que se incorporaron no solo activistas independentistas, sino también militantes ecologistas y feministas. Su programa defendía la autodeterminación, la unidad de los Países Catalanes (Cataluña, País Valenciano e Islas Baleares), el socialismo y el rechazo al sistema político fruto de la reforma.


    Una parte de los miembros del PSAN optó por integrarse en Terra Lliure (Tierra Libre), un grupo armado nacido en 1978 que dedicó sus primeros años a tratar de consolidar su estructura. En su etapa inicial, los atentados se dirigían contra edificios oficiales y no provocaron víctimas mortales, pero en 1981 secuestraron al profesor de secundaria Federico Jiménez Losantos, y le dispararon en la rodilla, como represalia por su defensa de los derechos de los castellanohablantes y sus críticas a la política de normalización del catalán[53].
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    VIII. NAVEGAR EN EL REFLUJO


    La evolución de los movimientos sociales en los últimos años de la Transición estuvo marcada por la profundización de la crisis económica y el aumento del paro, que afectó fundamentalmente al movimiento obrero, y la desmovilización provocada por el miedo al golpe de Estado, especialmente tras el 23 de febrero de 1981. Sin embargo, a pesar de estos factores negativos, las asociaciones de vecinos lograron importantes reivindicaciones y movimientos más pequeños como el de homosexuales o el de minusválidos también consiguieron mejoras sustanciales.


    BUSCANDO NUEVOS CAMINOS. EL MOVIMIENTO OBRERO ANTE LA CRISIS ECONÓMICA


    En 1979, una vez finalizado el periodo de aplicación de los Pactos de la Moncloa, CCOO volvió a impulsar la movilización obrera (con el apoyo, en algunos casos, de la UGT), que ese año alcanzó los mayores niveles de toda la Transición. Por su parte, el Gobierno de UCD renunció a nuevos pactos políticos con la oposición en materia laboral y optó por negociar con la patronal y los sindicatos mayoritarios, con la vista puesta en la aprobación del Estatuto de los Trabajadores, que la Constitución de 1978 instaba a elaborar.


    Los primeros contactos dieron lugar al Acuerdo Básico Interconfederal (ABI), firmado el 10 de julio de 1979 por UGT y CEOE, sin el principal sindicato, CCOO. Con el ABI, UGT trataba de hacer frente a la primacía de CCOO, cuyo protagonismo desde los años sesenta en el movimiento obrero le había proporcionado la victoria en las elecciones sindicales de 1978. Frente al modelo nacido de esos comicios, basado en los comités de empresa, órganos de representación unitaria que enlazaban con la tradición asamblearia de las luchas del tardofranquismo, UGT defendía el protagonismo de los sindicatos en la negociación colectiva[1].


    La CEOE firmaba el ABI para acabar con la práctica asamblearia en los conflictos laborales, pues consideraba que en la negociación con los sindicatos mayoritarios podría defender mejor sus posiciones[2]. De ahí su interés por reforzar a UGT frente a CCOO.


    Los principales contenidos del acuerdo fueron el reconocimiento de la autonomía de empresarios y sindicatos respecto a los partidos y el Gobierno para pactar las relaciones laborales, la centralización de la negociación colectiva, la aplicación general de los convenios a todos los trabajadores (estuvieran o no afiliados a los sindicatos firmantes) y el refuerzo a las organizaciones mayoritarias de trabajadores, a las que otorgaba el protagonismo en las negociaciones de ámbito superior a la empresa. En términos generales, el ABI intercambiaba una reducción en la protección jurídica individual de los derechos del trabajador, por un impulso a la capacidad de acción colectiva de los grandes sindicatos[3]. Este modelo de relaciones laborales, que tendía a la centralizar la negociación y alejarla de los ámbitos inferiores (donde la participación directa de los trabajadores era más sencilla), fue criticada por la izquierda radical, que siguió defendiendo el protagonismo de las asambleas[4].


    El Estatuto de los Trabajadores


    El ABI sentó las bases del Estatuto de los Trabajadores, la ley de referencia para regular las relaciones laborales en el nuevo sistema democrático. Desde los primeros borradores, el Estatuto apostó por adecuarse a un modelo productivo flexible, esto es, capaz de adaptarse rápidamente a los cambios en la demanda. Por este motivo, junto al reconocimiento de los derechos individuales y de la acción sindical en la empresa, esta norma introducía medidas flexibilizadoras externas como la rebaja del precio del despido sin causa justificada, aunque mantenía el contrato indefinido como norma. La flexibilización que introducía la nueva ley era fundamentalmente interna, y se basaba en incrementar el poder del empresario para fijar cuestiones clave como la jornada, el horario, las funciones y la movilidad geográfica[5].


    PCE y CCOO rechazaron el proyecto de ley que reforzaba el papel de los empresarios y anulaba los avances en la democratización del proceso productivo logrados por el movimiento obrero. Estas organizaciones lideraron el rechazo a la nueva norma durante su debate en el Parlamento, un rechazo al que se sumó toda la izquierda radical, desde PTE y ORT hasta CCP, pasando por MC y LCR.


    PTE y MC criticaban que la nueva ley admitía la posibilidad de realizar contratos temporales (si bien el contrato indefinido seguía siendo la norma), consolidaba el despido libre (entendido como despido sin causa justificada) y reducía su coste desde los 60 días por año trabajado con un máximo de 60 mensualidades hasta los 45 días por año, con un tope de 42 mensualidades[6].


    Dentro de CCOO, los militantes de MC y LCR apostaban por intensificar la presión hasta llegar a una jornada de huelga general[7]. El PCE estaba dividido entre la necesidad detener el proyecto de Estatuto de los Trabajadores y la apuesta de la dirección encabezada por Carrillo de retomar la política del consenso con UCD. Marcelino Camacho, el prestigioso secretario general del sindicato mayoritario y dirigente del PCE, se mostraba partidario de convocar una huelga, pero la orden en sentido contrario de Carrillo, que aún intentaba llegar a acuerdos con UCD, forzó que CCOO optara por una movilización de carácter menor: una jornada de lucha en toda España, en la que cada organización territorial decidiría la duración de la huelga. En Madrid, los militantes de MC, LCR y una parte de los del PCE apostaban por una movilización contundente, y CCOO optó finalmente por un paro de dos horas, que tuvo un alto seguimiento, en torno a 400.000 trabajadores. En Cataluña la huelga fue de cuatro horas y en el País Vasco de un día completo, pero una semana después[8].


    La CNT, que rechazaba de plano el Estatuto de los Trabajadores, había acordado una campaña contra este proyecto de ley, pero la situación de enfrentamiento interno generalizado tenía sumida a la Confederación en la parálisis y la campaña no se llegó a realizar por falta de participación de los sindicatos de ramo[9].


    El 13 de diciembre de 1979, el día en que el Parlamento debatía el proyecto de ley del Estatuto de los Trabajadores, CCOO convocó una manifestación en Madrid con el apoyo de PCE, PTE, MC y LCR, en la que participaron unas 350.000 personas. Miles de estudiantes se sumaron a la movilización con un cortejo propio[10]. La represión policial contra los jóvenes costó la vida a dos estudiantes, como veremos en detalle más adelante.


    El 5 de enero de 1980, UGT y CEOE firmaron el Acuerdo Marco Interconfederal (AMI), que fijaba por primera vez los criterios salariales para la negociación colectiva sin la intervención del Gobierno e introducía cláusulas de descuelgue para las empresas con pérdidas o en proceso de reestructuración así como medidas para el control de las horas extras, el aumento de la productividad y la disminución del absentismo.


    Finalmente, la aprobación del Estatuto de los Trabajadores, contó con el respaldo parlamentario del PSOE y el sindical de la UGT. Las medidas flexibilizadoras iniciadas con este acuerdo y continuadas con el Real Decreto 1363/1981, que abría la puerta a los contratos precarios, no redujeron el paro, que siguió creciendo durante toda la Transición, porque la causa del desempleo, como señala Santos Ruesga, no radicaba en la rigidez del mercado laboral, sino en la incapacidad de la estructura productiva española de generar suficientes puestos de trabajo, ni siquiera en las fases de crecimiento[11].


    Convenios, lucha contra los despidos y aumento del paro


    La crisis económica, el aumento del paro y la reestructuración de sectores enteros marcaron el carácter de los conflictos laborales, que fueron defensivos (por el mantenimiento de los puestos de trabajo), aislados (generalmente de empresa) y con pocas posibilidades de victoria. A pesar de todo, la movilización obrera en 1979 fue mayor que en todos los años precedentes del periodo de Transición, debido a la concurrencia de tres factores: la negociación de los convenios, el aumento de la presión por parte de la patronal y la pugna entre los dos principales sindicatos, CCOO y UGT.


    En esta coyuntura, la izquierda revolucionaria trataba de hacer confluir los conflictos locales en una movilización más amplia, que en algunas zonas llegó a ser una huelga general. Este fue el caso de Getafe, localidad obrera del sur de Madrid, donde el factor decisivo que permitió la convocatoria de dos huelgas que paralizaron la zona fue la radicalización de la mayoría de CCOO vinculada al PCE, que optó por defender los puestos de trabajo hasta el final, al margen de la dirección confederal de su propio sindicato.


    Las dos huelgas tenían como objetivo impedir despidos colectivos: 127 en la fábrica de maquinaria agrícola John Deere y 800 en la empresa de electrodomésticos Kelvinator. La asamblea y el comité de huelga llevaron el peso de las protestas, que seguían un mismo plan de incremento progresivo de la presión: paros parciales en las empresas afectadas primero, pequeñas manifestaciones a continuación y en tercer lugar movilizaciones multitudinarias: manifestación con 10.000 asistentes en el caso de John Deere y acto en el campo de fútbol de Las Margaritas con la participación de 20.000 personas. El escalón final en ambos conflictos fue el mismo: una huelga de 24 horas en Getafe, convocada por CCOO y apoyada por el PCE y las organizaciones de la izquierda radical, así como UGT y PSOE en el caso de Kelvinator.


    En esta fábrica, el conflicto terminó con la retirada de los despidos por parte de la dirección. El éxito de las dos huelgas generales de Getafe, favoreció el crecimiento del MC (que contaba con líderes consolidados en John Deere y Ericsson) y la extensión de sus propuestas de resistencia frente a los expedientes de regulación de empleo. A pesar de esto, en las siguientes elecciones sindicales, los trabajadores del metal de Getafe volvieron a votar mayoritariamente a las direcciones sindicales que habían firmado acuerdos que implicaban destrucción de puestos de trabajo. El MC reconocía que, aunque los efectos de estas políticas eran claramente negativos para los trabajadores, las alternativas del partido no conectaban con los obreros, fuera de las coyunturas concretas de conflicto abierto[12].


    Huelgas de hambre por un trozo de pan


    El crecimiento sostenido del paro, consecuencia de los componentes neoliberales de la política económica de UCD iniciada con los Pactos de la Moncloa, provocó un aumento del gasto público destinado a los desempleados. Ante esta situación, en 1980, el Gobierno trató de reducir las prestaciones, que cubrían al 46,56 por 100 de los 1.674.000 parados, por medio de la Ley Básica de Empleo. Este proyecto de ley espoleó la respuesta de los desempleados, que coincidió en el tiempo con otras protestas contra el paro de mayor recorrido, las de los jornaleros andaluces. La movilización de estos campesinos había forzado a la dictadura a comienzos de los setenta a crear unas prestaciones denominadas «Empleo Comunitario», que consistían en un presupuesto que cada gobernador civil repartía entre los obreros agrícolas para mitigar sus reclamaciones de acceso a la tierra para trabajarla.


    La acción colectiva de los jornaleros se intensificó en 1980, con el impulso del SOC, mayoritario en algunas comarcas de Sevilla y Cádiz. Este sindicato concentró sus fuerzas en reivindicar el derecho al empleo y mientras esto no fuera posible, en lograr prestaciones sociales que garantizaran un mínimo nivel de vida a los trabajadores agrícolas para acabar con el hambre y la pobreza. Las protestas se desarrollaron en los pueblos jornaleros y consistieron en asambleas, manifestaciones, encierros, cortes de carreteras y huelgas de hambre en las que participaron cientos de hombres y mujeres. Las jornaleras asumieron el liderazgo de las movilizaciones, sobreponiéndose a la presión social que las empujaba a trabajar solo en las labores de cuidados dentro del hogar. Esto influyó en que una de las exigencias centrales fuera el fin de la discriminación, y que los fondos del Empleo Comunitario se destinaran tanto a hombres como a mujeres. La campaña reivindicativa contó con el apoyo de CCOO y el PCE en Andalucía, así como el de HB en el País Vasco, donde se realizaron manifestaciones de solidaridad. La presión mantenida durante el mes de agosto hizo que el ministro de Trabajo accediera a destinar más fondos al programa de subsidios conocido como «Empleo Comunitario». La victoria del movimiento jornalero, que lograba mejoras tangibles por medio de la acción directa al margen de la Junta de Andalucía y de los sindicatos mayoritarios, reafirmó al SOC en la efectividad de los métodos de lucha no violentos (ocupaciones de fincas, encierros y huelgas de hambre), aumentó su influencia y consolidó a sus líderes, especialmente a Diamantino García, Paco Casero, Pepi Conde, Diego Cañamero y a Juan Manuel Sánchez Gordillo[13].


    En otras partes de España se produjo una revitalización de las organizaciones de parados en la primavera de 1980, que en el caso de Madrid llegaron a tener una coordinación provincial, en la que unificaron sus reivindicaciones (jornada de 40 horas semanales, prohibición de horas extra, jubilación a los 60 y subsidio al menos de 18 meses) y desde la que convocaron una semana de lucha «Contra la ley Básica de Empleo de UCD» reclamando «trabajo o subsidio indefinido para todos»[14].


    La mayor movilización de la semana se realizó en la localidad obrera de Fuenlabrada, donde el comité de parados convocó una huelga general que fue secundada en el pequeño comercio, bares y colegios, así como en los polígonos. Grupos de manifestantes cortaron las carreteras y los piquetes extendieron el paro, más por presión que por solidaridad. La Guardia Civil envió 200 agentes, que cargaron con botes de humo contra los huelguistas (provocando un herido grave que tuvo que ser hospitalizado) y realizaron unas 40 detenciones. Entre los arrestados estaban José Moreno, concejal de cultura del PTE, y Jerónimo Lorente, dirigente de CSUT[15].


    Esta campaña finalizó con una concentración de un millar de personas ante el Ministerio de Trabajo, donde tres representantes de los desempleados entregaron sus reivindicaciones: fondos gubernamentales para el empleo comunitario, regulación de la subcontratación, derecho a asistencia sanitaria a los parados así como transporte gratuito y fondos públicos para garantizar las necesidades mínimas (luz, agua, alquiler y escolarización de los hijos)[16].


    En junio de 1982, CCOO y UGT convocaron tres jornadas de lucha en toda España contra el paro: por los 350.000 puestos de trabajo prometidos en el Acuerdo Nacional de Empleo (ANE), por una mayor protección a los parados y contra la privatización de la Seguridad Social. LCR valoraba que CCOO y UGT se habían decidido a convocar por la presión de las crecientes movilizaciones contra el paro y las huelgas generales de solidaridad. Consideraba muy positiva la convocatoria y se sumaba con entusiasmo, tratando de que no fuera el final de nada, sino «el principio de un proceso de movilización creciente que enterrara el pacto social»[17]. Las jornadas contra el paro de junio de 1982 tuvieron un escaso seguimiento. La gran concentración que se preveía en Madrid solo reunió a 4.000 personas, los paros y asambleas brillaron por su ausencia[18] y la movilización no tuvo continuidad.


    Sin camino fácil: asambleas, corrientes minoritarias y sindicatos


    En la etapa final de la Transición, SU y CSUT desaparecieron como organizaciones de ámbito estatal, tras no poder evitar su marginación en la negociación colectiva, especialmente tras la aprobación del ABI. Su afiliación se redujo y solo pudieron mantener su actividad en aquellas empresas y sectores en los que contaba con mayor implantación.


    Los otros dos factores decisivos para la crisis de estos sindicatos fueron la falta de autonomía y la dificultad para elaborar una línea sindical anticapitalista. SU y CSUT estaban concebidos como organismos para la extensión de la política de los partidos que los habían creado y no como organizaciones soberanas con una dinámica propia. La línea sindical, decidida por el partido, era muy radical en las empresas en las que estos sindicatos eran minoritarios, pero cuando crecían y se convertían en decisivos, las centrales se moderaban, aproximándose a las posiciones de los mayoritarios. El secretario general del SU, José Miguel Ibarrola, reconocía las dificultades para ir más allá de las subidas salariales y abordar también la lucha ideológica y política en las empresas, a través de reivindicaciones como «vivienda, transporte, enseñanza, accidentes de trabajo, higiene, contaminación de ríos y ciudades, tiempo libre, ocio creativo»[19].


    La disolución de PTE y ORT dio la puntilla a unos sindicatos en crisis que no podían sobrevivir sin el impulso de las organizaciones políticas, cuyos militantes sostenían las estructuras de las centrales[20].


    El SOC, que siempre tuvo una dinámica autónoma, no subordinada al PTE, sí fue capaz de mantener una línea sindical propia, que además de lograr mejoras de las condiciones laborales por medio de acuerdos y convenios con los empresarios agrícolas, tenía una dimensión política radical concretada en la exigencia de acceso a la tierra no cultivada a través de una reforma agraria y del seguro de paro universal. Su capacidad de presión y de negociación le permitió mantenerse como fuerza mayoritaria en algunas comarcas jornaleras de Andalucía.


    Dentro de CCOO, el MC y la LCR defendieron una misma línea sindical, basada en la crítica a la dirección, compuesta en su mayor parte por miembros del PCE, que supeditaba «la acción de masas a las vías parlamentarias» y seguía una política que insistía en buscar el consenso con la derecha. Los dos partidos revolucionarios proponían organizar pequeñas luchas de resistencia con vocación de extenderse y de adquirir un carácter político «contra la represión policial y la crisis económica». La declaración conjunta de ambas formaciones para el primero de mayo de 1981 incluía, junto a la defensa de los puestos de trabajo y el rechazo a las reducciones salariales, reivindicaciones políticas como «juicio y castigo a los militares golpistas», «retirada del ejército de Euskadi», «contra la OTAN y las bases militares norteamericanas» o la solidaridad con «los pueblos que luchan contra el imperialismo»[21].


    En el II Congreso Confederal, los militantes de MC y LCR ni siquiera pudieron presentar una candidatura por carecer de los avales suficientes, en parte porque la mitad de los delegados no eran elegidos por los afiliados, sino nombrados por los distintos órganos de dirección. En este cónclave, se eligió un nuevo comité ejecutivo formado por 32 miembros del PCE y 4 de la Corriente Sindical Autogestionaria, proveniente de USO. El poder de las cúpulas se fortaleció en detrimento de la base, hasta el punto de que la LCR reconocía que era muy difícil desarrollar experiencias alternativas a la política de la dirección, incluso a nivel local[22]. Las posibilidades de MC y LCR de sacar adelante iniciativas propias dentro del sindicato eran muy reducidas, y su capacidad de movilización, más allá de las fábricas donde era mayoritarios, era también escasa.


    Además, la mayoría de CCOO vinculada al PCE no iba a permitir que la influencia de los partidos revolucionarios superara el nivel testimonial, como se demostró en Navarra, donde la izquierda radical había sido la fuerza mayoritaria en CCOO desde su nacimiento. Tras la salida de ORT para crear el SU, el EMK pasó a ser la formación política más influyente tanto en la base como en los órganos de dirección. Ante esta situación, la cúpula del sindicato, dominada por el partido de Santiago Carrillo, decidió disolver el secretariado de la Unión Sindical de CCOO de Navarra y sustituirlo por una gestora controlada por el PCE. También optó por expulsar de CCOO a varios militantes y dirigentes del EMK en Navarra, Guipúzcoa y Vizcaya. El mismo procedimiento se aplicó en Asturias contra la Corriente de Izquierda, mayoritaria en Gijón, liderada por el carismático Juan Martínez Morala, en la que se habían integrado los activistas del Movimiento Comunista de Asturias. Las expulsiones no solo mostraban los límites de la pluralidad y la democracia dentro del principal sindicato, sino que también evidenciaban que la estrategia de MC y LCR de trabajar como corriente minoritaria dentro de CCOO no tenía futuro, porque el PCE no les iba a permitir convencer a la mayoría por medio del debate. Los expulsados de CCOO se mantuvieron como primera fuerza sindical en las fábricas donde eran mayoritarios. En Asturias crearon la Corriente Sindical de Izquierda y en Navarra, se organizaron en candidaturas unitarias y siguieron siendo decisivos durante un tiempo en la negociación de los convenios. Una vez finalizada la Transición, las candidaturas unitarias, junto con exmilitantes de SU y CSUT formarían un nuevo sindicato: Ezker Sindikalaren Koordinakundea-Coordinadora Unitaria de Izquierda Sindical (ESK-CUIS)[23].


    En Navarra, el sindicalismo asambleario y anticapitalista defendido por las candidaturas unitarias no logró extenderse a nuevos centros de trabajo y se mantuvo como una opción minoritaria debido a varios factores. En primer lugar, el desmantelamiento industrial, que supuso el cierre de varias empresas donde la izquierda radical era mayoritaria. En segundo lugar, las dificultades para intervenir en la negociación de los convenios en ámbitos superiores a la empresa, donde los mayoritarios contaban con las ventajas que la legislación proporcionaba a las centrales más representativas. Por último, las reticencias de las corrientes asamblearias a la hora de construir una organización sindical capaz de hacer labor de extensión en nuevas empresas y, sobre todo, de cubrir la parte asistencial de la labor sindical, esto es, las reclamaciones individuales del día a día de los trabajadores, tanto por medio de abogados como de delegados del sindicato[24].


    La legislación laboral, que requería una fuerte implantación para participar en la negociación de los convenios sectoriales y territoriales, contribuyó a que CCOO y UGT controlaran este espacio en el ámbito estatal, fundamental para la acción sindical. Solamente en algunas zonas como Galicia, Canarias y posteriormente el País Vasco y Navarra, las centrales nacionalistas lograron la representatividad suficiente para intervenir en los convenios, lo que les permitió consolidarse.


    COMO UNA OLA. EL MOVIMIENTO JUVENIL


    Durante el curso 1978-1979, 300.000 estudiantes de enseñanzas medias se movilizaron en toda España en contra del proyecto de establecer un examen de selectividad para acceder a la universidad[25]. Esta protesta fue el embrión de un movimiento más amplio, unificado en torno al rechazo del Estatuto de Centros Docentes (ECD) y la LAU, que para los estudiantes suponían la privatización de la educación, reforzaban el control ideológico de la derecha y los privilegios de la iglesia, consolidaban el examen de selectividad y reducían la democracia en la gestión de los centros. El objetivo era la retirada de estos proyectos desde el rechazo a la propuesta de los partidos de la izquierda parlamentaria de negociar enmiendas parciales. «PSOE, PCE, no pactéis», se gritaba en las manifestaciones.


    Las movilizaciones tuvieron uno de sus principales epicentros en Madrid, donde la Coordinadora de Enseñanzas Medias (que llegó a agrupar a 120 institutos en los momentos de mayor movilización) se unió a la Coordinadora de Universidad[26] para formar la Coordinadora General de Estudiantes.


    A diferencia de las protestas universitarias del tardofranquismo y de los inicios de la Transición, en esta ocasión la dirección no residía en los partidos políticos. Los estudiantes crearon sus propias estructuras basadas en la asamblea, la democracia directa, la coordinación desde la base y comisiones de trabajo abiertas, que facilitaban la incorporación de nuevos activistas. Los CAME, con implantación en varias universidades madrileñas, fueron decisivos para mantener el carácter asambleario y la independencia del movimiento respecto a los partidos políticos.


    Las principales organizaciones revolucionarias apoyaron las reivindicaciones de los estudiantes (entre los que el PST y las JCE [m-l] contaban con cierta fuerza), defendiendo la confluencia con las protestas obreras que en esos momentos se realizaban contra el Estatuto de los Trabajadores. En este terreno chocaban con el PCE, que se oponía a unificar las movilizaciones de trabajadores y estudiantes porque suponía disminuir su control sobre estas y porque aún aspiraba a pactar con el Gobierno de UCD[27].


    En diciembre de 1979, tras varias convocatorias secundadas por decenas de miles de estudiantes, que comenzaron a confluir con protestas obreras por la readmisión de despedidos, los alumnos organizaron dos manifestaciones más para el día 13. La movilización matutina fue autorizada y se desarrolló sin incidentes, pero la de la tarde fue prohibida por el Gobierno y la Policía rodeó el lugar de salida impidiendo que esta arrancara. Varios cientos de estudiantes lograron agruparse en Atocha y partieron hacia la glorieta de Embajadores, donde en esos momentos finalizaba una concentración de CCOO, USO, SU y CSUT contra el Estatuto de los Trabajadores, que había reunido a decenas de miles de personas. Una pequeña parte de la manifestación sindical desoyó las instrucciones de sus dirigentes de disolverse y se sumó a los estudiantes para enfrentarse a las pelotas y botes de humo de la Policía levantando barricadas y lanzando piedras y adoquines. En los enfrentamientos, la Policía disparó con fuego real, matando a dos jóvenes: José Luis Montañés Gil, de 23 años, y Emilio Martínez Méndez, de 20[28].


    La versión del ministro Rosón, respaldada por algunos testigos, señalaba que los estudiantes habían muerto tiroteados cuando un jeep policial fue atacado con piedras y su dotación se vio obligada a disparar al aire para salvar sus vidas. Las organizaciones estudiantiles afirmaban que el lugar donde el jeep había sido supuestamente cercado se encontraba a más de 25 metros de donde cayeron abatidos los dos universitarios, y que la Policía había disparado también desde las azoteas de las viviendas de la zona[29].


    Al día siguiente, las tres universidades de Madrid pararon en señal de duelo y la Junta de Gobierno de la Universidad Autónoma exigió una investigación sobre los hechos y reclamó a la Policía una actuación «racional», «sin violencias innecesarias». Por la tarde, miles de estudiantes se manifestaron en el centro de la ciudad y se enfrentaron a los cuerpos represivos y los grupos ultraderechistas durante varias horas. El día 15 de diciembre se realizó el entierro de José Luis Montañés y Emilio Martínez, acompañados en el cementerio por varios miles de personas que cantaron La Internacional. La Policía se mantuvo al margen del acto y no se produjeron incidentes[30].


    CCOO criticó la actuación policial y rechazó la muerte de los dos jóvenes, pero siguiendo la posición del PCE, llamó a los trabajadores a no secundar las protestas de los estudiantes y se negó a buscar una estrategia común con estos. Las organizaciones de la izquierda radical (MC, LCR, Partido de los Trabajadores [PT], JGRE, CSUT, CNT, SU) se sumaron a las reivindicaciones de los alumnos y convocaron paros de distinta duración en las empresas de Madrid.


    El sector mayoritario del movimiento estudiantil, receptivo a los planteamientos de la izquierda radical, optó por mantener la denuncia de las muertes de los dos estudiantes, pero reconduciendo las movilizaciones para evitar los enfrentamientos con la Policía.


    En enero de 1980, los alumnos celebraron una reunión general de universidades que reunió a 520 representantes elegidos en asambleas de 250 centros de toda España. La organización adoptó el nombre de Coordinadora Estatal de Estudiantes Universitarios y se reafirmó en las reivindicaciones defendidas desde el inicio de las protestas: retirada del proyecto de la LAU y renuncia de los diputados de PCE y PSOE a presentar enmiendas parciales[31].


    La coordinadora organizó una semana de movilizaciones, a las que se sumaron las centrales sindicales del sector educativo (CCOO, UGT, USO y el asambleario Sindicato de Trabajadores de la Enseñanza de Madrid), que organizaron sus propias protestas[32]. Una vez finalizada la semana de lucha, el BVE secuestró y mató a Yolanda González, una estudiante de FP de 19 años, militante del partido trotskista PST y una de las principales dirigentes de la Coordinadora de Estudiantes de Madrid. La joven trabajaba de limpiadora y estaba afiliada a CCOO[33]. Para responder al asesinato, las coordinadoras estudiantiles, junto a la mayoría de los sindicatos y partidos de izquierda convocaron una jornada de lucha el martes 5 de febrero en la que se realizaron paros y asambleas en los centros de trabajo, una huelga en la enseñanza y una concentración antifascista en la plaza de Tirso de Molina[34]. Tras el atentado, varios dirigentes estudiantiles de instituto y universidad recibieron amenazas de muerte firmadas por el BVE y los grupos autónomos y libertarios se organizaron para proteger a los activistas amenazados[35].


    Los componentes antifascistas y antirrepresivos crecían en el movimiento estudiantil. A pesar de que la reivindicación principal era la retirada de las leyes educativas de UCD, las consignas «Policía asesina» y «Fuerza Nueva asesina» eran cada vez más habituales en las manifestaciones, en las que se exigía la ilegalización del partido ultraderechista.


    A las muertes de José Luis Martínez y Emilio Montañés a manos de la Policía y de Yolanda González en un atentado del terrorismo de Estado, se añadía la del joven Vicente Cuervo, asesinado de un disparo en el corazón por un grupo de militantes de FN en el barrio de Vallecas el 9 de febrero de 1980. Vicente Cuervo era estudiante de electrónica y trabajador de Telefunken[36].


    PCE y PSOE pidieron en el Congreso la ilegalización del partido dirigido por Blas Piñar y las coordinadoras de universidad y enseñanza media convocaron una jornada antifascista el 18 de febrero en varias ciudades, en la que se exigía la detención de los responsables y la ilegalización de la formación ultraderechista. Esta convocatoria tuvo una asistencia muy escasa y marcó el inicio del declive del movimiento estudiantil. La coordinadora, que reclamaba la «disolución de los cuerpos represivos y bandas fascistas» y «la retirada de las Fuerzas de Orden Público de Euskadi», también organizó una marcha estatal sobre Madrid los días 1 y 2 de marzo[37], que cosechó el segundo fracaso en menos de un mes, al lograr reunir a solo 5.000 personas[38]. El movimiento estudiantil se desinflaba.


    La represión, la ultraderecha y el terrorismo de Estado habían forzado al movimiento estudiantil a desplazar su foco de actuación, desde el rechazo de las leyes educativas a la lucha contra la Policía y las bandas fascistas, un cambio que debilitó la capacidad de movilización, su principal fuerza.


    El 11 de diciembre de 1980, los estudiantes madrileños realizaron un homenaje a José Luis Martínez y Emilio Montañés, cuando se cumplía un año de su muerte. El Estatuto de Centros Docentes se había aprobado, la LAU aún se tramitaba, el examen de selectividad ya estaba en marcha y la subida de tasas había sido aplicada[39]. El homenaje tomó la forma de una jornada de huelga que tuvo un seguimiento generalizado en la universidad e importante en enseñanzas medias. La manifestación de la tarde fue prohibida por el Gobierno[40] y la Policía cargó contra los estudiantes y realizó decenas de detenciones.


    La mayoría de los arrestados fueron incomunicados en aplicación de la Ley Antiterrorista y fueron sometidos a tortura. Uno de ellos, alumno del instituto Ramiro de Maeztu y militante de la JCE (m-l) denunció palizas y «el quirófano» (tumbar a la víctima en una mesa con medio cuerpo fuera mientras se la golpea). La organización comunista señaló que las sesiones de tortura fueron dirigidas por Antonio González Pacheco alias «Billy el Niño», antiguo responsable de la BPS[41].


    Tras el 23-F, mientras la mayoría de la izquierda se desmovilizaba, los CAME y las JCE (m-l) iniciaron una campaña contra el golpismo, que era la evolución natural de la actividad antifascista realizada en la universidad. Por primera vez desde el inicio de la Transición, la izquierda se decidía a disputar la calle a la ultraderecha en su fecha más emblemática, durante las movilizaciones en torno al 20 de noviembre, aniversario de las muertes de Francisco Franco y José Antonio Primo de Rivera. El Gobierno prohibió la manifestación «contra el golpismo, por la libertad, la democracia y la Constitución», el mismo día que los ultras se concentraban en la Plaza de Oriente. La marcha se realizó finalmente el 13 de diciembre de 1981 y en ella participaron entre 1.200 y 2.000 personas, que homenajearon a los estudiantes muertos en la lucha del curso 1979-1980[42].


    El movimiento estudiantil logró parar la LAU, que no llegó a aprobarse durante la Transición, pero entró en una fase de reflujo de la que no se recuperaría hasta mediados de los ochenta, más allá de los límites de este estudio.


    De juventudes de partidos a organizaciones juveniles


    La JGRE siguió siendo la organización con más fuerza y la más heterodoxa dentro de las juventudes de los partidos de la izquierda radical. Este grupo consideraba que existía un movimiento juvenil, con diversidad interna, que se unificaba no tanto en los problemas políticos y sindicales, sino en cuestiones como las expresiones culturales o la búsqueda de nuevas formas vida. Ante esta realidad, la tarea de la vanguardia era estimular el asociacionismo juvenil independiente y tratar de que no se limitara a conseguir servicios y oportunidades de ocio, sino que también abordara las causas políticas y económicas de los principales problemas de los jóvenes. Este objetivo debía impulsarse desde un movimiento juvenil soberano e independiente[43].


    La evolución de La Joven, liderada por Pina López Gay, desembocó en la desvinculación del PTE. A pesar de su implantación entre la juventud y su capacidad de trabajo y movilización, la JGRE seguía dependiendo del partido que la había creado y solo tenía sentido como su sección juvenil. El salto a la independencia fue más de lo que La Joven pudo asumir y en noviembre de 1980, tras haberse celebrado en el verano las reuniones en regiones y nacionalidades, la JGRE se disolvió[44].


    DEMOCRACIA PARTICIPATIVA EN LOS BARRIOS. EL MOVIMIENTO CIUDADANO


    En abril de 1979, las primeras elecciones democráticas a los ayuntamientos desde la Segunda República, por las que tanto había luchado el movimiento ciudadano, tuvieron efectos no previstos. El pacto entre PSOE y PCE-PSUC permitió a la izquierda moderada gobernar las principales ciudades y una parte de los líderes vecinales dejaron el activismo para incorporarse a cargos municipales. En esta nueva etapa, las AV mantuvieron sus reivindicaciones de viviendas dignas, equipamientos y servicios públicos, y centraron sus esfuerzos en lograr que los partidos de izquierda aceptaran medidas concretas para introducir la democracia participativa en los consistorios, sobre la base de lo acordado en los encuentros estatales del movimiento ciudadano celebrados en Zaragoza y Barcelona: elección por sufragio universal de los miembros de los consejos de distrito, intervención de las asociaciones en los plenos municipales y consejos de distrito con voz pero sin voto, garantías para los derechos de información, propuesta, consulta y referéndum vinculante y posibilidad de revocación de los cargos electos a petición ciudadana.


    Estas medidas habían sido defendidas por PSOE y PCE-PSUC durante la campaña electoral, pero una vez formados los gobiernos municipales, las principales formaciones de izquierda se opusieron a ellas, argumentando que la participación democrática de los vecinos se realizaba a través del voto y la militancia en los partidos, unos argumentos que se reforzaban con ofertas de cargos municipales a los líderes vecinales que abandonaran sus organizaciones[45].


    La izquierda radical mantuvo su influencia en el movimiento ciudadano y llegó a ser una fuerza decisiva en algunos barrios, si bien el PCE-PSUC siguió siendo la fuerza principal en la mayoría de las ciudades y en el conjunto de España. Los distintos partidos continuaron alimentando los componentes anticapitalistas de las asociaciones vecinales (como la necesidad de organizar la ciudad en base al valor de uso y no al valor de cambio) y sus reivindicaciones de democracia participativa[46].


    En Barcelona, donde el movimiento ciudadano había logrado una influencia sin precedentes en la política municipal tras forzar la dimisión del alcalde Viola, la situación dio un giro de ciento ochenta grados. Ante la negativa del consistorio liderado por el PSC a facilitar la participación vecinal, la FAVB defendió su derecho a plantear sus propias propuestas, e incluso a criticar a un ayuntamiento de izquierdas, lo que provocó ataques del partido socialista, que acusó a las asociaciones vecinales de «totalitarias», «corporativas» y de fomentar la desconfianza en las instituciones democráticas. Estos ataques, junto a la política del consistorio liderado por el PSC de impedir la democracia participativa y la crisis de militancia, debilitaron a la FAVB, que no logró victorias significativas, a diferencia de lo ocurrido entre 1976 y 1979.


    En Madrid, el movimiento ciudadano logró en esta etapa su mayor conquista: el plan de remodelación que afectaría a 28 barrios dotándoles de escuelas, parques, espacios públicos, hospitales, instalaciones deportivas y culturales. El plan supuso también unas las mayores operaciones de construcción de vivienda pública de Europa, que benefició a 150.000 personas, fundamentalmente en barrios obreros[47].


    En cuanto a la participación vecinal, las medidas puestas en marcha por PSOE y PCE, basada en consejos de barrio y juntas de distrito, fueron consideradas insuficientes por el movimiento ciudadano y por los partidos revolucionarios. Los consejos eran órganos meramente consultivos, en los que las AV no podían participar porque solo se podía intervenir a título individual. Las juntas de distrito, que carecían de competencias y presupuesto, estaban formadas por un presidente, nombrado por el alcalde, tres vocales, que eran concejales del Ayuntamiento y tres vocales que eran vecinos nombrados y repartidos entre los tres partidos con representación en el consistorio[48].


    En un primer momento formalizamos los cauces de participación, pero nos desengañamos muy rápido. Muchos de los cargos municipales de PSOE-PCE eran excompañeros nuestros en las AV y muy pronto empezaron los encontronazos. Había diferencias fundamentales: ellos pensaban que estaba ya todo hecho y democratizado porque ellos eran ya los representantes electos de la ciudadanía y nosotros reivindicábamos el espacio político para el movimiento ciudadano: participación vecinal en los plenos, poder hacer propuestas en los plenos, intervenir en los planes generales de los barrios. Era el miedo a las AV […] la pelea siempre es la misma: los partidos no lo entienden, tienen un problema de cultura democrática. Se ha hecho a gente representante [político institucional], sin que muchas veces tuvieran bagaje ni cultura democrática. Es un poco lo del 15-M, que los partidos no lo entienden. Pues lo mismo ha pasado con las AV, que no querían reconocer su autonomía[49].


    A diferencia de lo ocurrido en las dos principales ciudades de España, en algunas localidades andaluzas, los gobiernos de izquierda sí impulsaron políticas de participación directa de los vecinos. En Córdoba, el consistorio liderado por Julio Anguita (PCE) descentralizó la gestión municipal con la creación en los barrios de juntas vecinales abiertas a la participación de representantes de las asociaciones. En Motril, segunda ciudad de la provincia de Granada, el equipo de gobierno del PTA, encabezado por el alcalde Enrique Cobo, puso en marcha las primeras iniciativas de presupuestos participativos y organizó asambleas vecinales mensuales en las que los concejales rendían cuentas de su gestión[50].


    Uno de los procesos más singulares de democracia directa fue el impulsado por el SOC en la localidad sevillana de Marinaleda. En este pueblo de unos 2.300 habitantes, en su mayoría jornaleros, la Candidatura Unitaria de Trabajadores creada por el SOC ganó las elecciones de 1979, obteniendo nueve concejales de un total de once.


    Tras esta victoria, la asamblea del SOC, que hasta el momento agrupaba solo a los afiliados, se convirtió en la asamblea del pueblo, abierta a todos los vecinos, en la que se tomaban todas las decisiones relevantes, tanto sindicales como de ámbito municipal. Este sistema se denominaba «poder popular» y se basaba en asambleas continuas (al menos dos a la semana) con una alta asistencia (entre 350 y 800 personas), que limitaban la delegación en los concejales al mínimo posible.


    La participación de una parte significativa del pueblo en la asamblea de manera continuada se debía a la importancia de las cuestiones que allí se debatían y decidían (entre ellas el gasto municipal, las obras públicas, o el reparto del Empleo Comunitario) y a las mejoras concretas logradas por el «poder popular», como la sustitución del sistema corrupto de Empleo Comunitario por otro público y transparente controlado por la asamblea. Además de todo esto, para los vecinos de Marinaleda, participar en las asambleas, las luchas y los trabajos colectivos voluntarios pasó a ser parte de su identidad colectiva.


    El sistema de democracia directa asamblearia del poder popular pudo desarrollarse en Marinaleda gracias a factores característicos de este pueblo de la sierra sur sevillana, que hacían difícil su extensión a otras localidades. Entre estas condiciones singulares destacaban una composición de clase homogénea, mayoritariamente jornalera, el liderazgo carismático del alcalde, Juan Manuel Sánchez Gordillo, y la debilidad del resto de proyectos políticos, tanto de izquierdas como de derechas[51].


    En Llodio, la segunda ciudad de Álava, que contaba entonces con algo más de veinte mil habitantes, también se desarrolló una dinámica de poder popular. La fuerza del movimiento ciudadano había logrado sustituir el gobierno local de la dictadura por un sistema asambleario. Durante un año y medio, entre 1.500 y 2.000 personas participaron directamente en la toma de decisiones, que luego eran ratificadas por el pleno municipal. Tras las elecciones de 1979, UCD, PNV y PSOE unieron sus votos para acabar con este proceso de democracia directa, defendido por la fuerza más votada, la candidatura Gure Aukera (Nuestra opción), que era respaldada por la izquierda radical y la abertzale[52].


    En algunos municipios de Barcelona hubo también experiencias en el mismo sentido. De las luchas asamblearias obreras y vecinales de localidades como Arbúcies y Sant Pere de Ribes nacieron candidaturas electorales de izquierdas e independentistas, que ganaron los comicios locales de 1979. Estas plataformas pusieron en marcha medidas de democracia directa en el ámbito local, venciendo en el caso de Arbúcies la resistencia de la derecha y los empresarios, que se negaban a pagar impuestos. Más tarde, fuera ya del ámbito de este estudio, estas iniciativas, junto al Colectivo Popular de Ripollet, se convertirían en uno de los núcleos originarios del partido anticapitalista e independentista Candidatura d’Unitat Popular[53].


    Más allá de estas medidas pioneras de democracia participativa, que no fueron generalizadas en todo el país, el movimiento ciudadano intervino también en las protestas por la intoxicación masiva de la primavera de 1981 que afectó a unas 20.000 personas y provocó cientos de muertes. Para el Gobierno y los tribunales, el «síndrome tóxico» se debió a la comercialización de aceite de colza no apto para el consumo humano, aunque algunas investigaciones identificaron su origen en tomates tratados con un plaguicida de fabricación extranjera. Las víctimas se organizaron de manera autónoma para exigir que se investigara y se castigara a los responsables y contaron con el apoyo de las entidades ciudadanas. La Federación Regional de Asociaciones de Vecinos de Madrid impulsó la creación de grupos de consumidores en toda España, pero estos solo consiguieron desarrollarse en Sevilla, donde desembocarían posteriormente en el nacimiento de la Federación de Asociaciones de Consumidores y Usuarios de Andalucía (FACUA)[54].


    SOMOS MÁS FUERTES. EL MOVIMIENTO FEMINISTA


    Tras la exitosa campaña a favor de los anticonceptivos, que logró su legalización en 1978, las mujeres organizadas mantuvieron la presión encaminada a lograr el control del propio cuerpo, incluida la sexualidad.


    Derecho al divorcio y derecho al aborto


    La labor continuada del movimiento feminista contribuyó de forma decisiva a que se iniciaran en 1981 los trámites parlamentarios para la aprobación de una ley de divorcio. Su propuesta consistía en una norma legal que no discriminara a las mujeres, que garantizara el derecho a un divorcio rápido y barato, por mutuo acuerdo o por solicitud de una de las partes, sin necesidad de alegar causas, sin culpables, con un procedimiento en el que el juez no tuviera posibilidad de negarse ni de inmiscuirse en la vida privada de los cónyuges. También se reclamaba que los matrimonios de la iglesia dejaran de tener efectos civiles y la anulación de los acuerdos con el Vaticano.


    En junio de ese mismo año, el movimiento feminista lograba una victoria parcial con la aprobación de la Ley del Divorcio de UCD, y pasó a centrarse en la lucha por el control del propio cuerpo[55], en la que los centros de mujeres desempeñaron un papel central, ofreciendo servicios como atención ginecológica, información sobre aborto, anticonceptivos y sexualidad. Estos centros cubrían una necesidad social, pues a pesar de la despenalización de los métodos anticonceptivos lograda en 1978, existía una carencia de información que no era cubierta por el sistema público de salud. En estas iniciativas, en las que participaban, entre otras, militantes de distintas organizaciones revolucionarias, el reto más complicado era unir la prestación de servicios con la difusión de los planteamientos feministas[56].


    El movimiento feminista abordaba la lucha por el derecho al aborto desde la defensa del control del propio cuerpo por parte de cada mujer, un planteamiento resumido en la consigna «anticonceptivos para no abortar, aborto libre para no morir». Con este lema, las mujeres organizadas trataban de incluir en la agenda política una realidad dramática: las penas de hasta 12 años de cárcel por abortar no impedían las interrupciones voluntarias del embarazo (la fiscalía del Tribunal Supremo las estimaba en 300.000 anuales), pero sí ponían en riesgo la salud y la vida de las mujeres, puesto que la mayoría de las operaciones debían hacerse de manera clandestina (el mismo organismo hablaba de 3.000 mujeres muertas por este motivo). Las feministas denunciaban que este problema afectaba especialmente a las mujeres de clase obrera, pues quienes disponían de recursos económicos suficientes tenían más posibilidades de abortar en España o en el extranjero[57].


    En 1979, el procesamiento en Bilbao de diez mujeres acusadas de haber abortado y de un hombre por haber participado en las intervenciones, fue el detonante para que la actividad diversificada del movimiento feminista se unificara en la lucha por el derecho al aborto «libre y gratuito». Esta campaña se organizó desde las Comisiones pro derecho al aborto, creadas en varias ciudades. El juicio a las mujeres de Bilbao supuso el inicio de una cadena de procesos contra mujeres, médicos y centros de planificación familiar, que se mantuvieron durante toda la Transición e incluso en años posteriores.


    Las actividades desarrolladas incluyeron autoinculpaciones («Yo también he abortado» para las mujeres, «Yo también he colaborado en un aborto ilegal», para los hombres), manifestaciones, encierros en juzgados, ayuntamientos, iglesias y colegios de médicos, puntos de información a las mujeres para indicar dónde abortar y cajas de resistencia para apoyar económicamente a las mujeres que no podían pagarse el viaje a Holanda, Reino Unido o Francia para interrumpir su embarazo. La movilización logró la suspensión del juicio dos veces y finalmente la absolución de las acusadas.


    Las jornadas convocadas por la Coordinadora Estatal de Organizaciones Feministas en Madrid en diciembre de 1981, sirvieron para unificar las distintas posturas sobre el aborto y para impulsar esta lucha como actividad prioritaria del movimiento. En 1982, la coordinadora elaboró un proyecto de ley basado en la defensa de la autonomía de las mujeres para decidir sobre su propio cuerpo, que se concretaba en la libertad de abortar, en la sanidad pública, sin tener que alegar ninguna causa, sin que la decisión se viera mediatizada por padres, maridos, familiares o compañeros. Estos principios se condensaban en dos consignas: «Aborto libre y gratuito» y «Las mujeres decidimos»[58].


    La lucha por el derecho al aborto se mantuvo más allá del final de la Transición, hasta que en 1985 se logró la despenalización parcial en tres supuestos: violación (durante las 12 primeras semanas de gestación), riesgo grave para la salud de la mujer (durante las 22 primeras semanas) y malformación del feto (sin plazo).


    Otra línea de actuación del movimiento feminista desarrollada en el periodo 1979-1982 fue la lucha contra los malos tratos en la pareja y las agresiones sexuales. El arraigo del machismo era tal, que el ministro del Interior Juan José Rosón, hizo una apología de la violación en una entrevista. El movimiento feminista, que consideraba que el ministro había expresado la opinión de buena parte de los dirigentes de la derecha y de algunos de izquierda, denunció al ministro en el juzgado de guardia, sin ningún resultado[59].


    Rupturas y reencuentros


    La autonomía fue una de las señas de identidad del movimiento feminista desde las primeras jornadas de liberación de la mujer, celebradas al comienzo de la Transición. Las distintas formas de entender la autonomía dieron lugar a un debate permanente hasta que las diferencias estallaron en las jornadas estatales feministas celebradas en 1979 en Granada. En estos encuentros, en los que participaron 3.000 mujeres, el «feminismo de la diferencia» (que rechazaba la exigencia de la igualdad, a la que oponía la autoconciencia y reivindicación de las características propias de las mujeres) emprendió su propio camino al margen de la coordinadora estatal. Otro debate central fue el sostenido entre quienes defendían el feminismo como una alternativa global para la sociedad (feminismo radical) y quienes planteaban que el feminismo tenía que combinarse con la lucha de clases, y por lo tanto había que buscar la confluencia del movimiento feminista con los partidos y sindicatos obreros (feminismo y lucha de clases o feminismo socialista)[60]. Además, las partidarias de la diferencia propugnaban la militancia única de las mujeres en los colectivos feministas –y, por tanto, se oponían a que se integraran en partidos u otras organizaciones mixtas–, para garantizar la autonomía del movimiento.


    Decíamos que ningún partido formado por hombres en un 70 por 100 podía decir al movimiento feminista qué se debía hacer. Y es que en los setenta, los hombres más majos eran peores que muchos hombres «normales» de hoy. Antes de con mujeres de partidos, yo prefería relacionarme con mujeres que acudían al centro [de planificación familiar]. La mujer de un trabajador de la EMT que decía, «mi marido llega a casa, me pone contra la pared y me quedo preñada». O con mujeres jóvenes que iban a abortar y no querían que se enteraran sus padres[61].


    La división del movimiento feminista que estalló en las jornadas de Granada tuvo mucha repercusión en Barcelona y menor alcance en Madrid. El feminismo de la diferencia emergió en estas jornadas oponiéndose a la doble militancia, defendiendo un feminismo entendido como liberación personal desde la búsqueda de la propia identidad, y rechazando por tanto la reivindicación de la igualdad con los hombres. A pesar de su escaso peso organizativo, el feminismo de la diferencia y el feminismo radical tuvieron una influencia decisiva en todos los debates del movimiento[62].


    El colectivo mayoritario seguía siendo el mismo, el pionero MDM-MLM, que había abierto el camino en los años sesenta, en plena dictadura. Esta organización había sido impulsada por el PCE, pero su voluntad de autonomía respecto al partido había provocado continuas tensiones y abandonos, que se incrementaron a raíz de la crisis de la formación liderada por Santiago Carrillo. La expulsión de los renovadores, más favorables a la existencia de un movimiento feminista autónomo como agente de transformación social, dio lugar a la salida del partido de una parte importante de las militantes activas en el MDM-MLM[63].


    La segunda organización feminista más potente, la ADM, sufrió las mismas tensiones, que se resolvieron de forma aún más drástica: a finales de 1979, la dirección del PTE disolvió la ADM sin informar a la organización y en contra de la opinión de las dirigentes de la ADM, que también lo eran del partido[64].


    El FLM, organización con gran iniciativa en los primeros años de la Transición, se disolvió en 1980, incapaz de superar el debate interno entre quienes veían en el feminismo una solución global y quienes querían combinarlo con una lucha política general[65].


    El debilitamiento de las principales organizaciones feministas modificó la composición interna del movimiento feminista. En la coordinadora estatal (la CEOF), el MC logró una influencia decisiva, aunque en Barcelona y Madrid las fuerzas estaban más repartidas[66].


    La aportación específica del MC a la lucha feminista, además de la labor de su militancia, se manifestó en dos aspectos. En primer lugar, el impulso a los grupos de mujeres de barrio y su integración progresiva en el movimiento feminista a partir de la actividad local. En segundo lugar, la propuesta de que el movimiento feminista trabajara de manera sistemática por influir en toda la izquierda, tanto en las organizaciones populares y movimientos sociales como en los partidos políticos[67]. El objetivo era que la lucha por la liberación de la mujer, aunque estuviera liderada por las propias mujeres desde sus organizaciones específicas, no fuera una actividad exclusiva de las mujeres, sino que se implicara en ella el conjunto de la izquierda y de la sociedad.


    OTAN NO, BASES FUERA. EL MOVIMIENTO PACIFISTA


    Las primeras reivindicaciones pacifistas de los años setenta tuvieron lugar en Barcelona y Las Palmas de Gran Canaria, con rasgos particulares en cada una de estas ciudades. En la capital catalana, se trataba de protestas impulsadas por colectivos como el Movimiento de Objeción de Conciencia (MOC) y el Grup d’Acció No-violenta Anti-OTAN, que, desde una perspectiva antimilitarista y de crítica a los ejércitos, organizaron las primeras campañas contra el servicio militar obligatorio y de rechazo a la OTAN y a las bases militares norteamericanas.


    En Gran Canaria, el proyecto de construcción de una base aeronaval en Arinaga dio lugar a la creación en 1978 de una «Comisión ciudadana», que a pesar de su nombre era una plataforma de partidos liderada por la izquierda radical y nacionalista canaria. Este organismo inició una campaña cuyos principales contenidos eran el rechazo al ingreso en la OTAN, a las bases y la militarización del territorio canario, así como la defensa de la neutralidad. Las acciones de protesta, la amplitud del rechazo social a la construcción de instalaciones militares en la isla y el voto mayoritario a la izquierda en las elecciones municipales de 1979 llevaron al Ministerio de Defensa a paralizar el proyecto de la base de Arinaga[68].


    En 1980, la decisión del Gobierno de UCD de incorporar a España a la alianza militar dirigida por Estados Unidos hizo que la lucha por la paz pasara al primer plano en todo el país. La nueva fase de la protesta pacifista tuvo su epicentro en Madrid, donde MC y LCR formaron una comisión junto a otros grupos como el ecologista AEPDEN para organizar una marcha a la base militar norteamericana de Torrejón. PSOE y PCE, opuestos también a la entrada en la OTAN, rehusaron sumarse a lo que parecía que iba a ser una pequeña manifestación antiimperialista más. Sin embargo, los apoyos comenzaron a llegar, y entre ellos se encontraban el secretario general de CCOO de Madrid, Fidel Alonso, periodistas, profesores universitarios, feministas y músicos como Luis Eduardo Aute o Miguel Ríos. El 25 de enero, ante la sorpresa de los organizadores, entre 15.000 y 20.000 personas participaron en la primera marcha a Torrejón, una convocatoria que conectaba con las posiciones de una amplia mayoría social, crítica con Estados Unidos, defensora de la neutralidad y opuesta a los bloques militares y las armas nucleares[69].


    La irrupción del MC y la LCR en la lucha anti-OTAN dio lugar a interpretaciones opuestas. Mientras que estas organizaciones proclamaban que el movimiento por la paz acababa de nacer, desde el antimilitarismo se negaba el carácter pacifista de las protestas contra la alianza atlántica, que enmarcaban en el antiimperialismo. Al margen de los análisis partidistas, parece claro que el movimiento pacifista adquiría una mayor relevancia política, se extendía más allá de sus primeros núcleos locales y en su seno el antimilitarismo y la no violencia comenzaban a dialogar con el antiimperialismo.


    En el archipiélago canario, la iniciativa «Canarias contra la OTAN», apoyada por el PCE y por los partidos de la izquierda radical y nacionalista, recogió 33.000 firmas en menos de un mes. En Madrid, la Comisión anti-OTAN (CAO) se convirtió en el espacio de organización de la movilización y en su despegue fue decisiva la cooperación entre MC y LCR, por encima de sus diferencias estratégicas. Mientras que el partido trotskista apostaba por hacer crecer el movimiento anti-OTAN dentro de las principales organizaciones tradicionales (CCOO y AV), la formación dirigida por Eugenio del Río se volcaba en la creación de comités de base en empresas y barrios integrados por quienes compartían las posiciones más radicales[70].


    Tras la primera marcha a la base militar de Torrejón, el movimiento sufrió un parón debido al intento de golpe de Estado del 23 de febrero de 1981, que condicionó totalmente la vida política durante varios meses y especialmente la actividad de las organizaciones políticas y los movimientos sociales[71]. Para salir del estancamiento que amenazaba la consolidación de la nueva fase del movimiento por la paz, la CAO decidió organizar un mitin festival contra la OTAN y por el desmantelamiento de las bases militares norteamericanas, en el que participaron entre 35.000 y 60.000 personas[72].


    En Cataluña, las movilizaciones tuvieron una participación algo menor en la primavera de 1981, pero ganaron fuerza a partir de octubre, cuando la manifestación convocada por la coordinadora que agrupaba al centenar de comités catalanes anti-OTAN contra la alianza militar atlántica, las bases y el militarismo reunió a varias decenas de miles de personas[73].


    En Madrid, la consolidación de los comités –impulsados principalmente por el MC– fue decisiva para que la CAO se configurara como un organismo coordinador de grupos de base, en el que no participaban partidos políticos de manera directa, formado por una veintena de comités de barrio, de empresa, grupos ecologistas, antimilitaristas y de objetores. Este modelo buscaba la autonomía respecto a los partidos políticos y renunciaba a intervenir en el terreno electoral o en las rivalidades partidarias. Al mismo tiempo, se trataba de un movimiento muy politizado en el sentido de que sus contenidos apuntaban a una cuestión política central con una propuesta elaborada. La autonomía respecto a los partidos no implicaba que estas organizaciones no influyeran en el movimiento por la paz. El ascendiente del MC era muy grande a través de los comités anti-OTAN (en los que sus militantes eran minoría pero con una gran iniciativa) y los demás partidos también trataban de incidir participando en los colectivos de base. Los partidos aceptaban influir de manera limitada, sin amenazar el carácter autónomo del movimiento, y sin convertirlo en una caja de resonancia de ninguna formación aunque en algún momento contara con la hegemonía.


    Esta concepción de movimiento autónomo, unitario, de base, politizado pero no partidista, se reflejaba en el funcionamiento de la CAO. La comisión se organizaba de forma asamblearia con reuniones semanales a las que acudían los miembros de los colectivos que deseaban, mientras que las cuestiones de mayor calado se abordaban en «plenos de discusión». Los acuerdos de los órganos de coordinación no eran vinculantes para los colectivos de base, que funcionaban con total autonomía[74]. La comisión y los comités se reconocían como la parte más organizada de un movimiento social, por lo que aspiraban a reflejar no solo las reivindicaciones y aspiraciones de quienes participaban en ella, sino las de todos los sectores de izquierda «más avanzados, conscientes y activos». El programa y los objetivos de lucha no se definían por medio de la negociación y las mayorías, sino a través de una lenta discusión que buscaba la mayor participación posible y el contraste de las conclusiones con sus efectos en las movilizaciones[75].


    Además del rechazo a la OTAN, el movimiento pacifista defendió una segunda reivindicación central, en contra de la posición del PCE y de los partidos pro soviéticos: el rechazo a los bloques militares, que se concretaba en el desmantelamiento de las bases norteamericanas en España y se expresaba en la consigna «bases fuera». El movimiento reclamaba también un referéndum sobre el ingreso en la alianza militar atlántica, rechazaba los gastos militares y la proliferación de armas nucleares, defendía la neutralidad y se oponía al servicio militar obligatorio[76].


    En los debates internos aparecía recurrentemente la crítica al papel represivo del Ejército español, en su vertiente golpista y en su participación en la represión en el País Vasco. El MC trató de dar al movimiento un carácter antifascista y antigolpista, pero no lo consiguió, lo cual demuestra que la autonomía era real, puesto que ni siquiera el partido con mayor influencia definía por sí solo los contenidos y estrategias del conjunto. Se proponía y se influía, pero los límites estaban ahí y cuando una propuesta no conectaba con la mayoría de los participantes en el movimiento, su desarrollo se bloqueaba, independientemente de qué grupo fuera el promotor.


    En este proceso de movilización popular, los partidos de la izquierda radical no entraron igual que salieron, sino que fueron modificando sus planteamientos, profundizando en la necesidad de la autonomía de los movimientos sociales e impregnándose de contenidos antimilitaristas que hasta el momento solo habían defendido los colectivos de objetores y defensores de la no violencia: la crítica a todos los ejércitos (no solo al franquista), a los presupuestos militares, el rechazo al servicio militar obligatorio y la consideración de la desobediencia civil no violenta como forma de lucha eficaz.


    La Coordinadora Estatal de Organizaciones Pacifistas, que agrupaba a los comités anti-OTAN y a otros colectivos como el MOC, era la principal organización del movimiento pacifista, pero no la única. El PCE creó la Asociación por la Paz y el Desarme y el PSOE impulsó el Movimiento por la Paz, el Desarme y la Libertad, que se coordinaron en el Comité de Acción por la Paz y el Desarme. Este sector posibilista se diferenciaba de la línea radical y mayoritaria en su respaldo al gasto militar, a los bloques militares y a las bases norteamericanas en suelo español.


    A finales de 1981, la corriente moderada del pacifismo organizó movilizaciones en Barcelona y Madrid «por la paz, el desarme y la libertad», sin mención alguna a la OTAN ni a las bases militares, con el apoyo de CCOO y UGT. La tendencia mayoritaria y radical optó por sumarse a las convocatorias con sus propias reivindicaciones, que incluían el rechazo a las bases y al golpismo. En Barcelona se manifestaron entre 60.000 y 200.000 personas, mientras que en Madrid participaron entre 250.000 y 500.000 personas en una concentración pacifista en la ciudad universitaria[77].


    Tras la victoria en las elecciones generales de octubre de 1982 del PSOE, que incluía en su programa electoral la oposición a la entrada en la OTAN, el movimiento pacifista inició, a propuesta del MOC, una campaña reclamando un referéndum sobre la pertenencia de España a alianza militar dirigida por Estados Unidos[78]. El desarrollo de esta campaña, el cambio de postura del PSOE y el resultado final del referéndum sobre la permanencia en la OTAN se produjeron fuera ya de los límites de la Transición, y los hemos analizado en otro texto[79].


    LAS PRIMERAS CONQUISTAS DE HOMOSEXUALES, MINUSVÁLIDOS Y PRESOS COMUNES


    La lucha de los frentes de liberación homosexual, primero en la clandestinidad y luego en la alegalidad, logró que en 1979 la reforma de la LPRS supusiera el fin de la persecución de la homosexualidad. Fue la actividad reivindicativa de las organizaciones de homosexuales (con el apoyo de algunos de los principales medios de comunicación) el factor decisivo de esta conquista, y no la Constitución de 1978, bajo la que siguió vigente la ley hasta la reforma del Código Penal de 1995. Tampoco fue relevante el papel de la Comunidad Europea, que hasta 1981 no recomendó la despenalización de la homosexualidad y a la que pertenecía Irlanda, que mantuvo la represión hasta 1993.


    Con la reforma de la ley, ser homosexual ya no era delito, pero seguía siéndolo manifestarlo públicamente (una conducta tipificada como escándalo público) y se mantenían la represión policial y las agresiones ultraderechistas[80]. Los frentes de liberación, nacidos en una situación de ilegalidad total de la homosexualidad, tuvieron dificultades para adaptarse a la nueva situación. «En aquellos años para un gay no militante venido de un pueblo a buscar el anonimato de la gran ciudad, liberarse quería decir poder ir a discotecas y saunas, como nunca antes habría soñado. Para un militante gay liberarse era hacer la revolución»[81].


    Creció el circuito comercial de locales de ambiente gay, el gueto, donde se extendió la propuesta de olvidarse de las discriminaciones aún vigentes para disfrutar de las libertades recientemente logradas. Este planteamiento se difundía a través de Party, una de las primeras revistas dirigidas a homosexuales, que incluía desnudos masculinos desde su lanzamiento en 1977 y que criticaba a los frentes de liberación por radicales e izquierdistas. Al mismo tiempo, esta publicación cumplió una función de concienciación muy importante para los gais que vivían fuera de las grandes ciudades, donde no llegaban los frentes de liberación[82].


    Las organizaciones de homosexuales mantuvieron la coordinación estatal y siguieron convocando las manifestaciones del orgullo gay en el mes de junio, pero reconocían que habían cubierto su etapa, que eran necesarias nuevas alternativas y que la situación de estancamiento generaba tensiones entre la militancia[83].


    Para las lesbianas, la situación era algo diferente. En un primer momento, los frentes de liberación homosexual habían recogido la problemática de la doble opresión de las lesbianas (como mujeres y como homosexuales) mejor que el movimiento feminista, que defendía la sexualidad negada a la mujer desde una perspectiva heterosexual. Pero en la etapa final de la Transición, con el movimiento feminista en auge y el homosexual en declive, las lesbianas valoraron que el desarrollo de su lucha tendría más proyección desde el movimiento feminista y optaron por integrarse en él[84].


    Esta decisión permitió a los colectivos de lesbianas sortear una crisis general que acabó con la mayoría de los frentes de liberación homosexual, por las dificultades de adaptarse a la nueva situación de tolerancia, en la que la lucha contra la represión no permitía ya conectar con las necesidades y aspiraciones de los gais. Las excepciones fueron Euskal Herriko Gai Asakapen Mugimendua (EHGAM) en el País Vasco y FAGC en Cataluña, que sobrevivieron gracias a que en estos territorios existía un sector social radical más amplio, que en el caso vasco estaba además muy sensibilizado en contra de la represión.


    Algunos grupos, como el madrileño Frente de Liberación Homosexual de Castilla (FLHOC), trataron de reinventarse poniendo en marcha una asesoría jurídica y psicológica y organizando encuentros sobre homosexualidad y vida cotidiana en bares del gueto del barrio de Chueca[85]. Estas iniciativas no lograron mantenerse en el tiempo, pero supusieron una referencia para los nuevos grupos que tomarían el relevo en la capital a mediados de los ochenta.


    Por encima de las diferentes evoluciones de cada territorio, durante la Transición, los militantes de los primeros colectivos de liberación homosexual hicieron pública su orientación sexual perseguida en la universidad, en los partidos y en las asociaciones de vecinos, construyendo espacios para la autoafirmación personal y los primeros referentes para miles de personas que carecían de ellos. Lograron la despenalización y la aceptación social, aunque no consiguieron el fin de la represión ni la normalización. Otra batalla perdida fue la vinculada a la superación de la identidad homosexual, en tanto que los grupos pioneros no tuvieron fuerza suficiente para mantener su propuesta inicial de arrastrar a los sectores más dinámicos de la sociedad a la lucha por la liberación sexual hasta hacer desparecer las categorías de homosexual y heterosexual.


    La Ley de Integración Social del Minusválido


    El primer Parlamento democrático desde la Segunda República inició muy pronto los trabajos que darían lugar a la Ley de Integración Social del Minusválido (LISMI), en la que el diputado de CiU, Ramón Trías Fargas, tuvo un papel central.


    El grupo de minusválidos más activo, el madrileño MU, se centró, durante dos años, en apoyar esta iniciativa legislativa y garantizar la participación de los discapacitados en la elaboración de la norma. Con este objetivo, MU impulsó la coordinación de todos los colectivos de minusválidos en Madrid (donde se constituyó la Coordinadora Provincial de Minusválidos Físicos de Madrid, integrada por MU, Auxilia, Fraternidad, Asociación de Lucha contra la Poliomielitis y Asociación Nacional de Inválidos Civiles) y en toda España, con la creación de la Coordinadora Estatal de Minusválidos Físicos.


    En la asamblea constituyente de la coordinadora estatal se enfrentaron dos posturas. Un sector proponía mantener la organización asamblearia que tenían la mayoría de los grupos de base, mientras que otra corriente apostaba por adoptar una estructura representativa dirigida por una junta directiva, tesis que finalmente se impuso. Para Pilar Ramiro, militante de MU desde sus inicios, el cambio organizativo obedeció a la presión de las bases de las asociaciones, que preferían una estructura más orientada a la gestión de proyectos de servicios que a la movilización, aunque esta última no se descartara[86].


    La coordinadora estatal inició una campaña exigiendo locales a la Administración, que aceptó que las asociaciones utilizaran las sedes de un organismo que ya llevaba unos años disuelto, la Asociación Nacional de Inválidos. La plantilla se quedó en el SEREM y algunos locales se destinaron a los colectivos de minusválidos. A la coordinadora provincial de Madrid le correspondió un centro de formación para minusválidos (hoy sede de COCENFE) que no se había llegado a inaugurar. Sus cinco plantas incluían residencia, oficinas, material para formación profesional en artes gráficas, ascensor para acceder al garaje, duchas accesibles para minusválidos… unas instalaciones excepcionales para la época. Un espacio tan grande requería elevados gastos de mantenimiento, y MU comenzó a elaborar proyectos que ayudaran a financiarlos. Se iniciaba así un proceso de progresiva institucionalización en el que las asociaciones de base pasaban de la estructura asamblearia a una organización representativa con junta directiva y dejaban de ser reivindicativas para ser gestoras de servicios, si bien no renunciaban a la movilización.


    Mientras tanto, las coordinadoras de minusválidos seguían discutiendo en sus asambleas los artículos de la ley y llevando sus propuestas a los grupos parlamentarios de PSOE, PCE y UCD.


    El PCE se mostraba receptivo a las reivindicaciones, pero no presentó una propuesta detallada, algo que sí hizo el PSOE. El ingreso de varios miembros de la coordinadora estatal en este partido facilitó las relaciones entre ambas organizaciones.


    El 23 de marzo de 1982 se aprobó en el Congreso la LISMI. Para el PSOE y el PCE era un primer paso hacia la integración mientras que UCD advertía que no estaba dispuesta a dar ni uno más. Aun reconociendo aspectos positivos en la ley, MU acudió al Congreso a protestar por sus dos principales limitaciones. Por una parte la LISMI no establecía plazos, era una ley genérica pendiente de posteriores desarrollos que tardaría varías décadas en completarse. Por otro lado, se trataba de una norma que no llevaba asociada ninguna partida presupuestaria para desarrollarla.


    A pesar de estas deficiencias, la LISMI fue la primera ley que cubría todo el recorrido vital del minusválido, desde la infancia hasta la jubilación, pasando por la formación profesional y la rehabilitación médico-funcional, aunque muchos de sus artículos no se desarrollaron ni aplicaron, como los relativos a la accesibilidad de los transportes[87].


    Las últimas batallas de los presos comunes


    En la última fase de la Transición, la COPEL ya se había disuelto, al igual que sus principales grupos de apoyo. En noviembre de 1979, el Gobierno de UCD reformó la Ley de Enjuiciamiento Criminal para facilitar que los jueces decretaran prisión preventiva (esto es, hasta la celebración del juicio) por delitos menores. Para el PTE, esta reforma eliminaba el derecho a la presunción de inocencia. Este partido consideraba que las cárceles no cumplían función rehabilitadora alguna sino que eran «fábricas de criminales» cuya «materia prima eran los jóvenes que cometían su primer delito»[88].


    La cárcel de Herrera de la Mancha siguió siendo escenario de violaciones de derechos humanos. Tras las protestas de los prisioneros de la COPEL que inauguraron este nuevo penal, fueron los presos de PCE (r) y GRAPO quienes retomaron la protestas por el fin de la tortura y del régimen de aislamiento. El 19 de junio de 1981, fallecía el preso de los GRAPO Juan José Crespo Galende después de tres meses de huelga de hambre. Por encima de las diferencias con los GRAPO, la LCR manifestó su apoyo a las reivindicaciones de estos presos políticos[89].


    Dos meses después, unos 300 presos preventivos se amotinaban en el Centro Penitenciario de Jóvenes de Carabanchel, provocando graves destrozos en la prisión. Los familiares de los jóvenes denunciaban que los reclusos habían sufrido torturas por parte de los funcionarios de prisiones, tanto antes del motín como después de que este fuera sofocado por la Policía[90]. En septiembre de 1981, la LCR se hacía eco de una nueva protesta de los presos comunes, en la que 4.000 reclusos secundaron una huelga de hambre en prisiones de Madrid, Barcelona y Valencia reivindicando la reforma del Código Penal, el fin de los malos tratos y la reducción del periodo máximo de prisión antes de juicio. En Valencia, los reclusos reclamaban también un indulto general[91], como había hecho la COPEL hasta su disolución.


    Derrotada la COPEL y los pequeños grupos de apoyo, estas protestas de los reclusos comunes se agotaron pronto sin lograr mejoras tangibles, pero poniendo de manifiesto que la situación en las prisiones no había cambiado de manera significativa.
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    IX. CREER EN LO QUE DUELE. LA IZQUIERDA REVOLUCIONARIA ANTE EL FINAL DE LA TRANSICIÓN


    Tras la doble cita electoral de la primavera de 1979, la izquierda revolucionaria experimentó importantes transformaciones, con la descomposición de PTE y ORT tras su frustrada unificación, la crisis de CNT y la desaparición de casi todos los grupos autónomos. Al mismo tiempo, el volumen de huelgas alcanzaba su punto máximo desde el inicio de la Transición y nacía un nuevo movimiento estudiantil. El PCE seguía negándose a impulsar la movilización, por su política de buscar un gobierno de unidad nacional con la UCD, y la izquierda radical volvía a quedarse sola defendiendo la confluencia de las luchas obreras contra el Estatuto de los Trabajadores, las estudiantiles contra la LAU y el Estatuto de Centros Docentes y las feministas por el derecho al aborto.


    LA POLÍTICA REVOLUCIONARIA Y SUS LÍMITES: LAS PALMAS DE GRAN CANARIA


    En la ciudad más poblada del archipiélago canario, un periódico local valoró los resultados de las elecciones municipales de 1979 afirmando que «la chusma» había llegado al Ayuntamiento. Con esta descalificación, se refería a los concejales de la Unión de Pueblo Canario (UPC), una coalición que agrupaba a varias organizaciones comunistas a la izquierda del PCE junto a colectivos nacionalistas canarios, grupos cristianos y una pequeña formación socialdemócrata radical.


    El nerviosismo de la derecha estaba justificado. En Las Palmas de Gran Canaria, la izquierda revolucionaria había obtenido el mayor porcentaje de votos en una capital de provincia (cerca del 30 por 100) y, además, se hacía con la alcaldía gracias al apoyo del PSOE y de la candidatura Asamblea de Vecinos. Por si fuera poco, la UPC había logrado también un escaño en el Congreso para Fernando Sagaseta.


    Con un programa que defendía el derecho de autodeterminación de Canarias, pero no la independencia (que sí propugnaban algunas formaciones de la coalición), y se oponía a la OTAN y a las bases militares estadounidenses, la UPC recogía los frutos de la labor de sus militantes en la lucha contra la dictadura, por la democracia y el socialismo y su papel decisivo en el desarrollo de asociaciones vecinales y sindicatos obreros y campesinos. Esta trayectoria, compartida por activistas comunistas, cristianos de base y socialistas, hizo que la UPC se presentara a los comicios pidiendo el voto para introducir la democracia participativa, municipalizar el suelo con el fin de erradicar el chabolismo y garantizar el acceso a la vivienda, expropiar a los grandes propietarios de agua potable (los aguatenientes), municipalizar el principal transporte colectivo (las guaguas) y mejorar las condiciones de vida en los barrios populares a través de reformas urbanísticas y de construcción de escuelas y centros de salud.


    Pese a todas las dificultades, que analizaremos más adelante, el Gobierno municipal de la UPC marcó una diferencia no solo respecto al consistorio franquista, sino a la gran mayoría de ayuntamientos democráticos constituidos en las capitales de provincia tras las elecciones de 1979. En palabras de Enrique Caro, teniente de alcalde, «aquello fue llegar, abrir las puertas y llegar vecinos, encierros y encerronas, reivindicaciones, democratizar todo aquello y canalizar todo aquello […]. [El Ayuntamiento] parecía una casa del pueblo, todo el día lleno de gente, reuniones, pidiéndonos, pidiéndonos». «La chusma» había llegado al consistorio para transformarlo en profundidad.


    La UPC era más que una coalición electoral, era el referente de un movimiento sociopolítico radical integrado por varios cientos de sindicalistas, activistas vecinales, artistas comprometidos con la afirmación de la identidad nacional canaria, colectivos ciudadanos, grupos de profesionales e intelectuales y cristianos de base.


    Con una experiencia muy amplia en las reivindicaciones obreras y vecinales y muy reducida en la gestión municipal, la UPC puso en marcha un nuevo Gobierno local que inició la transformación de la ciudad con una batería de iniciativas concentradas fundamentalmente en cuatro ámbitos: participación ciudadana, transparencia y democratización de las instituciones, creación de empresas públicas para los servicios esenciales y mejoras en los equipamientos de los barrios populares.


    Se redujeron los sueldos de los cargos públicos para equipararlos a los de los profesores de instituto, a pesar de las protestas de los ediles de UCD. Se puso coto al amiguismo y a los enchufes entre los trabajadores municipales por medio de un sistema de ingresos y ascensos transparente basado en criterios de mérito y capacidad. La Policía Municipal, de orientación fundamentalmente represiva, y terreno abonado para la corrupción y las prácticas mafiosas, se transformó en profundidad para convertirse en una Policía de proximidad, centrada en proporcionar seguridad a los ciudadanos. En este proceso fue clave la creación de una academia de Policía, que, en colaboración con Scotland Yard, formó a un centenar de agentes que lideraron el cambio de modelo policial. Con la municipalización de las empresas de guaguas y de recogida de basuras se mejoraron las condiciones laborales de los trabajadores y la calidad de los servicios. Se crearon cuatro escuelas infantiles en los barrios más humildes, junto a otras medidas para reducir la pobreza y la marginación social. Se llevó a cabo el primer plan de peatonalización y de carril solo para bus y, en el ámbito simbólico, se cambiaron los nombres de las calles y plazas dedicadas a la exaltación de la dictadura franquista y también se eliminó la festividad del 29 de abril, incluida su procesión religiosa y militar conmemorativa de la conquista de la isla por la Corona de Castilla.


    El vendaval de iniciativas de la coalición revolucionaria compuesta fundamentalmente por obreros y profesionales de clase media fue confrontado por la derecha, la cúpula militar (preocupada por el auge del nacionalismo canario) y los grandes empresarios, que veían amenazados sus intereses y se lanzaron desde el primer día al enfrentamiento total con el nuevo Gobierno municipal, sirviéndose de su control de los medios de comunicación locales, muy beligerantes contra la UPC.


    El equipo municipal se desgastó también al tratar de cumplir su promesa electoral de garantizar a toda la población, especialmente a la de clase trabajadora, el acceso al agua potable, un bien escaso controlado por los grandes propietarios que imponían su precio al Ayuntamiento. Sin medir correctamente las fuerzas, el Gobierno de la UPC presionó a los aguatenientes para que bajaran los precios y estos respondieron con cortes del suministro, que afectaron sobre todo a los barrios populares donde mayor apoyo tenía la coalición revolucionaria.


    En agosto de 1980, 16 meses después de que la UPC asumiera la alcaldía con el apoyo del PSOE y la candidatura Asamblea de Vecinos, el partido liderado por Felipe González pactó una moción de censura con la UCD, primera fuerza en los comicios municipales, para dar el gobierno municipal al socialista Juan Rodríguez Doreste.


    Con este acuerdo, cerrado por las direcciones nacionales de PSOE y UCD, los dos grandes partidos buscaban impedir que la izquierda revolucionaria pudiera extender su modelo de gestión municipal de democracia radical a otras ciudades y al mismo tiempo trataban de cortar el crecimiento del nacionalismo canario unificado en torno a la reivindicación del derecho de autodeterminación[1].


    La experiencia del Gobierno municipal de la UPC en Las Palmas de Gran Canaria muestra que cuando se lograba acumular la suficiente fuerza social y política era posible un cambio más profundo, aún sin haberse producido la ruptura en el ámbito general, y muestra también que este cambio defendido por la izquierda radical no era, como planteaba la derecha, un proceso violento que ponía en riesgo el avance hacia la democracia. El Gobierno de las organizaciones revolucionarias en el Ayuntamiento de una de las dos capitales canarias muestra también las diferencias en la práctica del proyecto radical respecto al programa de la izquierda mayoritaria, en tres áreas. La primera de ellas se refería al desmantelamiento del aparato de Estado franquista, incluidos los cuerpos represivos. En el ámbito local, esto pasaba por la transformación en profundidad de la Policía Municipal para convertirla en una Policía orientada a proporcionar seguridad ciudadana, desde el respeto a los derechos humanos. En segundo lugar, la UPC introdujo transparencia y democracia en la administración heredada de la dictadura, impulsando medidas orientadas a lograr una democracia radical o profunda, en la que se combinaban la representación y la participación directa de los ciudadanos. Por último, la coalición radical al frente del consistorio creó empresas públicas para gestionar los servicios esenciales y tomó medidas para reducir la pobreza y mejorar la situación de la clase trabajadora.


    Este programa de transformaciones sociales y democratizadoras tuvo un apoyo significativo en Las Palmas de Gran Canaria, que en el ámbito electoral se tradujo en el 30 por 100 de los sufragios para la candidatura de la UPC, 13 puntos por debajo de la fuerza más votada, la UCD.


    En el conjunto de España, el respaldo a la izquierda anticapitalista fue sensiblemente menor, pero ¿hasta dónde llegaba el apoyo al cambio político y social profundo defendido por la izquierda revolucionaria que en un principio se formuló como «ruptura democrática»?


    La ruptura democrática estaba incluida en el programa de los principales partidos de izquierda, PCE y PSOE, pero estos pronto dejaron de defenderla argumentando que los sectores sociales más movilizados, principalmente la clase obrera, eran partidarios de un cambio político menos radical. Desde los grupos anticapitalistas se reconocía que existía esa moderación en algunos casos, pero que no era una realidad homogénea y que en cualquier caso, la obligación de sindicatos y partidos era actuar para modificar la correlación de fuerzas.


    Las tesis de la moderación de la clase obrera se han basado sobre todo en las encuestas de Víctor Pérez Díaz a obreros industriales en toda España y en las realizadas por Robert Fishman a delegados sindicales en Madrid y Barcelona[2]. Más que de moderación de los trabajadores, estos estudios nos hablan de una clase obrera que mayoritariamente respaldaba la reforma pero con una importante minoría que consideraba que se podía haber logrado la ruptura democrática. Entre los representantes de los trabajadores electos, eran más los que consideraban injusto el sistema político salido de la reforma del franquismo que quienes lo respaldaban, y el rechazo al capitalismo era muy mayoritario. Los trabajadores se mostraban contrarios a los Pactos de la Moncloa pero no a cualquier acuerdo, ya que en su mayoría se manifestaban dispuestos a bajarse el sueldo si a cambio se reducía el paro. Las obras de Pérez Díaz y Fishman nos muestran una clase obrera con los pies en el suelo, con principios asentados, dispuesta a realizar concesiones para salir de la crisis, pero contraria a ceder condiciones de trabajo y sueldo si estas iban acompañadas del aumento del paro y de mayor poder para los empresarios para fijar las condiciones de trabajo y al mismo tiempo muy partidaria de profundizar la democracia llevándola a las empresas.


    Las propuestas de democratización profunda y las medidas para reducir la pobreza y las desigualdades que constituían el núcleo de la ruptura defendida por la izquierda radical coincidían con las preferencias de una parte importante de la clase trabajadora, pero esta coincidencia no se tradujo, en el conjunto de España, en un apoyo explícito a las organizaciones revolucionarias, ni en la calle ni en las urnas, salvo en casos concretos, como Las Palmas de Gran Canaria y los 16 meses del gobierno municipal de la UPC.


    NÚMEROS ROJOS EN LA CUENTA DEL OLVIDO. VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS Y DEPURACIÓN DEL APARATO DE ESTADO


    En 1979, las muertes a causa de la represión policial se mantuvieron al mismo nivel que desde el inicio de la Transición, con diez fallecidos. Uno de ellos fue el dirigente del PCE (r) Juan Carlos Delgado de Codes, a quien la Policía mató de un tiro en la nuca en la madrileña plaza de Lavapiés[3]. A partir de ese año, los muertos por la represión de actividades políticas se redujeron hasta casi desaparecer, con la excepción de 1981, año en que hubo cinco muertos por este tipo de actuaciones.


    El descenso de las víctimas de los cuerpos policiales se compensó con un fuerte crecimiento de los muertos a manos de la ultraderecha y el terrorismo de Estado en 1979 y sobre todo en 1980, el año de la Transición en el que ETA provocó más muertos (105)[4], en su mayoría miembros de cuerpos policiales y militares. El terrorismo de Estado se dirigía contra miembros de ETA y también contra activistas o simpatizantes del nacionalismo de izquierdas[5]. En el País Vasco, el BVE cometió violaciones a mujeres que en algunos casos, eran seguidas de asesinatos[6].


    Las principales fuerzas de la ultraderecha crearon organizaciones paramilitares para atacar a personas de izquierdas y realizar atentados, recogiendo a los militantes que habían actuado bajo el nombre de Guerrilleros de Cristo Rey. La capacidad de estos grupos no era suficiente para tomar el poder, por lo que en el plano político general se subordinaron al sector golpista del Ejército.


    La sección armada de la Falange Española de las JONS se denominó Primera Línea, mientras que FN creó varios grupos de choque denominados «centurias». Sus miembros participaron en atentados como el de los abogados de Atocha, o el de Arturo Ruiz. La tercera organización de este tipo fue el Frente de la Juventud (FJ), nacido de una escisión del partido liderado por Blas Piñar[7]. Entre la primavera de 1979 y el verano de 1980, la actividad de estos grupos armados fue continua e incluyó atentados con bombas contra sedes, bares y locales de izquierda, asaltos a institutos y facultades, palizas y ataques con bates de béisbol, pistolas y navajas. Causaron varios heridos graves, en su mayoría jóvenes de izquierda, y seis víctimas mortales: Salomé Alonso, José Prudencio, José Luis Alcazo, Vicente Cuervo, Jorge Caballero, Arturo Pajuelo y Juan Carlos García[8].


    La ultraderecha tuvo en las universidades de Barcelona, Valladolid y Madrid uno de sus campos de actuación preferidos. En esta última provincia, la respuesta a las agresiones fue liderada por CAME, que lograron repeler asaltos de ultras armados con pistolas, unos enfrentamientos en los que varios de sus activistas sufrieron heridas de bala. La autodefensa organizada por la izquierda radical fue tan efectiva que FN llegó a pedir al Ministerio del Interior que protegiera a sus militantes en la Universidad[9].


    La acumulación de agresiones y atentados ultraderechistas, junto a la actividad de denuncia de la izquierda radical hicieron que, poco a poco, cada vez más organizaciones políticas y sociales se sumaran a la exigencia de ilegalización de FN[10].


    El parlamentario Fernando Sagaseta presentó un proyecto de ley antifascista, que buscaba ilegalizar a «las organizaciones y asociaciones políticas que en sus estatutos, en su conducta política, declaraciones y escritos de sus dirigentes» defendieran la «doctrina fascista, caracterizada por su belicismo, colonialismo, racismo y culto a la violencia física, con la intención de impedir las libertades y derechos fundamentales de la persona». También quedarían fuera de la ley los grupos que hicieran «apología de los rasgos represivos, símbolos y lemas de los regímenes fascistas» o que incitaran «al acceso del Ejército al poder político, mediante un golpe de Estado, para retrotraer a nuestra sociedad a un régimen militar similar al franquista». La propuesta del diputado de UPC no obtuvo ningún apoyo en el Parlamento[11].


    El número de muertos a causa de la violencia política de origen estatal se mantuvo en 1979 y 1980 (entre 35 y 40 anuales) y descendió de manera pronunciada en 1981 y en 1982, con 19 y 11 fallecidos respectivamente, años en los que se redujo la actividad ultraderechista.


    La tortura se siguió aplicando a las personas detenidas de forma generalizada, como muestran los informes de Amnistía Internacional[12] y su denuncia fue una prioridad para la izquierda revolucionaria, cuyas publicaciones contenían numerosos testimonios de torturas, sobre todo en el País Vasco, pero también en otros territorios[13].


    El Gobierno central siguió negando la existencia de la tortura en comisarías y cuartelillos. En el caso de Mikel Amilibia, detenido en la comandancia de la Guardia Civil de San Sebastián, donde le aplicaron descargas eléctricas en los genitales hasta producirle quemaduras, el ministro del Interior afirmó, a pesar de las evidencias físicas, que las torturas no se habían producido y el presidente de la UCD del País Vasco reclamó que se procesara al diputado de EE Juan María Bandrés por denunciar el caso[14].


    La izquierda radical siguió defendiendo la necesidad de la depuración de los cuerpos policiales y judiciales heredados de la dictadura, así como el juicio y castigo a los responsables de la represión franquista. Fernando Sagaseta presentó en el Congreso una proposición no de ley para que el Gobierno creara una comisión parlamentaria que depurara a los jueces de la dictadura, especialmente en la Audiencia Nacional, heredera del Tribunal de Orden Público. El parlamentario de UPC solicitaba al Gobierno que explicara los ascensos y nombramientos de jueces de trayectoria «no democráticos» y citaba varios casos de actuaciones judiciales favorables a personas acusadas de haber participado en atentados del terrorismo de estado o de la ultraderecha, mientras desde los mismos tribunales se procesaba a periodistas y se secuestraban revistas[15].


    LOS PROCESOS AUTONÓMICOS


    Como se ha señalado anteriormente, la Constitución de 1978 resolvió la existencia de distintas identidades nacionales en España distinguiendo entre una única nación política, España, y varias naciones culturales o nacionalidades, como País Vasco, Cataluña o Galicia. Las nacionalidades carecían del elemento esencial de las naciones, la soberanía, pero, junto a las regiones, se convertían en el vehículo de la descentralización territorial, en tanto que podían constituirse en comunidades autónomas de dos tipos. Por una parte, las autonomías plenas, que asumían el máximo autogobierno desde el inicio y, por otra, las autonomías limitadas, que durante los cinco primeros años tenían unas competencias menores y posteriormente podían alcanzar las mismas competencias que las plenas. El reparto de competencias entre las comunidades y el Estado central no se determinaba en la Constitución de 1978 con la suficiente claridad, por lo que se concretó en los Estatutos de Autonomía y la financiación se reguló mediante una ley orgánica basada en la centralización de ingresos (en su mayoría provenientes del Estado central) y en la descentralización del gasto, decidido por las comunidades autónomas. Las dos excepciones a este sistema fueron Navarra y País Vasco, que se regularon por conciertos que descentralizaban tanto los ingresos como los gastos. El mapa autonómico se cerró en 1983 con la creación de 17 comunidades autónomas, de las cuales 5 eran consideradas nacionalidades: País Vasco, Cataluña, Galicia, Comunidad Valencia y Andalucía[16].


    En Euskadi, EMK y LKI rechazaron el Estatuto de Guernica, al igual que la corriente principal de la izquierda abertzale representada por HB. Estas formaciones entendían que la ley autonómica separaba al País Vasco de Navarra e implicaba la renuncia al derecho de autodeterminación, por su carácter de ley subordinada a la Constitución de 1978 que establecía que la única nación soberana era la española. El PTE y EIA, más posibilistas, apoyaron el Estatuto valorando que daba lugar a una autonomía desde la que se podría avanzar más adelante hacia el reconocimiento del derecho de autodeterminación. Una vez más, la izquierda radical se dividía, mientras HB seguía aumentando su influencia y lograba crear un movimiento nacionalista de izquierdas que arraigaba con fuerza entre los trabajadores, sobre todo vascoparlantes, pero también inmigrantes de otras partes de España. Este movimiento había contribuido a extender el sentimiento soberanista a la mayoría de la población vasconavarra (el 32 por 100 se manifestaba partidaria de la independencia y el 22 por 100 del federalismo), unos porcentajes muy superiores a los del resto de nacionalidades[17]. A pesar de su fuerza creciente, la corriente mayoritaria de la izquierda abertzale no tuvo éxito en su llamada a la abstención en el referéndum sobre el Estatuto: el porcentaje de ciudadanos que optó por no votar en el plebiscito fue similar al de las municipales celebradas poco antes y las primeras autonómicas, realizadas a continuación, en las que sí se presentó HB. El 25 de octubre de 1979, el Estatuto de Guernica fue refrendado mayoritariamente con una participación del 59 por 100 y con el 90 por 100 de votos afirmativos.


    El rechazo a un Estatuto que logró un respaldo mayoritario no supuso un desgaste para HB, que en los primeros comicios autonómicos, del 9 de marzo de 1980, obtuvo la segunda posición, con el 16 por 100 de los votos, solo por detrás del PNV, que logró presentarse como el principal impulsor de la autonomía vasca y el Estatuto y obtuvo una holgada victoria con el 37 por 100 de los votos[18].


    En Cataluña, la izquierda radical, tanto la independentista como la de ámbito español, rechazó el anteproyecto de Estatuto por considerar insuficientes sus atribuciones financieras y por el hecho de que las competencias de justicia y seguridad ciudadana siguieran en manos del gobierno central. Este rechazo suponía ir contra la corriente mayoritaria de «euforia catalanista» que se expresaba en clave de autonomía y no de autodeterminación y contribuyó al debilitamiento del PSAN, el MC, la LCR y el resto de formaciones anticapitalistas de Cataluña[19].


    En Galicia, la autonomía se implantó por la vía rápida concebida para las nacionalidades gracias al precedente del Estatuto de Autonomía de 1936. Tras las grandes movilizaciones de 1979 en contra de los recortes a las competencias que proponía UCD, el resultado final fue una autonomía con amplios poderes. Las principales formaciones de la izquierda nacionalista rechazaron el Estatuto porque no reconocía el derecho de autodeterminación, pero una vez refrendado en diciembre de 1980 con una baja participación (28 por 100), estos partidos optaron por participar en el Parlamento autonómico, para avanzar desde esta institución hacia el reconocimiento de la soberanía nacional de Galicia.


    En los primeros comicios autonómicos, los nacionalistas de izquierda lograron algo menos de 100.000 votos (el 10 por 100 aproximadamente) y cuatro parlamentarios: tres para la coalición de PSG y BNPG (dirigido por la UPG) y uno para EG, organización creada a partir del POG liderado por Camilo Nogueira. En una cámara dominada por partidos de la derecha española (AP y UCD), el parlamentario de EG desempeñó un papel relevante en la construcción de la autonomía gallega, después de que los tres electos del BNPG fueran expulsados por negarse a manifestar fidelidad a la Constitución de 1978, que negaba el derecho de autodeterminación de Galicia.


    A mediados de 1982, la UPG impulsó la creación de un nuevo frente político, el Bloque Nacionalista Galego (BNG), encabezado por el antiguo dirigente del PSG, el profesor universitario Xosé Manuel Beiras, que defendía la estrategia de valorar positivamente la autonomía como primer paso hacia la autodeterminación. Esta línea posibilista dio lugar a varias escisiones independentistas con cierto peso en el ámbito sindical, pero escasa incidencia política[20].


    En el caso de Andalucía, tras los comicios de 1977, el PTE tomó la iniciativa impulsando decenas de movilizaciones para reclamar un autogobierno con competencias suficientes para, entre otras cosas, realizar una reforma agraria que permitiera a los jornaleros trabajar las tierras mal cultivadas o sin cultivar.


    El PTE buscó la confluencia de las manifestaciones por el autogobierno con las movilizaciones contra el paro organizados por el SOC. Su objetivo era lograr que los intereses de la clase trabajadora (especialmente su sector jornalero) ocuparan un lugar central en el nacionalismo andaluz que se estaba construyendo en torno a la reivindicación de la autonomía.


    Tras estas primeras movilizaciones lideradas por el PTA (que en algunas zonas logró incorporar a PSOE, PCE y PSA) la Asamblea de Parlamentarios convocó manifestaciones por la autonomía de Andalucía en las ocho capitales de provincia, en cabeceras de comarca y también en Barcelona y Madrid para el 4 de diciembre de 1977. Ese día salieron a la calle 1.500.000 personas reivindicando la identidad nacional andaluza, que por primera vez se expresaba de forma masiva con símbolos que hasta el momento habían sido de minorías, como la bandera blanquiverde y el himno de Andalucía. En la manifestación de Málaga, la Policía mató de un disparo a Manuel José García Caparros, trabajador de Cervezas Victoria y militante de CCOO.


    Después de las marchas del 4 de diciembre, el Gobierno inició la negociación con la Asamblea de Parlamentarios para crear el organismo preautonómico que ya existía en otros territorios. Ante el estancamiento de las conversaciones, el PTE, a pesar de no formar parte de la asamblea de electos, convocó una reunión de todas las formaciones, en la que logró el acuerdo del PSOE, el PSA y las principales fuerzas de la izquierda radical para reclamar el desbloqueo del proceso autonómico, con nuevas movilizaciones si era necesario. Esta iniciativa fue decisiva para que el Gobierno acordara la constitución de la Junta de Andalucía como organismo preautonómico.


    Poco antes, el SOC había convocado dos días de huelga general en el campo andaluz para exigir al Gobierno soluciones al paro y la pobreza. Durante la protesta, los jornaleros ocuparon grandes fincas sin cultivar y en algunas zonas se enfrentaron a los cuerpos represivos.


    Para vencer las resistencias de las diputaciones provinciales a traspasar las competencias a la Junta, la federación andaluza del PTE, que había pasado a llamarse Partido del Trabajo de Andalucía (PTA), organizó unas jornadas de lucha en un centenar de municipios en las que se realizaron diferentes movilizaciones según la fuerza del PTA y el SOC en cada zona, desde manifestaciones y encierros en las diputaciones hasta ocupaciones jornaleras de fincas sin cultivar y huelgas. La Policía realizó varias detenciones, que afectaron entre otros a los líderes del PTE y el SOC, Eladio García y Francisco Casero.


    Durante las jornadas de lucha, el partido presentó un «Plan de urgencia para salvar Andalucía» con propuestas para reducir el paro y transformar la estructura productiva, que incluían una vez más «una ley de laboreo forzoso para las tierras sin aprovechar». Dos días después de estas movilizaciones, el Gobierno envió al Parlamento un proyecto de ley que permitía la expropiación de fincas abandonadas o mal cultivadas.


    Ante la pasividad de una Junta de Andalucía sin competencias, el PTA propuso a todas las fuerzas políticas un pacto para impulsar de nuevo el proceso autonómico junto a un plan económico, que desembocó en diciembre de 1978 en el Pacto de Antequera, en el que los principales partidos andaluces, desde AP y UCD hasta el PTA, pasando por PSOE, PCE y PSA, se comprometían a defender la autonomía rápida y plena para Andalucía, según lo establecido en la Constitución para las nacionalidades, a partir de los ayuntamientos que saldrían de las elecciones municipales del mes de abril[21].


    Tras estos comicios, el PTA tomó la iniciativa de nuevo. El Ayuntamiento de Puerto Real (Cádiz), gobernado por este partido, inició el procedimiento para que Andalucía accediera a la autonomía por la vía diseñada para las nacionalidades. En pocos meses, casi todos los consistorios andaluces, independientemente de su color político, se sumaron al procedimiento legal puesto en marcha por el PTA, que dio lugar a un referéndum, celebrado en febrero de 1980. Los partidos de izquierda y la Junta preautonómica, defendieron el voto afirmativo, pero la UCD cambió su postura inicial y pasó a defender una autonomía limitada, con descentralización administrativa pero escaso autogobierno político. La nueva posición del partido de Adolfo Suárez, que se concretó en pedir el voto en blanco o la abstención en el referéndum, provocó abandonos entre los militantes y dirigentes de la UCD andaluza y la dimisión del ministro de Cultura Manuel Clavero. En el referéndum, el respaldo a la autonomía plena fue mayoritario, con una participación que superó el 50 por 100 exigido salvo en la provincia de Almería. Finalmente, un acuerdo entre UCD y el PSA-PA hizo posible que Andalucía se acogiera a la autonomía por el artículo 151[22].


    Una vez cerrado el acuerdo entre PSA-PA y UCD, un equipo formado por representantes de los cuatro partidos con representación parlamentaria (PSOE, UCD, PCE y PSA) redactó el proyecto de Estatuto de Autonomía que sería aprobado en un segundo referéndum el 20 de febrero de 1981. El PTA rechazó el Estatuto porque consideraba que sus competencias eran inferiores a lo que permitía la Constitución de 1978 e insuficientes para lograr la reivindicación central de este partido: una reforma agraria que permitiera a los jornaleros trabajar las grandes fincas sin cultivar.


    Unos meses antes, ante la descomposición del PTE, la mayoría del PTA liderada por Isidoro Moreno se había refundado como Pueblo Andaluz Unido-PTA, una fuerza nacionalista de izquierdas, que defendía la autodeterminación de Andalucía y su integración en una república federal española, como paso previo al socialismo. La soberanía andaluza se consideraba necesaria para sacar a esta nación del subdesarrollo y de la dependencia (fruto «del capitalismo monopolista de la dictadura» y del centralismo político), para acabar con el paro y la pobreza por medio de una reforma agraria que garantizara el uso social de la tierra por medio de expropiaciones a los terratenientes, de la nacionalización de la banca que permitiera realizar inversiones de utilidad social en Andalucía, de un plan de empleo rural, y de una política de industrialización. El PAU-PTA reivindicaba los derechos nacionales de Andalucía (derechos políticos y económicos) desde los intereses de la clase trabajadora (fundamentalmente los jornaleros) y del pueblo[23].


    Las primeras elecciones autonómicas se celebraron en mayo de 1982. El PAU-PTA se integró en el PSA-PA, una formación de clases medias urbanas liderada por el abogado sevillano Alejandro Rojas Marcos, que había desempeñado un papel destacado en el impulso del proceso autonómico. Los resultados fueron muy malos. A pesar de la labor de los militantes del PAU-PTA y del apoyo explícito de los líderes jornaleros del SOC, el Partido Andalucista solo logró tres escaños y el 5 por 100 de los votos, perdiendo más de la mitad de los apoyos obtenidos en las generales de 1979. El PAU-PTA achacó el batacazo electoral a que el PSA-PA había abandonado su componente de izquierdas para centrarse en la defensa del nacionalismo andaluz frente al centralismo, lo cual facilitó que el PSOE abanderara el sentimiento andalucista de izquierda, destacando su papel en el proceso autonómico. Los socialistas obtuvieron una mayoría holgada, con el 52 por 100 de los votos, muy por delante de Coalición Popular (17 por 100) y UCD (13 por 100), que pagaron el coste de haberse opuesto a la autonomía plena de Andalucía[24].


    UNA GRAN IRA QUE SUBE. DELINCUENCIA, SEGURIDAD CIUDADANA Y LIBERTADES


    En la última etapa de la Transición, la derecha intensificó su campaña para identificar la pequeña delincuencia como principal causa de la inseguridad ciudadana. En una sociedad democrática, la seguridad ciudadana hace referencia a una situación en la que las personas pueden ejercer sus derechos y libertades, abarcando «la seguridad de las personas como titulares de sus derechos, no solo penales, sino también civiles, sociales y políticos». Se trata de un concepto subjetivo «fruto de una definición social sobre las condiciones que permiten la convivencia pacífica en la sociedad, la justicia social, la calidad de vida, el bienestar, la salud, la realización de la persona y el ejercicio de sus derechos y libertades democráticas»[25].


    Entre 1972 y 1982, los delitos contra la propiedad se multiplicaron por tres (de 116.365 a 339.500), mientras que los más graves, los cometidos contra las personas disminuyeron un 15 por 100 (de 11.157 a 9.541). La derecha planteaba que el aumento del número de delitos era una consecuencia de las reformas democratizadoras que habían acabado con el supuesto orden que garantizaba la dictadura y no del aumento de las desigualdades sociales, el paro, la pobreza o el avance de la sociedad de consumo.


    Este discurso conectaba con amplios sectores en barrios obreros de las grandes ciudades, donde el voto a la izquierda era mayoritario y donde se organizaron patrullas vecinales para impedir atracos a pequeños comercios, en los que en ocasiones habían muerto los dependientes[26]. El éxito del discurso fue tal que logró sustituir el concepto de «miedo al delito» por el de «inseguridad ciudadana» asociada no a las desigualdades sociales y la pobreza, sino a los pequeños delitos contra la propiedad[27].


    La derecha apuntaba contra los jóvenes de clase trabajadora, a quienes la Policía sometía a actuaciones represivas indiscriminadas, como las ocurridas en el madrileño barrio obrero de San Blas, en las que de los 180 jóvenes detenidos en una misma redada en bares de la zona, solo uno ingresó en prisión tras pasar ante el juez y varios de los arrestados denunciaron haber sido golpeados en la comisaría[28]. A raíz de otra actuación similar en el mercadillo dominical del Rastro que se saldó con 526 detenidos, la USP declaró que se trataba de una práctica «ilegal e inconstitucional» y reclamó el cese del jefe Superior de Policía de Madrid[29].


    Al igual que en años anteriores, la izquierda mayoritaria no intervino en este terreno y fue la JGRE la organización que mayores esfuerzos dedicó a confrontar el discurso de la derecha sobre la inseguridad ciudadana, comenzando por el rechazo a la rebaja de la edad penal a los 15 años que proponía UCD.


    La «alternativa democrática» de La Joven para la seguridad ciudadana se basaba en cuatro ejes. El primero pretendía eliminar las condiciones sociales que, a juicio de la JGRE, generaban el aumento de los delitos, por medio de políticas de empleo y vivienda, «educación no embrutecedora» y la extensión del seguro de paro a todos los desempleados. En segundo lugar, ante la ineficacia de los cuerpos policiales en la prevención de la delincuencia, se proponía traspasar a los ayuntamientos las competencias de seguridad ciudadana, para crear un cuerpo de Policía Municipal de barrio, con una orientación preventiva y de asistencia a la vida ciudadana. Este cuerpo desarrollaría sus funciones sin armas de fuego, porque La Joven consideraba demostrado que en las zonas donde la Policía no portaba armas de fuego, disminuían los delitos con ese tipo de armas. La tercera medida era el mantenimiento de la mayoría edad penal a los 18 años y en el cuarto y último bloque de propuestas se criticaban los piquetes antidelincuencia, que habían degenerado en la represión a los jóvenes, contribuyendo, según la JGRE a aumentar la inseguridad. A pesar de estas experiencias negativas, las juventudes del PTE defendían la participación activa de todos los ciudadanos en la seguridad, por medio de comisiones formadas por jóvenes, vecinos y partidos[30].


    La propuesta de La Joven tuvo que medirse con la realidad en agosto de 1979, cuando un grupo de jóvenes atracadores secuestraron a una niña de tres años en la madrileña localidad de Alcorcón con la intención de pedir un rescate a la familia. Era el segundo secuestro infantil en pocos meses que sufría esta población obrera, donde además, actuaba una banda de delincuentes juveniles. La niña fue amordazada para que no llorara y murió asfixiada. Las asociaciones vecinales y los partidos de Alcorcón convocaron varias movilizaciones en las que se reclamó el linchamiento de los culpables, y una mayor vigilancia policial[31].


    En esta situación de máxima tensión social, la JGRE y el PTE fueron capaces de intervenir creando de una comisión de vecinos y una asamblea de jóvenes, que propusieron al alcalde la creación de una Policía de barrio centrada en actuar contra la delincuencia y no en reprimir, políticas contra el paro y la marginación, el fomento de la cultura y el deporte juvenil y la creación de un reformatorio en la zona dirigido a la reinserción de los delincuentes. La asistencia de un millar de personas a la concentración convocada para respaldar estas propuestas demostraba que la izquierda radical lograba difundir su programa incluso en la coyuntura más desfavorable, cuando más se extendía el discurso de la represión y la venganza[32].


    Con la excepción de la JGRE y los grupos autónomos y libertarios que apoyaron a los presos comunes, la izquierda revolucionaria no se presentó a la batalla de la seguridad ciudadana que la derecha ganó por incomparecencia del contrario.


    El triunfo conservador en este terreno contribuyó a la pervivencia de residuos franquistas en la legislación penal y penitenciaria incluso una vez finalizada la Transición, como analiza Carmen Ruidíaz. En 1983, el Gobierno del PSOE modificó el Código Penal y la Ley de Enjuiciamiento Criminal disminuyendo las penas de algunos de algunos delitos menores y facilitando la puesta en libertad de los presos en espera de juicio. Estas medidas generaron un debate público que volvió a ganar la derecha y en diciembre de 1984, el Gobierno rectificó y anuló el cambio respecto a los presos preventivos, pero esta claudicación no devolvió la sensación de seguridad a los ciudadanos. Al perder la izquierda la batalla de los argumentos, aumentó el número de personas que se sentían inseguras, sobre todo entre aquellas identificadas con la izquierda y el centro. La extrema derecha y la derecha recuperaron su tranquilidad, pero no el resto de la sociedad, que seguía sin una alternativa de izquierdas en materia de seguridad ciudadana[33].


    Mayor implicación tuvo la izquierda radical cuando la campaña de la derecha sobre la inseguridad ciudadana desembocó en proyectos de ley «contra el terrorismo y la delincuencia» promovidos por el gobierno de UCD. Estos proyectos eliminaban el principio liberal de que ni la Policía ni el Gobierno podían imponer sanciones que implicaran privación de libertad, una potestad reservada a los jueces. En la votación del Congreso, tan solo Fernando Sagaseta (UPC) y Juan María Bandrés (EE) se opusieron a la Ley Orgánica de Seguridad Ciudadana. Junto a fiscales y jueces demócratas, el MC denunció que esta ley permitía la detención incomunicada durante siete días («una invitación a la tortura»), reintroducía los delitos de opinión y permitía registros sin mandamiento judicial. En la misma línea, el catedrático de derecho penal Enrique Gimbernat planteaba que las leyes antiterroristas españolas constituían «un ataque a la Constitución que autoriza a los detenidos a no declarar», y hacían posible «la práctica de la tortura por parte de la Policía»[34].


    El partido dirigido por Eugenio del Río criticó el apoyo a este recorte de las libertades por parte del PCE y del PSOE valorando que lejos de «calmar a la fiera» de la «ultraderecha golpista», incrustada en el aparato del Estado, lo que estaban haciendo era «alimentarla y engordarla»[35].


    Hasta el final de la Transición, la Policía detuvo a militantes de la izquierda radical por reivindicar la república, aunque ninguna ley prohibía los actos de este tipo. Los periodistas que investigaron el terrorismo de Estado y las vinculaciones de la extrema derecha con el Ejército, la Policía y la Judicatura sufrieron el acoso de estos estamentos. En 1980 las causas abiertas eran más de 400 y afectaban a unos 60 reporteros. Durante el año siguiente, la autoridad judicial ordenó el secuestro de doce libros, entre ellos Yo creo en la clase obrera, del sacerdote Francisco García-Salve, El NO vasco a la reforma, Apuntes sobre la historia de Canarias y el Libro Rojo del cole, un texto que recogía de manera sencilla cuestiones relativas a la infancia y la adolescencia, entre ellas la sexualidad y las drogas[36].


    DEPURAR O HASTA LA PRÓXIMA. LA AMENAZA GOLPISTA


    Las FAS, columna vertebral de la dictadura y actor decisivo en la represión por medio de la militarización de la Guardia Civil y la Policía Armada y los tribunales castrenses[37], estaban diseñadas para ocupar el país y acabar con el enemigo interior más que para defender las fronteras ante una agresión exterior.


    La mayoría de los 30.000 mandos militares se dividían entre las posiciones integristas (opuestas a toda reforma democrática) y los conservadores, alineados también con el franquismo pero dispuestos a admitir algunas reformas siempre que las nuevas instituciones reconocieran los privilegios de las fuerzas armadas («su autonomía y su función especial») y aceptaran su concepción del nacionalismo español. Los sectores integrista y conservador compartían una ideología basada el respeto al franquismo, el anticomunismo, la adhesión a la monarquía y un nacionalismo español fundamentado en la unidad territorial y lingüística, la bandera rojigualda y la religión católica. Estos valores eran para integristas y conservadores las esencias de España, de las que se consideraban custodios[38].


    La política militar del presidente Suárez, ejecutada por el ministro de Defensa, el general Manuel Gutiérrez Mellado, se proponía disolver la capacidad de las FAS de vetar las decisiones del Gobierno. En esencia, se trataba de permitir al Ejército mantenerse como una organización autónoma en los asuntos militares, sin control democrático, a cambio de que este aceptara no intervenir en el proceso político[39].


    La cúpula castrense siguió intentando intervenir en las cuestiones políticas que consideraba esenciales. En el caso de la legalización del PCE en abril de 1977, tuvo que aceptar su incapacidad para impedirla, pero durante el proceso de elaboración de la Constitución de 1978 logró imponer la redacción del artículo 2, que establecía «la indisoluble unidad de la nación española, patria común e indivisible de los españoles» como fundamento de la carta magna. En el ámbito militar, la cúpula de las FAS mantuvo su poder intacto, como demostró su veto al reingreso de los oficiales de la UMD, expulsados por su defensa de la democracia y de la reforma del Ejército.


    El Gobierno de UCD consideraba que no tenía fuerza suficiente para ir más allá y contó con el apoyo de PCE y PSOE en este ámbito. Desde la izquierda radical se criticaba esta política porque dejaba «fuera de cualquier control democrático a las Fuerzas Armadas», abría «el camino a la integración en la OTAN» y permitía «la utilización en la represión del Ejército y la Guardia Civil». Su alternativa era un Ejército orientado a defender la neutralidad[40] y en esta línea el diputado Fernando Sagaseta, defendió en el Congreso la necesidad de una nueva ley militar basada en la neutralidad activa, la cooperación y la distensión internacional, el desarme nuclear, la retirada de las bases extranjeras, el rechazo de alianzas en bloques militares, así como en el principio de subordinación de las FAS a los poderes públicos y del poder ejecutivo al legislativo[41].


    El MC y la LCR consideraban que la amenaza golpista a las libertades no tenía su causa principal en los atentados de ETA contra mandos militares, que estos partidos siguieron condenando hasta el final de la Transición, sino en el hecho de que las FAS tenían el poder suficiente para acabar con las libertades democráticas. Estas organizaciones consideraban que la única política que podría impedir un golpe de Estado era la depuración del Ejército de sus mandos golpistas[42].


    En la última etapa de la Transición, el intervencionismo militar trató de cambiar la política general del Gobierno, ya fuera de manera parcial o incluso total, sustituyéndolo por otro Gobierno civil alineado con sus posturas por medio de un golpe de Estado. En la cúpula castrense el descontento crecía alimentado por el aumento de la movilización social, por las reivindicaciones de los nacionalismos periféricos, y por los atentados, especialmente los de ETA, cuyas víctimas mortales eran sobre todo policías y militares[43].


    Las iniciativas contra el presidente Suárez también se desarrollaban fuera del Ejército. La más importante de ellas aglutinaba a varios empresarios, políticos y periodistas de derechas, liderados por Luis María Ansón, presidente de la agencia de noticias Europa Press y Laureano López Rodó, exministro de la dictadura. El objetivo de este grupo era orientar el naciente sistema democrático en sentido conservador, recortando el autogobierno de las autonomías y el poder de la izquierda y los sindicatos. La operación pasaba por sustituir al presidente del Gobierno Adolfo Suárez por el general Alfonso Armada, que diseñó dos estrategias.


    La primera de ellas se planteaba dentro de la legalidad, por medio de una moción de censura que diera paso a un gobierno de concentración nacional integrado por los principales partidos. El general Armada logró sumar los apoyos suficientes para ganar una votación en el Congreso de la que saliera un ejecutivo integrado por dos generales, el presidente de la patronal y líderes de UCD, PSOE, PCE y Coalición Democrática.


    Para evitar la moción de censura, el presidente Suárez anunció su dimisión, y Armada pasó a ensayar la segunda opción: provocar una operación golpista que forzara a los diputados a elegirle a él presidente del Gobierno. Con este objetivo, el general se reunió con el rey Juan Carlos y con políticos de los principales partidos para ofrecerles reconducir las distintas operaciones golpistas que se estaban preparando en las FAS. Con el mismo fin buscó los apoyos internacionales de Estados Unidos y El Vaticano. Como señala Muñoz Bolaños en su tesis doctoral, no hay evidencias que demuestren que Armada comunicara a sus interlocutores que era él quien iba a provocar la «situación excepcional», mediante el control de todas las operaciones golpistas en marcha, tarea que encomendó al teniente general Jaime Milans del Bosch, afirmando actuar en nombre del rey Juan Carlos[44].


    El 23 de febrero de 1981, mientras el pleno del Congreso debatía la investidura de Calvo Sotelo como nuevo presidente del Gobierno, un grupo de varios cientos de guardias civiles, liderados por el teniente coronel Antonio Tejero, asaltó el Parlamento reteniendo en su interior a los diputados. De manera coordinada, otra unidad militar tomó la sede central de la televisión pública en Madrid (la única que emitía en esos años) y el capitán general de Valencia, Jaime Milans del Bosch, declaró el Estado de sitio y sacó los tanques a la calle[45].


    La repuesta de la izquierda fue escasa, pero no inexistente. En algunas ciudades, como Madrid, CCOO convocó la misma noche del intento de golpe de Estado una huelga general para el día siguiente. MC y LCR se sumaron a la movilización llamando a defender las libertades democráticas y reclamando el procesamiento de los responsables, la depuración de los aparatos de Estado y la disolución de los cuerpos represivos. Estos partidos valoraban que el golpe era la consecuencia de no haber depurado el aparato de Estado, y de haber tratado «con mano de seda a los golpistas».


    La huelga tuvo un amplio seguimiento en sectores como metal, construcción, banca y sanidad y por la mañana, unas 5.000 personas se concentraron ante las Cortes. La minoritaria Unión Sindical de Policías (USP) condenó el golpe y llamó a los policías respetuosos con la Constitución a que desobedecieran cualquier orden en sentido golpista. En Valladolid, todos los capitanes del regimiento de Artillería de Campaña número 26, elevaron a sus superiores una moción en la que condenaban el golpe de Estado[46].


    No fue esta limitada movilización la que hizo fracasar el golpe, sino la división de sus ejecutores. Alfonso Armada se presentó en el Congreso para forzar la votación de un gobierno de unidad nacional presidido por él, pero el teniente coronel Antonio Tejero, partidario de una dictadura militar, no aceptó que se formara un ejecutivo con dirigentes de PSOE y PCE y expulsó al general del Parlamento. Este enfrentamiento obligó al rey a clarificar su posición, desautorizando a Milans del Bosch y llamando a las FAS a no secundar el golpe. A la mañana siguiente, el 24 de febrero, los asaltantes se rindieron[47].


    Cuatro días después del golpe de Estado frustrado, todas las organizaciones políticas y sindicales convocaron manifestaciones bajo el lema «Por la libertad, la democracia y la Constitución». El MC consideraba necesario continuar la movilización «contra los numerosos bastiones que el fascismo tiene en el interior del aparato del Estado», pero reconocía que esta posición no tenía mucho seguimiento y que la izquierda revolucionaria debía situarse junto a los masas, «allí donde ellas están hoy por hoy dispuestas a combatir», por limitados que fueran sus planteamientos[48]. La LCR valoraba que la izquierda mayoritaria se equivocaba al movilizarse junto a UCD y AP, que, a su juicio, no tenían interés en acabar con el golpismo y que no tenía sentido defender una Constitución «que garantizaba que no se depurara a los fascistas del aparato de Estado». A pesar de estas consideraciones, MC y LCR constataban que muchos trabajadores acudirían a las manifestaciones para manifestar su rechazo al golpismo y optaron por participar en cortejos separados con el lema «contra el golpismo: depuración»[49]. En Madrid, el bloque de MC y LCR fue disuelto por las cargas de la Policía entre los aplausos del servicio de orden y la indiferencia de la mayoría de los manifestantes[50].


    El 23-F forzó al nuevo Gobierno presidido por Calvo Sotelo a dar un golpe de timón en sentido conservador, que supuso el ingreso de España en la OTAN y el recorte del autogobierno de las comunidades autónomas, mediante la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA).


    En marzo de 1981, MC y LCR llamaron a todas las organizaciones de izquierdas a crear un movimiento antifascista en defensa de las libertades, desde abajo, comenzando por debatir sus formas organizativas en el ámbito local, insistiendo en la necesidad de la «depuración a fondo de los fascistas y reaccionarios presentes en el aparato del Estado» y su sustitución por «oficiales adictos a la causa de las libertades, promocionándolos desde el nivel que sea y sacándolos del gueto en el que hoy se encuentran»[51].


    Esta iniciativa no obtuvo resultados significativos. La mayoría de la izquierda aceptaba los recortes en las libertades, renunciaba a la confrontación política y aceptaba la tutela militar para completar el proceso de Transición, asumiendo los límites que marcaba la cúpula castrense. El golpe de Estado provocó una derechización de todas las fuerzas políticas parlamentarias y extendió el temor entre trabajadores y ciudadanos. Ante esta situación, el MC se preparó para una etapa en la ilegalidad. Algunas de las células se dividieron y una parte de sus militantes pasó a la clandestinidad, preparándose para reconstruir el partido en una hipotética situación de represión total tras un nuevo golpe de Estado[52].


    AHUYENTAR SOLEDADES. EVOLUCIÓN POLÍTICA Y FINAL DE LA TRANSICIÓN


    En la último periodo de la Transición, la izquierda revolucionaria se mostró muy crítica con la estrategia de PCE y PSOE, de apoyar al Gobierno de UCD[53], una estrategia basada en la premisa de que la izquierda no tenía fuerza suficiente para lograr la democratización del Estado y la mejora de las condiciones de vida de los trabajadores. Para la izquierda mayoritaria, aceptar una democracia limitada sin eliminar los elementos autoritarios presentes en el nuevo sistema democrático, era un mal menor que evitaba una vuelta a la dictadura.


    La LCR reconocía el desánimo entre los trabajadores y la desmovilización, pero consideraba que su causa era la renuncia de PCE y PSOE a impulsar la confrontación con la derecha. Tanto la formación trotskista como el MC consideraban que la desmovilización de la izquierda dejaba el campo libre a UCD y a las presiones de los poderes fácticos. Entre estos últimos citaba a la cúpula militar, fortalecida tras el 23-F, que trataba de «recortar los derechos civiles y políticos con la excusa de la actividad de ETA», la jerarquía católica, que tras aceptar su incapacidad de impedir una ley del divorcio intentaba que esta fuera lo más restrictiva posible y pugnaba por que el sistema de educación se amoldara a sus intereses y por último, los empresarios, que reclamaban una política económica «más neoliberal aún»[54].


    La política del PCE de consenso con la derecha, que colocaba a sus militantes en la incómoda posición de enfrentarse a los sectores más decididos a luchar, llegando incluso a romper las huelgas, provocó una grave crisis en el partido que mayor actividad había desarrollado en la lucha contra la dictadura. Esta crisis no pudo resolverse por medio del debate y la confrontación de posiciones debido a la deriva autoritaria de esta organización, en la que el secretario general acumulaba cada vez más poder de decisión[55]. La falta de democracia interna impidió el necesario debate sobre el papel de la democracia en el socialismo y sobre la estrategia para avanzar hacia este desde las reformas y las libertades democráticas, un debate que los grupos de la izquierda revolucionaria tampoco consiguieron abordar.


    Las contradicciones internas del PCE se resolvieron por la vía de la escisión de los sectores pro soviéticos y la expulsión de los eurocomunistas, defensores de la democracia política liberal para conquistar grandes mayorías que abrieran procesos de transformación social y profundización de la democracia. Como la expulsión de este último sector era difícilmente justificable desde la trayectoria seguida por el partido en la Transición, el secretario general Santiago Carrillo, reivindicó para sí y sus seguidores la posición eurocomunista, calificando a sus camaradas que defendían estos planteamientos de renovadores cercanos a la socialdemocracia[56].


    Frente a la política del consenso del PCE, el MC consideraba que, a pesar del «bajón reivindicativo general», del auge del desencanto, del individualismo y del derrotismo, seguía habiendo luchas locales y experiencias esperanzadoras en distintos ámbitos como la pedagogía, la sanidad, el feminismo, el ámbito municipal y el sindicalismo[57]. Ante el retroceso en la lucha política general, el MC apostaba por resistir impulsando estas iniciativas locales en espera de una coyuntura más favorable a la política revolucionaria.


    En este contexto, la izquierda radical afrontó las elecciones generales del 28 de octubre de 1982, consciente de sus escasas posibilidades electorales. En contraste con el ambiente de desencanto y desánimo en la izquierda que percibían los grupos revolucionarios, la participación en los comicios de 1982 fue la más alta desde el inicio de la Transición, un 80 por 100, 12 puntos más que en marzo de 1979. La izquierda anticapitalista se presentó a las elecciones muy debilitada y perdió más de la mitad de los votos que había logrado en las generales de 1979, pasando de 835.999 (el 4,66 por 100) a 385.848 (el 1,82 por 100). Tras la disolución de los principales partidos de ámbito estatal, PTE y ORT y las dificultades de MC y LCR para concurrir de manera unificada en el conjunto de España, la fuerza anticapitalista más votada fue una formación trotskista de reciente creación, el Partido Socialista de los Trabajadores, muy activo en el movimiento estudiantil, que logró 103.133 apoyos.


    
      Tabla 9. Elecciones al Congreso de 1982
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      Fuente: Ministerio del Interior. Resultados electorales. El primer porcentaje se refiere a toda España; el segundo a los territorios en los que se presenta la candidatura.

    


    El PCE (m-l) se presentó por primera vez con sus propias siglas, a pesar de que el ministerio del Interior había solicitado al fiscal general del Estado que promoviera la ilegalización de este partido poco antes de las elecciones y mantuvo los reducidos apoyos que había logrado en comicios anteriores bajo las siglas de IR[58].


    El Gobierno desactivó otro intento de golpe de Estado previsto para el día antes de las elecciones. Entre los detenidos se encontraba un grupo provisto de armas de fuego y explosivos, encargado de «neutralizar» a militantes de izquierda. Poco después, la Audiencia Nacional les dejaría en libertad aduciendo que la Ley Antiterrorista no incluía a los grupos organizados pro golpistas[59].


    La victoria en las elecciones fue para el PSOE. En segunda posición quedó AP, que se confirmó como fuerza principal de la derecha ante el hundimiento de UCD. El PCE sufrió un importante descenso de votos que provocó la dimisión de su secretario general. Santiago Carrillo achacaba la derrota a la imposibilidad de haber logrado la ruptura democrática. Más allá de la respuesta del MC, que recordaba que el principal partido de la lucha antifranquista había optado por no generalizar la movilización para intentar la ruptura[60], parece claro que el triunfo de la reforma no obligaba a renunciar a la movilización desde abajo y a priorizar la representación institucional (un camino recorrido también por parte de la izquierda radical con los mismos resultados) ni tampoco llevaba necesariamente a la política de consenso con la derecha.
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    CONCLUSIONES. «MUCHA LUCHA, MUCHO TRABAJO, ALGUNAS IDEAS»[1]


    La dictadura no terminó el 20 de noviembre de 1975. Fue la movilización en fábricas, barrios, universidades y calles el factor decisivo que impidió la continuidad del régimen una vez muerto Franco. Ante esta ola de protesta, sobre todo obrera pero también ciudadana, que no paraba de crecer y que la represión no conseguía eliminar, los sectores reformistas (donde se ubicaban entre otros el rey Juan Carlos y el presidente Adolfo Suárez), abandonaron su apuesta inicial por cambios menores y superficiales, y optaron por liderar una transición a una democracia liberal similar a la de los países del entorno.


    Fueron varios millones de hombres y mujeres los que se implicaron en las huelgas obreras, en las manifestaciones vecinales, en las protestas estudiantiles, en los actos feministas y en las actividades de otros movimientos más reducidos como el pacifista y antimilitarista, el de liberación homosexual, el de minusválidos, el de presos comunes o el ecologista. En su mayoría, estas personas no pertenecían a ningún partido ni sindicato, pero el torbellino de participación, que muchas veces tenía una dinámica autónoma, no habría alcanzado la misma dimensión sin los militantes de las organizaciones antifranquistas, disciplinados y constantes, cuya labor fue determinante para sobreponerse a la represión, sobre todo en la etapa de la clandestinidad, cuando más sacrificios exigía el activismo.


    Las organizaciones decisivas en la extensión de la movilización que provocó el final de la dictadura fueron el PCE y los grupos católicos, y en segundo lugar, las diferentes tendencias de la izquierda radical, activas desde los años sesenta como parte del antifranquismo.


    Las distintas corrientes de la izquierda anticapitalista estaban formadas en su mayoría por jóvenes de clase trabajadora y en menor medida por estudiantes y profesionales de clase media. La identidad obrera era un elemento esencial para estos activistas, que en algunos casos ya desde la infancia querían «ser obrero y militar en política», y que por encima de las diferencias entre organizaciones compartían que «había que hacer la revolución, y la tenían que hacer los obreros». La rabia frente a la represión y la ilusión por acabar con la pobreza y reducir las desigualdades sociales por medio de un sistema socialista, cuyas características no se concretaban demasiado, ayudaban a estos hombres y mujeres a sobreponerse al miedo a la tortura, la cárcel e incluso la muerte. Enfrente no había una «dictablanda», sino un régimen que, hasta sus últimos días, siguió disolviendo manifestaciones a tiros y continuó deteniendo, torturando y encarcelando a los opositores. En el primer semestre de 1977 los arrestos por motivos políticos fueron 4.733 (unos 30 al día), en su mayoría por delitos de propaganda ilegal vinculados a la izquierda revolucionaria[2]. Entre enero de 1975 y junio de 1977, la violencia política estatal se cobró 95 vidas.


    El papel destacado la izquierda revolucionaria daba a la clase trabajadora se correspondía con su importancia social. A pesar de la propaganda de la dictadura sobre una supuesta «sociedad de clases medias», durante toda la Transición, la clase social mayoritaria fue la trabajadora, con una composición sobre todo industrial, en segundo lugar de servicios y por último, agraria. En el mismo sentido, la mayoría de hombres y mujeres se consideraban parte de la clase obrera (53 por 100), por delante del 42 por 100 que afirmaban ser de clase media[3].


    ORGANIZACIÓN Y DEMOCRACIA INTERNA


    Los partidos anticapitalistas esperaban de sus militantes una entrega total que condicionaba completamente la vida personal, para aquellos que lograban preservarla.


    Trabajaba en una fábrica de siete de la mañana a cuatro de la tarde. Antes de entrar tiraba panfletos por otras fábricas de la zona. Dentro de mi fábrica repartía más panfletos. Y después del trabajo, a militar más. Mi vida era la revolución y la clase obrera. Y estoy muy contenta de haber vivido eso[4].


    Las mujeres, además, asumían el trabajo de cuidado de sus parejas, hijos y familiares ancianos. Y si sus maridos o parejas eran también militantes, la carga de trabajo era igual de dura, como señala Mari Carmen García, en relación al movimiento jornalero.


    Era muy complicado que estuvieras al frente del sindicato, participando de igual a igual con un hombre, porque los hombres tenían todo el tiempo del mundo. Si estabas parado, podías salir de tu casa a las 8 de la mañana hasta las 10 de la noche, que cuando llegabas tenías la comida hecha y las sábanas limpias y la camisa planchada. Tú tenías que, si te vas a las 8 de la mañana, intentar estar a las 12:30 para que, cuando salieran los niños del colegio, el almuerzo estuviera hecho y pudieras ponérselo. Tú no disponías de las horas que dispone normalmente un hombre, para dedicarte a una organización sindical o una organización política, y eso siempre ha sido un freno a la hora de implicarse cada día más[5].


    En el movimiento libertario, en Liberación, y en las CCP existía una inquietud común por desarrollar modelos más equilibrados de militancia y por experimentar nuevas formas de vida alternativas a las de la familia patriarcal y autoritaria que el nacionalcatolicismo había tratado de imponer durante cuatro décadas de dictadura. De esta preocupación nacieron diversas iniciativas basadas en relaciones igualitarias entre hombres y mujeres, que en algunos casos tuvieron una dimensión comunitaria.


    El funcionamiento interno de las organizaciones radicales también presentaba diferencias sustanciales. En la ORT y el PTE, la línea política era elaborada por el núcleo dirigente y descendía desde la cúspide al resto del partido. Más que un debate entre diferentes posturas, se producía una «homogeneización» de la militancia en torno a las decisiones de la cúpula. La discusión era limitada y partía de la base de aceptar lo ya decidido. La escasa información recibida por las células y el intenso ritmo de trabajo hacían imposible que los militantes pudieran defender una posición diferente y hacerla llegar al conjunto del partido. Los órganos de dirección locales no solían elegirse en la base, sino que eran nombrados por el comité de ámbito superior, y los congresos cubrían funciones de cohesión interna más que de definición de la línea política.


    El MC presentaba un funcionamiento similar en la esencia, pero algo más flexible en las formas. En las células, el debate entre distintas posiciones era habitual y el margen para la discrepancia era mayor, pero los militantes no tenían garantías de que sus planteamientos se difundieran a todo el partido. Los órganos de dirección tampoco se elegían, y a diferencia del resto de formaciones, no se elaboraban actas ni acuerdos por escrito de manera sistemática, por lo que el control de los dirigentes por parte de la base era imposible.


    En estas tres organizaciones, el cuestionamiento del equipo dirigente central suponía la expulsión, por lo que las cúpulas se mantuvieron sin grandes variaciones durante toda la Transición. A cambio de una menor participación de la base en la toma de decisiones, muy reducida en el caso de PTE y ORT y algo mayor en el caso de MC, se lograba una gran capacidad de trabajo. Las limitaciones a la democracia interna fueron llevadas al extremo en el PCE (r) y también en el PCE (m-l), partido en el que un antiguo militante sufrió un atentado (que a punto estuvo de acabar con su vida) y otros fueron objeto de agresiones como represalia por integrarse en otra formación.


    El escaso grado de democracia interna no era algo exclusivo de estas formaciones revolucionarias, sino un problema que afectaba también a las dos grandes fuerzas de izquierda, PCE y PSOE[6]. Fueron pocos los partidos que lograron combinar la acción unificada que daba sentido a su existencia y la participación de la base. Uno de ellos fue la LCR, que desarrolló un modelo intermedio entre el asamblearismo y el verticalismo, un modelo reivindicado como el «verdadero centralismo democrático», en el que la postura de la dirección podía ser confrontada con otras posiciones, garantizando que estas llegaran a todos los militantes del partido. El derecho a formar tendencias era el rasgo más visible de una cultura organizativa diferente, orientada a defender la participación desde la base, que buscaba que los militantes estuvieran informados de la actuación de la dirección, que se respetaran las formas y las garantías, y que los congresos tuvieran un papel central en la elaboración de la línea política. La LCR editaba y distribuía a todos sus miembros las actas del Comité Central, que contenían no solo los acuerdos, sino también las posiciones minoritarias y los resultados de las votaciones e incluso las cuentas de la organización, una información que, en el caso de la ORT, no conocía ni siquiera el Comité Central.


    CNT, CCP y Liberación compartían un modelo orientado a favorecer la participación y el libre debate desde la base, por medio del asamblearismo y la mínima delegación, sin comités ejecutivos ni equipos electos con amplios poderes durante su mandato. Este modelo implicaba una menor capacidad de acción unificada, una limitación que en el caso de la central anarcosindicalista fue consecuencia también de la incapacidad de resolver las diferencias internas de forma democrática.


    En ocasiones se ha achacado la falta de democracia interna en las organizaciones revolucionarias a las necesidades de la clandestinidad, pero la legalización de estas no supuso cambios sustanciales en su funcionamiento, lo que indica que el factor determinante de la vida interna no era tanto la protección frente a la represión, sino la cultura política del propio grupo.


    MOVIMIENTOS SOCIALES Y AUTONOMÍA


    Una de las cuestiones centrales que abordaron todas las fuerzas revolucionarias fue el de la autonomía de las organizaciones de masas y de los movimientos sociales, asunto que se planteó con mayor intensidad en el principal movimiento, el obrero, aunque también se abordó esta cuestión en el ciudadano, el juvenil y el feminista.


    Los grupos autónomos o consejistas, cuyo principal exponente fue Liberación, defendieron la autonomía del movimiento obrero entendida como la soberanía de las asambleas de trabajadores y su coordinación por medio de delegados, por encima de partidos y sindicatos, a los que se reconocía el derecho a participar en las asambleas presentando propuestas e iniciativas. Para la CNT, la autonomía del movimiento obrero estaba garantizada por la existencia de un sindicato independiente de los partidos políticos. La ORT, el PTE y el PCE (m-l) defendieron la subordinación de los sindicatos sin margen alguno para la autonomía, y crearon sus propias centrales (SU, CSUT y AOA) dependientes de los partidos para la toma de decisiones y para su funcionamiento diario.


    El MC y la LCR mantuvieron una posición intermedia que trataba de hacer compatible la autonomía de CCOO con el derecho de los partidos a influir en él. Más allá de declaraciones formales a favor de la autonomía, la cuestión clave residía en cómo garantizar que las decisiones se tomaran realmente en el sindicato, cuando casi todos los miembros de los órganos de dirección eran al mismo tiempo militantes de partidos políticos, en su mayoría del PCE. La autonomía de la central sindical remitía a la forma en que una persona que participaba en CCOO (o en cualquier organización de masas) formaba su opinión, un proceso que rara vez se daba mediante una discusión entre iguales. Generalmente, las opiniones se formaban en asambleas en las que varios portavoces o expertos exponían las distintas posturas, o en debates en los que las posiciones las marcaban personas con autoridad política o moral. Además, dentro de los partidos, vanguardias o grupos de afinidad que actuaban en el sindicato, existían personas que defendían la postura tomada previamente en su colectivo sin atender a debates posteriores, de manera disciplinada o fanática. En estas condiciones, la autonomía de CCOO suponía que las decisiones se tomaran realmente en los órganos del sindicato, algo que era posible para cuestiones locales o sectoriales (inicio o fin de una huelga, posición ante un convenio), donde los miembros de los partidos tenían margen de maniobra y eran receptivos a otros argumentos. Sin embargo, en cuestiones de política general, los militantes defendían la postura de su formación hasta el final y rara vez cambiaban de parecer en el transcurso del debate en un órgano de dirección o en una asamblea de afiliados.


    UNA IZQUIERDA OBRERA


    En contra de los tópicos, la militancia de las principales organizaciones radicales era mayoritariamente de clase trabajadora, con una importante presencia de mujeres, si bien en las cúpulas predominaban los hombres de clase media. El movimiento obrero fue donde la izquierda revolucionaria logró su mayor influencia, llegando a ser decisiva en algunas localidades y provincias, aunque en el conjunto de España, siempre estuvo por detrás del principal partido de la lucha antifranquista, el PCE. Aun así, la izquierda anticapitalista tuvo la fuerza suficiente para haber formado una alternativa sindical unificada, que no llegó a darse por la negativa de las cúpulas partidarias a compartir el poder entre ellas.


    Por este motivo, las organizaciones radicales, a pesar de coincidir en cuestiones esenciales como la ideología anticapitalista, formas contundentes de movilización, el rechazo a la burocracia y la defensa de la participación y el control desde la base[7], rechazaron confluir y optaron por seguir diferentes estrategias, ninguna de las cuales dio resultado.


    La CNT trató de impugnar el modelo de relaciones laborales basado en las elecciones sindicales presentándose como alternativa, un proyecto para el que no tenía la fuerza suficiente y que además fue lastrado por su incapacidad de resolver las diferencias internas de forma democrática. Ante el control de CCOO por parte del PCE, la ORT y el PTE optaron por abandonar la central mayoritaria para formar sindicatos dirigidos por estos partidos que, salvo excepciones, no tuvieron carácter unitario, sino que solo agruparon a los simpatizantes de estas formaciones, como también ocurrió con el sindicato del PCE (m-l). El MC y la LCR decidieron mantenerse dentro de CCOO e intentar convencer a la mayoría de sus posiciones, pero la expulsión de la dirección de las CCOO navarras, donde la izquierda radical era mayoritaria en los órganos dirigentes y en la base, mostraba que se trataba de un camino bloqueado, en tanto que el PCE no iba a aceptar que ninguna otra organización tuviera influencia decisiva dentro del sindicato. Por otra parte, Liberación y el resto de grupos defensores de la autonomía obrera fueron incapaces de lograr una coordinación de las asambleas unitarias y soberanas de trabajadores, que perdieron protagonismo a favor de las centrales sindicales, sobre todo tras la legalización de estas en la primavera de 1977.


    Entre todas las corrientes revolucionarias con implantación en el movimiento obrero existía la fuerza suficiente para haber intentado la construcción de un sindicato autónomo respecto a los partidos, con pluralidad interna, defensor de las asambleas y el protagonismo de la base, con vocación no solo de mejorar las condiciones laborales, sino también de impulsar una transformación social profunda en sentido anticapitalista, con una estructura capaz de extender la organización en nuevas empresas y sobre todo, y esto era esencial, capaz de cubrir las necesidades laborales del día a día de cada trabajador.


    Este camino no se ensayó, y las estrategias que intentaron los grupos revolucionarios se agotaron una tras otra, facilitando que en el conjunto de España el PCE se mantuviera durante toda la Transición como fuerza principal en el movimiento obrero a través de CCOO, si bien en Canarias, Galicia y País Vasco se desarrollaron sindicatos nacionalistas con componentes radicales.


    Además de su contribución al principal movimiento social, el obrero, la izquierda radical fue decisiva en el despegue de movimientos más reducidos, que tenían una dinámica autónoma y propia, como el de los minusválidos, el de liberación homosexual, el de apoyo a los presos y el pacifista, sobre todo en la campaña contra la OTAN y las bases militares norteamericanas.


    REFORMA, RUPTURA Y DEMOCRACIA


    Una vez que la movilización popular, en la que el PCE y la izquierda radical desempeñaron un papel central, forzó a una parte del régimen franquista a aceptar que el cambio político debía desembocar en un sistema democrático, las organizaciones revolucionarias plantearon su propuesta política en términos de ruptura frente a reforma.


    Para los militantes anticapitalistas, la ruptura suponía un cambio radical, profundo, no solo de la estructura institucional, sino también de las formas de vivir y de trabajar. Era un anhelo de transformación social, de acabar con la dictadura, de extender la igualdad en la sociedad y la democracia en todos los ámbitos, incluidas las empresas[8].


    Pero una cosa era la ruptura como expectativa de los activistas que sentían la utopía al alcance de la mano y otra distinta la ruptura como proyecto concreto con el que dirigirse a la mayoría social partidaria del cambio político. En este segundo terreno, la ruptura se demostró como un planteamiento poco eficaz. La ruptura no logró clarificar las diferencias entre las posiciones políticas, unificar al antifranquismo y movilizar a la mayoría de la sociedad, porque no estaba claro su significado. Para los organismos unitarios liderados por PSOE y PCE, la ruptura suponía libertades políticas, amnistía para los presos políticos, derechos para las nacionalidades históricas, y gobierno provisional que garantizara los derechos hasta la celebración de unas elecciones libres.


    Para la mayoría de la izquierda revolucionaria, la ruptura implicaba, además de todo lo anterior, el desmantelamiento del aparato de Estado franquista (incluida la depuración de los cuerpos represivos), un referéndum sobre la forma de Estado y el reconocimiento del derecho de autodeterminación para las nacionalidades históricas, considerando que sin estos elementos no habría democracia o esta sería muy limitada.


    A medida que la movilización antifranquista lograba que la reforma, concebida inicialmente como un perfeccionamiento de la dictadura, fuera incorporando la mayoría de los contenidos de la ruptura, las diferencias entre la reforma y la ruptura se hacían más difíciles de percibir. Finalmente, la diferencia fundamental entre la reforma y la ruptura defendida por la izquierda mayoritaria y los organismos unitarios antifranquistas se redujo a que la reforma no supuso la formación de un gobierno provisional democrático, sino que el proceso hasta las primeras elecciones libres desde la Segunda República, celebradas en junio de 1977, fue tutelado por el último Gobierno de la dictadura. En la práctica, la diferencia esencial era que la reforma desembocaba en una democracia, pero más limitada que la que pretendía proporcionar la ruptura, una diferencia que no era evidente.


    Al situarse el debate entre reforma y ruptura, los sectores reformistas del franquismo pudieron presentarse como los defensores de un cambio seguro y tranquilo hacia la democracia, frente a la ruptura identificada con la insurrección, algo que solo defendía una minoría de las organizaciones anticapitalistas, como el PCE (m-l) y el PCE (r). La derecha pudo presentar la ruptura como un «todo o nada» enemiga de un proceso de acumulación de pequeños cambios acordados entre la oposición y el régimen, cuando la realidad era que las principales organizaciones que buscaban la ruptura, incluidas las de la izquierda revolucionaria, aceptaban negociar reformas parciales, siempre que fueran un paso previo a la ruptura, y no una sustitución de esta.


    La ruptura no implicaba la insurrección, ni el rechazo de las medidas democratizadoras parciales y sucesivas, de la misma manera que la reforma tampoco suponía un cambio pacífico. La Transición mediante la reforma se produjo en medio de una gran violencia política con cientos de muertos y miles de heridos y fue un proceso condicionado por los bastiones autoritarios heredados del franquismo como el Ejército, la judicatura y los cuerpos represivos, que usaron su poder para limitar el alcance de la democratización. El resultado fue un sistema democrático similar al de los países del entorno, pero al mismo tiempo una democracia más reducida que la que proponían las fuerzas que defendían la ruptura.


    La izquierda revolucionaria mantuvo su programa hasta el final de la Transición: democracia profunda que combinara la representación y la participación directa y no se ejerciera solo a través de los partidos políticos, desmantelamiento del aparato de Estado franquista (incluida la depuración de los cuerpos represivos y la judicatura), referéndum sobre la forma de Estado, reconocimiento del derecho de autodeterminación, extensión de los derechos sociales y una política económica orientada a reducir el paro, la pobreza y las desigualdades, aún a costa de disminuir los beneficios empresariales. La mejor forma de condensar este programa de cambio social y político profundo no era la ruptura democrática, ni durante los últimos gobiernos de la dictadura ni menos aún, a partir de junio de 1977, con el ejecutivo democrático presidido por Adolfo Suárez.


    EL APOYO A LA RUPTURA


    A pesar de que la izquierda radical planteó sus reivindicaciones dentro del marco poco efectivo de reforma o ruptura, en algunas zonas fue mayoritario el apoyo al gobierno provisional, al desmantelamiento del aparato de Estado franquista o al derecho de autodeterminación de las nacionalidades históricas. Este fue el caso de las provincias vasconavarras, donde el movimiento obrero estaba más radicalizado y comenzaba a mezclarse con el nuevo nacionalismo vasco de izquierdas y con los sectores sociales cada vez más amplios movilizados en contra de los abusos de la Policía y la Guardia Civil. En Canarias, el alto grado de cooperación y unidad. Otra excepción fue la universidad, donde las actuaciones policiales indiscriminadas contribuyeron a que la ruptura y la depuración de los cuerpos policiales, que inicialmente solo eran defendidas por la minoría organizada en la izquierda radical, fueran asumidas por la mayoría de los estudiantes.


    El PCE era el único partido con fuerza suficiente para generalizar la movilización por la ruptura en toda España sin necesidad de aliarse con otras organizaciones, pero consideró más importante conseguir su legalización al mismo tiempo que el PSOE, para concurrir a las elecciones en condiciones de igualdad y poder lograr así una mayoría en el Parlamento suficiente para llevar a cabo su programa. La estrategia de priorizar el acceso a las instituciones y dejar en segundo lugar la organización y la movilización social no logró los resultados esperados. La decisión del partido dirigido por Santiago Carrillo de sumarse a la reforma se apoyaba en el hecho de que enfrente había un régimen en crisis pero no en descomposición, cuyo aparato de Estado, especialmente los cuerpos represivos, no se dividieron, cómo si ocurrió en Portugal, donde con menos movilización se logró la ruptura y unos cambios más profundos gracias al apoyo de una parte del Ejército[9].


    La apuesta del PCE por la reforma era una posición legítima, pero no la única posible. La mayoría de quienes se movilizaban en empresas, barrios, universidades y calles no se pronunciaban por la ruptura, la democracia participativa, la república, la disolución de los cuerpos represivos o la autodeterminación (salvo en las provincias vasconavarras) pero tampoco por la reforma, la monarquía o el consenso con la derecha.


    Las huelgas generales realizadas durante 1976 en Guipúzcoa, Navarra, Vizcaya, Sabadell (Barcelona) o Tenerife, cuyas reivindicaciones no podían ser satisfechas por la reforma o las movilizaciones de ese mismo año en Vitoria, con exigencias más asumibles por el régimen, pero cuya dinámica asamblearia hacía probable la radicalización de la protesta, parecían indicar que era posible una movilización en todo el país que lograra la ruptura. Hasta los primeros meses de 1977, la situación estuvo abierta y pudo decantarse tanto por la reforma como por la ruptura, en función de la capacidad de cada bloque político de sumar apoyos y acumular fuerzas.


    La izquierda radical, muy dividida, trató de hacer confluir las movilizaciones por la ruptura en una protesta unificada en todo el país. Para lograr este objetivo, una de las cuestiones clave era elaborar una propuesta que convenciera a la mayoría de que con ruptura, democracia profunda, desmantelamiento del aparato de Estado y autodeterminación, las reivindicaciones sectoriales y democráticas predominantes en la ola movilizadora se lograrían en mayor grado que con la democracia similar a la de los países del entorno que finalmente se generó desde el proyecto reformista.


    La izquierda radical no fue capaz de conectar de forma generalizada las reivindicaciones más sentidas en las grandes movilizaciones (que incluían democracia, libertad y amnistía) con el programa de ruptura tal como lo planteaban las organizaciones revolucionarias. Por este motivo, la ruptura solo acumuló respaldo suficiente en algunas provincias pero no en toda España.


    A pesar las declaraciones del PCE a favor de la ruptura durante 1976, a comienzos de ese mismo año, Santiago Carrillo había decidido renunciar a la movilización general[10] y en la práctica, en todos los casos en los que las protestas alcanzaron un nivel que permitían intentar su extensión a todo el país para forzar la ruptura, el principal partido del antifranquismo optó por el repliegue. Esta nueva estrategia avivó el enfrentamiento con las organizaciones a su izquierda, frustradas al comprobar una y otra vez que no tenían fuerza suficiente para lanzar una protesta en toda España.


    Una vez que la pugna se resolvió a favor de la reforma, allí donde el rechazo a esta era mayor, en las provincias vasconavarras, la izquierda radical de ámbito español (ORT, MC-EMK y LCR-LKI fundamentalmente) perdió el liderazgo de los sectores rupturistas, que en su mayoría adoptaron como referente a HB. Este movimiento sociopolítico de masas, nacido de la confluencia de diversos sectores anticapitalistas e independentistas en un contexto de intensa movilización, acabaría siendo hegemonizado por la tendencia mayoritaria de la izquierda abertzale.


    El cambio político liderado por los sectores reformistas del franquismo desembocó en un sistema democrático equiparable a los de Europa occidental, con libertades y Estado de derecho que, además, sentaba las bases para la construcción de un Estado del bienestar. A medida que se producían estos avances, la izquierda radical se encontraba con más dificultades para explicar qué aportaban sus propuestas, porque ya no se comparaban con el franquismo, sino con una democracia liberal.


    DEMOCRACIA Y SOCIALISMO


    Una vez derrotados los proyectos que pretendían perfeccionar la dictadura para perpetuarla y una vez que la reforma incorporó la mayoría de los contenidos de la ruptura, todos los partidos trataron de presentarse como los principales impulsores del cambio en sentido democrático.


    Los partidos marxistas de la izquierda radical tuvieron problemas para asumir que la cuestión central pasaba a ser el tipo de democracia que se estaba construyendo. También tuvieron dificultades para reivindicarse como defensores de la democracia más profunda y del Estado de derecho. En la cultura política de estas formaciones, la democracia liberal (también denominada democracia política o burguesa) era una democracia meramente formal, porque convivía con un sistema económico generador de desigualdades tan grandes, que las decisiones verdaderamente importantes no se tomaban en las instituciones del Estado, sino en ámbitos blindados frente al control democrático. Aun reconociendo elementos positivos en la democracia liberal, partidos como ORT, PTE o PCE (m-l), la consideraban en realidad una dictadura de la burguesía y defendían como alternativa la democracia obrera, también denominada dictadura del proletariado, cuyo modelo eran los Estados del socialismo real. En este sentido, en el plano teórico, la ORT defendía que el multipartidismo no era siempre deseable y que los miembros de la burguesía no debían gozar de los mismos derechos políticos que el resto de la sociedad. La democracia no era un componente del socialismo, sino un medio para llegar a él[11].


    A pesar de la contradicción que suponía tener como referente a los regímenes del bloque soviético o a China, la izquierda radical fue una fuerza decisiva en la lucha por el Estado de derecho y la democracia y dedicó buena parte de sus esfuerzos a que esta fuera lo más profunda posible.


    La democracia que defendía la izquierda revolucionaria iba más allá de la elección de representantes políticos en comicios libres e incluía la democratización del aparato del Estado, la derogación de la legislación discriminatoria de la mujer, la creación de nuevas formas de participación y control popular sobre la Administración, sobre las empresas públicas y las privadas, la autodeterminación de las nacionalidades, una estructura federal para el Estado y un referéndum para elegir entre república o monarquía. Además, para el MC y la LCR, y en cierta medida para el PTE, la democracia requería también el fin de la subordinación de las mujeres a los hombres, objetivo principal del movimiento feminista.


    Algunos partidos como MC y LCR iniciaron la reconsideración del socialismo como una democracia más profunda, no solo con partidos y representación, sino también con participación directa y extensión de la democracia a los ámbitos económico y social. Estas propuestas novedosas no se desarrollaron hasta formar un proyecto político que pudiera conectar con los amplios sectores que se habían movilizado contra la dictadura y que abandonaron las reivindicaciones políticas una vez lograda la amnistía, la legalización de partidos y sindicatos y las elecciones libres. La exigencia de una profundización democrática, defendida por MC y LCR y en menor grado por el PTE, no logró vincularse a una política económica que supusiera una mejora de las condiciones de vida de los trabajadores. Esta separación provocó que las demandas de la izquierda revolucionaria de mayor democracia no encontraran respaldo de masas y que las movilizaciones contra la salida liberal a la crisis económica no incluyeran reivindicaciones de profundización democrática.


    MÁS ALLÁ DE LA RUPTURA QUE NO FUE


    La ruptura suponía una democracia más profunda que la proporcionada por la reforma, en tanto que impedía que los sectores reformistas de la dictadura dirigieran el proceso hasta las primeras elecciones, empleando su poder para limitar el alcance de la democratización. Pero ni la ruptura resolvía todos los problemas de la Transición y del nuevo sistema democrático ni su ausencia hacía imposible cualquier cambio sustancial. Aunque en el ámbito general se produjo una reforma que desembocó en una democracia liberal, en algunos ámbitos y territorios hubo ruptura. Este fue el caso de las relaciones laborales, donde la ruptura significó el desmantelamiento del sindicato vertical y su sustitución por los sindicatos obreros, o el de Cataluña, donde se restauró el Gobierno de la Generalitat republicana. En algunos ayuntamientos hubo situaciones asimilables a la ruptura, en tanto que los alcaldes designados por el régimen franquista compartieron el poder con las asociaciones de vecinos (así ocurrió en Barcelona) o incluso lo cedieron a gestoras integradas por las fuerzas más votadas en los comicios generales de 1977, como fue el caso de varios consistorios andaluces.


    En todos estos ámbitos, la ruptura abrió mayores oportunidades para la profundización de la democracia y para los programas de la izquierda, incluida la radical, pero no mucho más. Más importante aún que la ruptura era la capacidad de adaptarse a la nueva situación y seguir defendiendo el cambio social y político[12], como trataron de hacer muchos militantes a pesar de la crisis e incluso la disolución de sus organizaciones.


    Allí donde la izquierda radical logró elaborar una estrategia para continuar avanzando, se lograron transformaciones sociales y políticas de calado, a pesar de la derrota de la ruptura. Así ocurrió en Marinaleda (Sevilla) donde el SOC impulsó un sistema asambleario para gobernar esta pequeña localidad jornalera o en Motril (Granada) donde el gobierno municipal del PTA puso en marcha las primeras iniciativas de presupuestos participativos y de asambleas mensuales para que los concejales rindieran cuentas de su gestión. En Las Palmas de Gran Canaria, la confluencia de varias organizaciones revolucionarias permitió gobernar esta capital durante 16 meses. En este corto periodo, la izquierda radical consiguió impulsar la participación ciudadana, la transparencia y la democratización de las instituciones (incluida la transformación de una Policía Municipal represiva en un cuerpo dedicado a garantizar la seguridad ciudadana), crear empresas públicas para prestar los servicios esenciales y mejorar los equipamientos sanitarios, educativos y urbanísticos de los barrios populares.


    UNA SALIDA ALTERNATIVA A LA CRISIS ECONÓMICA


    Al igual que la reforma y el consenso no eran la única política posible, las medidas establecidas en los Pactos de la Moncloa tampoco constituían la única opción frente a la crisis económica. Estos acuerdos, firmados por el Gobierno y los principales partidos de izquierda buscaban controlar la inflación y sentar las bases de un Estado del bienestar, inferior a los de los países del entorno, pero que suponía un avance importante respecto al Estado de asistencia social de la dictadura. En el ámbito político, se ofrecían reformas democratizadoras de las instituciones franquistas que aún se mantenían intactas y un mayor poder institucional para PSOE, PCE, CCOO y UGT. La otra cara de los Pactos de la Moncloa era la reducción de los salarios reales y el aumento del paro.


    La mayoría de los trabajadores se mostraron críticos con los sacrificios establecidos en los Pactos de la Moncloa, lo cual abría una oportunidad para la izquierda revolucionaria de conectar con amplios sectores sociales. Una oportunidad que crecía a medida que se comprobaba que los componentes neoliberales de los acuerdos se cumplían a rajatabla, mientras que los keynesianos y democratizadores se aplazaban en el tiempo.


    Las organizaciones revolucionarias que lideraron la contestación a los Pactos de la Moncloa no lograron convertir el rechazo de la mayoría obrera en una movilización general que forzara el cambio de postura de la izquierda mayoritaria. PCE y CCOO emplearon todo su prestigio para impedir la protesta y conseguir que los trabajadores aceptaran el descenso de los sueldos y el aumento del paro. En esta tarea contaron con la colaboración de UGT, que desempeñó un papel secundario, por su menor influencia entre los sectores más proclives a la movilización. La derrota de la izquierda radical no puede achacarse a la falta de una alternativa realista y concreta, pues la ORT y el PTE elaboraron y difundieron un programa económico socialdemócrata para afrontar la crisis. Se trataba de un plan detallado y realista basado en el desarrollo de los servicios sociales del Estado del bienestar, la creación de empleo público, la nacionalización de sectores estratégicos de la economía y una reforma agraria que permitiera trabajar la tierra a los jornaleros, todo ello financiado con una reforma fiscal progresiva que gravara sobre todo a las grandes empresas y fortunas, acostumbradas a pagar muy pocos impuestos directos durante la dictadura.


    Esta alternativa no fue suficiente para vencer la fuerza del PCE, sostenida sobre el argumento, compartido por el PSOE, de que la única alternativa a los Pactos de la Moncloa era un golpe de Estado y la vuelta a la dictadura.


    La política defendida por Santiago Carrillo de romper huelgas y aceptar bajadas salariales contribuyó a fortalecer a los grandes empresarios, que consiguieron tolerancia para su fraude fiscal y lograron que el nuevo sistema impositivo fuera escasamente progresivo. Además, generó contradicciones entre la militancia del PCE y de CCOO, pues suponía un giro de 180 grados en un sindicato nacido de la confrontación con la patronal y la dictadura, desde los núcleos más combativos de los trabajadores. La presión de los grupos radicales alimentó estas contradicciones y contribuyó a que los partidos de la izquierda mayoritaria rechazaran un acuerdo similar al de la Moncloa al año siguiente.


    El paro fue uno de los principales problemas sociales durante la Transición. Las políticas del Gobierno para reducir el desempleo achacaban la escasez de puestos de trabajo a la rigidez del mercado laboral heredado de la dictadura. Las medidas adoptadas se basaban en la flexibilización interna (incremento del poder del empresario para fijar cuestiones centrales como la jornada, el horario, las funciones y la movilidad geográfica) y en menor medida externa (rebaja del precio del despido sin causa justificada, aunque la norma general seguía siendo el contrato indefinido).


    La flexibilización no impidió que el desempleo siguiera creciendo durante toda la Transición porque, como señala Santos Ruesga[13], las causas del paro no residían en la rigidez del mercado de trabajo, sino en la estructura productiva española nacida del desarrollismo de los años sesenta, incapaz de generar suficientes empleos ni siquiera en las fases de mayor crecimiento, una incapacidad maquillada gracias a la emigración y a la escasa presencia de la mujer en el mercado laboral.


    La lucha contra el paro, cuyo crecimiento era uno de los «males menores» aceptados por los firmantes de los Pactos de la Moncloa, fue una de las prioridades para los grupos revolucionarios, cuya movilización contribuyó a que los sindicatos mayoritarios intervinieran en este terreno. La marcha de parados a Madrid organizada por la ORT, en la que participaron decenas de miles de personas, no tuvo continuidad por decisión del partido. Las ocupaciones de fincas del movimiento jornalero andaluz para reivindicar una reforma agraria tuvieron un mayor recorrido, al igual que la labor de las comisiones autónomas de parados de varias ciudades de España, impulsadas por militantes revolucionarios de distintas organizaciones, que se movilizaron reclamando medidas como la jornada de 40 horas semanales, la prohibición de las horas extra y la jubilación a los 60 años. Estas iniciativas consiguieron introducir el paro en la agenda política, pero no lograron acumular la fuerza suficiente para modificar una política económica que no tenía en la creación de empleo una de sus prioridades.


    LA CONSTITUCIÓN DE 1978 Y LA NACIÓN ESPAÑOLA


    La sustitución de las Leyes Fundamentales del Reino por una Constitución democrática fue un proceso condicionado por el poder del aparato de Estado franquista, que fijó límites a la voluntad popular en cuestiones esenciales como la unidad de España, el papel del Ejército como garante de esta, la monarquía y la impunidad para los responsables de crímenes de lesa humanidad durante la dictadura.


    La izquierda revolucionaria afrontó este proceso consciente de que la ausencia de ruptura democrática y la victoria del proyecto de reforma liderado por el presidente Suárez hacía imposible su propuesta más ambiciosa: una Constitución que, además de establecer la igualdad formal de los ciudadanos, limitara la desigualdad para lograr una democracia más profunda, resultado de la combinación de representación y participación directa, y que permitiera la evolución a una economía socialista si así lo decidía la mayoría.


    En el ámbito territorial, organizaciones como ORT, PTE y PCE (m-l) defendieron una España concebida como nación cívica, fruto de la voluntad de sus miembros, basada en el derecho de autodeterminación de las nacionalidades. En este sentido, el senador Lluís María Xirinacs propuso una carta magna alternativa en la que España se configuraba como una Confederación de los pueblos soberanos de «Andalucía, Aragón, Asturias, Canarias, Euskadi, Galicia, Países Castellanos y Países Catalanes», muy diferente a la nación española que estableció la Constitución de 1978: un país esencialista forjado por la historia al margen de la voluntad de sus ciudadanos, que negaba la soberanía de las nacionalidades y al mismo tiempo abría un proceso descentralizador profundo[14].


    Uno de los principales aciertos de PTE y ORT en la Transición fue la elaboración de un proyecto de país, fundamentado en la defensa de los intereses del pueblo, especialmente de la clase trabajadora (incluida la campesina), pero también de las clases medias y los pequeños empresarios (a quienes trataron sin éxito de incorporar a sus alternativas a los pactos de la Moncloa), bajo un nacionalismo español cívico y democrático respetuoso con el derecho de autodeterminación de las nacionalidades históricas y basado en el pacto federal. Este proyecto de país conectaba con la tradición republicana de la que se recuperaban no solo los símbolos nacionales, sino también la cultura política de participación ciudadana y transformación social.


    Toda esta labor de las direcciones de la ORT y el PTE, (a la que renunciaron otras fuerzas como MC y LCR, que entregaron la idea de nación española a la derecha) se canceló al pedir el voto afirmativo a la Constitución de 1978. La aceptación de esta carta magna les impedía continuar desarrollando un proyecto de país, no solo por la renuncia a la autodeterminación de las nacionalidades, sino también porque establecía unos símbolos nacionales de larga tradición pero que la dictadura había hecho suyos: la bandera rojigualda (sin el águila franquista), el himno y el día nacional (12 de octubre, «día de la raza» durante el franquismo). Un nacionalismo español con estos símbolos y contenidos era difícil de aceptar incluso para los disciplinados militantes comunistas.


    El PCE había hecho estas renuncias a cambio de concurrir a las elecciones de junio de 1977 con sus siglas, en la legalidad y poder ensayar su estrategia de influir desde las instituciones. PTE y ORT, que tanto habían criticado esta estrategia, terminaron recorriendo el mismo camino un año después. A cambio de nada.


    MC y LCR rechazaron la Constitución de 1978 argumentando que recortaba libertades reconocidas en los países del entorno, impedía «la depuración del aparato de estado fascista», limitaba la soberanía de las nacionalidades y blindaba la propiedad privada de los medios de producción. Sin embargo, al margen del carácter antidemocrático de la «nación súbdita», se trataba de una carta magna similar a la de los países europeos, que no suponía un recorte de derechos y libertades ni imponía un modelo económico conservador. Las limitaciones que la izquierda revolucionaria achacaba a la Constitución, salvo en el ámbito territorial, no tenían su origen en ese texto, que dejaba margen para que las normas legales inferiores regularan cuestiones esenciales como el derecho al divorcio o al aborto.


    A diferencia de la ORT y el PTE, el MC y la LCR no llegaron a desarrollarse completamente hasta llegar a ser partidos con un proyecto de país y un programa general con objetivos y estrategias para alcanzarlos, con plazos y con prioridades. Estas organizaciones se centraron en impulsar movimientos sociales (desde el obrero al pacifista pasando por el feminista y el de liberación homosexual), en hacer análisis y propuestas sectoriales y generar debates políticos. Esta particularidad permitió al MC y a la LCR sobrevivir a la derrota de la izquierda radical, pero limitó su influencia en la política general.


    LA REPÚBLICA


    La defensa de la república como forma de Estado fue uno de los contenidos de la ruptura al que los partidos de la izquierda moderada renunciaron cuando decidieron negociar la reforma de la dictadura. Para las organizaciones revolucionarias, se trataba de una cuestión central, porque reivindicaban la experiencia democrática y de progreso social de la etapa de la Segunda República, y porque rechazaban una monarquía encabezada por un rey, Juan Carlos de Borbón, cuya única legitimidad, hasta diciembre de 1978, consistía en haber sido elegido por el dictador como su sucesor. La izquierda radical defendía la república por otro motivo adicional: el monarca garantizaba que no se desmantelaría el aparato de Estado de la dictadura, pues representaba el salvoconducto que permitiría transitar al nuevo sistema a los altos cargos franquistas, sin que nadie juzgara sus actuaciones pasadas, incluidas las violaciones de derechos humanos[15].


    La izquierda revolucionaria se opuso a la ley de amnistía de 1977 en tanto que incluía entre sus beneficiarios a los responsables de la represión franquista, que comprendía robo de niños a familias republicanas o de pocos recursos (en torno a 30.000), ejecuciones, desapariciones forzadas de opositores (al menos 130.000), torturas y violencia sexual contra las mujeres, unos delitos no susceptibles de ser amnistiados al tratarse de crímenes de lesa humanidad por «constituir un ataque sistemático y generalizado contra la población civil».


    Una vez aprobada esta ley con el apoyo del PCE y el PSOE, que la consideraban un mal menor necesario para la reconciliación, varios partidos revolucionarios impulsaron las primeras iniciativas para recuperar los cuerpos de los desaparecidos por la represión franquista. La Convención Republicana intentó poner en marcha un Tribunal Cívico Internacional de Crímenes Franquistas, pero la Policía detuvo a sus miembros y cortó esta iniciativa impulsada por el PCE (m-l) antes de que pudiera desarrollarse.


    LAS OTRAS VÍCTIMAS DE LA TRANSICIÓN


    Durante toda la Transición la izquierda radical denunció la violencia política de origen estatal, en sus tres manifestaciones de represión policial, terrorismo de Estado y terrorismo incontrolado (ultraderechista), que compartían el mismo objetivo de neutralizar a las fuerzas políticas que defendían un cambio político y social profundo y especialmente la democratización de los aparatos de Estado.


    Las organizaciones anticapitalistas reclamaron la disolución de los cuerpos represivos y exigieron la depuración de fiscales, jueces, funcionarios de prisiones, policías, guardias civiles y miembros del Ejército, así como juicio y castigo para los implicados en violaciones de derechos humanos durante el franquismo.


    La ausencia de depuración de las FOP franquistas fue un factor decisivo para que estas no completaran su conversión en fuerzas de seguridad basadas en criterios democráticos como establecían la Constitución y la Ley de Policía y siguieran actuando como cuerpos represivos durante toda la Transición, limitando así el alcance de la democratización.


    Los cuerpos policiales provocaron al menos 171 víctimas mortales (67 en la represión de actividades políticas, 91 en situaciones de «gatillo fácil» y 13 en sesiones de tortura), que, unidas a los 82 fallecidos a causa del terrorismo de Estado y las bandas ultraderechistas, suman un total de 253 muertos, una cifra provisional que podría ascender hasta 291, si cruzamos nuestros datos con los recogidos por Sophie Baby. En el mismo periodo, los atentados de ETA provocaron en torno a 370 muertos y los del GRAPO, 67[16].


    La tortura se mantuvo como una práctica generalizada durante toda la Transición, a pesar de que se trataba de un delito contemplado en el código penal. Los informes de Amnistía Internacional y la prensa de las organizaciones revolucionarias sacaron a la luz su pervivencia en comisarías, prisiones y cuarteles de la Guardia Civil, sin conseguir que la izquierda mayoritaria considerara esta cuestión como una prioridad. La denuncia del parlamentario de EE Juan Maria Bandrés sobre las torturas sufridas por Izaskun Irrazona Mallota en noviembre de 1979 permite hacerse una idea de estas prácticas. Esta trabajadora de la Seguridad Social de 24 años fue arrestada en San Sebastián por agentes de la Guardia Civil, que le aplicaron corriente eléctrica en los pechos, el pubis, las piernas y las manos, le introdujeron dedos en la vagina y la sometieron a simulacros de ejecución[17].


    Dentro de la Policía, una minoría de funcionarios se organizó para impulsar la democratización de la institución y denunció la existencia de la tortura, pero desde el Gobierno se favoreció a los elementos más alineados con la dictadura. Los antiguos miembros de la Policía política franquista (BPS) fueron premiados con ascensos, mientras la minoritaria y democrática USP fue arrinconada, al igual que lo fueron Justicia Democrática entre jueces y fiscales, la UDF entre los funcionarios de prisiones, y la UMD entre los oficiales del Ejército.


    CONSENSO, EXTREMISMO Y RADICALISMO


    Los principales partidos de la izquierda radical fueron en general muy sectarios, y sus cúpulas impidieron los procesos de confluencia que reclamaban las bases, porque no estaban dispuestos a compartir su poder, pequeño en términos globales, pero muy grande dentro de sus organizaciones. Estas formaciones no fueron extremistas en el sentido de que rechazaran cualquier pacto con el adversario o se negaran a aceptar las mejoras parciales, sino que, por el contrario, apoyaron las reformas democratizadoras y de extensión de las libertades y los derechos sociales, siempre que no implicaran renunciar a nuevos avances. Por eso consideramos más adecuado hablar de izquierda radical o revolucionaria que de extrema izquierda.


    La mayoría de estos grupos compartieron una cultura política diferente a la de la PCE y PSOE para quienes la participación debía realizarse a través de partidos jerarquizados y con escasa democracia interna, generándose así una sociedad que no se basaba en ciudadanos activos y organizados de manera autónoma, sino en individuos subordinados a las instituciones[18]. En la izquierda radical la participación política se concebía como una combinación de instituciones representativas y de democracia directa en barrios y centros de trabajo. Al mismo tiempo, en las organizaciones revolucionarias se extendían las prácticas antidemocráticas, el autoritarismo y el sectarismo, y cuando estas lograban ser la fuerza principal en un sector o en una localidad, no siempre respetaban a las minorías, ni mantenían la promesa de impulsar la participación si esta escapaba al control del partido.


    A pesar de estas contradicciones, en términos generales, la izquierda revolucionaria defendió una cultura política más participativa que la de PCE y PSOE y confrontó sus argumentos que planteaban que la relación de fuerzas en la sociedad no permitía seguir otro camino que no fuera el consenso con la derecha, tanto en el proceso constituyente como en la política económica. Las organizaciones radicales señalaban que, si bien la propia naturaleza de la política implicaba llegar a acuerdos con fuerzas de otras ideologías, cosa distinta era sumarse a la política de la derecha. Negaban la valoración del PCE de que si defendía su programa habría un golpe de Estado y señalaban que si así fuera, el sistema resultante de la reforma de la dictadura no sería democrático, a pesar de que el Parlamento y el Gobierno se eligieran mediante sufragio. Frente a la identificación de la democracia con el consenso, para la izquierda radical, la democracia tenía como requisito la confrontación de proyectos e intereses diferentes, e incluso enfrentados, lo cual no excluía la posibilidad de llegar a acuerdos con el adversario[19].


    La izquierda anticapitalista fue derrotada, primero en su proyecto de ruptura y desmantelamiento del aparato de Estado de la dictadura y después en el intento de redefinir su estrategia para avanzar desde una democracia liberal hacia el socialismo, entendido como democracia política, económica y social.


    Más allá de la derrota, la labor de las miles de personas que formaron parte de estas organizaciones, condicionó en algunos aspectos el proceso de Transición, que pudo haber seguido otros caminos diferentes, y abrió debates y planteó propuestas sobre cuestiones centrales que aún hoy están por resolver. Esta fue la aportación de las mujeres y los hombres de la izquierda radical a la lucha por la democracia y el socialismo durante la Transición: mucha lucha, mucho trabajo y algunas ideas.


    
      
        [1] Entrevista a Eduardo García, 05/06/2012.

      


      
        [2] D. Beorlegui, «La experiencia del…», op. cit.; P. Casanellas, Morir matando. El…, op. cit.

      


      
        [3] VVAA, Informe sociológico sobre el cambio social en España, 1975-1985, Madrid, Fundación FOESSA, Editorial Euramérica, 1983, pp. 70 y ss.; Datos de la Encuesta de Población Activa recogidos en J. S. Martínez García, Estructura social y desigualdad social en España, Madrid, Los libros de la catarata, 2013. p. 73.

      


      
        [4] Entrevista a Maite Calpena, 15/12/2010.

      


      
        [5] N. Salvador Galindo, La democratización del…, op. cit., pp. 99-100.

      


      
        [6] M. Azcárate, Crisis del eurocomunismo…, op. cit.; G. Morán, Miseria y grandeza…, op. cit; J. A. Andrade Blanco, El PCE y el PSOE en la transición. La evolución ideológica de la izquierda durante el cambio político, Madrid, Siglo XXI de España, 2015, pp. 150 y ss.

      


      
        [7] R. Vega García, «Contra corriente. El…», op. cit., p. 175.

      


      
        [8] D. Beorlegui, «La experiencia del…», op. cit.

      


      
        [9] R. Durán Muñoz, Contención y transgresión. Las movilizaciones sociales y el Estado en las transiciones española y portuguesa, Centro de Estudios políticos y constitucionales, Madrid, 2000.

      


      
        [10] E. Treglia. Fuera de las…, op. cit., pp. 332 y ss.; J. Andrade «Santiago Carrillo en la transición. Historia y mito del secretario general del PCE», Historia del presente 24, 2014, p. 62.

      


      
        [11] José Sanroma, «Marxismo, eurocomunismo y Estado», El militante 13, junio de 1978.

      


      
        [12] Es la tesis apuntada por Carme Molinero. C. Molinero, «Treinta años después. La transición revisada», en C. Molinero (coord.), La transición, treinta años después, Barcelona, Península, 2006, pp. 9-23, especialmente p. 22.

      


      
        [13] S. M. Ruesga, «Economía y reformas…», op. cit., pp. 186-188.

      


      
        [14] X. Bastida Freixedo, «La senda constitucional…», op. cit., pp. 113-158.

      


      
        [15] R. Vega, «Demócratas sobrevenidos y…», op. cit., p. 135.

      


      
        [16] S. Baby, Violence et politique…, op. cit.; M. Sánchez Soler, La transición sangrienta…, op. cit., pp. 302 y ss.; I. Sánchez Cuenca «La violencia terrorista…», op. cit., p. 11.

      


      
        [17] «Torturas», Combate 169, noviembre de 1979; «Refugiados, torturados, presos…», Yesca 9, 15/01/1980.

      


      
        [18] J. M. Roca, El lienzo de…, op. cit., p. 112.

      


      
        [19] F. Gallego, El mito de la transición. La crisis del franquismo y los orígenes de la democracia (1973-1977), Crítica, Barcelona, 2008, p. 717.

      

    

  




  
    RELACIÓN DE MILITANTES ENTREVISTADOS


    Las entrevistas se han realizado entre 2008 y 2015, con carácter individual (salvo en cuatro casos por petición de los entrevistados), sobre la base de un guion con preguntas semiabiertas, previamente entregado a los entrevistados. Todas las entrevistas se han grabado excepto dos, que se ha realizado por correo electrónico. En algunos casos las personas entrevistadas han solicitado ser citadas por sus iniciales o por su nombre de pila. Están ordenados alfabéticamente según la inicial de su nombre.


    Alfonso Anabitarte, 10/08/2010. Alfonso Anabitarte fue miembro de la Federación de Juventudes Revolucionarias y el MC. En este partido perteneció al comité de universidad.


    Anabela Silva, 07/10/2008. Anabela Silva fue abogada de CNT, miembro del CPP de la central anarcosindicalista, abogada de COPEL y miembro de AFAPE.


    Andrés Galán, 22/09/2010. Andrés Galán fue miembro del sindicato de Químicas de la Federación Local de Madrid de CNT.


    Ángel Regalado, 21/03/2011. Ángel Regalado fue miembro del Grupo Autónomo de la Construcción y posteriormente, del sindicato de Construcción de la Federación Local de Madrid de CNT y de la Federación Anarquista Ibérica (FAI).


    Ángela Morón, 27/07/2010. Ángela Morón fue miembro del MC. Su militancia se desarrolló en asociaciones vecinales y en el movimiento obrero. Trabajadora de Confecciones Puente, en CCOO fue la primera secretaria de la mujer del textil y, posteriormente, perteneció a la secretaría de las CCOO madrileñas (USMR).


    Ángela, Rafael y Miguel, 19/01/2012. Ángela, Rafael y Miguel fueron miembros de ORT, CCOO y SU. Ángela trabajó en diferentes empresas de la zona de Ventas, Rafael en fábricas de Villaverde y Miguel en Robert Bosch.


    Antonio Camargo, 12/12/2012. Antonio Camargo fue miembro de la LCR en el frente obrero y fundador de CCOO en la fábrica Robert Bosch en Madrid.


    Antonio Giner, 14/05/2010 y 16/05/2010. Antonio Giner fue miembro de las Juventudes Libertarias y de la Coordinadora Libertaria Antirrepresiva.


    Antonio Sánchez, 09/09/2008. Antonio Sánchez fue fundador de MU y presidente de COCENFE.


    Arturo Timón, 28/12/2010. Arturo Timón fue miembro de la LCR y participó en las protestas de los estudiantes de secundaria en los últimos años de la dictadura.


    Carlos Ramos, 09/02/2010. Carlos Ramos fue miembro de los grupos Solidaridad y del sindicato de Administración Pública de la Federación Local de Madrid de CNT. Fue miembro del primer secretariado de la CNT en Madrid tras su reconstrucción, que asumió funciones de secretariado nacional.


    Carlos Tirado y Manuel Escontrelas, 17/12/2009. Carlos Tirado fue miembro del Ateneo Libertario de Aluche (Madrid). Manuel Escontrelas fue miembro del sindicato de Transportes de la Federación Local de Madrid de CNT y desarrolló su militancia en el ferrocarril.


    Carlos Varea, 13/10/2008. Carlos Varea fue miembro del Colectivo Libertario Antirrepresivo y de los grupos autónomos.


    Carlos Verdaguer, 07/12/2009. Carlos Verdaguer fue miembro del Ateneo Libertario de Prosperidad, del Centro Cultural Mantuano y de la Escuela Popular de Prosperidad.


    Eduardo García, 05/06/2012. Eduardo García desarrolló su militancia contra la dictadura desde los años sesenta. Primero en VO, después en AST y por último en la ORT. En el movimiento obrero, participó en CCOO y el SU. Tras las elecciones municipales de 1979, fue alcalde de Aranjuez (Madrid).


    Eloy, 30/03/2011. Eloy fue miembro del sindicato de Artes Gráficas de la Federación Local de Madrid de CNT.


    Empar Pineda, 26/10/2010. Empar Pineda fue dirigente del MC y militante feminista y lesbiana. Participó en la lucha estudiantil durante los últimos años de la dictadura y en 1976, en las Jornadas Catalanas de la Dona. En 1979 se trasladó a Madrid, donde impulsó el Colectivo de Feministas Lesbianas y la Comisión pro Derecho al Aborto.


    Fernando, 23/06/2010. Fernando fue miembro de Federación de Comunistas (FECO), CCOO y MC. En este partido perteneció al Comité Provincial de Madrid.


    Gabriel Flores, 29/06/2010. Gabriel Flores fue miembro de MC. Desarrolló su militancia en la universidad y el movimiento ciudadano de Vallecas (Madrid). En la última etapa de la Transición tuvo un papel destacado en el nacimiento y el desarrollo de la Comisión anti-OTAN.


    Gilbert, 15/01/2009. Gilbert fue miembro del Ateneo Politécnico de Prosperidad (Madrid).


    Inmaculada Fernández, 02/11/2012. Inmaculada Fernández fue militante feminista y del PTE. Desempeñó tareas de dirección en la ADM y perteneció al Comité Provincial de Madrid del PTE, donde era responsable del área de la mujer.


    Inmaculada Margallo, 24/07/2008. Inmaculada Margallo fue miembro de MU.


    Iñaki, Alejandro y Antonio, 30/01/2014. Iñaki, Alejandro y Antonio fueron militantes de las JCE (m-l). Alejandro también fue militante del PCE (m-l).


    Isidoro Moreno, 09/04/2015. Isidoro Moreno fue representante estudiantil y más tarde profesor en la Universidad de Sevilla. Formó parte del Partido del Trabajo de España, y representó a este en la Junta Democrática. Desde 1977 fue el secretario general del PTE en Andalucía, y posteriormente de Pueblo Andaluz Unido-Partido del Trabajo de Andalucía.


    Javier Domínguez, 12/05/2010. Javier Domínguez fue jesuita, sacerdote y miembro de la dirección de la HOAC y de la Vanguardia Obrera. Tuvo un papel destacado en el nacimiento de las CCP.


    Javier Romeo, 24/05/2010. Javier Romeo participó en la lucha antifranquista en la universidad desde FECO y posteriormente se integró en el MC. Desarrolló su militancia en el movimiento obrero, contribuyendo a la creación de las CCOO de la fábrica Robert Bosch en Madrid. Participó en el intento de formar un comité de huelga unificado durante los conflictos de enero de 1976 y perteneció a la primera dirección electa de la Unión Sindical de Madrid Región.


    Jorge, 23/01/2009. Jorge fue miembro del Centro Cultural Mantuano y la Escuela Popular de Prosperidad (Madrid).


    Jorge del Cura, 04/08/2008. Jorge del Cura fue miembro del Ateneo Libertario de Usera (Madrid) y del comité nacional pro presos de CNT.


    JLG, 03/09/2008. JLG fue abogado de presos de COPEL.


    José Bondía, 14/04/2011. José Bondía fue miembro del sindicato del Metal de la Federación Local de Madrid de CNT. Fue también secretario general de la CNT desde el V congreso de 1979 hasta el final de la Transición.


    José Galán, 21/02/2012. José Galán fue miembro de ORT y del movimiento ciudadano en el barrio de Villaverde (Madrid).


    José Luis Velasco, 26/04/2011. José Luis Velasco fue miembro de las Juventudes Libertarias de Madrid.


    José Molina, 30/11/2011. José Molina fue miembro del Movimiento Católico de Empleados y de la AST. Organizó las primeras CCOO en el sector del comercio. Más adelante militó en la ORT, donde perteneció al Comité Provincial de Madrid y al Comité Central, dedicándose al movimiento ciudadano en Palomeras y en la FPAV.


    José Moncho, 28/08/2008. En los últimos años de la dictadura, José Moncho militó en grupos libertarios en la universidad madrileña. Posteriormente fue miembro del Ateneo Libertario de la Zona Norte, del Ateneo Libertario de Latina y del colectivo ecologista La Cebada. También vivió en una comuna en el barrio de Usera.


    José Porrero, 08/11/2012. José Porrero fue militante de la JGRE y el PTE en la Escuela de Ingenieros de Caminos de la Universidad Politécnica de Madrid. Participó, desde la FACUM, en la organización del festival de los pueblos ibéricos, celebrado en la Universidad Autónoma de Madrid en mayo de 1976.


    José Ramón, 14/12/2012. José Ramón fue miembro del grupo autónomo del diario ABC.


    Juan, Julio, AGM y ARF, 21/01/09. Juan, Julio, AGM y ARF fueron miembros del FLHOC.


    Julio, 16/12/2008. Julio fue miembro del FLHOC.


    Julio Rogero y Felipe Aguado, 18/01/2013. Julio Rogero y Felipe Aguado fueron miembros del grupo ZYX y de Liberación. Felipe Aguado fue publicó varios libros sobre autonomía obrera en la editorial ZYX y Julio Rogero fue uno de los fundadores del Movimiento de Renovación Pedagógica.


    Justa Montero, 15/01/2013. Justa Montero fue militante feminista y de la LCR. Participó en el movimiento estudiantil, en la Plataforma de Organizaciones Feministas de Madrid y fue una de las fundadoras de la Comisión pro derecho al aborto.


    Luis López Gil, 31/10/2012. Luis López Gil fue miembro del PTE, CCOO y CSUT. Tuvo un papel destacado en la huelga por el convenio del transporte de mercancías por carretera de Madrid en 1977.


    Lourdes Hernández, 26/07/2010. En los últimos años de la dictadura, Lourdes Hernández fue miembro de la Unión Popular de Mujeres, integrada en el FRAP. Posteriormente militó en el Frente de Liberación de la Mujer y en el MC, donde centró su labor en clubes juveniles y en grupos de barrio de mujeres.


    Lourdes Lucía, 24/10/2012. A comienzos de los setenta, Lourdes Lucía participó en la lucha contra la dictadura en la Universidad Complutense de Madrid. Posteriormente militó en la JGRE y el PTE. En el PTE perteneció al Comité Central y en la JGRE a la dirección de Madrid, con un papel destacado en las relaciones con movimientos juveniles de liberación africana, entre otros el Frente Polisario y el Congreso Nacional Africano.


    Maite Calpena, 15/12/2010. Maite Calpena fue miembro del MC, donde formó parte del comité provincial de Madrid como responsable del frente obrero, mientras trabajaba en CITESA. Militante feminista, adscrita a la corriente de la diferencia, tras su expulsión del partido en 1977 participó en el centro de mujeres de Vallecas y fue fundadora de la Comisión pro derecho al aborto.


    Manuel Burguete y Jesús Urra, 21/03/2015. Jesús Urra fue militante del EMK, trabajador de Superser y secretario general de las CCOO navarras entre 1971 y 1974. Manuel Burguete fue militante del EMK, trabajador de Union Carbide, vicepresidente del Consejo de Trabajadores de Navarra, presidente del sindicato vertical del metal y secretario general de CCOO de Navarra hasta 1979.


    Manuel Centeno, 22/12/2010. Manuel Centeno fue miembro del sindicato de artes gráficas de la Federación Local de Madrid de CNT.


    Manuel Fernández, 19/01/2010. Manuel Fernández fue miembro de las Juventudes Libertarias.


    Mariano Gamo, 02/12/2011. Mariano Gamo fue párroco en el madrileño barrio de Moratalaz. Encarcelado durante tres años por su oposición a la dictadura, se integró en la ORT. En este partido, centró su labor en el ámbito eclesiástico y posteriormente en el movimiento obrero. Trabajador del hospital de La Concepción, tuvo un papel destacado en las primeras CCOO de la sanidad, que abandonó para integrarse en el SU.


    Miguel González, 06/02/2009. Miguel González fue miembro del sindicato de oficios varios de la Federación Local de Madrid de CNT.


    Natividad y José Daniel, 29/05/2009. Natividad fue miembro del Ateneo Libertario de la Latina y del colectivo ecologista la Cebada. José Daniel fue miembro de los ateneos libertarios Norte y Latina y del colectivo ecologista La Cebada en Madrid.


    Pablo Mayoral Rueda y Manuel Blanco Chivite, 16/12/2013. Pablo Mayoral Rueda fue dirigente del PCE (m-l) y del FRAP. Detenido en 1975, fue sometido a un consejo de guerra que le condenó a 30 años de prisión. Quedó en libertad con la amnistía de octubre de 1977. En noviembre de 1978 fue uno de los detenidos por intentar constituir el Tribunal Internacional contra los Crímenes del Franquismo en un hotel de Madrid. Manuel Blanco Chivite fue dirigente del PCE (m-l) y del FRAP y responsable de estas organizaciones en Madrid. Detenido en 1975, fue sometido a un consejo de guerra que le condenó a muerte. Horas antes de ser ejecutado, la pena de muerte fue conmutada por 30 años de prisión. Salió en libertad en 1977 tras la última amnistía.


    Paca Bujalance, 21/06/2010. Paca Bujalance fue trabajadora del textil en la fábrica Triumph. Militante primero de OIC y después del MC, participó en las primeras CCOO del textil.


    Pepe Roldán, 23/06/2010. Desde finales de los años sesenta, Pepe Roldán participó en las protestas de la fábrica de Pegaso y de la Escuela de Ingeniería Técnica Industrial de Madrid. Se integró en FECO y posteriormente en el MC, donde desarrolló su militancia en el frente obrero dentro de CCOO.


    Pepe Torres, 08/07/2010. Pepe Torres fue miembro de FECO, MC y CCOO. Trabajador de la construcción, impulsó la «comisión asesora», que jugó un papel determinante en la negociación del convenio del sector en Madrid en 1976. Dirigente de CCOO, formó parte del secretariado confederal elegido en la asamblea de Barcelona de 1976. En 1977 fue expulsado del MC junto a la mayoría del comité de Madrid.


    Pilar Ramiro, 11/08/2008. Pilar Ramiro fue una de las fundadoras de MU, dirigente de la Coordinadora Provincial de Minusválidos Físicos de Madrid y de la Federación de Coordinadoras y Asociaciones de Minusválidos Físicos de las Comunidades Autónomas de España.


    Rafael Flores, 10/06/2010. Rafael Flores fue miembro de UJM, en el barrio de Retiro (Madrid), donde participó en la Coordinadora para el Desarrollo del Deporte y posteriormente en el MC, donde desarrolló su militancia en Vallecas.


    Ramón Linaza, 07/08/2008. Ramón Linaza participó en el grupo de apoyo a los minusválidos Auxilia y en dos de los primeros colectivos de liberación homosexual, Frente Homosexual de Acción Revolucionaria y FLHOC. Además, fue militante de la LCR, donde formó parte del Comité Universitario y de la redacción de la revista Combate.


    Santiago González, 27/10/2008. Santiago González participó en el movimiento estudiantil de la Universidad Complutense de Madrid. Fue miembro de la revista autónoma Palante y del Centro Obrero del barrio del Pilar.


    Santos Ruesga, 17/06/2010. Santos Ruesga fue dirigente del MC, organización en la que formó parte del Comité Provincial de Madrid. Hasta su expulsión en 1977 fue el responsable de las juventudes del partido, el MJC.


    Sejo Carrascosa, 24/10/2008. Sejo Carrascosa fue miembro del Ateneo Libertario de San Blas (Madrid) y del Frente de Liberación Homosexual de Castilla.


    SP, 23/10/208. SP fue miembro de AFAPE.


    Teógenes Ortiz, 28/12/2011. Teógenes Ortiz fue trabajador del Banco Popular. Fue militante de miembro de ORT y CCOO. Cuando el partido decidió abandonar CCOO, pasó a formar parte del SU.


    Tomás Rodríguez Villasante, 08/11/2012. En los años sesenta, Tomás Villasante fue miembro del FLP. Tras la disolución de este organización, formó parte de la Comisión de Barrio de Pan Bendito (Madrid) y posteriormente del PTE, desde su fase inicial como PCE (i), donde llegó a ser responsable del movimiento ciudadano. Fue uno de los impulsores de la Coordinadora de Entidades Ciudadanas.


    ENTREVISTAS REALIZADAS POR CONSUELO LAIZ


    Enrique Elizaga, Jesús Barrientos, José Tapia y M.a Carmen, 25/11/1982. Enrique Elizaga, Jesús Barrientos, José Tapia y M.a Carmen fueron miembros de ORT.


    Enrique Palazuelos, 28/02/1992. Enrique Palazuelos fue miembro de PTE, donde fue responsable de cultura y profesionales.


    Eugenio del Río, 29/03/1993. Eugenio del Río fue secretario general de MC durante toda la Transición.


    Fernando Conde, 11/03/1992. Fernando Conde fue miembro del comité central del PTE y del comité ejecutivo de la JGRE.


    Jaime Pastor, 30/04/1993. Jaime Pastor fue miembro de FLP y LCR, donde formó parte del buró político (comité ejecutivo).


    Javier Álvarez Dorronsoro, 27/04/1992. Javier Álvarez Dorronsoro, fue miembro de MC.


    Javier Echenagusía y Manuel Estrada, 26/03/1992. Javier Echenagusía y Manuel Estrada pertenecieron al Comité Ejecutivo de Madrid del PTE.


    Joaquín Aramburu, 21/04/1992. Joaquín Aramburu fue miembro de PTE donde ocupó los cargos de secretario político del Comité de Madrid y secretario de organización.


    José Antonio Alonso, 18/03/1992. José Antonio Alonso fue miembro del PTE. Representó a este partido en la Junta Democrática, y formó parte del Comité de Madrid y del Comité Ejecutivo.


    José Sanroma, 19/12/1986. José Sanroma fue secretario general de la ORT hasta la disolución del partido.


    Juan Garde, diciembre de 1982. Juan Garde fue miembro del Comité Provincial de Madrid de la ORT.


    Manuel Fernández y Benito Laiz, noviembre de 1983. Manuel Fernández fue miembro de la AST y la ORT y Benito Laiz fue miembro del Comité Provincial de Madrid de ORT.


    Miguel Romero, 29/07/1992. Miguel Romero fue miembro del comité ejecutivo de la LCR durante toda la Transición.

  




  
    ANEXO


    LISTADO DE VÍCTIMAS DE LA VIOLENCIA POLÍTICA ESTATAL ENTRE 1975 Y 1982


    Se incluyen las víctimas mortales de la ultraderecha y el terrorismo de Estado y quienes perdieron la vida a manos de la Policía en actos de represión o de «gatillo fácil», esto es, situaciones en las que la integridad de los policías no estaba amenazada. Dentro de las muertes por gatillo fácil se incluyen casos de imprudencias y muertes bajo custodia. No se incluyen los muertos en enfrentamientos armados, pero sí los fallecidos en «falsos enfrentamientos», esto es, los ejecutados después de rendirse o ser detenidos. Por último, dentro de los fallecidos a causa del terrorismo de Estado se incluyen los cinco militantes de FRAP y ETA fusilados el 27 de septiembre de 1975[1].


    
      
        
          
          
          
        

        
          
            	
              Fecha

            

            	
              Nombre

            

            	
              Tipo de violencia

            
          


          
            	
              20/01/1975

            

            	
              Víctor Manuel Pérez Elexpe

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              05/02/1975

            

            	
              Pedro Mora León

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              26/04/1975

            

            	
              Francisca Saizar Urreta

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              24/04/1976

            

            	
              Joxe Bernardo Bidaola Atxega

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              01/05/1975

            

            	
              Manuel Montenegro

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              15/05/1975

            

            	
              Blanca Salegi

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              15/05/1975

            

            	
              Iñaki Garai

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              15/05/1975

            

            	
              Jesús Markiegi

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              23/05/1975

            

            	
              Koldo Arriola

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              01/06/1975

            

            	
              María Alexandra Leckett

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              16/06/1975

            

            	
              Alfredo San Sebastián Zaldívar

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              30/07/1975

            

            	
              Josu Mujika Aiestaran

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              08/08/1975

            

            	
              Diego Navarro Rico

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              12/08/1975

            

            	
              Moncho Reboiras

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              31/08/1975

            

            	
              Jesús García Ripalda

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              18/09/1975

            

            	
              José Ramón Martínez Antia

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              19/09/1975

            

            	
              Andoni Campillo Alkorta

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              27/09/1975

            

            	
              Juan Paredes Manot «Txiki»

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              27/09/1975

            

            	
              Angel Otaegui

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              27/09/1975

            

            	
              José Humberto Baena

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              27/09/1975

            

            	
              Ramón García Sanz

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              27/09/1975

            

            	
              José Luis Sánchez Bravo

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              03/10/1975

            

            	
              Kepa Josu Etxandi

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              05/10/1975

            

            	
              Iñaki Etxabe Orobengoa

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              12/10/1975

            

            	
              Germán Aguirre Irasuegui

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              26/10/1975

            

            	
              Antonio Padilla Corona

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              31/10/1975

            

            	
              Antonio González Ramos

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              25/11/1975

            

            	
              Angel Esparza Basterra

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              29/11/1975

            

            	
              Francisco Gallego García

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              02/12/1975

            

            	
              Henri Etxeberri

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              02/12/1975

            

            	
              Koldo López de Gereñu

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              04/12/1975

            

            	
              José Ramón Rekarte

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              09/12/1975

            

            	
              Kepa Tolosa

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              24/02/1976

            

            	
              Teófilo del Valle

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              03/03/1976

            

            	
              Romualdo Barroso Chaparro

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              03/03/1976

            

            	
              Francisco Aznar Clemente

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              03/03/1976

            

            	
              Pedro Martínez Ocio

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              03/03/1976

            

            	
              José Castillo García

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              06/04/1976

            

            	
              Bienvenido Perea Moral

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              05/03/1976

            

            	
              Juan Gabriel Rodrigo Knajo

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              08/03/1976

            

            	
              Vicente Antón Ferrero

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              06/04/1976

            

            	
              Oriol Solé Sugranyes

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              12/04/1976

            

            	
              Felipe Suárez Delgado

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              18/04/1976

            

            	
              Manuel Garmendia

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              24/04/1976

            

            	
              Joxe Bernardo Bidaola

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              09/05/1976

            

            	
              Ricardo García Pellejero

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              09/05/1976

            

            	
              Aniano Jiménez Santos

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              22/05/1976

            

            	
              Conrado Iriarte Vañó

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              12/06/1976

            

            	
              Alberto Soliño Mazas

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              18/06/1976

            

            	
              Segundo Maiza

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              18/06/1976

            

            	
              Gloria Pejenaute

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              18/06/1976

            

            	
              Saturnino de Luis

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              18/06/1976

            

            	
              José Luis Ceberio

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              18/06/1976

            

            	
              José Luis de Luis

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              08/07/1976

            

            	
              María Norma Menchaca Gonzalo

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              18/07/1976

            

            	
              Carlos Hernando Expósito

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              23/07/1976

            

            	
              Eduardo Moreno Bergaretxe

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              14/08/1976

            

            	
              Francisco Javier Verdejo

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              08/09/1976

            

            	
              Jesús María Zabala Erasun

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              22/09/1976

            

            	
              Bartolomé García Lorenzo

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              27/09/1976

            

            	
              Carlos González Martínez

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              09/10/1976

            

            	
              Vicente Velasco Garran

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              10/10/1976

            

            	
              Francisco Javier Alonso Castillejo

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              29/10/1976

            

            	
              Javier Cano Gil

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              28/11/1976

            

            	
              Santiago Navas Agirre

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              15/12/1976

            

            	
              Angel Almazán

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              17/12/1976

            

            	
              José Javier Nuin Azkarate

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              07/01/1977

            

            	
              José Vicente Casabany

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              09/01/1977

            

            	
              Juan Manuel Iglesias Sánchez

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              23/01/1977

            

            	
              Arturo Ruiz

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              24/01/1977

            

            	
              Eduardo Serra Lloret

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              24/01/1977

            

            	
              Mari Luz Nájera

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              24/01/1977

            

            	
              Ángel Rodríguez Leal

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              24/01/1977

            

            	
              Enrique Valdevira Ibáñez

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              24/01/1977

            

            	
              Fco. Javier Sauquillo Pérez del Arco

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              24/01/1977

            

            	
              Serafín Holgado de Antonio

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              24/01/1977

            

            	
              Luis Javier Benavides Orgaz

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              20/02/1977

            

            	
              Alfonso Bárcena López

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              24/02/1977

            

            	
              Francisco Egea

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              08/03/1977

            

            	
              Sebastián Goikoetxea

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              08/03/1977

            

            	
              Nikolas Mendizabal

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              10/03/1977

            

            	
              José Ignacio Gutiérrez Gaduña

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              15/03/1977

            

            	
              José Luis Aristizabal Lasa

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              20/03/1977

            

            	
              Ángel Valentín Pérez

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              36/03/1977

            

            	
              Juan Santiago Tomás Marrero

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              30/03/1977

            

            	
              Isidro Susperregi Aldako

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              08/05/1977

            

            	
              Clemente del Caño Ibáñez

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              12/05/1977

            

            	
              Rafael Gómez Jáuregui

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              13/05/1977

            

            	
              José Luis Cano Pérez

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              14/05/1977

            

            	
              Manuel Fuentes Mesa

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              14/05/1977

            

            	
              Luis Santamaría Mikelena

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              14/05/1977

            

            	
              Francisco Javier Núñez

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              24/05/1977

            

            	
              Gregorio Maritxalar Ayestaran

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              25/05/1977

            

            	
              Santos García Fernández

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              25/05/1977

            

            	
              Rolando Fernández Alonso

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              12/07/1977

            

            	
              Roque Peralta Sánchez

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              27/08/1977

            

            	
              Angel Calvo Pérez

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              16/09/1977

            

            	
              Carlos Gustavo Frecher Solana

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              20/09/1977

            

            	
              Juan Peñalver Sandoval

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              06/10/1977

            

            	
              Miquel Grau Gómez

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              07/10/1977

            

            	
              David Salvador Bernardo

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              14/10/1977

            

            	
              Gonzalo Pequeño Moyano

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              12/11/1977

            

            	
              Julio Muñoz Ulloa

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              26/11/1977

            

            	
              Enrique Mesa Bugatto

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              04/12/1977

            

            	
              Manuel José García Caparrós

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              13/12/1977

            

            	
              Javier Fernández Quesada

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              04/01/1978

            

            	
              Francisco Rodríguez Ledesma

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              14/01/1978

            

            	
              David Álvarez Peña

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              18/01/1978

            

            	
              Simón Ruiz Olmos

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              18/01/1978

            

            	
              Isabel Ferrer García

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              24/01/1978

            

            	
              Efrén Torres Abrisketa

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              30/01/1978

            

            	
              Javier Baquero Torres

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              30/01/1978

            

            	
              Luis Martín Martín

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              24/02/1978

            

            	
              Ramón Sola Puigvi

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              14/03/1978

            

            	
              Agustín Rueda

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              14/04/1978

            

            	
              José García Campos

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              21/04/1978

            

            	
              Elvira Parcero Rodríguez

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              04/05/1978

            

            	
              Pedro Torres Martín

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              05/05/1978

            

            	
              José Luis Escribano

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              11/05/1978

            

            	
              Alberto García

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              11/05/1978

            

            	
              Jesús María Arrazola

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              23/05/1978

            

            	
              Martín Merquelanz

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              09/06/1978

            

            	
              Juan Carlos Gómez Cañaveral

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              24/06/1978

            

            	
              José Emilio Fernández Pérez

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              26/06/1978

            

            	
              Felipe Carro Flores

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              30/06/1978

            

            	
              Manuel Luciano Pérez

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              02/07/1978

            

            	
              Jose María García Medina

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              02/07/1978

            

            	
              Rosario Arregi Letamendi

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              08/07/1978

            

            	
              Germán Rodríguez

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              11/07/1978

            

            	
              Joseba Barandiaran Urkiola

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              11/09/1978

            

            	
              Gustavo Muñoz de Bustillo

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              27/09/1978

            

            	
              Manuel Oyola Medina

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              28/09/1978

            

            	
              Andrés Fraguas

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              30/09/1978

            

            	
              Antonio Carrión

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              06/10/1978

            

            	
              Carlos José Pérez Peromingo

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              06/10/1978

            

            	
              Miguel Docampo Moreno

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              21/10/1978

            

            	
              Domingo Gutiérrez Delgado

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              06/11/1978

            

            	
              Francisco Caballero

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              08/11/1978

            

            	
              Ricardo Gómez Goikoetxea

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              13/11/1978

            

            	
              Dionisio Aguado Merino

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              15/11/1978

            

            	
              Emilia Larrea Sáez de Adacia

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              21/12/1978

            

            	
              José Miguel Beñarán «Argala»

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              06/01/1979

            

            	
              José Luis Muñoz Pérez

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              06/01/1979

            

            	
              Felipe Vaz González

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              25/01/1979

            

            	
              Juan Luis Etxebarria Agirre

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              26/01/1979

            

            	
              Martí Marco

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              04/03/1979

            

            	
              Ursino Gallego

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              20/04/1979

            

            	
              Juan Carlos Delgado de Codes

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              25/04/1979

            

            	
              José Martínez

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              29/04/1979

            

            	
              Andrés García

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              06/05/1979

            

            	
              Jose Ramón Ansa Echevarria

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              12/05/1979

            

            	
              Peru Larrañaga Juaristi

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              25/05/1979

            

            	
              Jose Carlos Camacho Serrano

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              03/06/1979

            

            	
              Gladys del Estal

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              10/06/1979

            

            	
              Vicente Vadillo Santamaría

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              22/06/1979

            

            	
              Diego Alfaro

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              25/06/1979

            

            	
              Enrique Álvarez Gómez

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              26/06/1979

            

            	
              Valentín González

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              28/06/1979

            

            	
              Francisco Javier Martín Eizaguirre

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              28/06/1979

            

            	
              Aurelio Fernández Cario

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              29/06/1979

            

            	
              Teodora Sánchez Ofretorio

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              14/07/1979

            

            	
              Salomé Alonso Varela

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              02/08/1979

            

            	
              Jon Lopetegui Carrasco

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              13/08/1979

            

            	
              Emilio Fernández Castro

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              25/08/1979

            

            	
              Justo López de Zubiria

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              25/08/1979

            

            	
              Félix Mingeta Sanz

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              31/08/1979

            

            	
              José Prudencio García

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              01/09/1979

            

            	
              Iñaki Kijera Zelarain

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              13/09/1979

            

            	
              José Luis Alcazo

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              13/09/1979

            

            	
              Justo Elizarán Sarasola

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              20/09/1979

            

            	
              Pierre Goldman

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              20/09/1979

            

            	
              Valeriano Martínez Pérez

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              28/09/1979

            

            	
              Tomás Alba Irazusta

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              06/11/1979

            

            	
              Francisco Caballero

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              11/11/1979

            

            	
              Mikel Arregui

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              09/12/1979

            

            	
              Manuel Álvarez Blanco

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              09/12/1979

            

            	
              Victoria Arranz

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              13/12/1979

            

            	
              Emilio Martínez

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              13/12/1979

            

            	
              José Luis Montañés

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              15/12/1979

            

            	
              Antonio Vara Pindado

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              09/01/1980

            

            	
              Ana Teresa Berroeta Álvarez

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              12/01/1980

            

            	
              Erik Bauer

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              15/01/1980

            

            	
              Carlos Saldise Corta

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              19/01/1980

            

            	
              Liborio Arana Gómez

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              19/01/1980

            

            	
              Manuel Santa Coloma

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              19/01/1980

            

            	
              María Paz Armiño

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              19/01/1980

            

            	
              Pacífico Fika Zuloaga

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              01/02/1980

            

            	
              Yolanda González

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              02/02/1980

            

            	
              Jesús María Zubikaray Badiola

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              10/02/1980

            

            	
              Vicente Cuervo

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              28/03/1980

            

            	
              Jorge Caballero Sánchez

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              19/04/1980

            

            	
              Felipe Zagarna Ormazábal

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              01/05/1980

            

            	
              Arturo Pajuelo

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              06/05/1980

            

            	
              Juan Carlos García Pérez

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              08/05/1980

            

            	
              María José Bravo del Valle

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              11/05/1980

            

            	
              Jose Miguel Etxeberria

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              30/06/1980

            

            	
              Manuel Luciano Pérez Gómez

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              23/07/1980

            

            	
              María Contreras

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              23/07/1980

            

            	
              Antonio Contreras

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              23/07/1980

            

            	
              Anastasio Leal

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              30/07/1980

            

            	
              Domingo Hernando García

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              25/08/1980

            

            	
              Joaquín Mendoza Lavera

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              25/08/1980

            

            	
              Aurelia Giménez García

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              28/08/1980

            

            	
              Jesús María Etxebeste

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              29/08/1980

            

            	
              Abelardo Collazo Araujo

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              30/08/1980

            

            	
              Angel Etxaniz Olabarria

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              05/09/1980

            

            	
              José España Viñas

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              06/09/1980

            

            	
              Julián Martínez Navarro

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              06/09/1980

            

            	
              Luis Quintana Monasterio

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              07/09/1980

            

            	
              Miguel Arbelaiz Etxebarria

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              07/09/1980

            

            	
              Luis María Elizondo Arrieta

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              08/09/1980

            

            	
              José María Fernández Carrión

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              16/10/1980

            

            	
              José Luis Sancha Lasa

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              13/11/1980

            

            	
              Francisco José Rodríguez López

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              14/11/1980

            

            	
              Joaquín Alfonso Echevarria

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              14/11/1980

            

            	
              Esperanza Arana

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              14/11/1980

            

            	
              Joaquín Antimasbere Eskoz

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              23/11/1980

            

            	
              José Camio

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              23/11/1980

            

            	
              Jean Pierre Aramendi

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              30/11/1980

            

            	
              Juana Caso

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              30/11/1980

            

            	
              José Muñoz

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              30/12/1980

            

            	
              Jose Martín Sagardía Zaldua

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              13/02/1981

            

            	
              Joxe Arregi Izagirre

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              17/02/1981

            

            	
              Francisco Barros

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              03/03/1981

            

            	
              Francisco Javier Ansa Cincunegui

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              05/03/1981

            

            	
              María Asensio Morales

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              27/03/1981

            

            	
              Jesús Urbien Orbegozo

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              21/03/1981

            

            	
              Juan Antonio Cortés Mora

            

            	
              Gatillo Fácil

            
          


          
            	
              07/05/1981

            

            	
              Antonio Mariscal López

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              10/05/1981

            

            	
              Juan Mañas

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              10/05/1981

            

            	
              Luis Montero

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              10/05/1981

            

            	
              Luis Manuel Cobo

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              14/05/1981

            

            	
              Juan Abel Muñiz Corral

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              01/06/1981

            

            	
              María Encarnación Ayúcar García

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              07/06/1981

            

            	
              Carlos Idigoras Navarrete

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              13/06/1981

            

            	
              José Félix Centenera

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              16/06/1981

            

            	
              Manuel Quintero

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              07/07/1981

            

            	
              Luis Arribas

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              13/07/1981

            

            	
              Ovidio Ferreiro

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              21/10/1981

            

            	
              Andrés Izagirre

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              21/10/1981

            

            	
              Josetxo Jáuregui

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              21/10/1981

            

            	
              Ángela Benito Martínez

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              02/01/1982

            

            	
              Pablo Garayalde Jauregizabal

            

            	
              Ultraderecha/Terrorismo de Estado

            
          


          
            	
              12/02/1982

            

            	
              Angel Lapuente García

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              02/03/1982

            

            	
              Ignacio Montoya Alonso

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              04/03/1982

            

            	
              Manuel Dumont

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              28/03/1982

            

            	
              Esteban Muruetagoiena Scola

            

            	
              Tortura

            
          


          
            	
              20/07/1982

            

            	
              Sebastián García García

            

            	
              Represión política

            
          


          
            	
              16/10/1982

            

            	
              Victoriano Agiriano

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              16/10/1982

            

            	
              M.a Ángeles Barandiaran

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              19/10/1982

            

            	
              Marcelo Garciandia

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              24/10/1982

            

            	
              Anacleto Asenjo Águeda

            

            	
              Gatillo fácil

            
          


          
            	
              24/10/1982

            

            	
              Claudio Clemente Martín

            

            	
              Gatillo fácil

            
          

        
      


      

    


    
      
        [1] Agradezco al profesor David Ballester el haber compartido los resultados de su investigación sobre las víctimas de la represión en Cataluña.
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